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PRESENTACIÓN
Marginados de antes, pandilleros de hoy 

Cinturones de miseria, cinturones de violencia

El pasado 7 de agosto se cumplieron 18 años de la firma de los Acuerdos de 
Esquipulas gracias a los cuales América Central inició su pacificación tras déca-
das de conflicto armado. Una semana después, sin embargo, nos despertamos 
a la cruda realidad de una región que continúa la guerra bajo otras formas: 
38 reos murieron en las cárceles de Guatemala como consecuencia de los san-
grientos enfrentamientos entre la Mara 18 y la Mara Salvatrucha. Las víctimas, 
en su mayoría menores de 25 años, no solo fueron acribillados con disparos de 
grueso calibre sino incluso con granadas, y las autoridades aún no se explican 
cómo ese arsenal ingresó en prisiones de alta seguridad. 

El abrupto final de una tregua pactada entre “maras” rivales provocó una serie 
de motines ocurridos de forma simultánea en ocho cárceles del país, con un 
saldo de más de 80 heridos, y puso en estado de alerta a las autoridades po-
licíacas de Guatemala, El Salvador y Honduras ante el temor de que estallara 
una guerra generalizada entre las pandillas de América Central. 

Sabemos que el sistema penitenciario latinoamericano es una bomba de tiempo, 
como lo expresó el Procurador de los Derechos Humanos de Guatemala, Dr. 
Sergio Fernando Morales Alvarado, cuando se mostró preocupado por la “…pro-
liferación de armas en las cárceles… cuyos guardias han sido señalados por 
activistas humanitarios por corrupción e impunidad…”. 1 El informe del Procurador 
de Derechos Humanos de 23 de agosto de 2005, sobre la situación de este país 

1  La Nación, 16 de agosto de 2005.
 http://www.nacion.com/1n_ee/2005/agosto/16/mundo0.html



xii

decía textualmente: “En relación con 
las condiciones de detención obser-
varmos que a los detenidos asociados 
con las ‘maras’ o ‘pandillas’ se les da 
en general un trato caracterizado por 
el abandono, el hacinamiento, la falta 
de infraestructura adecuada, de sani-
dad y de acceso a cuidados médicos 
y psicológicos, así como por la falta de 
supervisión judicial y de proyectos es-
pecíficos dirigidos a su rehabilitación. 
Durante la visita, asimismo, pudimos 
verificar que las condiciones de deten-
ción en las que se encuentran dichos 
niños y jóvenes son inferiores a las del 
resto de la población penitenciaria y 
que, en particular, en los últimos me-
ses se han registrado hechos graves 
de violencia y pérdida de vidas huma-
nas. Manifestamos asimismo nuestra 
preocupación por las condiciones de 
detención de las personas adultas…”.

Pero la explosiva combinación que se 
da en la región entre factores estructu-
rales y circunstancias nuevas amena-
za con consumirnos si no actuamos a 
tiempo. La mayoría de los “mareros” 
y pandilleros son hombres jóvenes, de 
origen urbano, en condiciones margi-
nales y con edades entre los 9 y los 
25 años. Su muerte constante y coti-
diana, en actos de violencia a menu-
do terribles, hipoteca el futuro de Amé-
rica Central, al acabar con el recurso 
más valioso que tiene una sociedad y 
en su momento más productivo, y nos 
enfrenta al reto de tratar de entender y 
adelantarnos a los acontecimientos.

América Central ya no está inmersa 
en un conflicto político-militar, como 
lo estuvo en los años ochenta, pero 
la situación regional sigue siendo muy 
adversa. Los gobiernos surgidos de la 
democracia han sido incapaces de 
mejorar las condiciones de vida de 
la población, especialmente de los jó-
venes, y la inacción y en algunos ca-
sos la inoperancia de los estados ha 
alimentado la presencia de bandas y 
mafias internacionales que han hecho 
del istmo una zona franca para el trá-
fico de personas, armas y drogas. 

El crimen organizado provee drogas, 
armas y redes delictivas; a cambio, 
la pandilla local se convierte en en-
cargada o “delegada” de los asuntos 
de la organización criminal transna-
cional. Los “mareros” terminan siendo 
gestores de la distribución, coloca-
ción y venta de drogas -uno de los 
negocios más lucrativos en el mundo 
criminal-; son responsables del robo y 
trasiego de autos; intermediarios en 
el traslado de personas indocumenta-
das; y sicarios. Las redes internacio-
nales inyectan miles de armas en la 
corriente delictiva centroamericana y 
contribuyen a que sean parte de la 
vida cotidiana de los jóvenes centro-
americanos. 

Seguridad regional

Aunque por ahora el fenómeno se 
encuentra localizado en el norte de 
América Central, esto no significa que 
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los países del sur estén exentos de es-
ta amenaza, así como otras naciones 
vecinas. Ya México experimenta en 
carne propia sus efectos desde hace 
años. A raíz de la matanza en las cár-
celes guatemaltecas, el Secretario Ge-
neral de la Organización de Estados 
Americanos (OEA), José Miguel Insul-
za, dijo que “estos incidentes deben 
servir como alerta sobre la seriedad 
y alcance geográfico del problema” 
y añadió que “la violencia relaciona-
da con las pandillas se ha convertido 
en un problema urgente de seguridad 
con consecuencias profundas de ca-
rácter social y económico” 2. 

Si en los años noventa se habló de los 
ochentas como la “década perdida” 
para nuestro continente y se conoció la 
situación de los niños de la calle como 
“la cara visible de la tragedia urbana” 

en Latinoamérica tal como lo señaló el 
Instituto Interamericano del Niño de la 
Organización de Estados Americanos, 
el surgimiento de las pandillas en Amé-
rica Central es un nuevo capítulo de 
esta realidad. Si bien hay especialistas 
que niegan que las maras y bandas 
juveniles sean consecuencia directa 
de los niños de la calle, sí podemos 
constatar un ciclo de marginalidad y 
violencia que se repite en ambos fenó-
menos y que muestra la manera en que 
la sociedad latinoamerica se ensaña 
justamente con quienes deberían ser 

vistos como el futuro y que, paradóji-
camente, son el sector de la población 
que se encuentra en mayor estado de 
marginación. 

Este es el contexto en el cual la Funda-
ción Arias para la Paz y el Progreso 
Humano ejecuta su proyecto Armas, 
violencia y juventud, del cual es parte 
la investigación que usted tiene en sus 
manos. Este programa se realiza bajo 
el auspicio del United States Institute 
for Peace (USIP), y con el apoyo de 
otras organizaciones regionales de la 
sociedad civil interesadas en la situa-
ción de la juventud centroamericana, 
particularmente la de aquella más vul-
nerable que enfrenta mayores riesgos 
de victimización a causa de la violen-
cia y el uso de las armas de fuego. 

Cinturones de miseria, cinturones de 
violencia

Los niños marginales que son a la vez 
víctimas y victimarios, que han sufrido 
por la violencia extrema y luego la in-
flingen sobre otros, no es un fenómeno 
nuevo en Latinoamérica, pero nunca 
se le ha prestado suficiente atención 
y muchas veces hemos cerrado los 
ojos ante una verdad que nos duele 
y preferimos ignorar. Hace casi 70 
años, el novelista brasileño publicó 
una novela profética sobre esta reali-
dad, Capitanes de la arena (1937), 

2  Ibídem, 23 de agosto de 2005.
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pero desde entonces la respuesta so-
cial ha sido muy parecida: negar que 
existe. La edición fue quemada y la 
novela no se pudo reeditar sino hasta 
1944. Algo similar sucedió en 1950 
cuando el director español Luis Buñuel 
filmó Los olvidados. La película fue 
aplaudida en Francia, pero México 
la rechazó e hizo todo lo posible pa-
ra prohibirla. Lo que nos muestran los 
personajes adolescentes de Buñuel, 
en los primeros cinturones de miseria 
de Latinoamérica, que se convirtieron 
en cinturones de violencia, es el ger-
men de lo que nos encontramos hoy 
en día en América Central. Si hace 
medio siglo hubiéramos aceptado es-
ta realidad, o se hubiera actuado pa-
ra evitar que la favela incipiente de 
1965 se convirtiera en la ley del más 
fuerte, tal y como se nos muestra en 
la película brasileña Ciudad de Dios 
(2002), no nos estaríamos enfrentan-
do con un problema que desborda la 
capacidad de reacción del Estado y 
la sociedad civil. 

En el caso de América Central, la 
aparición de maras y pandillas se re-
laciona con una serie de problemas 
estructurales; por lo tanto, el fenómeno 
no puede interpretarse en el vacío si-
no a partir de estas características. El 
más importante de ellos es la pobreza 

y la desigualdad. A pesar de que se 
han hecho considerables avances en 
salud y educación, la región no ha 
cumplido las expectativas en cuan-
to a la reducción de la pobreza. En 
América Latina subsisten 222 millones 
de personas en extrema pobreza, de 
los cuales 96 millones viven en la in-
digencia.3

El progreso latinoamericano en el cum-
plimiento de las llamadas Metas de 
Desarrollo del Milenio ha sido lento 
y, según la Comisión Económica pa-
ra América Latina (CEPAL), solo Chile 
ha logrado reducir sustancialmente la 
pobreza y en menor medida lo han 
hecho Brasil, Costa Rica, México, 
Panamá y Uruguay. Si la tendencia 
actual se mantiene, solo estos países 
podrán cumplir para el año 2015 
con la meta de reducir al 50 % el ni-
vel de pobreza actual. Para lograrlo, 
y además disponer de recursos para 
mejorar la infraestructura y aumentar 
la inversión social, Latinoamérica re-
quiere de un crecimiento económico 
sostenido anual de un promedio cer-
cano al 2,9% por habitante; pero los 
países más pobres, entre los que se 
encuentran casi todos los de América 
Central, deberían hacerlo a una tasa 
difícil de alcanzar del 4,4%. Latino-
américa se ve afectada por factores 

3 Comisión Económica para América Latina y el Caribe – CEPALC: Reporte sobre pobreza. San-
tiago de Chile, mayo de 2005. Véase también en La Nación, San José, Costa Rica, página 
14, lunes 13 de junio de 2005.
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estructurales como un bajo crecimien-
to económico durante un largo perío-
do y la incapacidad para mejorar la 
distribución del ingreso, sin lo cual es 
imposible lograr un avance sustancial 
en la reducción de la pobreza. 

Posguerra y el síndrome de posconflicto

A las causas estructurales ya citadas, 
América Central tiene que vencer el 
rezago histórico que implicó un largo 
periodo de guerra civil. Si bien el con-
flicto bélico está presente a lo largo 
de toda nuestra historia, la crisis políti-
ca militar de los años ochenta tuvo un 
impacto extraordinario sobre el perfil 
actual de la región. Esto hace que las 
sociedades centroamericanas se ca-
ractericen por el síndrome de poscon-
flicto, en el cual la violencia es social-
mente asumida como la forma natural 
de las relaciones humanas. 

El período de posconflicto significó la 
esperanza de construcción de socie-
dades democráticas, de mayor distri-
bución de la riqueza y participación 
ciudadana, así como de desmoviliza-
ción de los aparatos estatales, parti-
cularmente de los represivos militares, 
para dar lugar a la creación de cuer-
pos civiles de seguridad. Lamentable-
mente esto no siempre ha sido así. En 

algunos casos, los aparatos estatales 
continuaron siendo asociados directa 
o indirectamente a actividades de-
lictivas y muchos militares, una vez 
desmovilizados, se convirtieron en 
empresarios del negocio de las ar-
mas o de las agencias privadas de 
seguridad. 

Se han producido manifestaciones 
de integrantes de la población se-
ñalando un vínculo directo entre el 
surgimiento de las maras y la aboli-
ción del servicio militar obligatorio, 
sobretodo al considerar que se re-
ducen las “figuras de autoridad” y 
se facilita el libertinaje.4 La hipótesis 
no deja de tener su asidero en una se-
rie de hechos importantes ya que otro 
de los fenómenos de la posguerra fue 
el de la desmilitarización o desmovi-
lización de gran cantidad de efecti-
vos militares, tanto por parte de las 
fuerzas de seguridad oficiales como 
de los grupos insurgentes. Este fenó-
meno tuvo particular importancia en El 
Salvador, Guatemala y Nicaragua, 
aunque no tanto en el caso de Hon-
duras, pues la correlación de fuerzas 
políticas en este país fue muy distinta 
a la del resto.

También Panamá pasó por esta situa-
ción aunque, en este caso, el proceso 

4 Merino, Juan. Las Maras en Guatemala. En: Maras y pandillas en Centroamérica. Vol 1. ERIC, 
IDESO; IDIES, IUDOP. Publicaciones UCA, Managua, 2001

 Castro Misael y Carranza Marlon. Las Maras en Honduras. En: Maras y Pandillas en Centro-
américa. Vol 1. ERIC, IDESO; IDIES IUDOP, Publicaciones UCA, Managua, 2001.
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de eliminación total del ejército fue 
acompañado por un proceso de rein-
serción de los efectivos militares dentro 
la estructura productiva de la sociedad. 
En menor medida sucedió lo mismo en 
El Salvador tras la implementación de 
los Acuerdos de Paz. Sin embargo, el 
proceso de desmilitarización que ha 
implementado el gobierno de Guate-
mala no tuvo el mismo impacto que en 
Panamá.5 Hoy Guatemala, aunque no 
sin enfrentar serios cuestionamientos y 
dificultades, ha reducido su antiguo 
ejército a un 35%.

Una de las áreas más violentas del 
mundo

Estudios como el del Banco Interame-
ricano de Desarrollo (BID), La violen-
cia en América Latina y el Caribe: un 
marco de referencia para la acción”6, 
recoge la preocupación internacional 
hacia América Central en el sentido 
de que es una de las regiones más 
violentas del mundo. Según los datos 
comparativos disponibles de homici-
dios para todas las regiones (1990), 
América Latina tenía una tasa de ho-
micidios de más del doble del pro-
medio: 22,9 por cada 100 mil habi-
tantes frente a un promedio mundial 
de 10,7. Sólo los países africanos al 

sur del Sahara poseen una tasa ma-
yor (40,1). Estimaciones más recien-
tes para nuestra región nos muestran 
una tasa de homicidios de 28,4 para 
1994, la cual excede el promedio re-
gional en el caso de Guatemala, El 
Salvador, Colombia y Jamaica.

En general, la tasa de homicidios ha 
aumentado en la última década en 
diez de los catorce países para los 
cuales se dispone de datos. Según 
la Organización Panamericana de la 
Salud (OPS) dicha tasa, a grandes ras-
gos, aumentó en más de un 44% du-
rante el período de 1984 a 1994.7 

En Guatemala y El Salvador los es-
tragos causados por la guerra fueron 
mucho mayores que en el resto de la 
región. Así, en Guatemala, llama la 
atención el gran número de mujeres 
viudas, tanto como los huérfanos. La 
guerra destruyó gran parte de la infra-
estructura escolar y el tejido social y 
esto explica que en este país se haya 
detectado a mareros de nueve años, 
que son los más jóvenes de la región. 
Las armas y la violencia son social-
mente aceptables en esta sociedad, 
al punto que la Constitución Política 
permite la portación de armas a civi-
les y sus partidarios y defensores se 

5  http://www.prensalibre.com/pl/2004/junio/30/91874.html
6  BID, “La Violencia en América Latina y el Caribe: Un marco de referencia para la acción”. 

Washington D.C., EUA, 1999 –Buvinic, Mayra, Morrison, Andrew y Schifter, Michael.
7  Organización Panamericana de la Salud-OPS: “Programa de análisis de la situación de sa-

lud” 1997, en BID, ibídem nota No. 16, ut supra.
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encuentran reunidos en la Asociación 
Pro-Derecho Constitucional de tener y 
portar armas (Actepar), que cumple la 
misma función en Guatemala que la 
National Rifle Association en Estados 
Unidos.

El Salvador evidencia una violencia 
previa, durante y posterior a la guerra, 
en donde la resolución violenta de los 
conflictos es normal. Honduras tam-
bién muestra una fuerte violencia in-
trafamiliar y doméstica, un importante 
tráfico de niños entre México y Guate-
mala y un resurgimiento de corrientes 
en favor de la pena de muerte. Ante 
las ejecuciones extrajudiciales de ese 
país, la Relatora Especial de las Na-
ciones Unidas reclamó la atención pú-
blica sobre las graves consecuencias 
sociales de una cultura de la impuni-
dad y de la ineficiencia de la justicia. 
En el mismo sentido se pronunciaron 
la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos (CIDH) y el Fondo de 
las Naciones Unidas para la Infancia 
(UNICEF), los cuales además exigie-
ron una respuesta estatal en El Salva-
dor, Guatemala y Honduras ante el 
incremento de los niños y de las niñas 
vinculados a pandillas o maras.8 

Costa Rica y Panamá tampoco esca-
pan al panorama regional. Ambos 
carecen de fuerzas armadas y ocu-

pan los primeros lugares por su de-
sarrollo humano en el Itsmo. No obs-
tante muestran un incremento en los 
índices de violencia, altos niveles de 
violencia intrafamiliar y un aumento 
en los índices de criminalidad.

Machismo e impunidad

El BID, recogiendo las corrientes impe-
rantes sobre la violencia, reitera que 
se trata de un problema multidimen-
sional y multifacético. Sin embargo, 
aunque sostenemos que este proble-
ma es estructural, es necesario distin-
guir entre sus causas, así como entre 
sus diversos tipos y vínculos. Por ejem-
plo, y tal y como queda de manifiesto 
en nuestra investigación, la violencia 
doméstica tiene una particular presen-
cia en América Central. Si bien no se 
dispone de datos para todas las ciu-
dades, regiones o países, los núme-
ros nos indican que, en nuestro caso, 
entre un 30 y un 75% de las mujeres 
adultas, con pareja, se encuentran su-
jetas a abuso psicológico; y entre un 
10 y un 30% de ellas sufre violencia 
física. Además, en la mayoría de los 
casos, el abuso es cometido por su 
propia pareja.

En Guatemala, según las autoridades 
de ese país, entre los años 2001 
y 2004 fueron asesinadas 1.188 

8  Organización de Estados Americanos (OEA): Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH): Comunicado de Prensa, Tegucigalpa, 4 de diciembre de 2004.
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mujeres y niñas, pero sólo se ha in-
vestigado el 9% de los casos, según 
la Procuraduría de los Derechos Hu-
manos. En su mayoría se trataba de 
amas de casa, estudiantes y profesio-
nales. Muchas procedían de secto-
res pobres de la sociedad, algunas 
eran trabajadoras inmigrantes, llega-
das de países vecinos, y unas pocas 
eran integrantes de bandas juveniles 
y trabajadoras del sexo. La mayoría 
tenía entre 13 y 40 años y se trató 
de crímenes cometidos, sobre todo, 
en zonas urbanas.9 

Esta misma situación se repite en otros 
países centroamericanos, cuya pobla-
ción presenta condiciones especial-
mente vulnerables al contagio de la 
violencia, ya que se trata de una re-
gión mayoritariamente joven, con un 
alto índice de emigración, especial-
mente hacia el norte industrializado, 
con una estructura societaria altamen-
te machista, en donde la construcción 
de la masculinidad parte de la premi-
sa de la imposición de un patrón unila-
teral y violento. Aunque los países, en 
general, presentan condiciones comu-
nes, lo cierto es que también muestran 
características particulares. Así, mien-
tras que Nicaragua aparece como el 
país de la región con menores índi-
ces de criminalidad, al mismo tiempo 
muestra que la violencia intrafamiliar 

tiene una presencia destacada y en 
incremento desde 1990 relacionado 
con la concepción de la “virilidad” 
o machismo. Al tiempo, se han de-
teriorado algunos de sus principales 
indicadores sociales –por ejemplo, la 
tasa de desempleo es de un 40%-. 

Las maras y las deportaciones ma-
sivas

En nuestro estudio también señalamos 
que algunas investigaciones sugieren 
una relación de causalidad entre las 
deportaciones masivas de Estados 
Unidos y el surgimiento de maras en el 
norte de América Central. De acuerdo 
con esta hipótesis, estas deportaciones 
han permitido que las maras reproduz-
can los comportamientos violentos y 
delictivos de la cultura pandillera de 
ciudades estadounidenses como Los 
Ángeles, Chicago y Nueva York. 

Para estos investigadores, la depor-
tación es parte del “ciclo marero”: 
“Llegaron siendo niños, junto a sus 
padres huyendo de la guerra y la po-
breza, atendieron a centros educati-
vos y habitan en las calles desde Los 
Ángeles hasta Nueva York. La depor-
tación es una política de prevención 
del crimen en Estados Unidos, mien-
tras en 1986 fueron deportadas me-
nos de 2.000 personas, en 1995 la 

9  Amnistía Internacional: “Guatemala: mujeres en peligro. Homicidios de mujeres y niñas”. 
2005
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cifra se incrementó a 33.842, para 
el año 2003 se esperaban 77.000 
individuos deportados”.10 Por lo tan-
to, las deportaciones explicarían, por 
ejemplo, que en Honduras los asesi-
natos pasaran de 1615, en 1995, a 
9241, en 1998; fue en este año en 
que se dio el primer grupo de 7.000 
delincuentes deportados de Estados 
Unidos. “Estamos enviando de regreso 
criminales sofisticados a sociedades 
subdesarrolladas y simples”, dijo Al 
Valdez, asistente del Fiscal de Distrito y 
experto en pandillas del Condado de 
Orange, California. “Ellos desbordan 
a las autoridades locales”, añadió.11 

Si bien la interrelación entre maras y 
deportaciones deben ser explorada 
en mayor profundidad, es necesario 
preguntarse también por esta política 
de prevención del crimen altamente 
cuestionable, ya que está reñida con 
los derechos humanos, la doctrina de 
seguridad humana de las Naciones 
Unidas y las tendencias mundiales 

acerca de la prevención del delito 
y tratamiento del delincuente, y que 
también puede ser interpretada como 
una política de depuración racial. 

En este contexto, es especialmente 
urgente que los países centroamerica-
nos afronten la ausencia de políticas 
de juventud y de monitoreo de los sis-
temas de bienestar infantil, sobre todo 
a la luz de la adopción de la Conven-
ción sobre los Derechos de los Niños. 
Este tratado introdujo la doctrina de la 
protección integral, la cual implica la 
obligación de los estados de crear un 
sistema de protección basado en el 
criterio de interés superior del niño.12, 
quien es visto como un sujeto pleno 
de derecho. 

Este criterio jurídico supera a la anti-
gua doctrina llamada de “la situación 
irregular” y plantea que todo menor de 
edad tiene derecho a un debido pro-
ceso en todo asunto que le concierna 
y de acuerdo con el desarrollo de su 

10  Véase: 500,000 Criminal Deportees from America wreak havoc in many nations. By Randall 
Richard. The Associated Press Publisher in Oct. 25.2003. Richard señala que el 80% de los 
deportados han sido enviados a siete países de América Latina y el Caribe. Estos son Jamai-
ca, Honduras, El Salvador, Colombia, México, Guatemala y República Dominicana. Sólo 
en México, para el año 2003, habían 340.000 deportados. En Jamaica, 1 de cada 106 
hombres, de más de 15 años, es un delincuente deportado por los Estados Unidos: para el 
año 2003 habían 10.000 deportados en Kingston.

11  Ibid.
12  Al respecto pueden consultarse dos textos fundamentales: “De la Doctrina de la Situación 

Irregular a la Doctrina de la Protección Integral”, en Del revés al derecho. García Méndez, 
Emilia. Buenos Aires, Argentina. 1992. En el mismo sentido, Cillero Bruñol, Miguel: EL INTE-
RÉS SUPERIOR DEL NIÑO EN EL MARCO DE LA CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE 
LOS DERECHOS DEL NIÑO en: http://www.iin.oea.org/el_interes_superir.pdf

13  Véase Convención de los Derechos de los Niños.
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edad.13 La antigua doctrina separaba 
el tratamiento de los menores infracto-
res de la legislación penal sustantiva 
y procesal, así como penitenciaria, 
del de los adultos. Así se consolidó 
el entonces llamado Derecho Tutelar 
de Menores, hoy llamado Doctrina 
de la Situación Irregular. Esta doctri-
na se basó en la inexistencia de un 
debido proceso pues, a partir de la 
ficción jurídica de que el menor no 
era sujeto pleno de derechos y por 
tanto sometido al instituto de la pa-
tria potestad o de la tutela, el menor 
siempre tendría a algún adulto que 
velara por sus intereses.

La realidad demostró que el régimen tu-
telar de menores produjo numerosas in-
justicias en detrimento de los derechos 
humanos de los menores. La nueva 
doctrina de la protección integral pre-
tende revertir lo creado por la anterior. 
Sin embargo, la realidad de los niños y 
jóvenes de América Central demuestra 
que la percepción jurídica de la nueva 
convención y de las nuevas leyes espe-
ciales que ha promovido, no solamente 
no ha logrado el efecto deseado sino 
que produce consecuencias peores 
que las creadas por el derecho tutelar 
de menores.

De esta forma, las nuevas legislacio-
nes especiales resultan mucho más 
retrógradas que la propia doctrina 
de la situación irregular. Tal es el 
caso de las leyes antimaras que se 

han querido emitir en El Salvador y 
que la propia Corte Constitucional 
declaró inconstitucionales, así como 
el caso de las reformas penales en 
Honduras, en donde se ha querido 
restringir la garantía del Habeas 
Corpus, ampliar los tipos penales de 
la asociación ilícita -en forma poco 
definida- o volver a los tiempos de la 
tipificación penal de conductas que 
vienen, inclusive, del derecho euro-
peo del medioevo como la vagancia 
y la mendicidad. Lo mismo podemos 
decir, con las diferencias del caso, 
para Guatemala. 

La administración de la justicia

Esto nos lleva, además, necesaria-
mente, a hablar del sistema de ad-
ministración de justicia en un sentido 
amplio; es decir: de la producción 
de la ley, de su cumplimiento, de 
su aplicación, de su interpretación, 
etc. Incluimos, por tanto, a la policía 
-ejecutiva o judicial- como el caso de 
Panamá y Costa Rica; a los legisla-
dores y a los jueces y, en general, 
a todos los operadores del sistema. 
Ciertamente que algunos de estos 
actores se destacan más que otros, 
pero recordemos que se trata de un 
sistema mucho más amplio que lo es-
trictamente judicial. 

En términos generales, tanto en lo ju-
dicial como en lo policial, detectamos 
un alto grado de incredulidad en la 
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población.14 En efecto, una política 
criminológica, penitenciaria y judi-
cial represiva, carente de medidas 
preventivas, convierte a los jóvenes 
en víctimas y victimarios pues los me-
nores delincuentes, al menos para el 
caso de algunos de los países, son 
también las mayores víctimas de las 
tasas de homicidios. En general, po-
demos afirmar que las altas tasas de 
homicidios no permiten establecer 
una relación causa-efecto entre ma-
ras-delito. Tampoco existen causas 
únicas del fenómeno pero sí hay un 
hilo conductor, ya que se trata de 
jóvenes marginados y excluidos que 
pertenecieron a una sociedad que 
luego los rechazó y cuya hostilidad 
aparece desarrollada en el hogar, la 
escuela y el barrio. 

Estos jóvenes se relacionan estrecha-
mente con una cultura de la violencia 
y de la muerte, en la que las armas 
ocupan un papel muy importante. A 
esto se agrega un lento sistema de ad-
ministración de justicia, de muy difícil 
acceso, lo cual facilita la impunidad 
en la comisión de delitos. Esta situa-
ción es muy dramática especialmente 
en Honduras y Guatemala, con las 
ejecuciones extrajudiciales y los ase-
sinos de mujeres respectivamente.

Estados Unidos y su política regional 
de seguridad 

Ya venimos destacando que, en el cen-
tro del análisis, también debe estar pre-
sente la política de seguridad de la re-
gión. Por una parte, el tema militar nos 
coloca directamente en la cuestión de 
la relación entre los Estados Unidos y 
los países del Istmo. Para el caso de las 
pandillas y de las maras, en la reciente 
cumbre de presidentes centroamerica-
nos y, dentro del marco del Sistema de 
Integración Centroamericana (SICA), 
los países miembros acordaron, con 
excepción de Costa Rica, crear una 
Fuerza Conjunta de Respuesta Rápida 
para frenar, entre otros, la acción de 
las pandillas en la región. 

Aunque el tema no aparece como un 
tema militar, directamente y, aunque tam-
poco se crearía únicamente para enfren-
tar a las pandillas, tiene directa relación 
con el Comando Sur de los Estados 
Unidos. Un informe, al respecto, seña-
la: “El Comando Sur enfrenta peligros 
emergentes y tradicionales”. Los antece-
dentes de esta situación se remontan a 
decisiones tomadas a partir de 1990, 
cuando dicho Comando redefine su mi-
sión -incluyendo la defensa en contra de 
las que se calificaron como amenazas 

14  Al respecto, se recomienda la lectura de la última encuesta de percepción acerca de los 
Poderes Judiciales, llevada a cabo por el Centro de Estudios Judiciales de las Américas-CEJA, 
Santiago de Chile, 2004.
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“emergentes” y “no tradicionales”- ha-
biendo sido éstas emergencias no tradi-
cionales, en aquel entonces, básicamen-
te el tráfico de drogas.15 

Hacia la segunda mitad del segun-
do período del presidente Clinton, el 
Pentágono y la rama ejecutiva comen-
zaron a justificar la misión estadouni-
dense, en América Latina, en términos 
más tradicionales. Para ello se argu-
mentó que era necesario incrementar 
su presencia militar para apoyar los 
programas contrainsurgentes en contra 
de la “narcoguerrilla”. En el 2002 las 
operaciones del Comando Sur se ven 
ampliadas. En efecto, una decisión 
del Congreso de los Estados Unidos 
así lo confirma: la ayuda y el entre-
namiento que, anteriormente, estaban 
limitados para actividades pertinentes 
a la lucha antinarcóticos, ahora tam-
bién iban a poder ser utilizados para 
combatir el terrorismo. Subsecuente-
mente, los oficiales del Comando Sur 
y los correspondientes requerimientos 
presupuestales ante el Congreso inclu-
yen, hoy, la ayuda militar como parte 
de la guerra contra el terrorismo que, 
en este hemisferio, es emprendida en 
contra de lo que los estrategas milita-
res llaman “narcoterroristas”. 

El Comandante en Jefe del Coman-
do Sur, en 2004, explicaba que 
los Estados Unidos estaban enfren-
tándose a dos tipos de amenazas 
en la región: las tradicionales y las 
emergentes. Nuevamente, la coin-
cidencia del lenguaje habla por si 
sola. Encabezando las amenazas 
tradicionales se encuentran “los nar-
coterroristas y su género”, seguidas 
de “un peligro creciente para la ley 
y el orden en las naciones miembro, 
desde pandillas urbanas y otros gru-
pos armados ilegales.”.

La función social de los medios de 
comunicación 

No es el objeto de esta investigación 
indagar acerca del rol de los medios 
de comunicación masiva. Sin embar-
go, se citan algunas investigaciones 
al respecto, pues el tema de su im-
pacto en los niños y en los jóvenes 
es objeto de estudios científicos que 
demuestra su importancia en la for-
mación de valores y de hábitos. Los 
medios también pueden contribuir, 
para bien y para mal, a mejorar o a 
agravar la percepción ciudadana de 
inseguridad.

15  Informe de la Política del Programa Américas. Las políticas militares y anti-drogas en América 
Latina. El Comando Sur enfrenta peligros emergentes y tradicionales, Tom Barry 24 de Julio 
2004. america.irc.online.org
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Cabe resaltar que esta investigación 
se lleva a cabo gracias al registro que 
de diversos hechos de violencia han 
hecho medios de prensa escrita de 
los seis países de la región. Aunque 
los datos periodísticos no han sido 
cotejados con los datos oficiales de 
los cuerpos de seguridad, ni con los 
judiciales, sí nos han permitido seña-
lar que la información de la región no 
es homogénea, ni siquiera entre los 
mismos países, menos aún entre ellos 
y, por lo tanto, no está debidamente 
registrada ni sistematizada. 

Lo anterior reafirma el interés acadé-
mico y social de estimular el desarrollo 
de un mecanismo permanente de ob-
servación, como pretende hacerlo la 
Fundación Arias. 

 Luis Alberto Cordero

Fundación Arias para la Paz 
y el Progreso Humano

San José, 24 de agosto de 2005.
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Armas, violencia y juventud 
en América Central

Sin pretender buscar una consigna categórica sobre la naturaleza de la vio-
lencia social, debemos señalar que la violencia está en crecimiento, es mayo-
ritariamente, pobre, urbana, masculina, desempleada y es joven. Este último 
sector se encuentra en situación de riesgo porque es el que presenta mayor 
vulnerabilidad.

La política criminal es parte de la política social. Por ello los avances que se realicen 
en materia de justicia penal para reducir la violencia y el delito serán insuficientes si 
paralelamente no se avanza en las políticas sociales hacia mejores niveles de justicia 
distributiva e integración social.

Elías Carranza y Emilio Solana

Una sociedad que se aísla de sus jóvenes, corta sus amarras: 
está condenada a desangrarse.

Kofi Annan, Secretario General, ONU

INTRODUCCIÓN

Centroamérica está identificada como una subregión con las características pro-
pias de un posconflicto, entre un ir y venir de etapas, algunas superadas, otras 
truncadas y otras en gestación. Sin embargo, un aparente dilema permanece 
pendiente de resolución: la relación entre juventud y violencia, la cual ha sido 
percibida, tradicionalmente, como simbiótica, de tal forma que los jóvenes son 
considerados como violentos, dada su presumible inmadurez o inexperiencia.
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Parte del esfuerzo por entender esta 
relación ha sido el permanente in-
tento, por parte de algunos sectores 
de la sociedad civil y de la política, 
por comprender otra de las múltiples 
dimensiones de la violencia: de qué 
manera la violencia impacta a un 
segmento específico de población -la 
juventud- y en qué medida, también, 
dicha violencia está siendo incremen-
tada por este grupo etáreo. Esto es así 
porque, si bien comprendemos que la 
juventud es la víctima -por excelencia- 
de la violencia, por otro lado, tam-
bién existe la violencia que proviene 
de esta población. De esta manera, 
se conforma un círculo vicioso que se 
expande cada día con mayor fuerza 
y que tiende a abarcar el entorno 
social. En este momento, juventud y 
violencia muestran un fuerte vínculo 
que se manifiesta a lo largo del área 
centroamericana y que demanda, ur-
gentemente, una salida creativa a lo 
que puede considerarse como la gran 
tragedia urbana de América Central.

La violencia es un fenómeno que ha 
estado presente en la historia de la hu-
manidad y que no se limita al mundo 
en desarrollo. “La violencia es el resul-
tado de la acción recíproca y compleja 
de factores individuales, relacionales, 
sociales, culturales y ambientales”.1 

Representa, asimismo, un aconteci-
miento multicausal que amerita, por lo 
tanto, soluciones integrales. Este acon-
tecimiento, además, tiene un efecto de 
amplificación producido, entre otros, 
por la forma en que es percibido, ya 
sea desde el producto transmitido por 
los medios de comunicación colecti-
va o por la propia apreciación de la 
sociedad, que los reinterpreta y los 
traslada.

La violencia no tiene clase social, ni 
pasaporte, ni religión, ni etnia. Pode-
mos señalar, sin temor a equivocar-
nos, que la violencia es un fenómeno 
que mezcla, permanentemente, as-
pectos sociales, económicos, cultura-
les y hasta políticos. Por lo tanto su ca-
rácter es estructural. Es, por lo tanto, 
un fenómeno omnipresente. Tampoco 
se puede negar que la violencia tiene 
un fuerte componente de clase. Por 
ello, son todas estas características 
las que hacen que la violencia sea 
un fenómeno más palpable entre las 
clases desposeídas y excluidas, pues 
es dentro de dichas clases en donde 
se concentra la mayor cantidad de 
carencias.

Una de las aclaraciones que nos pa-
rece oportuno señalar es que ser jo-
ven no debería de ser un crimen pero, 

1  Organización Panamericana de la Salud. Informe Mundial sobre Violencia y Salud. Editado 
por: Etienne G. Drug y otros. Washington D.C. 2003 p. 13
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en nuestra pequeña región, juventud 
y delito se han convertido casi en si-
nónimos. En efecto, un grupo peque-
ño de jóvenes -unos 4 ó 5- puede, 
incluso, ser percibido como una ame-
naza. Esta apreciación, en adición, 
tiene poca relación con el origen de 
clase, pues experimentación y peligro 
aparecen como atributos propios de 
la juventud. Mucho se habla de que 
la juventud se encuentra en la búsque-
da de ser reconocida como grupo, 
así como de adquirir una identidad 
propia. Desde la sociedad, sin em-
bargo, la imagen que prevalece es 
aquella que ve a la juventud como si-
nónimo de grupo de rebeldes en pro-
ceso de convertirse en delincuentes.2

1. Algunas precisiones

La juventud, a lo largo de la historia 
de la humanidad y, al igual que todo 
grupo humano, se ha manifestado en 
diversas formas. Algunas representan 
un franco carácter de rebeldía y otras 
representan apoyo a diversas opcio-
nes o actitudes, pensamientos o ideo-
logías. ¿Quién no tiene recuerdos de 
las travesuras o fechorías realizadas 
por grupos de jóvenes? En todos los 
países, las agrupaciones de jóvenes 
son un referente obligado de la vida 
en la comunidad, en el barrio, en el 

vecindario o en la colonia. Los prime-
ros intentos de socialización que supe-
ran el espacio familiar y escolar-cole-
gial, compartido por amigos, vecinos 
y compañeros, se dan en ese escena-
rio. Estos grupos que, en principio, se 
reúnen para intercambiar vivencias y 
opiniones, tienen un referente similar 
en casi todos los países. En algunos 
lugares son denominados “la barra 
de la esquina”, el grupo del barrio o 
“la pandilla” y, en otros, se conocen 
como el clan, la tribu, la gallada, só-
lo por mencionar las denominaciones 
que nos resultan más comunes. 

Los grupos juveniles comparten afini-
dades como la música, el apoyo al 
club deportivo colegial -local o nacio-
nal- o la forma de vestir; y estas refe-
rencias colectivas les otorgan un sen-
tido de pertenencia y una identidad 
que les permiten constituirse, también, 
en una generación con características 
propias. 

Sabemos, a lo largo del tiempo, acer-
ca de variados episodios de violencia 
juvenil que están, usualmente, relacio-
nados con enfrentamientos entre jóve-
nes de diversos grupos étnicos, nacio-
nalidades, vecindarios o que apoya-
ban a diferentes equipos deportivos. 
También acerca de grupos juveniles 

2  Krauskopf, Dina. Violencia Juvenil, Alerta social. En: Revista Parlamentaria. Vol. 4, No. 3, 
diciembre de 1996. 
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pertenecientes, incluso, a centros edu-
cativos que mantenían -entre sí- un ni-
vel muy alto de competencia y que 
contaban con sus propios espacios 
“naturales” de confrontación. 

También sabemos de movimientos 
estudiantiles de protesta que fueron 
vistos como de tendencia comunista 
y/o socialista y, por lo tanto, identifi-
cados como una amenaza para la se-
guridad del Estado. El surgimiento de 
estos grupos suscitó el enfrentamiento 
con las autoridades policiales y/o 
militares y generaron acciones repre-
sivas aún cuando, como nos indica 
Merino: “Las pandillas de barrio, que 
comenzaron a pulular en los 80, eran 
totalmente ajenas a aquellas otras 
que, en los años 60 luchaban contra 
los grupos estudiantiles politizados”.3

Más allá de los eventos que tenían 
un marcado símbolo ideológico, los 
grupos juveniles -en los barrios- eran 
percibidos como actor típico de los 
vecindarios. Esto se mantuvo así has-
ta mediados de la década de los 
años ochenta. Es a partir de entonces 
que en Guatemala, por ejemplo, se 
introduce -por primera vez- el uso del 
término “mara” (1985). Nuevamente 
citando a Merino, éste nos indica que 

el concepto mara deriva de la pala-
bra “marabunta” que hace referencia 
a los inmensos hormigueros que des-
truyen todo a su paso. Merino esta-
blece una relación entre el número y 
el nivel de destrucción que ocasionan 
las maras; incluso, establece una simi-
litud con el vocablo chapulín usado, 
en Costa Rica, en un sentido similar.4 
A partir de entonces el término mara 
empieza a generalizarse entre países 
como El Salvador, Honduras y Guate-
mala y se usa, indistintamente, como 
sinónimo de pandilla. En todos los 
países del istmo centroamericano, in-
cluyendo a Panamá y, especialmente, 
a partir de la década de los noventas, 
la violencia juvenil -en la modalidad 
de la actividad de la pandilla juvenil- 
ha tenido un auge inusitado. 

Ahora bien, aún cuando existe esta 
sinonimia, para los efectos de esta in-
vestigación se consideró indispensable 
elaborar ciertas precisiones concep-
tuales pues si bien, por una parte, el 
fenómeno tiene características simila-
res en todos los países, por otra parte 
presenta rasgos de homogeneidad en 
Honduras, Guatemala y El Salvador 
pero, también, presenta variaciones 
claramente diversas con respecto de 
Nicaragua, Costa Rica y Panamá.

3  Merino, Juan. Las maras en Guatemala. En: Maras y Pandillas en Centroamérica. Volumen I. 
ERIC, IDESO, IDIES, IUDOP Publicaciones UCA, Managua, 2001.P. 168.

4  Ibid. P. 112
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La violencia juvenil, desde esta investi-
gación, pretende ser abordada en dos 
dimensiones: la violencia que se desa-
rrolla en las calles y la violencia que 
compromete a los centros educativos, 
denominada violencia estudiantil.

A continuación hemos incluido una 
clasificación con el objetivo de es-
pecificar más las diferencias entre 
los fenómenos de la pandilla y de la 
mara, válidos para el contexto centro-
americano. Como hemos señalado, 
en los países del norte de esta región 
el vocablo mara es un sinónimo de 
pandilla. No obstante, es importante 
también señalar que las pandillas en 
los Estados Unidos (sin ser este, tam-
poco, un fenómeno exclusivo de ese 
país) han tenido su origen en torno a 
los procesos de emigración masiva y, 
fenómenos de este tipo, han estado 
presentes a lo largo de la historia es-
tadounidense. 

El fenómeno de las pandillas o street 
gangs se refiere a poblaciones es-
pecíficas, como los Latin Kings, que 
eran un grupo de puertorriqueños 
que emigraron a Chicago y que se 
instalaron ahí desde la década de 
los años cuarentas y que tenían, co-
mo objetivo inicial, protegerse de la 

discriminación, del desarraigo y del 
racismo. Situaciones similares, que 
combinan la búsqueda de identidad 
y la creación de asociaciones defensi-
vas, han promovido el involucramien-
to de los migrantes indocumentados 
-en estos grupos- y su participación en 
diferentes actividades delictivas que 
incluyen, entre otros, la venta de dro-
gas, el robo de autos o de viviendas 
y tampoco se descarta que algunos 
tengan vínculos con el crimen organi-
zado. En 1997 se hacía referencia a 
que sólo en Los Ángeles, California, 
había 150.000 pandilleros y 1.350 
bandas5. 

• La barra6: ” 

El término “barra” se utiliza en algu-
nos países para definir al grupo de 
amigos que comparten intereses co-
munes y que frecuentan los mismos 
lugares; asimismo, con dicho nom-
bre se designa a los seguidores de 
un equipo deportivo. Básicamente, la 
barra es el grupo de iguales o pares; 
en un inicio la barra se consideraba 
el punto de convergencia y de socia-
lización de niños y adolescentes en 
el barrio o vecindario, la escuela o 
el colegio. El concepto remite a un 
grupo de referencia cercano, que es 
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5  Clarín Digital. Guerra de Pandillas en Estados Unidos. 13 de abril de 1997. Argentina.
6  Nota de la Editora: Elaboración realizada por la investigadora a partir de múltiples trabajos 
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diferente a la familia. Generalmente 
está delimitado por el espacio físico-
geográfico: el barrio o vecindario; de 
allí que el nombre de “barra” tiene 
cierta relación con su referencia a lo 
barrial - vecinal, en donde todos se 
conocen, crecen juntos y se identifi-
can con un contexto específico. No 
hay jerarquías determinadas: es el 
grupo de amigos que establece vín-
culos desde la infancia.

• La violencia estudiantil

Parece ser que este fenómeno es el 
menos estudiado a lo largo de la re-
gión y, en muchos países, se tiende a 
relacionar la violencia estudiantil con 
la actividad que realizan las pandi-
llas juveniles en el espacio del centro 
educativo.

Como señalamos arriba, hay barras 
en los centros educativos y hay barras 
en los vecindarios. Cuando se habla 
de violencia estudiantil se tiene en 
consideración que la actuación de la 
barra estudiantil tiene su “opuesto” en 
la barra de estudiantes de otra escue-
la o colegio. Estos antagonismos se 
han considerado, hasta cierto punto, 
como “naturales” e involucran, al me-
nos, a dos instituciones en confronta-
ción; estas instituciones, igual tienen 
aliados como detractores, específi-

camente, centros educativos afines o 
contrarios. Este es el referente tradicio-
nal de la violencia estudiantil y se ma-
nifiesta, en general, en rencillas origi-
nadas por competencias deportivas. 
Por ejemplo, en El Salvador, durante 
la década de los años cincuenta y se-
senta la referencia obligada consistía 
en la presencia de grupos de jóvenes 
que se identificaban con centros edu-
cativos y que eran, a su vez, seguido-
res de equipos de baloncesto, cuyas 
rivalidades producían enfrentamientos 
callejeros. El fenómeno registraba, 
sobre todo, población estudiantil de 
niveles básico y medio.7 En Costa Ri-
ca las confrontaciones que suceden a 
los partidos de baloncesto -entre los 
equipos del Liceo de Costa Rica y del 
Colegio Seminario- han sido tradicio-
nales; también se conocen conflictos 
similares en Guatemala.

El enfrentamiento entre facciones de 
pandillas -dentro un mismo centro 
educativo- es diferente al fenómeno 
arriba descrito y su auge da inicio 
a partir del año de 1990; el mismo 
se manifiesta en el marco territorial 
del colegio e incluye sólo a los estu-
diantes. Dado que recientemente se 
ha encontrado una cierta relación de 
causalidad entre los altos niveles de 
violencia estudiantil y las pandillas, 
es importante destacar que ello está 

7  Véase: Santacruz Giralt, María y José Miguel Cruz Alas. Las maras en El Salvador. En ERIC, 
IDESO, IDIES, IUDOP. Maras y Pandillas en Centroamérica. Op. Cit.. p.30
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estrechamente relacionado con las 
actividades de las pandillas, dentro 
del centro educativo. Sin embargo, 
reiteramos, se trata de un fenómeno 
diferente al de la pandilla no estu-
diantil. La connotación es similar a la 
de la barra estudiantil: consiste en la 
ocurrencia de enfrentamientos entre 
grupos estudiantiles -al interior de un 
centro educativo- motivados porque 
se han identificado con equipos de 
fútbol, contrarios entre sí, como ha 
ocurrido en Costa Rica. Sin embargo, 
todavía en este nivel, no siempre la 
relación violencia - estudiante - barra-
pandilla está clara, aún cuando ya 
esta segunda modalidad trasciende la 
competitividad de la institución y hace 
referencia a universos más amplios; en 
este caso, ya se introduce, dentro del 
centro educativo, una pugna externa.

La modalidad de violencia estudian-
til es aquella que se produce dentro 
del centro educativo y que se mani-
fiesta ya sea entre estudiantes, como 
ya hemos visto o, en otro nivel, entre 
estudiantes y docentes. Si bien todas 
las formas de violencia que se mani-
fiestan en torno al centro educativo 
generan preocupación, esta segunda 
es una de las más importantes puesto 
que pone, en entredicho, la calidad 
de las relaciones interpersonales den-
tro de un espacio de socialización 
tan importante como el espacio es-
tudiantil. Más allá de la rivalidad, 
en este nivel lo que se manifiesta es 
la intolerancia y la incapacidad de 

convivir dentro de un marco de res-
peto mutuo. 

• La pandilla 

El término “pandilla” se concibe con 
la doble acepción: por una parte, la 
del grupo de amigos que se reúnen 
para divertirse juntos –cuya actividad 
opera, más, dentro de la lógica de la 
barra- y, por otra parte, la del grupo 
que se forma para engañar a otros y 
producirles daño, lo que involucra el 
elemento de trasgresión a las normas 
sociales y jurídicas. Por lo tanto, si 
bien la pandilla tiene lugar dentro del 
contexto sano del grupo de amigos, 
ya conlleva la posibilidad de la trave-
sura y del vandalismo que establece, 
a su vez, la posibilidad de llevar a 
cabo actos delictivos -sobretodo deli-
tos menores o contravenciones- como 
parte del quehacer grupal. 

La pandilla mantiene la característica 
de la relación entre iguales o pares, 
pero alberga otros aspectos de inte-
rés común como el compartir expe-
riencias similares de victimización, 
de rechazo y/o de abandono; el 
sentido de identidad grupal supera el 
concepto de territorialidad que produ-
ce, a su vez, que los vínculos sean 
muy fuertes entre los miembros del 
grupo llegando dichos lazos, incluso, 
a competir con los vínculos filiales; el 
atractivo y la cercanía de la relación 
inter-generacional produce, muchas 
veces, la separación o la ruptura con 
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los padres u otros adultos cercanos y 
promueve la experimentación de las 
sensaciones de independencia y de 
autonomía.

Así, en este sentido, las caracteriza 
Krauskof: “Es importante considerar 
que las pandillas y bandas son auto-
organizaciones independientes, cuyo 
significado comparten sus miembros. 
Es un reordenamiento juvenil al mar-
gen de lo socialmente aprobado. 
Son grupos cerrados que no acep-
tan normas impuestas desde afuera y 
pueden llegar a sustituir la familia y la 
escuela”.8

De acuerdo con la mayoría de los es-
tudios, la pandilla tiene su propia es-
tructura de organización, genera un 
código de conducta y una normativa 
socializada entre sus miembros. Den-
tro de ella sus miembros comparten 
intereses y manifestaciones específi-
cas, tales como la apariencia -tatua-
jes, simbología, lenguaje, andar en 
grupo, etc.- y, también, se produce 
un cierto nivel de organización. La 
pandilla crea un proceso que preten-
de involucrar a mayor cantidad de 
individuos y su actividad trasciende el 
barrio. El centro de reunión ya no es 
la esquina, ni la cancha de juegos, 
ni el parque: el proceso implica la 
apropiación del espacio de la calle; 

la pertenencia se define desde una 
ampliación del territorio que puede 
llegar a ser muy extenso. La pandilla 
aparece, con frecuencia, vinculada a 
la ejecución de actividades violentas 
y delictivas y, dentro de ella, hay una 
fuerte presencia de alcohol y de otras 
sustancias psicoactivas. 

De hecho, la presencia de drogas y 
de alcohol es una de las característi-
cas de la pandilla que, no necesaria-
mente, se encuentra presente en las 
barras. Estas sustancias constituyen, 
para los miembros de la pandilla, 
una forma de sentirse bien, de expe-
rimentar y de saciar su curiosidad. 
Funcionan como compensadores que 
coadyuvan en reducir los niveles de 
presión, sentirse como “adultos” o 
“mayores” e identificarse -de forma 
más cercana- con el grupo, lograr un 
estatus entre sus pares o iguales, así 
como demostrar su independencia de 
las figuras de autoridad. 

Como lo expresan los investigadores: 
“… los grupos de pares cumplen con 
otras funciones que tienen que ver con 
la contención afectiva; la reflexión y 
elaboración de situaciones y sensa-
ciones nuevas; el apoyo para realizar 
cosas que les da miedo o les causa 
angustia; la exploración de conduc-
tas, habilidades y destrezas sociales; 

8  Krauskof, Op. Cit. p. 796
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la expresión sin censura de ideas, sen-
timientos y necesidades; entre otras 
cosas. Como se puede ver, la impor-
tancia que reviste el poseer o pertene-
cer a un grupo de amigos o amigas 
es de tal magnitud, que quienes no lo 
logran satisfactoriamente, experimen-
tan una situación harto difícil en su 
dimensión emocional o hacen lo que 
sea para poder pertenecer”.9

Los actos delictivos que se cometen 
-como pandilla- tienen un objetivo in-
mediato: saciar una necesidad deter-
minada, pero no necesariamente se 
convierten en un modo de vida o en 
una fuente permanente de ingresos. 
Las pandillas también utilizan armas, 
en concreto, armas blancas y armas 
de fuego -muchas veces artesanales o 
hechizas- aunque la portación de di-
chas armas no es privilegio de todos 
los miembros del grupo.

Solamente para efectos de exposi-
ción y de mayor claridad hemos des-
agregado el término violencia. Así 
tenemos:

Violencia estructural, refiere a un 
conjunto de hechos con carácter de 
permanencia, que refieren a causas 
y consecuencias que se interrelacio-
nan y se superponen unas a otras, 

como la pobreza y las condiciones 
de desigualdad, de discriminación, 
entre otras. La violencia estructural se 
le consigna al Estado pues es el que 
tiene el dominio del uso de la fuerza y 
la violencia mediante sus instituciones. 
Sin pretender entrar a polemizar en 
este campo, también es el que impo-
ne un proyecto político e ideológico 
que tiene repercusiones en todas las 
estructuras, y desde ahí se concibe el 
carácter estructural de la violencia. 

La violencia política se refiere en es-
pecífico a formas de dominación que 
se imponen, generalmente desde el 
Estado. La oposición a dicha ideolo-
gía puede generar pugnas en el ám-
bito político e ideológico por introdu-
cir modificaciones o cambiar la orien-
tación del Estado; en este sentido, las 
guerras civiles, los movimientos insur-
gentes, etc., pueden responder a este 
tipo de enfrentamiento.

La violencia social (económica y cul-
tural), se refiere a las manifestaciones 
de la violencia estructural en el ámbito 
social, como la familia, la comunidad, 
etc., donde se proyectan los conflic-
tos inherentes al contexto mediante la 
generalización del comportamiento 
violento. La legitimación del uso de la 
fuerza como medio de resolución de 

9  Valverde, Oscar y otros. Caja Costarricense del Seguro Social. Adolescencia. Protección y 
Riesgo en Costa Rica. Múltiples aristas, una tarea de todos y todas. San José, 2001.
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conflictos, le da legitimidad al uso de 
la violencia y lo va convirtiendo en un 
comportamiento socialmente acepta-
ble. También involucra componentes 
económicos y culturales. 

La violencia directa refiere a un hecho 
concreto, cuyas causas pueden ser 
identificadas al igual que sus efectos. 
En este sentido los enfrentamientos ar-
mados se refieren a violencia directa, 
al igual que los conflictos interpersona-
les o la delincuencia cuya capacidad 
de producir daño es verificable en lo 
inmediato, no obstante, las causas de 
las mismas refieren siempre a la vio-
lencia estructural. Ejemplos: Guerra, 
tortura, crimen, encarcelación, repre-
sión, etc10. 

Es en este sentido que decimos que en 
América Central, durante la década 
de los años ochentas, predominaba 
la violencia político – ideológica. En 
el medio de los procesos de pacifica-
ción de El Salvador y de Guatemala, 
de las negociaciones de reconcilia-
ción en Nicaragua y de la reconstruc-
ción de Panamá, posteriormente a la 
invasión militar de los Estados Unidos, 
se da un auge de la violencia que, 
especialmente, afectó a la juventud. 
El cambio en la situación de la región 
pudo haber incidido en hacer más 

visibles otras manifestaciones de la 
violencia, entre ellas, la violencia ju-
venil y -en general- la violencia social. 
Lo anterior puede explicarse como el 
producto de un contexto que favore-
cía la respuesta violenta pues, pese 
a los esfuerzos realizados por la es-
tabilidad en los diferentes países, las 
causas de los conflictos permanecían 
y, aún permanecen, como agenda 
pendiente. Cierta distensión en la si-
tuación interna permitió el surgimiento 
de algunas manifestaciones, patológi-
cas si se quiere, permeadas por una 
aceptación tácita de esa violencia. Al 
mismo tiempo que se daba un proce-
so de observación sobre el quehacer 
de los aparatos represivos del Estado 
-policiales y militares- , se operaba la 
redefinición de sus funciones lo que, 
entre otros, permitió mayores espacios 
de manifestación y de acción que pu-
dieron ser utilizados, para realizar 
gestiones coadyuvantes tanto de for-
talecimiento de dichos procesos inter-
nos como, también, contrarias a esos 
mismos objetivos. Por eso la mayoría 
de las investigaciones, al respecto, 
señalan que -a partir de los años no-
ventas- se desata el fenómeno de las 
pandillas juveniles como un fenómeno 
generalizado y la violencia adquiere 
rasgos de criminalidad. No es que 
antes de este período la violencia no 

10  Nota de la Editora: Con referencia a la violencia estructural y su impacto en la infancia y la 
juventud, se recomienda ver: Campos, Armando, Consultor, Insumo para el Informe de Desa-
rrollo Humano. PNUD, Costa Rica (no se ha publicado). 
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existiera sino que existían prioridades 
mayores, de corte político-ideoló-
gico, como ya lo señalamos y, una 
vez culminados dichos procesos de 
paz, el otro tipo de violencia pasa 
a tomar el lugar prioritario. En este 
sentido los investigadores señalaban: 
“…la organización de un gran sector 
de la juventud en pandillas no es pro-
ducto de la casualidad o de factores 
aislados (transculturación, inadapta-
ción social, etc.), sino más bien de 
un proceso histórico que –aunado a 
factores tales como la transformación 
de los problemas sociales, políticos 
y económicos de la coyuntura de 
posguerra, las crecientes dificultades 
de la juventud para insertarse en la 
sociedad y los efectos de la inmi-
gración y la transculturación – han 
posibilitado el surgimiento de un fe-
nómeno de organización juvenil sóli-
damente estructurado”.11

La pandilla asume diferentes motivacio-
nes de aglomeración como, por ejem-
plo, el apoyo a determinados grupos 
deportivos, a determinadas tendencias 
musicales o a algunas tendencias de-
lictivas que, asimismo, conllevan un al-
to grado de territorialidad dentro de un 
contexto, además, de exclusión socio-
económica. En otras palabras, com-
parten el vecindario o el entorno que, 

por lo común, tiene connotaciones es-
paciales y territoriales, incluso tempo-
rales, sociales y hasta de género. De 
allí que los expertos nos indican: “Los 
actuales roles derivados del género 
generan riesgos y adversidades dife-
renciales. Como situaciones que afec-
tan más al grupo masculino se puede 
mencionar: el consumo intensivo de 
alcohol y otras drogas, la conducción 
de vehículos a edades tempranas y sin 
utilización de los elementos de protec-
ción (cinturón de seguridad, casco en 
el caso de motocicletas), en estado de 
ebriedad o propensión a peleas físi-
cas, particularmente portadores de ar-
mas blancas o de fuego, accidentes, 
homicidios y suicidios”.12

Cuadro Nº1

Jóvenes que participan en maras o 
pandillas en Centroamérica

País Número estimado de 
jóvenes en pandillas

Guatemala 14.000
Honduras 40.000
El Salvador 10.000
Nicaragua 4.500
Costa Rica 2.600
Panamá 1.385
Belice 100
Total 72.585

Tomado de: Delgado, Jorge. Op. Cit. P. 9.
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11  Delgado, Jorge. La criminalidad de la juventud centroamericana: el predominio de las políti-
cas públicas represivas. Ponencia presentada en Cartagena de Indias, Colombia. 2005 

12  Idem. p. 788
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Como suele suceder, no se sabe -a 
ciencia cierta- el número de integran-
tes que puedan estar involucrados en 
maras y pandillas en la región. Las ci-
fras arriba señaladas se refieren a un 
grupo cercano a los 75.000 miem-
bros mientras que algunos diarios de 
la región señalan que los mareros 
de Guatemala, Honduras y El Salva-
dor oscilan entre los 200.000 y los 
500.000.13 

Los lugares con presencia de pandi-
llas juveniles coinciden con aquellos 
en los que no existe institucionalidad 
estatal, hay ausencia de las agencias 
que se encargan de la prevención del 
delito como, por ejemplo, la policía. 
En la actividad de las pandillas pre-
domina el comportamiento violento, 
la inclinación hacia la comisión de 
actividades delictivas y, a su vez, de 
alto riesgo. Generalmente las pandi-
llas utilizan las drogas y están vincula-
das, como ya lo hemos indicado, al 
crimen organizado. Al formar parte, 
también, del grupo de sectores exclui-
dos, se suma a la pandilla una acti-
tud contestataria, que declina cumplir 
con las normas sociales y legales; sus 
integrantes, muchas veces, carecen 
de apoyo familiar o han sido victimi-
zados en sus propios hogares y desa-
rrollan amistad con personas que ya 

están insertos en el ambiente de las 
pandillas.

En la zona urbana, en donde los ni-
veles de criminalidad son mayores, 
la delincuencia juvenil y la incursión 
de las pandillas y/o de las maras 
es, también, mayor. No obstante, 
las áreas semi-rurales también se han 
visto bajo el embate de este fenóme-
no. Esto sugiere que el fenómeno no 
es, exclusivamente, urbano sino que, 
también, se desplaza hacia lugares 
que tienen cercanía con centros de 
actividad productiva como, por ejem-
plo, lugares en donde se dan proce-
sos de desarrollo alternativo que han 
producido, a su vez, proliferación de 
industrias de maquila, como el caso 
de Honduras.

• La mara

La mara es la pandilla profesionali-
zada. Posee características tanto de 
la pandilla como de la banda y está 
más vinculada a la comisión orga-
nizada de delitos. El grupo cuenta 
con un proceso de socialización que 
distingue entre quienes son sus miem-
bros y quienes no; generalmente tiene 
códigos de conducta y de expresión 
comunes -vocabulario, símbolos, ges-
tos- y una serie de manifestaciones 

13  Véase: “FBI investigará situación de Maras”. La Nación, jueves 13 de enero de 2005. San 
José, Costa Rica. P. 19-a, y “Las pandillas siembran el terror en Centroamérica.” www.nacion.
com\ln-ee\2003\agosto\06\mundo5.html 

http://www.nacion.com\ln-ee\2003\agosto\06\mundo5.html
http://www.nacion.com\ln-ee\2003\agosto\06\mundo5.html
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que producen la aceptación grupal. 
Muchas veces la mara adopta ritua-
les de iniciación como, por ejemplo, 
el permiso para integrarse al grupo, 
el cual debe ser otorgado por parte 
del colectivo de la mara o también 
la comisión de actos en donde se 
ejerce la violencia. La mara realiza 
actos ilícitos, es decir, trasgresión de 
leyes y sus integrantes, poco a poco, 
van convirtiéndose en delincuentes. 
Las opciones de salida de la mara 
son reducidas y, muchas veces, las 
actividades de grupos religiosos apa-
recen como la única alternativa que, 
lamentablemente es también parcial 
y reducida.

La vigencia de procedimientos violen-
tos de imposición, la acción del grupo 
desinhibido en sus manifestaciones y 
una estructura jerárquica definida son, 
también, elementos que caracterizan a 
estos grupos. Asimismo, la mara reali-
za una función económica importante 
para el colectivo pues llega a generar, 
incluso, un medio de vida para mu-
chos de sus miembros, coadyuva al 
sostenimiento de sus familias –cuando 
las tienen- y apoya a aquellos que son 
buscados por la justicia, a “desplazar-
se”, mientras la situación se tranquiliza 
y el riesgo disminuye.

El peso del factor económico apare-
ce, casi, como un elemento determi-
nante de su composición. De allí que 
se diga que: “La delincuencia de las 
maras gira alrededor de la economía. 
… tanto respecto al por qué robar 
(desempleo entre los jóvenes, bajos 
salarios, ser parte activa de la econo-
mía familiar, etc.), como al qué robar 
(por una parte, lo más fácil de ven-
der, lo que más escasea y tiene más 
demanda; por otra lo que llama más 
la atención para ser poseído”).14

Las maras son un fenómeno presente 
en el norte de América Central; sus 
principales manifestaciones afectan a 
Guatemala, Honduras y El Salvador. 
No es de extrañar que las maras se 
corresponden, a su vez, con los países 
de la región que tienen una mayor emi-
gración hacia los Estados Unidos. Por 
lo tanto, también se trata de los países 
en donde la política de deportación 
masiva de los Estados Unidos ha teni-
do un fuerte impacto, lo cual ha afec-
tado a una importante cantidad de 
indocumentados. Randall Richard men-
ciona un estimado de once millones 
ochocientos mil individuos de indocu-
mentados que habitan ese país15.  De 
hecho, él hace mención a 250,000 
individuos que no son considerados 
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ciudadanos, y que están en libertad 
condicional o bajo palabra y han si-
do denominados como “deportables” 
o sujetos de deportación, pues según 
la ley de 1996 esta condición es apli-
cable a quienes no son ciudadanos 
(non – citizen) que han sido sentencia-
dos a un año o más de prisión. Esta 
relación de causa-efecto parece ser 
de tal dimensión que, inclusive, al-
gunos analistas políticos consideran 
que el fenómeno debería de estar en 
el centro de las conversaciones entre 
los Estados Unidos y los países de 
América Central ya que parece ser 
el reflejo/consecuencia de una po-
lítica de Estado hacia la región, así 
como también un punto central -en 
materia de seguridad humana- den-
tro de la agenda de esta relación. 
Infortunadamente este aspecto no 
ha sido abordado, al menos de esta 
manera, por ninguno de los países 
involucrados.

Lo anteriormente señalado se expresa 
de innumerables formas. El lenguaje 
de las maras, por ejemplo, está im-

pregnado de spanglish y el uso de 
símbolos específicos, como tatuajes 
con los números y las letras de la 
pandilla, se utilizan -indistintamente- 
en estos tres países. Muchos elemen-
tos se muestran de manera uniforme 
en Estados Unidos, México, Guate-
mala, Honduras y El Salvador. Así, 
podemos afirmar que la mara es un 
fenómeno transnacional y globaliza-
do que se está especializando en la 
comisión de delitos. En cada uno de 
estos países la mara tiene sus propias 
filiales o sucursales, así como una es-
tructura, organizada en grupos más 
pequeños, denominada clika que sir-
ve de soporte en diferentes formas. En 
el caso de países como El Salvador, 
Guatemala, Honduras y México, las 
maras mantienen fuertes vínculos ex-
ternos; por ejemplo, la Mara 1816 y 
la Mara Salvatrucha17, debido a que 
ambas se originaron en Los Ánge-
les, California. Los Vatos Locos, por 
ejemplo, son una mara de México, 
que tiene células que la conectan en-
tre los distintos países; estas células 
funcionan como una red, de modo 

16  La Mara 18, tiene su origen en la calle 18 en Los Ángeles, y está conformada principalmente por 
emigrantes mexicanos, también incorpora población africana y asiática entre otros, y es una de 
las más grandes. Son identificados por el 666 o el número 18. Consideran a la Mara Salvatru-
cha su enemigo natural. http://www.knowgangs.com/gang_resources/18th/18th_001.htm 

17  Mara Salvatrucha, MS-13 o “MS” son nombres con los que se conoce a una agrupación de 
jóvenes pandilleros conformados en su mayoría por inmigrantes, principalmente, de El Salva-
dor, que llegaron a instalarse al estado de California, EEUU, en la década de los años 80, 
huyendo del conflicto interno salvadoreño. A dicha mara también se integraron migrantes de 
Honduras, México, Perú, Ecuador, Nicaragua y Guatemala. http://es.wikipedia.org/wiki/
Mara_Salvatrucha 

http://www.knowgangs.com/gang_resources/18th/18th_001.htm
http://es.wikipedia.org/wiki/Mara_Salvatrucha
http://es.wikipedia.org/wiki/Mara_Salvatrucha
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que un miembro -que viene de otro 
lugar- es aceptado por el colectivo si 
se identifica debidamente. 

En las actividades en las cuales se 
involucran las maras se reporta la pre-
sencia de arma blanca; sin embargo, 
hay mucha mayor disposición hacia 
otro tipo de armas comerciales como, 
por ejemplo, las armas de grueso ca-
libre como las ametralladoras AK-47, 
los fusiles fal, uzi, mini-uzi y galil o 
las pistolas automáticas, entre otras. 
En su gran mayoría, estas armas son 
adquiridas en el mercado ilícito. Asi-
mismo, dentro de la mara se detecta 
un elevado consumo de alcohol y de 
drogas. Incluso, en algunas maras 
se tiene -por norma- prohibir a sus 
miembros el uso de ciertas drogas -
en referencia explícita a las que los 
inhabilitan a reaccionar con premura, 
por el efecto que generan en el indi-
viduo- en momentos en que deberían 
de estar “alertas”.

Las actividades delictivas con las que 
se vinculan las maras incluyen delitos 
contra la propiedad, contra la integri-
dad de las personas -como violacio-
nes- y contra la vida -como asesinatos. 

En escala local, estos delitos se rela-
cionan con la venta y la distribución 
de drogas. En algunos casos, no se 
descarta la participación de la mara 
en el crimen organizado como, por 
ejemplo, el narcotráfico. La aparien-
cia, como ya señalamos, también jue-
ga un rol determinante; se les recono-
ce, por ejemplo, por su vestimenta o 
porque llevan sus cuerpos tatuados, la 
cabeza rapada y sus ropas holgadas. 
Utilizan collares, brazaletes y aretes; 
son aficionados al rock y a otras ma-
nifestaciones de música “pesada” 18 y 
pintan las paredes con graffitis y sím-
bolos para expresar que un determi-
nado territorio les pertenece. Así, se 
indica que “El conflicto y la lucha por 
la defensa/expansión del territorio 
proporciona sentido de existencia a 
la mara.”19

Como ya lo señalamos, otra caracte-
rística del fenómeno delincuencial en 
torno a la figura de la mara, es que 
posee una estructura altamente orga-
nizada, con su sistema de filiales na-
cionales y de enlaces transnacionales. 
También señalábamos que algunas 
investigaciones sugieren una relación 
de causalidad entre las deportaciones 

ANÁLISIS REGIONAL

18 Nota de la Editora: La música pesada surge de una corriente del rock (hard rock) que implicó 
el mayor uso de teclados y sintetizadores en las interpretaciones musicales. Con la introduc-
ción de una mayor presencia de la guitarra, se inicia la corriente metálica (Heavy Metal). 
Estas tendencias musicales están marcada por la fuerza, la densidad y la reiteración de los 
instrumentos anteriormente señalados. 

19 Castro y Carranza. Las Maras en Honduras. En ERIC, IDESO, IDIES, IUDOP. Maras y Pandi-
llas en Centroamérica. Op. Cit. P.242
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masivas de personas de los Estados 
Unidos y las maras del norte de Amé-
rica Central. En efecto, pareciera que 
la estructura de las maras se ha conso-
lidado por la vía de las deportaciones. 
Estas deportaciones han permitido que 
las maras de la región reproduzcan 
los comportamientos violentos y de-
lictivos de la cultura pandillera de Los 
Ángeles, Chicago y Nueva York que, 
anteriormente explicábamos. Dado 
que algunas de las maras nacieron de 
jóvenes centroamericanos vinculados 
a los grupos pandilleros norteamerica-
nos, la sugerencia apunta al hecho de 
que, al ser expulsados de los Estados 
Unidos, han podido, posteriormente, 
transferir esa experiencia de cultura 
violenta a su “nuevo” entorno/retor-
no; con ella también transplantaron 
una serie de valores totalmente ajenos 
a la región.20 Las fuentes consultadas 
confirman esta sugerencia al explicar 
que “Llegaron siendo niños, junto a 
sus padres huyendo de la guerra y la 
pobreza, atendieron a centros educa-
tivos y habitan en las calles desde Los 
Ángeles hasta Nueva York. La depor-
tación es una política de prevención 
del crimen en Estados Unidos, mien-
tras en 1986 fueron deportadas me-

nos de 2000 personas, en 1995 la 
cifra se incrementó a 33842, para 
el año 2003 se esperaban 77000 
individuos deportados”.21 La misma 
fuente indica que, en Honduras, los 
asesinatos se incrementaron de 1615 
en 1995 a 9241 en 1998, coinci-
diendo lo anterior con el primer gru-
po de 7000 delincuentes que fue de-
portado, desde los Estados Unidos, 
hacia ese país. “Estamos enviando 
de regreso criminales sofisticados a 
sociedades subdesarrolladas y sim-
ples” (el subrayado es nuestro), dijo 
Al Valdez, asistente del Fiscal de Dis-
trito y experto en pandillas del con-
dado de Orange, California. “Ellos 
desbordan a las autoridades locales” 
apuntó.22 

• La banda  

Se trata de una organización delictiva 
de carácter local, integrada por más 
de dos personas, quienes se unen con 
el fin de cometer delitos en forma rei-
terada y cuyos miembros están arma-
dos. El carácter local, en este caso, 
abarca la dimensión del país y no im-
plica la defensa territorial implícita en 
la actividad de las pandillas y maras. 

20 Idem, p. 306.
21  Véase: Randall Richard Op. Cit. El autor señala que el 80% de los deportados han sido envia-

dos a siete países de América Latina y el Caribe. Estos son Jamaica, Honduras, El Salvador, 
Colombia, México, Guatemala y República Dominicana. Sólo en México, para el año 2003, 
habían 340,000 deportados. En Jamaica, 1 de cada 106 hombres, de más de 15 años, es 
un delincuente deportado por los Estados Unidos: para el año 2003 habían 10000 deporta-
dos en Kingston.

22 Ibíd.
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Asimismo, no excluye la participación 
de miembros extranjeros. Las activida-
des de la banda se orientan hacia la 
obtención de beneficios económicos; 
de hecho, se constituyen en un medio 
de vida que garantiza, no solo la sub-
sistencia de sus miembros sino, tam-
bién, el acceso a un nivel adquisitivo 
y de consumo superiores. 

La banda presenta un alto nivel de 
especialización y el uso de sus re-
cursos se orienta hacia la comisión 
de hechos ilícitos; la planificación 
es parte integral de su actividad lo 
cual implica, también, una precisa 
distribución de tareas. La banda, de-
pendiendo muchas veces de su área 
de acción, puede reunirse en función 
de “trabajos” específicos, y no impli-
ca que tenga una actividad delictiva 
permanente. Con frecuencia se escu-
cha hablar de las bandas de “roba-
carros”, de “falsificadores de tarjetas 
de crédito”, de “narcotraficantes”, de 

“secuestradores”, por mencionar a 
algunas de las actividades delictivas 
más comunes; no se descarta que 
dichas bandas estén involucradas en 
varias actividades al mismo tiempo. 

Por lo general, los miembros de la 
banda tienen más edad, en com-
paración con los miembros de las 
pandillas o de las maras. También la 
banda puede, ocasionalmente, con-
tar con el expertise o, con alianzas 
temporales, así como tener vínculos 
comerciales internacionales, y ello 
permite el aprendizaje de otras for-
mas delictivas. La banda tiene acce-
so a mayores y más sofisticados re-
cursos tecnológicos y, también, hace 
uso de la infraestructura disponible, 
está mucho más cerca del crimen or-
ganizado -el cual dispone de amplias 
redes de contacto y cooperación in-
ternacionales- tiene gran movilidad y, 
por ende, su carácter es transnacio-
nal y de permanencia. 

ANÁLISIS REGIONAL
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2. Elementos para el análisis 

Ya apuntamos que la violencia es un 
fenómeno multicausal y que la juven-
tud sufre su principal impacto. Lo que 
hace a América Central un polo de 
violencia es la presencia y la con-
catenación de múltiples elementos 
entre los cuales sobresale un pasado 
reciente dominado por la violencia 
política y la lucha armada que en-
frentó a sus habitantes, no solo en 
ese terreno político ideológico sino, 
también, entre sus familias y sus pue-
blos. La violencia ha estado presente 
en la región, aún desde los tiempos 
previos a la conquista española, co-
mo lo señalan Sergio Ramírez y Edel-
berto Torres Rivas24; sin embargo, las 
guerras civiles de los años ochentas 
la convirtieron en moneda de curso 
de amplia aceptación y presencia. 
Ello la legitimó y, a su vez, permitió 
la instauración de su mayor legado: 
una incultura violenta.

Mientras que los acuerdos de paz y 
las negociaciones políticas propicia-
ron un espacio para el diálogo y la 
reconciliación, las causas estructurales 

de los conflictos en América Central 
persisten y se han profundizado. Hoy 
en la región hay más población en es-
tado de pobreza, pues aunque se re-
dujo su incidencia “…el número total 
de pobres en la región aumentó entre 
el inicio y el final del período, debido 
al mayor crecimiento de la población. 
Así, mientras en 1990 había alrede-
dor de 16.8 millones de personas po-
bres, hacia el año 2001 su número 
había aumentado a 18.8 millones, o 
sea, 2 millones de nuevos pobres en-
tre esos dos años.25

Es decir, el acceso a las oportunida-
des sigue siendo un privilegio y no 
un derecho, los ingresos continúan 
concentrándose en -cada vez- menos 
manos. Así las cosas están dándole  
condiciones para que la violencia so-
cial prolifere. Como indican algunos 
analistas “El clima de violencia que 
se vive en la región, con sus diferen-
cias locales, no es un hecho casual, 
puesto que la violencia es una cons-
trucción social, que crece en espiral 
conforme se deterioran las condicio-
nes de vida de amplísimos sectores 
de la población”.26 

24  Nota de la Editora: Comentarios al respecto pueden consultarse en: Fundación Arias para 
la Paz y el Progreso Humano: Las armas de la violencia (audiovisual) entrevista a Edelberto 
Torres-Rivas. Véase también Ramírez Mercado Sergio: “Recuerdos del poder: 18 Conejo ”, La 
Nación, viernes 4 de junio de 2004); 

25  Véase: PNUD. Estado de la Región. Segundo Informe de Desarrollo Humano de Centroamé-
rica y Panamá. San José, Costa Rica. 2003- pp. 50-51

26  Delgado Salazar, Jorge. La criminalización de la juventud centroamericana: el predominio de las 
políticas públicas represivas. Ponencia presentada en: Cartagena de Indias, Colombia. 2005 p.8



23

Otros elementos se agregan a lo an-
teriormente dicho, como el hecho de 
que la exclusión social es una cuestión 
no resuelta en la región. Lejos de re-
ducirse, las inequidades se acentúan 
y ello consolida la existencia de am-
plios segmentos de la población que 
viven al margen de los beneficios del 
progreso y que carecen de servicios 
básicos como alimentación, salud y vi-
vienda, educación, oportunidades de 
empleo y vestimenta. En América Cen-
tral, al igual que en el resto de Amé-

rica Latina, las causas estructurales de 
la pobreza siguen siendo la tarea pen-
diente y, como reiteran los analistas: 
A la par de los “malles27 uno de los 
signos de la globalización, se erigen 
enormes poblados que ponen al des-
cubierto la existencia de una socie-
dad dual que acumula la riqueza en 
muy pocas manos, mientras que distri-
buye los riesgos en amplios sectores 
de nuestras sociedades: la pobreza 
y la violencia social también se están 
globalizando…”.28

ANÁLISIS REGIONAL

Centroamérica: Incidencia de la pobreza total y extrema29

-porcentaje de población bajo las líneas de pobreza respectivas-

Centroamérica
2000

Costa 
Rica
2000

El 
Salvador

1999
Guatemala 

1998
Honduras

1999
Nicaragua

1998
Panamá
2000

Pobreza 
total %
Total 51,2% 23,1% 47,5% 56,7% 70,2% 47,9% 40,5%
Área 

Urbana 34,5% 19,3% 37,6% 28,8% 62,4% 30,5% 23,4%

Área 
Rural 68,1% 28,1% 61,2% 75,6% 76,6% 68,5% 68,9%

Pobreza 
extrema

Total 26,7% 7,1% 20,1% 26,7% 52,9% 17,3% 26,5%
Área 

Urbana 13,5% 4,8% 12,2% 7,0% 39,7% 7,6% 11,1%

Área 
Rural 40,0% 10,2% 30,9% 39,9% 63,6% 28,9% 52,2%

27  Nota de la Editora: Los “mall” o “malles” son centros comerciales de grandes dimensiones 
orientados para atraer a la clase media y que se ubican en las áreas periféricas de los centros 
urbanos, ponen a disposición del público todo tipo de locales comerciales y están abiertos 
todos los días de la semana.

28  Delgado Salazar, Jorge. Op. Cit. 
29  Sauma, Pablo.Ponencia Desafío de la Equidad Social. Segundo Informe de Desarrollo Humano en 

Centroamérica y Panamá. http://www.estadonacion.or.cr/Region2003/Paginas/indice.html
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En la explicación del cuadro se seña-
la que “…la incidencia de la pobre-
za no solo es mayor entre los niños y 
jóvenes centroamericanos (un 61,5% 
de los niños y jóvenes centroamerica-
nos de 0-14 años se encuentran en si-
tuación de pobreza), sino que buena 
parte del total de pobres son niños y 
jóvenes: un 47,9% de los pobres cen-
troamericanos son niños y jóvenes de 
14 años o menos (“la pobreza tiene 
cara de niño”).30

El 24,5% de los hogares centroame-
ricanos se encuentran bajo la jefatura 
de mujeres solas; esta es una situa-
ción que se observa más en las áreas 
urbanas que en las rurales. Asimismo, 
la población que se encuentra en 
condiciones de pobreza presenta el 
mayor porcentaje de analfabetismo. 
También, tiene menor nivel educativo 
y, la que acudió a la escuela, de he-
cho ha sido expulsada por las propias 
condiciones del sistema educativo, 
además que la calidad de la educa-
ción que reciben estos sectores es de-
ficiente en todos los sentidos. Para el 
año 2000 un 46,8% de la población 
de América Central, entre los 15 y los 
64 años, o no tenía educación formal 
o no completó la educación primaria. 
Centroamérica y Panamá tienen una 
población mayoritariamente joven, 
de la cual un alto porcentaje no está 

cubierta por el sistema educativo, lo 
que coadyuva a profundizar la margi-
nación y las diferencias. 

Por otro lado, como ya lo señalamos, 
la población -en condiciones de po-
breza- tiene menor acceso a los ser-
vicios básicos, vive en condiciones 
de hacinamiento, habita en viviendas 
construidas con materiales de ma-
la calidad y tiene dificultades, entre 
otras, para acceder a servicios como 
agua potable, electricidad, alumbra-
do público, disposición de desechos 
sólidos y tratamiento de aguas ne-
gras, acueductos y alcantarillados. 
Se corresponde, además, con la po-
blación que se inserta -en forma ma-
yoritaria- en el sector informal y agro-
pecuario, cuya remuneración es -en 
forma general- de ingresos muy bajos. 
Es importante señalar en este aparta-
do que, de 1990 a 2000, los datos 
estadísticos analizados tanto por la 
Comisión Económica para América 
Latina (CEPAL) como por el Banco 
Mundial (BM) indican que, si bien la 
región ha avanzado significativamen-
te en cuanto a la composición de su 
PIB para salud y educación, la caída 
abrupta en los rubros de agricultura e 
infraestructura es también alarmante. 
Así, como lo indican las fuentes: “…la 
cotidianeidad de los pobres está sig-
nada por el síndrome de la pobreza: 

30 Sauma, Pablo. Ibid. P. 13 
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los problemas personales y familiares 
se encuentran en estrecha interrela-
ción con la insuficiencia de ingresos y 
con la insatisfacción de necesidades 

básicas en diversos ámbitos: vivien-
da, alimentación, educación, sanea-
miento ambiental, etc.”31 
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Cuadro Nº 4
Población total por país y población de 0 -19 años. Año 2005

País Población total Población de 0-19 años Porcentaje

Guatemala
Honduras
El Salvador
Nicaragua
Costa Rica
Panamá
Belice

12.699.780
 7.346.532
 6.874.926
 5.483.447
 4.321.717
 3.228.186

 266.260

6.863.647
3.581.188
3.015.548
2.775.417
1.672.541
1.280.985
 125.958

54,04%
48,75%
43,86%
 50,61%
38,70%
39,68%
47,30%

TOTAL 40.220.848 19.315.284 48,02%
Fuente: Delgado Salazar, Jorge. Ponencia ut supra, pág.4.

Este es el panorama general de la si-
tuación en que se encuentra la pobla-
ción centroamericana. No obstante, 
podemos ir más allá e intentar com-
prender cuáles son los efectos que, 
sobre el comportamiento del indivi-
duo, producen la marginación social 
y las inequidades antes apuntadas, a 
los que hay que sumar la coexistencia 
entre sectores excluidos y opulentos. 
Al respecto Sauma sintetiza: “Existe 
consenso en que la pobreza resume 
situaciones de privación, impotencia 
y vulnerabilidad. Privación porque 
los individuos no disponen ni de in-
greso ni de activos suficientes para 

satisfacer sus necesidades materiales 
elementales, así como tampoco acce-
so a los servicios sociales prestados 
por el Estado y, desde una perspecti-
va más amplia, a las oportunidades. 
Impotencia, porque no poseen ni la 
organización, ni la representación ni 
el acceso directo al poder político pa-
ra cambiar la situación por sí solos. 
Vulnerabilidad ante crisis o choques 
de diferente naturaleza”.32 

Por otro lado, el impacto de estas si-
tuaciones se manifiesta en el ámbito 
de lo íntimo y lo cercano, es decir, las 
relaciones interpersonales, los víncu-

31 Sauma, Op. Cit. p. 21
32 Idem. pp. 1 - 2.
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los familiares, en el nivel primario, en 
donde se manifiestan las carencias y 
sus correspondientes expresiones tales 
como la desintegración familiar y la 
falta de condiciones afectivas óptimas 
para el desarrollo humano. Dentro 
de esta consideración es necesario 
agregar, como un punto más de vul-
nerabilidad, para la juventud, el con-
sumismo y el impacto del alcoholismo 
y del abuso de sustancias psicotrópi-
cas. Así, en efecto, varios investigado-
res nos indican: “Los jóvenes quieren 
afirmar su identidad como personas, 
pero el sistema les ofrece consumir 
con opulencia. Quieren que se les 
reconozca como individuos, pero la 
sociedad los invisibiliza o estigmatiza 
como peligro. Buscan diversión y re-
creación, pero la televisión les ofrece 
sexo, drogas, violencia y armas. Re-
claman oportunidades y un ambiente 
sano, pero se les concede privacio-
nes, exclusiones y violencia.” 33 

Las principales manifestaciones de la 
violencia juvenil son la violencia es-
tudiantil y la delincuencia; dentro de 
esta última se encuentra, por un la-
do, la delincuencia más espontánea 
y carente de organización y, por el 
otro lado, la delincuencia planifica-
da y totalmente estructurada bajo un 
sistema jerárquico, que se proyecta 

mediante las acciones de las pandi-
llas o de las maras. 

Los componentes básicos de la vio-
lencia en cuestión constituyen la 
agresividad y la predisposición a la 
agresión. Aunque no es exclusivo de 
la región centroamericana, está claro 
que lo anterior resulta un lugar común 
en la región centroamericana -la vio-
lencia- aunque no exclusivo de ésta: 
la coincidencia de personas agresi-
vas, en este caso jóvenes, que fueron 
victimizados y sufrieron maltrato en 
sus hogares o, también, situaciones 
de abandono. Carecieron de opor-
tunidades de acceso a la educación 
o para poder mantenerse dentro del 
sistema educativo. Sufrieron de una 
imposibilidad total de acceso a la cul-
tura o para incorporarse al mercado 
laboral en condiciones de igualdad y 
protección. Como resultado, muchos 
de estos jóvenes generaron un com-
portamiento violento y agresivo -como 
mecanismo de defensa- por lo que se 
da la contradicción de que conviven, 
a su vez -en una sola persona- la vícti-
ma y el victimario. 

Dentro del ambiente en el cual predo-
minan la exclusión y la marginación, 
la “identidad” de los grupos etáreos re-
feridos se relaciona con la “emoción” 

33 Abaunza, Humberto y Ricardo Andino. La sociedad contra los jóvenes. Las pandillas de Estelí. 
Primera Edición, Managua. Fundación Desafíos. Diciembre de 2002, p. 58-59
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del “riesgo”, del “peligro”. Para el ima-
ginario colectivo, la amenaza que ve 
representada en estos grupos lo lleva 
a reaccionar con respuestas que pro-
ducen mayores niveles de exclusión y 
de rechazo; a su vez, la respuesta que 
ello produce, por parte del grupo en 
cuestión es, por lo tanto, más agresi-
va y más violenta. En otras palabras, 
la sociedad los margina porque cons-
tituyen un riesgo para su percepción 
de lo que es seguridad; entonces, se 
cumple la profecía: son un peligro 
porque fueron marginados y porque 
obtienen poder mediante el temor de 
los demás. Destacar socialmente -por 
reproducir conductas inaceptadas- les 
da una identidad negativa, pero una 
identidad, al fin y al cabo. Llevar a 
cabo actos agresivos y utilizar la vio-
lencia le otorga poder a estos grupos; 
les genera un respeto y un reconoci-
miento social que, aunque negativos, 
los hace sentirse poderosos. 

3. Juventud y violencia en América 
Central

Factores desencadenantes

• Procesos acelerados de urbaniza-
ción (concentración de población 
y crecimiento acelerado)

• Conflicto armado (patrones vio-
lentos de convivencia)

• Privatización de espacios públicos

• Debilitamiento de la estructura fa-
miliar

• Violencia intrafamiliar

• Instancias de socialización que 
reflejan la ausencia de modelos 
positivos 

• Cultura de violencia

• Pobreza

• Exclusión de jóvenes del mercado 
laboral

• Exclusión de jóvenes del sistema 
de educación formal

• Dificultad en la conformación de 
la identidad

• Consumo de drogas

• Emigración y transculturación 

Nota: Véase: Santacruz Giralt, María y  
Cruz Alas, José Miguel. En: Maras y pandillas en 
Centroamérica p.32

La violencia social afecta a toda la so-
ciedad. No obstante, como dijimos an-
teriormente, esa violencia permea más 
a los sectores mayoritarios que son los 
que sufren condiciones socioeconómi-
cas insuficientes que les garanticen una 
buena “calidad de vida”. Estas condi-
ciones se manifiestan, en toda su di-
mensión, en las zonas urbanas pero la 
generalidad de la violencia social -que 
traspasa el factor de acceso a bienes 
y servicios y de capacidad adquisitiva- 

ANÁLISIS REGIONAL



ARMAS, VIOLENCIA Y JUVENTUD28

así como las condiciones de exclusión 
y de precariedad de la mayoría de la 
población, también se relaciona con 
la ausencia del Estado en materia 
social y afecta los ejes primarios de 
la socialización: el núcleo familiar, el 
centro educativo y los uniformadores 
socio-culturales, es decir, los medios 
de comunicación masiva.

La violencia obstaculiza el desarrollo 
social. Hemos insistido en que este 
fenómeno se puede desagregar, de 
manera que ello nos permita focalizar 
nuestro análisis en alguna de sus par-
ticulares dimensiones. Sin embargo, 
reiteramos que se trata de un fenóme-
no estructural, que debe ser abordado 
a partir de una concepción holística y 
por lo tanto, no se puede desvincular 
de todo el contexto dentro del cual se 
produce. Así, cuando hablamos de vio-
lencia social la misma está compuesta, 
a su vez, de subredes de violencia, en 
las que la violencia intrafamiliar y la 
juvenil, por solo citar algunas, están 
intrínsecamente ligadas. No es casua-
lidad que, en casi todas las investiga-
ciones sobre la materia, podemos asu-
mir que las y los jóvenes en alto riesgo 
o, inclusive, integrantes de pandillas 
juveniles o que han estado involucra-
das e involucrados en actos delictivos 
fueron, al mismo tiempo, víctimas de 
violencia intrafamiliar o fueron objeto 
de abuso dentro de sus hogares; es 
decir, que estuvieron insertos -por un 

determinado período sostenido- dentro 
de un círculo de maltrato.

Como ya lo venimos exponiendo, la 
violencia es una sola, es estructural 
y se expresa de diferentes maneras. 
Dentro de las diversas formas de vio-
lencia, existen aquellas delimitadas 
por el tipo de impacto que producen, 
así como por sus manifestaciones y, 
no tanto, por el ámbito en el cual se 
presentan. La violencia se clasifica, 
según su impacto, en:

a. Violencia física: comprende el uso 
de la fuerza e implica toda acción 
de agresión contra la integridad 
física de la persona; incluye, co-
mo una de sus manifestaciones, la 
violencia sexual.

b. Violencia psicológica o emocio-
nal: se refiere al maltrato verbal 
reiterado y que utiliza la amenaza, 
la humillación y el desprecio como 
forma de manipulación y puede 
producir un fuerte impacto en la sa-
lud física y mental de la persona.

c. Violencia sexual: incluye toda 
ocasión en que se obligue a man-
tener contacto sexual mediante el 
uso de la fuerza, intimidación o 
coerción.

d. Violencia patrimonial: se trata 
de toda acción u omisión que 
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signifique el daño o la pérdida, 
sustracción o destrucción que prive 
a los individuos de su propiedad.34

Ahondar en la forma en que se pro-
duce el fenómeno de la violencia, 
conlleva abordar las denominadas 
“rutas críticas” que, generalmente, se 
corresponden con la reproducción de 
patrones de crianza violentos y auto-
ritarios y que, en primer lugar, se po-
nen de manifiesto dentro del núcleo 
familiar. Efectivamente, es dentro de 
ese medio, en donde se produce la 
violencia doméstica e intrafamiliar, 
afectando a quienes se encuentran 
situación de desventaja o de mayor 
vulnerabilidad. Como los tipos de vio-
lencia, anteriormente señalados, pue-
den ser observados en diversos nive-
les, esto es, según cual sea el grupo 
al que están dirigidos, en la violencia 

doméstica y en la intrafamiliar la ma-
yor violencia es ejercida contra las 
mujeres, contra las y los niños, contra 
las y los adolescentes o contra las y 
los adultos mayores35.

Sin embargo, sabemos que la cade-
na posteriormente se perpetúa, pues 
existen diversos mecanismos por inter-
medio de los cuales se legitima el uso 
de esa violencia: el barrio, el medio 
escolar, la calle. La violencia juvenil, 
en especial, se ve afectada con ma-
yor fuerza desde esas instancias -la 
familia, la escuela y la comunidad, 
pues hay una relación de jerarquía 
y dependencia mayor. También, una 
de las hipótesis de trabajo que ma-
nejamos en torno al fenómeno de la 
violencia se relaciona, directamente, 
con el papel fundamental que desem-
peñan los medios de comunicación, 
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34  Véase: Diálogo Centroamericano. Número 51, Violencia Intrafamiliar. Fundación Arias para 
la Paz y el Progreso Humano. San José, Costa Rica. 2004.

35 De acuerdo con las convenciones internacionales se entiende por violencia contra la mujer  
“... cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”.

 Si nos enfocamos en las concepciones que subestiman a las mujeres por su condición de gé-
nero y reconocemos la existencia de las estructuras sociales como una forma de perpetuar ese 
rol subordinado que tradicinalmente ha asumido, y si tenemos consciencia de que la religión, 
la sociedad y la familia, como la mínima expresión de la misma así lo han reproducido, no 
es de extrañar que uno de los niveles en los cuales la violencia de género, que victimiza a la 
mujer se proyecta con mayor fuerza al interior de la familia y de las relaciones de pareja.

 Se concibe, entonces, la violencia intrafamiliar como la persistencia de relaciones de do-
minio/subordinación a través de conductas y/o acciones que lesionen la integridad del ser 
humano en presencia de relaciones de confianza y de intimidad.

 La violencia doméstica es concebida como una dimensión de la violencia intrafamiliar, y 
se restringe a la violencia que previve en el seno de las relaciones de pareja y desborda la 
relación entre esposo y esposa, pues se refiere a relaciones que han sido producto de la con-
vivencia, pero que persiste incluso cuando la convivencia es asunto del pasado, la violencia 
doméstica adquiere caracteríscas de frecuencia.
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ya sea mediante su enfoque general, 
el tipo de secciones informativas, su 

programación regular o el tipo de mú-
sica o de cine que transmiten. 
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La familia:
un elemento de la ruta crítica

Otro de los aspectos que inciden 
fuertemente en la formación de com-
portamientos violentos se refiere a la 
desintegración familiar. En efecto, el 
debilitamiento de la familia como nú-
cleo de socialización y la presencia 
-constante- de manifestaciones de vio-
lencia intrafamiliar pueden contribuir 
a que los comportamientos violentos y 
agresivos sean percibidos como nor-
males. Asimismo, la violencia intra-
familiar, es también un componente 
determinante de la ruta crítica de la 
violencia juvenil.

Los comportamientos antes descritos 
dentro del ámbito familiar se reprodu-
cen, con posterioridad, en los centros 
educativos y adquieren legitimidad, 
aunque no son exclusivos de la escue-
la o del colegio. Se observan dentro 
de los hogares, se proyectan hacia las 
comunidades y se inscriben dentro de 
los espacios de la vida cotidiana. Co-
mo se ha analizado: “Incluso, se ha 
llegado a determinar que la escuela, la 
comunidad y el hogar mismo son con-
textos que –al exponer al individuo a la 
violencia y constituir referentes objetivos 
de una realidad violenta – socializan 
al joven en valores que la promueven, 
con los que se cierra y retroalimenta un 
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círculo vicioso que difícilmente podrá 
ser roto sin un esfuerzo que involucre a 
la sociedad en general”.36

La violencia está presente en el mun-
do, es intrínseca a las relaciones hu-
manas e impacta al individuo; de esta 
realidad no escapan ni las y los niños 
ni las y los adolescentes; de hecho, 
estos constituyen los grupos más vulne-
rables. Sin embargo, la violencia que 
más afecta al individuo es aquella que 
se expresa cotidianamente, la que se 
produce y se manifiesta en el círculo ín-
timo, la que involucra a la familia, a la 
escuela y a la comunidad. La violencia 
proviene, en síntesis, de un estilo de 
vida que atraviesa y –que trasciende- 
los niveles familiar, escolar y barrial. 
Algunos de los valores “supremos” 
que se transmiten, en ese estilo de vi-
da, lo son el control y la seguridad. 
Estos se expresan en la exacerbación 
del individualismo y en el marcaje del 
territorio individual. En suma, las actitu-
des violentas se producen, entre otras 
razones, también por la propia socie-
dad que, en su caracterización como 
competitiva e individualista, olvida 
promocionar la dimensión social de 
las personas. Se produce aquí, de nue-
vo, otro círculo vicioso: la sociedad se 
sorprende de algunas conductas que 
tienen las y los niños y las y los ado-

lescentes pero, al mismo tiempo, ha 
contribuido a producirlas ella misma. 
Desde un punto de vista sociológico, 
por tanto, estas conductas violentas de 
las generaciones más jóvenes podrían 
interpretarse como la consecuencia de 
la preponderancia de lo individual an-
tes que del interés común. 

La escuela en la ruta crítica

Definir la función de la educación en 
el ámbito de lo social trasciende el 
objetivo de esta investigación. Consi-
deramos que el centro educativo cons-
tituye uno de los espacios de sociali-
zación por excelencia y para nuestros 
efectos, tomaremos la definición que, 
al respecto, nos aporta la OPS en el 
sentido de que la educación formal 
“…trata de socializar al niño y al jo-
ven, de ambos sexos de enseñarle los 
códigos y conductas que le permitan 
interactuar de modo normal y funcio-
na con los demás integrantes de su 
sociedad. También trata de transmitir 
la “cultura”, el repertorio de saberes y 
símbolos que la humanidad –y cada 
sociedad en particular—han acumu-
lado a lo largo de su historia. Y trata 
además de “desarrollar la personali-
dad”, de aprovechar los talentos indi-
viduales y de “educar el carácter” en 
los valores éticos y estéticos”.37 
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36  Santacruz Giralt, María y Nelson Portillo Peña. Agresores y agredidos. Factores de riesgo de la 
violencia juvenil en las escuelas. Instituto Universitario de Opinión Pública. El Salvador, 1999, p.6

37  PNUD. Los retos educativos del futuro. Estado de la educación en América Latina y el Caribe. 
Primera edición, setiembre 1999, p.90
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En esta dirección, sería de la mayor im-
portancia revisar el actual sistema edu-
cativo en general y, en particular, el de 
la región centroamericana. El mismo 
refuerza los patrones de verticalidad y 
de intolerancia que se arrastran desde 
el medio familiar y tiende, progresiva-
mente, a irrespetar las diferencias entre 
los individuos, así como a reforzar un 
esquema de marginación, pues poten-
cia el prototipo de que -quien no se 
adapta- no tiene cabida dentro del 
sistema. Se da inicio, con ello, al pro-
ceso expulsor pues, en su intento por 
homogenizar, se vuelve excluyente. Es 
decir, se trata de un sistema altamente 
jerarquizado y, por lo general, autorita-
rio, que no permite la participación del 
educando, más bien que lo convierte 
en sujeto pasivo del proceso. 

En términos de la región y, en lo que 
respecta al tema de la violencia es-
tudiantil, Costa Rica y El Salvador se 
han abocado a darle una importancia 
singular a este problema. No obstante, 
en el resto de los países de la región, 
se tiende a considerar los aconteci-
mientos de violencia estudiantil como 
una consecuencia directa de otros fe-
nómenos de violencia, en este caso, 
de la participación de estudiantes en 
las pandillas o maras, por ejemplo. 
Sin embargo, se puede señalar que 
hay diferentes formas de participación 
de los jóvenes en la violencia, y co-

rresponden a la conjugación de una 
serie de factores desencadenantes; no 
necesariamente la presencia de estos 
factores ha de producir el desarrollo 
del mismo fenómeno. En este sentido 
nos sirve de ejemplo la gran diferencia 
que se percibe entre los fenómenos de 
la delincuencia juvenil presentes en el 
norte y en el sur de América Central. 

Medios de comunicación masiva

Los medios de comunicación son un 
instrumento importante en la difusión, 
en general, de los valores culturales, 
religiosos o filosóficos, entre otros o, 
en su defecto, acaso también podrían 
serlo de antivalores e incultura. Se trata 
de una función que comparten con la 
escuela y la familia, por supuesto con 
diferentes niveles de responsabilidad. 
La definición de lo que es o no es, o 
debe ser un medio de comunicación 
masiva también escapa el campo de 
esta investigación. Por lo anterior, en lo 
que se refiere a nuestra investigación, 
nos interesan -por el momento- solo 
algunos de los aspectos relacionados 
con dichos medios. Uno de ellos, aún 
bastante discutible pero que, cada día, 
cuenta con mayores investigaciones 
que tienden a confirmar ciertas sospe-
chas, es el de la relación entre la tele-
visión y la agresividad. Jaime Robert38 
señala una serie de conclusiones sobre 
el vínculo televisión - agresividad:

38 Robert, Jaime. Televisión: violencia y socialización. En: Reflexiones, Universidad de Costa 
Rica, No. 19, 1994. 
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• Que hay una relación positiva 
entre exposición televisiva de con-
tenidos agresivos y conductas afi-
nes;

• Que la televisión estimula la agre-
sividad mediante modelos de 
comportamiento agresivo que el 
espectador puede imitar y,

• Que la observación de agresivi-
dad facilita romper inhibiciones 
contra su manifestación.

En este sentido y, retomando su fun-
ción arriba señalada, los medios 
de comunicación bien podrían estar 
coadyuvando a aumentar los niveles 
de violencia, sobre todo por las in-
fluencias culturales que traspasan las 
fronteras, sin ningún tipo de filtro. En 
efecto, gracias a la globalización 
de las herramientas tecnológicas y, 
su correspondiente fácil acceso, los 
juegos electrónicos, la música, el ci-
ne o la televisión, por medio de su 
programación, se puede incidir en la 
promoción de una serie de patrones 
como el del consumo, por ejemplo, 
así como de mensajes violentos que 
no coinciden con el medio autócto-
no, convirtiéndose estas herramientas 
tecnológicas en vehículo que -a con-
trapunto- pueden darle legitimidad al 
uso de la violencia, ya sea en su face-
ta informativa o, inclusive, lúdica. 

Los individuos y, en general los niños y 
los jóvenes, no escapan a este hecho; 
se ven expuestos a una serie de mensa-
jes en donde el acto violento campea 
y en donde no hay ningún proceso de 
mediación del mensaje que se recibe: 
no lo procesa el medio de comunica-
ción ni tampoco lo hace la familia. Por 
esta razón, el hecho trasmitido depen-
derá, en cierta medida -especialmente 
cuando se trata de mensajes no defini-
dos, contradictorios o violentos- de la 
percepción de quien los recibe, de su 
madurez, de objetividad y de su capa-
cidad de discernimiento.

También es importante resaltar nueva-
mente el hecho de que los medios de 
comunicación masiva y, en especial, 
la televisión y los videojuegos, no son 
un privilegio de una clase social. Tam-
bién debemos enfatizar aquí que, ade-
más, estas herramientas tienen un im-
pacto muchísimo mayor en la niñez y 
en la adolescencia, pues estos grupos 
etáreos acuden a dichos instrumentos 
durante gran parte de su tiempo libre.

Es importante detenernos en este as-
pecto. Todas las investigaciones y 
las cifras estadísticas disponibles nos 
indican, permanentemente, que “La 
pobreza se ha concentrado masiva-
mente en las ciudades, que presentan 
altas tasas de crecimiento de la po-
blación de jóvenes”39. Si recurrimos, 
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39  OPS/OMS, Op. Cit, p. 40.
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en adición, a las mismas fuentes pa-
ra hacer un dibujo de las ciudades 
-particularmente de las ciudades la-
tinoamericanas- mezclado con los 
asentamientos de niños y jóvenes y, 
a su vez cruzado con los asentamien-
tos de población pobre, podemos 
afirmar que los espacios públicos de 
ocio y tiempo libre han sido, poco a 
poco, cercenados en detrimento de 
la juventud. Ello empuja, más aún, a 
la población infantil y juvenil a la utili-
zación de la televisión y de los juegos 
electrónicos. 

Las investigaciones más recientes 
nos indican que el impacto de los 
programas televisivos que observan 
las personas, especialmente las per-
sonas muy jóvenes, como los niños 
pequeños, es fundamental y está 
directamente relacionado con la for-
mación de dichos niños y niñas. El 
libro de Carmen García Galera, titu-
lado Televisión, violencia e infancia 
ahonda sobre este punto. La autora 
incluye una comprobación empírica 
del impacto de los programas de te-
levisión violentos en niñez y anota: 
que los varones ven más televisión 
que las mujeres, asimismo, los niños 

y las niñas de estrato socioeconómi-
co y cultural inferior dedican más ho-
ras a ver la televisión; los niños ven 
más programas violentos y aquellos 
entre los 11 y 12 años son también 
los utilizan más la violencia, razón 
por la cual son los más expuestos a 
la misma, y, por supuesto, agrega 
que hay una relación inversa entre 
las horas que dedican a ver televi-
sión y las que dedican a realizar 
otras actividades pedagógicas40. 
Así, por ejemplo, esas son parte de 
las conclusiones en estudios referidos 
a niños que en promedio observan 
la televisión 2 horas diarias los días 
entre semana y 4 horas los fines de 
semana. Demás está señalar que el 
incremento del tiempo frente al tele-
visor afecta la capacidad de apren-
dizaje, el desarrollo del lenguaje, de 
la motricidad fina y gruesa, así como 
su capacidad de socialización fami-
liar y comunal41. Esto se agrava, aún 
más, en los niños que aumentan sus 
horas televisivas a más de 2 horas 
diarias. En estos casos su capacidad 
de concentración, así como de so-
cialización, ya en el ámbito escolar, 
aparecen francamente disminuidas42. 
Lo mismo sucede con la utilización, 

40  Véase: García Galera, Carmen. Televisión, violencia e infancia. Editorial Gedisa. 1ª edición, 
España, 2000 

41  Un estudio reciente realizado por las Universidades de Harvard y Stanford estableció el 
impacto de tener un televisor en la habitación de un escolar, en comparación con tener una 
computadora y el comportamiento inverso en el rendimiento académico de los escolares. Para 
mayor detalle véase: http://www.nacion.com/ln_ee/2005/julio/05/aldea6.html 

42  Ibidem

http://www.nacion.com/ln_ee/2005/julio/05/aldea6.html
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sin control, de la computadora. Es 
decir, la concentración, por más de 
un determinado número de horas, 
frente al televisor o la computadora, 
afecta importantes capacidades y el 
impacto de esta afectación aumen-
ta, en cantidad y calidad, en cuanto 
menor es el espectador.

En relación a los juegos electróni-
cos, así como a Internet “sin filtro”, 
hay también abundante bibliografía. 
Normalmente estas herramientas son 
de más difícil acceso. Por tanto, nor-
malmente los jóvenes en situación 
de pobreza acceden a ellas en lu-
gares públicos, colectivos, en donde 
también se entra en contacto con 
alcohol, drogas o algunos tipos de 
pandillas. Esto, sin referirnos al con-
tenido de dichos juegos.

El importante rol de los medios de 
comunicación masiva nos confirma, 
más aún, la necesidad de llevar a 
cabo una serie de trabajos de inves-
tigación, capacitación e incidencia, 
en coparticipación con los actores 
de esos medios de comunicación 
colectiva: dueños de los medios, pe-
riodistas, formadores de opinión pú-
blica, academia, organizaciones de 
sociedad civil, etc. Esto, a los efec-
tos de transformar su rol, en cuanto 
a la parte que pueda considerarse 
como negativa, de manera que pue-
dan coadyuvar a la formación de 
una cultura de paz.

Jóvenes varones, las víctimas de la 
violencia

Cuando se trata de establecer las ca-
racterísticas del joven infractor existen 
marcados puntos de coincidencia: 
corresponde a un fenómeno básica-
mente masculino, cuyos principales 
exponentes son jóvenes, con edades 
que oscilan entre 13 y 29 años. La 
mayoría son adolescentes o adultos 
jóvenes, que provienen de zonas 
económicamente deprimidas, así co-
mo de ámbitos urbanos de bajos in-
gresos, en donde se observan altas 
tasas de natalidad junto a una alta 
densidad de población. Estos jóvenes 
poseen baja escolaridad, presentan 
altos niveles de desempleo y, en oca-
siones, pertenecen a minorías étnicas 
o raciales. Aunque ser joven y varón, 
pobre, desempleado y con escasa 
educación no es, necesariamente, si-
nónimo de joven violento, las estadís-
ticas mundiales apoyan la evidencia 
de que las personas con estas carac-
terísticas son los principales afectados 
por la violencia social. 

De hecho y, en concordancia con lo 
anterior, hay un marcado énfasis en 
apuntar que la violencia y la delincuen-
cia van de la mano con la pobreza. 
Aun cuando no quisiéramos tener una 
visión sesgada y clasista de la violen-
cia, que no contribuye a analizarla 
en toda su dimensión, ciertamente, 
la violencia y la delincuencia que se 
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producen en los estratos sociales -con 
mayores recursos- varía, incluso, hasta 
en la forma en que es calificada. Se 
habla, entonces, de “inadaptados”, 
de personas jóvenes con “desórdenes 
de conducta”, de “rebeldes”, etc. Asi-
mismo es tratada de forma distinta: en 
clínicas, colegios especializados en 
lugar de centros de detención juvenil, 
etc. La investigación de Honduras, 
por ejemplo, nos aporta importantes 
datos a este respecto. En síntesis, el 
porcentaje de violencia juvenil que 
se produce en este estrato social, nor-
malmente, no se detecta y, como bien 
lo señala Anayansi Turner “…casi to-
das las cárceles del mundo están po-
bladas de pobres”43 En este sentido 
las estadísticas penitenciarias de todo 
el mundo, así como las ciencias cri-
minológicas y penales, cuentan con 
copiosos trabajos al respecto. Uno de 
los más reconocidos es, precisamen-
te, el trabajo permanente de famosos 
penalistas como el argentino Eugenio 
Raúl Zaffaroni, así como también los 
trabajos del Instituto Latinoamericano 
de Naciones Unidas para la Preven-
ción del Delito y el Tratamiento del 
Delincuente, cuyos investigadores Ca-
rranza y otros, aparecen citados a lo 
largo de esta investigación44.

Cuando se hace referencia a las víc-
timas de la violencia también se ha-
ce referencia a que, en su mayoría, 
son jóvenes y a que, en muchas oca-
siones, comparten las mismas condi-
ciones socio-económicas y culturales 
que sus victimarios. Es decir, que no 
se trata de jóvenes de clase alta o 
de clase media alta, sino de jóvenes 
que pertenecen al barrio, al vecinda-
rio. Pareciera que la violencia entre 
personas de condiciones similares 
tiene la función instrumental de elimi-
nar la competencia por medio de la 
intimidación, la venganza, el miedo 
y la amenaza de destruir al otro. Si 
bien la violencia juvenil se percibe 
como en oposición a la autoridad 
establecida e institucionalizada (llá-
mese familia, escuela, policía, etc.), 
también se dirige contra la propia 
juventud, contra los individuos iden-
tificados como “enemigos” por perte-
necer “al otro grupo”, a la pandilla o 
a la mara contraria o, incluso, contra 
los que -sin tener ningún tipo de perte-
nencia a este tipo de grupos- reflejan 
lo que a ellos les ha sido vedado; bá-
sicamente, ser jóvenes, varones, con 
trabajo, con cierto nivel adquisitivo. Es 
decir, contra los que, de alguna ma-
nera, si han logrado insertarse dentro 

43 Véase Ana Yancy Turner, más adelante en esta publicación.
44 Véanse los trabajos de Zaffaroni, Eugenio Raúl: Manual del Derecho Penal, Cárdenas Editor 

y Distribuidor, México 1988, y Carranza y Solana, Op Cit.
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del proceso productivo, educativo, fa-
miliar. Así, “…la cultura del consumo 
y el sueño burgués de la juventud se 
convierten en tentación también para 
los desposeídos mareros”.45

4. Armas, violencia y juventud: al-
gunas cifras

Si partimos del hecho de que “En mu-
chos países que han sufrido conflictos 
violentos, las tasas de violencia inter-
personal siguieron siendo altas aún 
después de la cesación de las hosti-
lidades, entre otras razones, debido 
a la manera en que la violencia se 
convierte en algo socialmente más 
aceptado y a la disponibilidad de 
armas”46, tenemos que concluir que 
esto es, especialmente cierto, para la 
región centroamericana, debido a va-
rias razones. En primer lugar, esto es 
así debido a la existencia de conflictos 
internos que mantuvieron a la región 
en situación de conflicto, casi generali-
zado. Esto, en adición, permitió que la 
región se “apertrechara” de grandes 

cantidades de armas, aún en uso y es-
te arsenal ha promovido, también, las 
transferencias de armas desde y hacia 
el mercado negro. Varias investigacio-
nes hacen referencia a dos millones de 
armas de guerra.47 En segundo lugar, 
porque el área es reconocida como 
zonade paso de ese tráfico de armas 
antes señalado, así como de drogas. 
Esto agrava, por un lado, los conflictos 
extraregionales, así como las activida-
des del crimen organizado, externas 
e internas a la región. En tercer lugar, 
porque la situación de guerra condu-
jo, indirectamente, a una especie de 
“aceptación” social de la violencia co-
mo una “vía plausible” de resolver con-
flictos que, a su vez, han promovido la 
adquisición, tenencia y portación de 
armas de fuego. 

Como resultado de lo anteriormente 
señalado tenemos, entre otros, la pro-
liferación de armas de fuego -en ma-
nos de la población civil-; una tenden-
cia cada vez mayor, a que las perso-
nas quieran hacer justicia por mano 
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45  Ibidem
46  OPS/OMS. OP. Cit. P.15
47 En Guatemala se considera que existen, en la ilegalidad, millón y medio de armas, pero el 

oficial contabiliza únicamente 147.581. En El Salvador se cree que hay 224.600 armas ile-
gales pero solo 175.400 son legales. Según cifras de la Armería en Honduras hay 400.000 
armas ilegales pero solo 88.337 legales. En Nicaragua y Panamá no se tienen datos de 
armas en circulación sin registro, pero en Nicaragua hay registradas 70.000 armas de fuego 
y 65.000 poseedores, mientras que los estudios locales calculan entre 100.000 y 500.000 
las armas no registradas. En Panamá hay registradas 96.614 pero no se tienen datos de ar-
mas sin registro en circulación. En Costa Rica se hace mención a 149.000 armas registradas 
pero se considera que 280.000 circulan de manera ilegal.
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propia y, finalmente, la utilización de 
las armas de fuego, principalmente 
para la perpetración de homicidios 
-en menor medida, suicidios- con ca-
racterísticas de epidemia, como se ha 
venido diciendo, para la población 
masculina y juvenil.

A modo de resumen

A continuación, exponemos una parte 
de los datos recabados por la Funda-
ción Arias para la Paz y el Progreso 
Humano en su propósito de recabar, 
sistematizar, analizar y, en la medi-
da de lo posible y necesario, incidir 

en la creación, reformulación o forta-
lecimiento de determinadas políticas 
públicas. Esto ha permitido recopilar 
información de los seis países involu-
crados en este estudio. Para ello, ha 
llevado a cabo un seguimiento diario 
a dos medios de prensa escrita, en 
cada uno de esos países, por un pe-
ríodo prolongado, a saber, entre el 
año 2000 y el 2004. Los datos re-
cabados arrojan mayor cantidad de 
información, pero se destaca lo que 
se consideró de mayor relevancia pa-
ra los fines del presente estudio. Los 
datos analizados nos muestran los si-
guientes comportamientos. 

Cuadro Nº 5

Costa Rica
Víctimas según edades, 2004

Rango 
edad - 10 11-18 19-25 26-30 31-35 36-40 41-45 46-50 51-55 56-60 61-65 66-70 71 y + NS

 Q. 
Víctimas 21 53 116 44 49 43 41 26 13 15 12 7 8 172

Víctimas 
Armas 8 31 68 21 32 24 22 14 6 8 5 4 3 77

Lesiones
Armas 4 18 28 9 13 11 10 8 4 3 5 1 2 55

Muertes
Por 

armas*

4
2,64%

13
8,60%

40
26,49%

12
7,94%

19
12,58%

13
8,60%

12
7,94%

6
3,97%

2
1,32%

5
3,31%

0 3
1,98%

1
0,66%

22
14,56%

Otras 9 19 38 21 12 15 15 9 3 4 4 2 6 70

Ns** 4 3 10 2 5 4 4 3 4 3 3 1 0 25

* Incluye los suicidios.
** Se refiere a los casos que la prensa consigna pero no hace referencia, explícita, al modo de perpetración 
de la lesión o del homicidio.
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Los diarios sistematizados fueron La 
Nación y Diario Extra. En total ellos 
consignaron 620 eventos, los cuales 
produjeron 89 víctimas del sexo feme-
nino (14,3%) y 531 del sexo mascu-
lino (85,6%). Asimismo, el 51,9% de 
los eventos se realizaron con arma de 
fuego; ello muestra que 322 perso-
nas fueron víctimas de dichos instru-
mentos. De esas víctimas, el 46,8% 
(grado de letalidad del uso de arma 
de fuego) murió, representando ello a 
151 individuos y 171 víctimas fueron 
lesionadas (53,1%). De las personas 
que fallecieron se presenta un quiebre 
interesante que muestra, como grupos 
de mayor riesgo, a las personas entre 
los 11 y los 25 años de edad y que 
representan el 35,09% de las vícti-
mas mortales y, luego, a las personas 
entre los 31 y los 40 años de edad, 
que representan el 21,18% de los de-
cesos por armas de fuego; estos dos 
rubros representan un 56,27% de la 
totalidad de las víctimas de tal forma, 
que, siguiendo la tabla anterior, po-
demos decir que más de un 64% de 

las víctimas mortales están entre los 
11 y los 40 años de edad y, dentro 
de ese rango, se ubican 97 de las 
151 muertes referidas por los medios 
consultados. Asimismo, el instrumen-
to que produjo el daño es el arma 
de fuego. Es importate destacar que, 
para un 14,56% de las víctimas, es 
decir, 22 de ellas, no se establece 
referencia etárea lo que, obviamente, 
produce un sesgo en la información 
y este dato, analizado de forma indi-
vidual, representa el segundo mayor 
rubro, después de la población entre 
los 19 y 25 años de edad. 

Se constata, así, el impacto que 
las armas de fuego tienen sobre la 
población adolescente y los adul-
tos jóvenes; incluso, sobre aquellos 
que aún no han terminado su for-
mación profesional y sobre quienes 
bien podrían estar plenamente in-
tegrados a la producción econó-
mica, con el consecuente impacto 
socioeconómico que esta situación 
podría significar48. 
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48  El Ministerio de Salud de Costa Rica ha desarrollado y aplicado el indicador Años de Vida 
Potencialmente Perdidos (AVPP)a la violencia. Esto significa que, si una persona muere, por 
acto violento, -antes de llegar al promedio de expectativa de vida vigente para un determi-
nado país- su capacidad de producir riqueza, como parte de la población económicamente 
activa del país, incorporada a la actividad productiva, se extingue. Dicha riqueza se calcula 
de acuerdo con esos años. En términos amplios la población más afectada por la violencia 
son los jóvenes, y por ello las pérdidas son mayores para los países 
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Cuadro Nº 6

El Salvador
Víctimas según edades, 2004

Rango 
edad - 10 11-18 19-25 26-30 31-35 36-40 41-45 46-50 51-55 56-60 61-65 66-70 71 

y + NS

 Q. 
Víctimas 23 123 331 153 88 61 40 22 24 18 11 6 6 124

Víctimas 
armas 16 108 291 126 74 49 33 15 18 13 9 5 1 105

Lesiones
Armas 11 15 28 19 8 4 3 2 4 4 2 1 0 25

Muertes
X 

ARMAR

5
0,6%

93
12,6%

263
35,7%

107
14,5%

66
8,96%

46
6,25%

30
4,0%

13
1,7%

12
1,6%

9
1,2%

7
0,95%

4
0,54%

1
0,1%

80
10,8%

Otras 7 15 40 27 14 12 7 7 6 5 2 1 5 19

El Diario de Hoy y La Prensa Gráfi-
ca fueron los diarios observados en 
El Salvador. Ellos consignan informa-
ción acerca de 1030 eventos. Se de-
tectó la victimización de 92 mujeres 
y de 938 hombres. Lo anterior indica 
que el 8,9% de los eventos tuvo como 
víctimas a mujeres y el 91,0% a va-
rones, con lo que se ratifica la impor-
tancia del género en el impacto de 
la violencia. En 863 de los eventos 
hubo armas de fuego involucradas, lo 
que representa el 83,7% de los casos, 
mientras que en el 16,2% hubo otro 
tipo de armas (contundentes, blancas, 
punzocortantes, etc.) involucradas. De 
los 863 casos en los que hubo armas 
de fuego se produjeron 736 muertes, 
con un 85,2% de víctimas mortales -

grado de letalidad del uso de arma 
de fuego-. El rango etáreo dentro del 
cual se producen más víctimas indi-
ca una propensión al riesgo para los 
adolescentes y los adultos jóvenes 
que se ubican entre los 11 años de 
edad y los 30 años, pues represen-
tan el 62,8% de las víctimas mortales 
(463 en relación con los 736 falleci-
mientos). Es importante notar que un 
10,8% de las víctimas mortales no 
presentaron la edad exacta en la in-
formación recabada, lo que genera 
distorsión en los datos, pues ello se 
ubica como el cuarto rubro de impor-
tancia. Los hombres jóvenes están en 
mayor riesgo de morir por un arma de 
fuego, según los datos recopilados en 
la prensa escrita salvadoreña. 
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Cuadro Nº 7

Guatemala 
Víctimas según edades, 2003*49

Rango 
edad - 10 11-18 19-25 26-30 31-35 36-40 41-45 46-50 51-55 56-60 61-65 66-70 71 y + NS

 Q. 
Víctimas 17 134 222 126 80  55 45 28 23 15 10 7  6  213

Víctimas 
Armas 12 109 170 116 69 45 36 22 19 11 9 5 4 187

Lesiones
Armas 4 14 17 11 11 12 1 5 3 4 1 1 0 42

Muertes
Por 

arma de 
fuego

8
1,1%

95
13,8%

153
22,2%

105
15,2%

58
8,4% 33

4,7%
35

5,0%
17

2,4%
16

2,3%
7

1,0%
8

1,1%

4
0,58% 4

0,58%
145

21,0%

Otras 5 25 52 10 11 10 9 6 4 4 1 2 2 26
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En Guatemala se recopiló informa-
ción recabada por los diarios Al Día 
y La Prensa Libre. Se registraron 981 
eventos que afectaron a 142 mujeres 
y 839 varones, lo que indica que las 
víctimas femeninas representaron un 
porcentaje de 14,7% con relación 
al 85,5% de víctimas masculinas. Un 
total de 814 hechos tuvieron lugar en 
presencia del uso de armas de fuego, 
lo cual representa un 82,9% de los 
eventos registrados. Dichos actos pro-
dujeron, a su vez, 688 víctimas mor-
tales, lo cual representa un 84,5% de 

las víctimas -grado de letalidad en el 
uso de armas de fuego- y 126 lesio-
nados, que son el 15,4%. Los grupos 
de edad de mayor riesgo, dada la 
cantidad de víctimas mortales que se 
produjeron, se sitúan entre los 11 y los 
30 años; es decir, 353 de los 688 
registrados en los diarios guatemalte-
cos, para un 51,3% del total de las 
víctimas. Es importante destacar que 
carecemos de información respecto 
de la edad de un importante núme-
ro de víctimas mortales: 145 víctimas 
mortales, que representan un 21,0%.

49 En este caso, por una desconfiguración en los datos, fue imposible reportar información res-
pecto de las víctimas, según rango etáreo. Por tal razón, procedimos a presentar los datos 
correspondientes al año 2003, en lugar de los del año 2004 que se presentan para el resto 
de los países.
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Cuadro Nº 8

Honduras
Víctimas según edades, 2004

Rango 
edad - 10 11-18 19-25 26-30 31-35 36-40 41-45 46-50 51-55 56-60 61-65 66-70 71 y + NS

 Q. victimas 22 81 215 109 98 70 51 39 31 13 12 5 9 115

Victimas 
Armas de 

fuego
16 69 189 95 86 60 47 31 25 11 10 3 4 104

Lesiones
Armas de 

fuego
4 3 13 7 4 5 2 0 1 0 1 0 0 24

Muertes por 
armas de 

fuego

12
1,7%

66
9,6%

176
25,6%

88
12,8%

82
11,9%

55
8,0%

45
6,5%

31
4,5%

24
3,4%

11
1,6%

9
1,3%

3
0,4%

4
0,5%

80
11,6%

Otros 
instrumentos 6 12 26 14 12 10 4 8 6 2 2 2 5 11

En el caso de Honduras los diarios 
observados fueron La Tribuna y EL 
Heraldo. A partir de la recopila-
ción de los datos disponemos de 
870 eventos recabados, los cuales 
produjeron 119 víctimas de sexo 
femenino, para un 13,6% del total, 
y 751 víctimas masculinas, que re-
presentan un 86,3%. La información 
muestra a 750 víctimas de armas 
de fuego, por lo que representa un 
86,2% de los eventos que se come-
tieron con este tipo de armamento. 
De esos 750 eventos se produjeron 

686 víctimas mortales, lo que indica 
un 91,4 % de letalidad del total de 
los casos. Las armas de fuego cons-
tituyen un factor de alto riesgo para 
la población entre los 19 y los 25 
años de edad, la cual equivale al 
50,4% de las víctimas y 346 de las 
víctimas mortales. Si le sumamos la 
población adolescente, entonces el 
dato corresponde a un 60,0% del 
total de víctimas abatidas. Sin em-
bargo, no se consigna la edad de 
80 de las víctimas, que representa 
un 11,6% del total. 
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Cuadro Nº 9

Nicaragua
Víctimas según edades, 2004

Rango 
edad - 10 11-18 19-25 26-30 31-35 36-40 41-45 46-50 51-55 56-60 61-65 66-70 71 y + NS

 Q. 
victimas 4 38 86 34 24 18 11 5 9 8 1 3 5 82

Victimas 
Armas 0 8 25 9 9 4 2 2 3 2 0 0 1 20

Lesiones
Armas 0 0 5 5 2 2 0 1 0 0 0 0 0 13

Muertes 
por 

arma de 
fuego

0 8
14,0%

20
35,0%

4
7,0%

7 12,2 
%

2
 3,5%

2
3,5%

1
1,7%

3
5,2%

2
3,5% 0 0 1

1,7%
7

12,2%

Otras 4 30 61 25 15 14 9 3 6 6 1 3 4 62

ANÁLISIS REGIONAL

Los diarios nicaragüenses observa-
dos son La Prensa y El Nuevo Diario, 
los cuales consignan 328 víctimas 
producidas por hechos de violencia 
durante el 2004. De estas víctimas, 
hubo 54 mujeres y 274 varones, lo 
que representa el 16,4% y el 83,5%, 
respectivamente. De dichos eventos, 
se produjeron 85 con armas de fue-
go, para un 25,9% del total. El caso 
nicaragüense resulta fascinante pues 
se asume como una población que 
mantiene un alto porcentaje de tenen-

cia de armas de fuego pero, no obs-
tante, los hechos referidos en los dia-
rios consultados demuestran un bajo 
nivel de uso de armas en los actos de 
violencia.50 Para efectos de este ejer-
cicio, es importante destacar que los 
85 eventos con armas de fuego pro-
dujeron 57 víctimas mortales, para 
una “efectividad” en el uso de armas 
de fuego de un 67,0%. Las armas de 
fuego constituyen un factor de riesgo 
para la población adolescente y los 
adultos jóvenes, ya que este grupo 

50  En este caso tuvimos acceso a cifras oficiales de la Policía Nacional, para años anteriores 
al 2004, las cuales muestran un comportamiento global del incremento de los delitos en los 
que se involucran armas de fuego mostrando que, durante el año 2000, de 611 eventos el 
56,4% se cometieron con arma de fuego y el 43,5% con otro tipo de arma produciendo, 
incluso, la muerte en el 58,2% de los casos. Asimismo, para el año 2001 los eventos totales 
muestran 696; de ellos se utilizó arma de fuego en el 60,3% de los casos, lo que corresponde 
a 420 de los eventos, y produjeron 240 víctimas mortales, que corresponden al 57,1% de los 
casos. La información arrojada demuestra que, durante el año 2002, la Policía registra 758 
eventos; de ese total, en 445 de ellos hubo presencia de arma de fuego, lo que representa 
el 58,7% de los eventos y produjo un 55,2% de víctimas mortales, lo que corresponde a 246 
individuos. También, durante el año 2003, de un total de 694 eventos reseñados, se utiliza-
ron armas de fuego en 398, lo que representa la presencia de armas de fuego en el 57,3% 
de los eventos los cuales, a su vez, produjeron 244 víctimas mortales, que corresponden al 
61,3% del total de víctimas de armas de fuego.
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registra 28 de las víctimas mortales, 
lo que corresponde a un 41,7% del 
total de las víctimas. Entre los 31 y los 
35 años se incrementa el uso de arma 
de fuego como factor de riesgo, pues 
siete de las víctimas se ubican en ese 
rubro y representan un 10,4% del total 
(la suma de ambos rubros nos refleja-

ría un 52.1% del total). Con respecto 
al comportamiento en el resto de los 
países, es llamativo el salto que se da 
-en la frecuencia de eventos- para la 
población entre los 26 y los 30 años 
de edad. También es importante rese-
ñar que no se consiga la edad de un 
25, 3% de las víctimas (17 personas).

Cuadro Nº 10

Panamá
Víctimas según edades, 2004

Rango 
edad - 10 11-18 19-25 26-30 31-35 36-

40 41-45 46-50 51-
55

56-
60 61-65 66-70 71 y + NS

 Q. 
victimas 16 84 155 98 66 50 41 24 14 7 10 4 11 150

Victimas 
armas 12 62 98 51 33 21 16 10 7 3 3 2 2 89

Lesiones
Armas 10 44 50 23 13 12 8 3 4 0 1 1 0 60

Muertes
X 

ARMAS

2
1,1%

18
10%

48
26,6%

28
15,5%

20
11,1%

9
5%

8
4,4%

7
3,8%

3
1,6%

3
1,6%

2
1,1%

1
0,5%

2
1,1%

29
16,1%

Otras
ARMAS 4 22 57 47 33 29 25 14 7 4 7 2 9 61

En Panamá los medios escritos con-
sultados fueron El Siglo y La Crítica, 
que aportaron 730 eventos ocurridos 
durante el año 2004. Dichos eventos 
victimizaron a 74 mujeres y a 656 va-
rones. Muestra la composición de gé-
nero de los datos obtenidos, la cual re-
presenta que el 10.1% de las víctimas 
son de sexo femenino y el 89.9% de 
sexo masculino. Del total de eventos, 
409 se dieron con arma de fuego, lo 
que equivale a un 56.0%. A su vez, 
los hechos que involucraron armas de 
fuego produjeron 180 víctimas morta-

les, lo que representa un 44.0% de las 
víctimas, y un 55.9% de las víctimas 
sufrió lesiones por arma de fuego. Es-
to ubica a Panamá como el país en 
el cual la letalidad del uso de arma 
de fuego es inferior al 50%. El grupo 
etáreo de mayor riesgo se extiende de 
los 19 a los 35 años, donde se con-
centran 96 víctimas, que representa el 
53.3% de las víctimas mortales. Si a 
ello le adicionamos el grupo adoles-
cente, que son 18 individuos, afecta-
ría a un 63.3 % de la población entre 
los 11 y los 35 años.
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El ejercicio realizado enfatiza que 
las víctimas de la violencia son varo-
nes jóvenes, principalmente amena-
zados por las armas de fuego, cuya 
letalidad va de un 44% en Panamá 

a un 91% en Honduras. En todos los 
países las víctimas se concentran, en 
forma mayoritaria, en el grupo de 
población que va de los 19 a los 
25 años.

ANÁLISIS REGIONAL

País Uso de armas
de fuego

Grado de
letalidad

Uso de otras
armas

Costa Rica* 58,6% 46,8% 41,3%

El Salvador 83,7% 85,2% 16,2%
Guatemala** 82,9% 84,5% 17,0%

Honduras 86,2% 91,4% 13,7%

Nicaragua 25,9%   67% 74%

Panamá 56,0% 44,0% 43,9%

Total  65,55%  69,81% 34,35

* En el caso de Costa Rica, de un total de 620 eventos, en 71 los diarios no establecieron el tipo de arma 
u objeto involucrado en el hecho. Por tal razón, se realiza el análisis sobre la base de los datos que sí están 
documentados, en este caso 549.

** En el caso de Guatemala, los datos corresponden a la sistematización de la información de los diarios 
del año 2003.

Los datos observados muestran, de 
acuerdo con el seguimiento de los 
medios escritos, que es en Nicaragua 
en donde menos se utiliza el arma de 
fuego, con un 25,9% de los casos y, 
que es en Honduras, en donde más 
se utiliza, con un 86,2% de los casos. 
Asimismo, en donde mayor letalidad 
tienen las armas es en Honduras, en 
donde muere el 91,4% de las vícti-
mas. Como señalamos antes, Panamá 
es el país en donde el uso de armas 
de fuego refleja menor letalidad y, 
consecuentemente, el país en donde 

hay mayor cantidad de lesiones con 
dicho artefacto. 

Las armas de fuego aparecen invo-
lucradas en, al menos, el 65,5% de 
los eventos observados, eventos que 
incluyen, tanto accidentes, como crí-
menes y suicidios, entre otros. Los cua-
dros previos también pusieron en evi-
dencia que la población -en riesgo de 
ser victimizada por el uso de armas 
de fuego- es aquella que oscila, en 
general, entre los 11 y los 40 años; 
no obstante, el grupo más vulnerable 

Cuadro Nº 11
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-ante la presencia de armas de fuego- 
es aquel entre los 19 y los 26 años 
de edad. 

En la región más del 77% de las víc-
timas de armas de fuego perdieron 
la vida. Acá vale la pena hacer la 
aclaración de que, la observación de 
los eventos de violencia -excluyendo  
aquellos producidos por accidentes 
de tránsito- a la luz de los datos pu-
blicados en los diarios nacionales 
mencionados, nos sirve para tomarle 
el pulso a las diversas manifestaciones 
de la violencia: la presencia de armas 
de fuego, en comparación con otro 
tipo de objetos utilizados, el grado de 
utilización de cada una de esas ar-
mas, el sexo de las víctimas o sus eda-
des -como factor de riesgo- entre otras 
cosas. El esfuerzo desplegado por 
todo un equipo de investigadores co-
rresponde a una muestra regional; es 
probable que las cifras de entidades 

oficiales -como los organismos de in-
vestigación, las fuerzas de seguridad 
pública y las entidades judiciales- pue-
dan mostrar variaciones sensibles. De 
aquí la necesidad de cotejar ambas 
informaciones.

Una de nuestras tesis es que, si bien 
cualquier objeto puede convertirse 
en un arma capaz de quitar la vida 
o de causar lesiones irreparables, el 
arma de fuego es la gran triunfadora 
en esa competencia de letalidad; es 
decir, la presencia de armas de fue-
go aumenta la posibilidad de que se 
produzcan víctimas mortales; en ello 
interviene su capacidad intrínseca de 
producir daño, la distancia no repre-
senta un obstáculo y se dispone, para 
ellas, de una serie de artefactos que 
pueden aumentar sus características 
para producir daño y destruir. Tal es 
el caso de las miras telescópicas, los 
silenciadores, etc.

País
Victimas 

de 
armas

% Muertes con armas 
de fuego %

Lesiones con 
armas de 

fuego
%

Costa Rica 322 10,09 151 4,73 171 5,36
El Salvador 863 27,01 736 23,07 127 3,98
Guatemala* 760 23,83 658 20,63 102 3,19
Honduras 750 23,51 686 21,51 64 2,00
Nicaragua 85 2,66 57 1,78 28 0,87
Panamá 409 12,82 180 5,64 229 7,18
Total 3189 100 2497 77,36 721 22,58

* Datos de Guatemala: corresponden a la sistematización de los diarios referidos durante el año 2004.

Cuadro Nº 12
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Leyes y algo más

Todos los países del istmo centroame-
ricano adoptaron la Convención so-
bre los Derechos del Niño51, la cual 
suscitó en esos estados, a su vez, la 
promulgación de sendos Códigos de 
Niñez y Adolescencia, para la aten-
ción integral de esas poblaciones, así 
como de leyes penales especializadas 
para la población menor de edad. 
Solamente en Nicaragua, esta última 
materia se regula dentro del propio 
Código de Niñez y Adolescencia. 

A pesar de los avances que han ge-
nerado tanto la convención mundial, 
así como estas leyes que promueven, 
entre otros fines, la reintegración del 
menor infractor, lentamente estamos 
observando una contradicción funda-
mental cada vez mayor entre las le-
gislaciones que han sido adoptadas 
recientemente para intentar reducir la 
delincuencia juvenil en algunos de los 
países de la región. El Salvador, Hon-
duras, Guatemala y Panamá aproba-
ron leyes “antimaras” o “antipandillas” 
acompañadas, al mismo tiempo, por 
el desarrollo de políticas gubernamen-

tales de “mano dura”. Dichas leyes 
han surgido al amparo de programas 
gubernamentales de seguridad, entre 
ellos, el plan “Libertad Azul” de Hon-
duras, el Plan Mano Dura de El Sal-
vador, el operativo, con ese mismo 
nombre, en Panamá y que el gobier-
no del presidente Martín Torrijos ha 
denominado “Seguridad integral con 
fuerza y con firmeza” y el Plan Escoba 
de Guatemala. 

Una reciente investigación, publicada 
por el Observatorio Judicial de Gua-
temala, nos señala que: “En efecto, 
estos mal llamados planes de segu-
ridad incrementan la ya de por sí 
grave estigmatización social que se 
aplica contra los sectores marginales 
de nuestros pueblos y sobre todo a 
los jóvenes, refuerzan las facultades 
policiales de detención para generar 
mayor arbitrariedad y abusos a los 
ciudadanos, extendiendo el control 
social contra las personas pobres y ex-
cluidas económicamente, privilegian-
do el uso de las capturas masivas, el 
allanamiento ilegal y otras prácticas 
policiales contradictorias con un Esta-
do Democrático de Derecho”.52

ANÁLISIS REGIONAL

51  Convención sobre los Derechos del Niño. Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la 
Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas en su resolución 44/25, de 
20 de noviembre de 1989. Entrada en vigor: 2 de septiembre de 1990, de conformidad con 
el artículo 49.

52  Monterroso, Javier. Análisis comparativo de los Informes sobre Políticas Represivas y Crimi-
nalidad Juvenil en Centroamérica. En: El Observatorio Judicial. Nº 46, Año 6, noviembre 
– diciembre 2003. Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala.
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Esta tendencia, que ha proliferado 
con mayor fuerza en el norte de Amé-
rica Central, tiene por objeto:  

a)  la gestión policial focalizada en la 
contención de las maras, lo que 
implica una presencia represiva 
en áreas marginadas y pobres y,

b)  reformas a la legislación para pro-
ducir una mayor capacidad puni-
tiva, frente a estos grupos juveni-
les, lo que implica –en la práctica- 
juzgar a niños y a adolescentes 
como si fueran adultos.53 

Desde noviembre del año 2003, las 
fuerzas de seguridad de los diferentes 
países de la región se han estado re-
uniendo, con cierta frecuencia, con el 
objetivo de intercambiar información, 

homogenizar el control de pandilleros 
deportados y propiciar la homologa-
ción de leyes. Esta es la respuesta 
institucional al hecho de que, a las 
pandillas, se les hace mayoritariamen-
te responsables de entre un 20% y un 
45% de los homicidios y de un 70% de 
la criminalidad.54 En efecto, se consi-
dera que en El Salvador, por ejemplo, 
con la implementación del Plan Mano 
Dura, el porcentaje de homicidios se 
redujo en un 21,4% y las lesiones en 
un 22,1%. En Honduras también se 
aducen resultados positivos, en este 
sentido, pues se señala la disminución 
de los homicidios en un 36,2% y de 
las lesiones en un 41,7%. 

A pesar de lo anterior, la efectividad 
de las referidas políticas resulta po-
lémica pues las cifras de homicidios 

53 “En la mayoría de los países de Derecho Común o Consuetudinario, como el caso de los 
Estados Unidos, la legislación que regula esta materia, en general, opera de esta manera; 
es decir, se juzga al menor como menor, si cometió actos de menor, pero se le juzga como 
adulto, si cometió actos de adulto. Más allá del cuestionamiento de esta doctrina judicial, 
lo cierto es que el anterior régimen jurídico para juzgar delitos cometidos por menores de 
edad, en los Estados Unidos -a diferencia del antiguo régimen latinoamericano de la situación 
irregular, ya referido- sí consistía en un sistema penal. De allí que esta nueva doctrina, para 
el caso de esos países, más bien viene a mejorar los derechos y las garantías procesales de 
los menores. A contrario sensu, para el caso de América Latina y, a la luz del análisis que ya 
hicimos acerca de las diferencias entre esa doctrina de la situación irregular y de la nueva 
doctrina de la Protección Integral, cuya mayor expositora es la Convención de Derechos del 
Niño, sí viene a significar un retroceso para la infancia y la adolescencia. Esto, por cuanto 
ese régimen anterior de la situación irregular, más allá de su intención, no se basaba en un 
debido proceso, pero claramente separaba el juzgamiento de adultos del juzgamiento de 
menores. Las nuevas leyes penales juveniles, basadas supuestamente en la misma intención, 
de hecho están creando un régimen penal que reproduce los defectos de la anterior doctrina 
de la situación irregular, pero sin sus bondades.

54  Rojas, Marjorie. El fenómeno de las pandillas y maras en Centroamérica, Panamá y Belice.  
Dirección de Inteligencia y Seguridad. Ministerio de la Presidencia. San José, 2004. 



49

han aumentado a 9,5, por día, según 
la Universidad Centroamericana Jose 
Simeón Cañas de El Salvador; inclu-
so, Joaquín Villalobos destaca en su 
artículo: “El Salvador, lo que no debe 
hacerse con las pandillas”55, que la 
policía reconoció un incremento en 
los homicidios del 32% en relación 
con el año anterior. Existen también 
otras razones que hacen poner en te-
la de juicio estas legislaciones y po-
líticas, como puede observarse a lo 
largo de esta investigación.

Los esfuerzos por hacer un aborda-
je regional del problema, así como 
de armonizar los procedimientos in-
corporando personal militar en su 
tratamiento, han sido planteados en 
diferentes ámbitos pues involucran 
iniciativas provenientes de las fuerzas 
de policía, de las fuerzas armadas, 
de los mismos jefes de Estado y de 
gobierno que, incluso, han sido ex-
puestos dentro del marco del Sistema 
de Integración Centroamericano (SI-
CA), en julio de 2005, como ya lo 
hemos señalado.

Los cambios producidos en la región 
apuntan hacia la instauración de un 
sistema mucho más represivo que el 
que, de por sí, ya existe. Este sistema 

descartaría la posibilidad de ofrecer 
respuestas integrales al problema. Sin 
embargo, la respuesta represiva ha ge-
nerado numerosas reacciones adver-
sas por parte de organizaciones de la 
sociedad civil que trabajan en el área 
de la niñez y de la adolescencia, así 
como en el ámbito general de los dere-
chos humanos, tales como la Comisión 
de Derechos Humanos de Honduras 
(CODEH), la Universidad Centroame-
ricana de El Salvador (UCA) y la Fun-
dación de Estudios para la Aplicación 
del Derecho (FESPAD) de El Salvador, 
por citar solamente a algunas. 

Las reacciones adversas se refieren, 
por sobre todo, a la emisión de legis-
laciones que no solamente violan la 
normativa jurídica internacional en el 
campo de los derechos humanos, si-
no, incluso, que rayan en la inconstitu-
cionalidad al violar también la propia 
normativa jurídica nacional, incluida 
la constitucional. También se refieren 
a la emisión y puesta en vigencia de 
políticas que solo atienden al aspecto 
represivo, sin tomar en consideración 
los aspectos preventivos, dentro de 
una postura de seguridad humana. 
Así, por ejemplo, la legislación de 
Honduras plantea restringir la garan-
tía del recurso de Habeas Corpus, de 

55 Villalobos, Joaquín. EL Salvador, “Lo que no debe hacerse con las pandillas”. También 
publicado en El Diario de Hoy, de El Salvador, con fecha de 22 de junio de 2005. www.
iadialog.org 
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manera que solamente pueda ser ejer-
cida durante los días hábiles, en fran-
ca violación a su propia Constitución 
Política y a las convenciones mundial 
e interamericana de derechos huma-
nos, por citar solamente a éstas. 

En el mismo sentido, Honduras ha 
reformado su legislación penal para 
dar cabida a lo que la doctrina penal 
denomina “tipos penales abiertos”, lo 
cual ha sido descartado por las cien-
cias penales mundiales desde hace 
varias décadas. Estos son los ejem-
plos del Decreto # 117-2003, que 
introduce el artículo 332 del Código 
Penal de Honduras y de la Ley #48 
de Panamá, dictada el 30 de agosto 
del 2004, la cual establece que “…
el uso de símbolos personales o co-
lectivos de identificación de sus miem-
bros” caracteriza a quienes pertene-
cen a la pandilla. Es decir, se trata de 
normas penales que crean criterios, 
a priori, acerca de la culpabilidad 
de los posibles infractores, basados 
en prejuicios y no en conductas. Este 
criterio puede llegar, también, a coli-
sionar con otros principios de derecho 
tales como el principio de legalidad 
con su correspondiente derivación ha-
cia el principio del debido proceso y 
el denominado principio de la tipici-
dad, mediante el cual se señala que, 
a nadie se le podrá condenar, sin una 

conducta previamente tipificada. Así, 
también el artículo 332 del código 
hondureño (Ley 117- 2003) vuelve, in-
cluso, a viejas tipificaciones que pode-
mos encontrar en el derecho español 
del medioevo, tales como vagancia o, 
peor aún, a ampliar el delito de asocia-
ción ilícita, en una forma tal que reitera-
mos, raya en la negación del derecho 
constitucional de asociación. 

El caso de El Salvador es muy impor-
tante a este respecto, pues la propia 
Sala de lo Constitucional declaró in-
constitucional el proyecto de ley que el 
Poder Ejecutivo planteó en el sentido 
apuntado anteriormente56. También 
en este mismo sentido se pronunció 
la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en la Opinión Consultiva 
número 17/2002 del 28 de agos-
to de 2002. FESPAD manifestó, an-
te este asunto, que la Ley Antimaras 
contradice la Constitución Política y la 
Convención de los Derechos del Ni-
ño; además especificó que … “La ley 
traza criterios ambiguos y discriminato-
rios para su aplicación, tales como la 
apariencia (presencia de tatuajes, in-
dumentaria) que afectan el derecho a 
la dignidad de la persona, el derecho 
a la igualdad, el derecho penal de ac-
to y el derecho a la propia imagen, 
en contradicción con los principios bá-
sicos que rigen el derecho penal del 

56  Sala Constitucional de El Salvador
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estado liberal”.57 En la misma línea se 
dice que “La crítica más fuerte a esta 
iniciativa, es la apuesta por la coerción 
por la vía policial para un problema 
social que ha crecido bajo los pies de 
quienes ahora impulsan el incremento 
de las dosis de violencia institucional 
hacia los jóvenes, ofreciendo una res-
puesta inadecuada desde el punto de 
vista punitivo y social”.58

Infortunadamente, también la opinión 
pública -en general- se ha manifes-
tado a favor de este endurecimiento 
de la política estatal, tanto progra-
mática represiva como legislativa, 
en una apuesta por tratar de obtener 
mayor seguridad. La situación tiende 
a complicarse más cuando se hacen 
relaciones entre el fenómeno de la 
delincuencia juvenil -vía la pandilla 
o la mara- con el terrorismo interna-
cional59; a nuestro modo de ver, se 
trata de “nuevas” justificaciones para 
legitimar la violencia del Estado, pa-
ra animar retrocesos en materia de 
protección de los derechos humanos, 

con la pobre justificación de comba-
tir un mal que requiere de propuestas 
creativas, multidisciplinarias y, por so-
bre todo, que partan del respeto por 
los derechos humanos.

Nuevamente y, como ya lo hemos ve-
nido resaltando, a partir de abril de 
2005 se han llevado a cabo diver-
sas reuniones entre miembros de las 
fuerzas armadas de los países centro-
americanos y de los Estados Unidos60, 
con miras a establecer una alianza 
para combatir las actividades de las 
maras y pandillas en la región. Con 
este objetivo, se le solicitó a Bantz J. 
Craddock, jefe del Comando Sur de 
los Estados Unidos, apoyo para crear 
una fuerza regional élite con el fin de 
combatir el narcotráfico, el terrorismo, 
el tráfico de armas y de personas y el 
crimen organizado. El tema de pan-
dillas juveniles y de maras también 
estuvo presente. La culminación de 
esta fase de reuniones consistió en el 
acuerdo, tomado a finales de junio 
en Tegucigalpa, acera de la creación 
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57  Amaya, Edgardo. Bases para la discusión sobre política criminal democrática. Ediciones 
FESPAD. San Salvador, 2003. p.

58 Ibídem, p. 37
59  Este artículo, de noticiero televisa con fecha del 14 de marzo de 2005, cita a Michael García, 

Subsecretario de Seguridad Nacional para Inmigración y Aduanas haciendo esta relación.
 http://www.esmas.com/noticierostelevisa/internacionales/432460.html Vincula EU a la 

Mara Salvatrucha con organizaciones terroristas, 
 http://www.ipsnews.net/interna.asp?idnews=29275 Activists Worried By Summit’s Focus 

on War on Gangs, 29 de junio de 2005
60  http://www.nacion.com/ln_ee/2005/abril/17/ultima-ce12.html Ejércitos de la región pi-

den apoyo a EEUU para crear fuerza especial, www.nacion.com/ln_ee/2005/abril/01/
ultima-ce6.html Región busca alianza contra ”maras” con EEUU, México y el Caribe

http://www.nacion.com/ln_ee/2005/abril/17/ultima-ce12.html
http://www.nacion.com/ln_ee/2005/abril/01/ultima-ce6.html
http://www.nacion.com/ln_ee/2005/abril/01/ultima-ce6.html
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de la fuerza de seguridad conjunta ya 
referida. El gobierno de los Estados 
Unidos estuvo representado por el 
Subsecretario Adjunto para Asuntos 
del Hemisferio Occidental, Dan Fisk. 
Dentro de este contexto cobra mayor 
sentido, aún, la afirmación del Segun-
do informe sobre Desarrollo Humano 
en Centroamérica y Panamá (2003) 
que señala que “En esta materia es 
cada vez más visible la pérdida de 
interés geoestratégico de Centroamé-
rica, y el reacomodo de las fuerzas 
armadas de la región para atender 
asuntos que, asumidos como propios, 
en realidad forman parte de la agen-
da de problemas domésticos de Esta-
dos Unidos.”61

***

CONCLUSIONES

El incremento de la violencia es una 
realidad en América Central y Pana-
má y sus manifestaciones afectan, en 
mayor medida, a la población joven. 
Todas las formas de violencia se rela-
cionan entre sí; de allí que se rescate 
su carácter estructural y su multidimen-
sionalidad. 

Desde el ámbito juvenil, encontramos 
una serie de factores condicionantes 
de la violencia y, pese a las diversas 

experiencias vividas en los países de 
la región, los resultados tienden a ser 
cada vez más homogéneos: un sesgo 
etáreo, de género, de no acceso a 
educación, cultura, salud, empleo y un 
grupo socio-económicamente exclui-
do. A su vez, el producto de dichas 
manifestaciones se encuentra presente 
en cada uno de los países, aunque 
con diferentes niveles de gravedad. 
Pero, en rasgos generales, tiende a ser 
un problema que desborda las estruc-
turas tradicionales, como la familia, 
la escuela, la sociedad y el Estado. 
Finalmente, en algunas de sus manifes-
taciones, la religión es vista como una 
alternativa, pues se han documentado 
casos en los cuales el alejamiento de 
la actividad de la pandilla se ha pro-
ducido como respuesta a una mayor 
vinculación con la religión; de hecho, 
es una de las pocas razones de aban-
dono que la pandilla acepta, pues 
generalmente el salirse de ese medio 
se paga con la muerte. Aún así, infor-
tunadamente, algunas actividades reli-
giosas también están siendo cuestiona-
das, con lo cual las opciones para los 
jóvenes se reducen aún más.

Un aspecto que sí tenemos claro es 
aquel que nos indica que la delincuen-
cia es sólo una de las tantas facetas 
de la violencia, así como las maras y 
las pandillas o la violencia estudiantil, 

61  PNUD. Op. cit. p. 243.
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entre otras, son manifestaciones que 
afectan a la población joven. Al mis-
mo tiempo, hemos determinado una 
serie de modificaciones, en el devenir 
de la sociedad, que han hecho que la 
violencia prolifere:

a)  Tolerar la violencia que se ha vuel-
to natural en múltiples contextos y 
que está presente en las relacio-
nes intrafamiliares e interpersona-
les en diferentes niveles.

b)  Se ha diluido la presencia de 
instancias de socialización como 
la familia, la escuela y la comu-
nidad; también se puede incluir 
a los medios de comunicación, 
como (de)formadores de valores y 
cultura. 

c)  La reducción de la participación 
del Estado en los procesos socia-
les.

d)  La pérdida de la esperanza.

e)  La insensibilidad ante el dolor aje-
no y ante la misma violencia.

f)  La presencia difusa de los mensa-
jes que los medios de comunica-
ción transmiten.

g)  El ensanchamiento de las des-
igualdades sociales.

h)  El predominio de procesos de ex-
clusión y, 

i)  el aumento del consumismo.

El paso hacia la adolescencia lleva, 
implícitas, tres fases o situaciones di-
ferenciadas: la separación de los pa-
dres en busca de la individualidad, 
el cuestionamiento de la autoridad de 
sus principales referentes y la impor-
tancia del “grupo de pares o iguales”. 
Este último elemento evoca comunión 
de intereses con individuos que atra-
viesan situaciones similares. 

Ese punto de coincidencia se estable-
ce en la barra, en el grupo del barrio 
y serán las condiciones imperantes 
del entorno las que darán forma a 
esas manifestaciones juveniles y a la 
manera en que sean percibidos por 
el resto de la sociedad, en un contex-
to en donde la población joven es la 
mayoría y en donde prevalece -sobre 
ellos- el estigma de la incomprensión 
y de la coacción. 

Centroamérica y Panamá están atemo-
rizados por la presencia del fenóme-
no de la mara y su posible expansión. 
Lo que diferencia a la mara (norte de 
Centroamérica) de la pandilla (Costa 
Rica, Nicaragua y Panamá) tiene al 
elemento de las deportaciones como 
una de sus grandes características. El 
otro elemento es que hay condicio-
nes muy similares en la región que 
podrían fomentar el fenómeno de 
las maras. Las leyes “antimaras” co-
mo las de Guatemala, El Salvador y 
Honduras y las leyes “antipandillas”, 
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como en Panamá, así como las políti-
cas de mano dura y super dura, solo 
potencian el fenómeno e implican un 
retroceso en los procesos de humani-
zación de las fuerzas de seguridad, 
cuando la principal respuesta es re-
presión y castigo.

El endurecimiento de las leyes, la im-
posición de una penalización severa 
y las medidas represivas poco apor-
tan a la solución de este creciente 
problema; más bien, alimentan el cír-
culo de la violencia y hacen que esta 
prolifere. Parece que algunos Estados 
han optado por dar un paso atrás re-
gresando a la época del predominio 
de la fuerza y, en su lucha contra la 
delincuencia están coadyuvando a 
generalizar la violencia y a producir 
un mayor caos. 

Los jóvenes constituyen un segmento 
de la población subordinado pues 
-políticamente- no cuentan, puesto 
que no votan y, en general, su par-
ticipación política es muy reducida. 
Desde la perspectiva familiar están 
sometidos a los designios de sus 
progenitores o encargados; y en tér-
minos educativos están sometidos al 
docente. A aquellos que provienen 
de sectores empobrecidos les corres-
ponde, además, una condición de 
marginación por la ausencia o difi-
cultad del acceso a la educación, la 
cultura y la salud, así como por la fal-
ta de opciones de participación y de 
representación, de acceso al trabajo 

y a mejores condiciones de vida. Evi-
dentemente, conforme aumenta su ni-
vel de pobreza, se acercan más a la 
invisibilización y a la total exclusión 
social.

Las políticas gubernamentales para la 
contención del fenómeno de la pandi-
lla colocan, en la mesa de discusión, 
el pretexto de utilizar a las pandillas 
y a las maras para implementar ac-
ciones con un énfasis militar, lo que 
puede llegar a representar, también, 
una amenaza generalizada pues la 
historia, aquí, ha demostrado que 
apoyarse en la fuerza -para mantener 
el orden interno- ha sido una de las 
causas de los conflictos en el área.

Dar el paso del fenómeno de las pan-
dillas y de las maras hacia el fenó-
meno del terrorismo es un factor que 
se está potenciando, con fuerza, por 
parte de las agencias de inteligencia 
de Guatemala y Honduras; de igual 
forma, se ha establecido una relación 
directa entre los guerrilleros de la déca-
da de los ochentas y las pandillas, lo 
que genera confusión y paranoia. Cla-
ramente estamos ante la politización e 
ideologización de un problema social 
que tiene, en sus cimientos, a la mar-
ginación, el desempleo, el escaso ac-
ceso a servicios de educación y salud, 
así como la desintegración familiar.

Mientras que los grupos de defensa 
de los derechos humanos, así como 
de los derechos de los adolescentes 
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en especial- abogan por desistir de tal 
enfoque, la sociedad aprueba el uso 
de políticas más represivas, más po-
licías, presencia militar en las calles, 
penas carcelarias mayores, e incluso, 
la instauración de la pena de muerte 
o su aplicación reforzada, según la 
legislación de cada país. 

El dilema de la sociedad centroameri-
cana es cómo abordar el problema de 
las pandillas y de las maras e incorpo-
rar a la población adolescente y joven 
de los 11 a los 25 años en la solución, 
teniendo en cuenta que esta población 
representa más del 50% de los habi-
tantes de Centroamérica y estas gene-
raciones, dentro de poco tiempo, rele-
varán a las generaciones precedentes 
en cada uno de sus países. 

Uno de los retos que enfrenta esta so-
ciedad es, precisamente, abrirle a la 
juventud espacios de participación co-
mo miembros plenos que son de esa 
sociedad a la que pertenecen, incluir 
a la juventud como un segmento funda-
mental, darle la oportunidad de edu-
carse y de entretenerse, de acceder 
a un empleo que le garantice calidad 
de vida y de crear las condiciones 
para resolver sus necesidades básicas 
insatisfechas; coadyuvar a reducir las 
desigualdades que se encuentran en 

los cimientos mismos de los conflictos 
y reducir los riesgos que la hacen vul-
nerable.

Crear para los jóvenes espacios y 
condiciones de vida digna y no tratar-
los como parias de la sociedad que, 
al fin y al cabo, los está creando a 
su semejanza: violentos, insensibles, 
egoístas y carentes de solidaridad. 

Resultan interesantes las palabras que 
Joaquín Villalobos expresara, dentro 
del foro denominado Inter-American 
Dialogue, cuando apunta: “La repeti-
ción constante de un mensaje de fuer-
za dirigido a los instintos de venganza 
multiplica la cultura de la violencia, ya 
que mano dura es también una pelea 
entre vecinos o el marido que le pega 
a su esposa. Las maras, cuando co-
menzaron, eran un problema de vio-
lencia social juvenil que atormentaba 
a los pobres, como no se hizo nada 
empezaron a matar y robar, cuando 
se las reprimió se volvieron más vio-
lentas; cuando se las encarceló masi-
vamente, se armaron y se organizaron 
nacionalmente, ahora se han converti-
do en sicarios del crimen organizado 
y han creado una grave crisis regional. 
El plan de seguridad que se implemen-
tó hace un año ya fracasó y, si no se 
corrige, lo peor estaría por venir.” 62
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Costa Rica
Ana Yancy Espinoza

INTRODUCCIÓN

Para efectos del presente estudio nos hemos de enfocar en el fenómeno de la 
violencia; en especial, de aquella violencia que afecta a la juventud, ya sea en 
su condición de víctimas o de victimarios y, en lo específico, en la producida 
por las armas de fuego. La violencia juvenil y, en especial, la denominada 
delincuencia juvenil son caracterizadas como un fenómeno predominantemente 
urbano. Ello coincide con una mayor aglomeración de personas que mantienen 
relaciones interpersonales así como una mayor actividad económica en el entor-
no cercano.

La Organización Panamericana de la Salud (OPS) sostiene que el impacto de la 
violencia juvenil es altamente dañino pues aumenta los costos de los servicios de 
salud y de asistencia social, reduce la productividad, disminuye el valor de la pro-
piedad y desorganiza, entre muchas otras consecuencias, una serie de servicios 
esenciales afectando toda la estructura societaria.1 Entre esas otras consecuen-
cias, el impacto de la violencia -en la juventud- también afecta la estructura demo-
gráfica, así como la composición y la permanencia de la estructura familiar.

La violencia no es un fenómeno aislado, ni tampoco obedece a una raíz única; 
es el producto de múltiples causas que se concatenan y generan un proceso 

1  OPS/OMS. Informe mundial sobre la violencia y la salud. Editado por Etienne G. Drug y 
otros. Washington D.C., 2003. p- 27
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con, también, múltiples y diversas ma-
nifestaciones. Todas ellas laceran al 
individuo y a la comunidad; es decir, 
violentan los derechos del ser humano 
y amenazan la vida en colectividad. 
Por definición, esas causas hacen alu-
sión a las relaciones de poder que 
se dan dentro de un marco de des-
igualdad. Es importante, por lo tanto, 
entender que dentro de este proceso 
interactúan factores individuales o 
personales y, contextuales y colec-
tivos, que crean un caldo de cultivo 
dentro del cual se manifiesta. 

La violencia, ya sea percibida como 
un ejercicio del poder injustificado o 
cuando es utilizada como medio de 
defensa, una vez que se activa genera 
un ciclo que tiene per se siempre dos 
certezas: produce víctimas y posee vic-
timarios. Desde la perspectiva de có-
mo el fenómeno afecta a la juventud se 
pueden, asimismo, señalar estas dos 
dimensiones: la dimensión de quienes 
aportan una cuota a la violencia, como 
perpetradores y, la dimensión de quie-
nes pasan a engrosar el número de las 
víctimas. Sin embargo, no se puede in-
dicar que la víctima y el victimario sean 
siempre individuos diferentes; muchas 
veces, dentro de ellos, coexiste esta 
doble realidad.

Por otro lado, la violencia -en lo que 
atañe a la juventud- también tiene un 
doble impacto debido a que, por su 
amplitud y por su efecto, es visualiza-

da principalmente como un fenómeno 
externo. Sin embargo, cada día -con 
mayor fuerza- se vislumbra el peso 
que lo íntimo, lo interno y lo familiar 
tienen en la proliferación de este mal 
endémico; y que se expresa desde -y 
que afecta principalmente a- los jóve-
nes, lo que le imprime un sesgo etá-
reo muy visible que está afectando a 
la mayoría de la población. 

1. Una perspectiva intrínseca

Las condiciones propias del desarrollo 
de Costa Rica, a partir de la década 
de los cuarenta, generaron una am-
plia clase media, así como un apa-
rato estatal que, por años, se encar-
gó de garantizar el bienestar para la 
mayoría de la población, en el medio 
de un clima de estabilidad política y 
seguridad social. 

Esas condiciones sufrieron un profun-
do deterioro debido al efecto de la 
crisis económica del último cuarto del 
siglo pasado, así como el desgaste 
del aparato estatal, en cuanto a su 
capacidad de responder a las nece-
sidades de sus pobladores. Aunado 
a lo anterior, se dio la incorporación 
de estrategias de corte neoliberal que 
han presionado por reducir la gestión 
estatal mediante el desmantelamiento 
de sus instituciones, en especial de 
aquellas que implican inversión en el 
área de lo social y, como resultado, 
han empobrecido a la población.
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Esto ha tenido una repercusión direc-
ta, tanto sobre la calidad de vida co-
mo sobre las expectativas de progre-
so de los habitantes del país, puesto 
que las grandes tensiones socio-eco-
nómicas no sólo han producido que 
se incrementen las divisiones sociales 
sino que, también, están afectando 
las relaciones interpersonales e intra-
familiares y es ahí en donde primero 
se manifiesta la violencia social.

Lo anterior permite señalar que el 
fenómeno de las pandillas no es im-
portado. “En Costa Rica, las transfor-
maciones sociales y económicas que 
comienzan en los años ochentas se 

han visto acompañadas por un au-
mento sostenido de la violencia: los 
delitos contra la propiedad, la vida 
y los sexuales se incrementaron en un 
56% entre 1987 y 1999”.2

Costa Rica posee una población de 
alrededor de 4.169.730 habitan-
tes.3 Un 59% de esa población es 
urbana y la proporción de jóvenes 
-de menos de 19 años- corresponde 
a un 42% del total.4 Por otro lado, 
un 23% de la población costarri-
cense es pobre; ello indica que hay 
195.300 hogares pobres y 64.500 
hogares en condiciones de pobreza 
extrema. 
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Gráfico 1
Costa Rica:  número de hogares en situación de pobreza. 1990-2003

* Tomado de: Sauma, Pablo. Distribución del Ingreso, pobreza y vulnerabilidad social en Costa Rica. En 
http://www.estadonacion.or.cr/Info2004/Ponencias/Equidad/Sauma_2004.pdf

2  www.nacion.com/ln_ee/2004/junio/13/opinión7.html
3  Programa Estado de la Nación. X Informe Estado de la Nación en Desarrollo Humano Soste-

nible, en: http://www.estadonacion.or.cr/Info2004 
4  Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC). Basado en el Censo Nacional de Pobla-

ción, 2000. www.inec.go.cr

http://www.nacion.com/ln_ee/2004/junio/13/opini�n7.html
http://www.estadonacion.or.cr/Info2004
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El Décimo Informe del Estado de la 
Nación en Desarrollo Humano Soste-
nible señala que:

“… aún manteniendo la tasa de 
desempleo del país en un nivel muy 
bajo 6,3% (2003) el número de des-
empleados se duplicó de 54.866 
en 1994 a 117.191 en el año de 
2003 y que el 57% de los desem-
pleados son hombres, mientras que 
el 54,6 % del total de desempleados 
están entre los 16 y los 25 años de 
edad. El desempleo es más notable 
en las áreas urbanas, donde reside el 
59% de la población y donde “… Los 
niños y jóvenes de 0-15 años pasan 
de representar un 48,1% del total de 
pobres (casi la mitad), a un 44,3% 
(porcentaje todavía muy elevado)5.

Dicho informe, además, señala que 
ha aumentado la proporción de jefa-
turas femeninas en los hogares que, 
para el caso de aquellos que se en-
cuentran en situación de pobreza, 
representan un 32,5% para el año 
2003. También señala que disminuyó 
la cobertura del seguro social para la 
PEA (Población Económicamente Acti-
va) de un 75,3% a un 60,6% y adi-
ciona que “…en el 2003 un 55,4% 
de las personas de más de 60 años 

no estaba pensionada ni cotizaba 
para ningún régimen…”. 6

En síntesis, pese a los esfuerzos reali-
zados por el Estado costarricense, no 
se logró detener la tendencia al au-
mento de la desigualdad en los ingre-
sos y, aunque se reseña una mejora 
en el acceso a los servicios de salud, 
educación y vivienda -entre otros- la 
verdad es que, al aumentar los niveles 
de inequidad en el país, obviamente 
se ha producido una mayor concentra-
ción de la riqueza en manos de unos 
pocos y el impacto que genera es el 
empobrecimiento de la mayoría.

Respecto de los homicidios, el mismo 
informe explica que “… el nivel alcan-
zado es muy superior al que existía 
en el país quince años atrás: la tasa 
global pasó de 186 delitos por cien 
mil habitantes en 1983, a 352 en el 
2003”.7 En este sentido, se puntuali-
zan ciertas tendencias que caracteri-
zan a dichos homicidios. Entre ellas, 
prevalece el hecho de que se produz-
can, sobretodo, en contextos de robo 
o de asalto, en donde las víctimas 
han muerto por armas de fuego, au-
mentan los vínculos entre homicidio y 
drogas y/o por la presencia de muer-
te por encargo o sicariato.

5  Sauma, Op. Cit. 
6  Programa Estado de la Nación Op. Cit., p. 71
7  Idem, p. 94.
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Aunque observar Costa Rica dentro 
del contexto regional genera la sen-
sación de “no estar tan mal” o de que 
“podría ser peor”, la realidad es que 
el país empeora y, si visualizamos el 
quebranto de aquellos factores que se 
han asociado con el incremento de 
los índices de la violencia, no pode-
mos disimular que el país se deteriora 
-en forma lenta- pero constante. 

Un análisis somero nos indica que dis-
ponemos de la convergencia de una 
serie de condiciones que coadyuvan a 
propiciar la violencia. Múltiples indica-
dores apuntan hacia el incremento de 
la pobreza. La duplicación del núme-
ro de desempleados nos enfrenta, por 
una parte, a la satisfacción/insatisfac-
ción de necesidades básicas; por otra 
parte, la limitación del consumo tiene 
un profundo impacto en la calidad de 
vida de una parte importante de la po-
blación y, por otra parte, también por 
la presión que dentro de este panora-
ma juega el fenómeno de la creciente 
migración económica. 

La violencia se proyecta como un fe-
nómeno mayoritariamente masculino 
y queda claramente establecida una 
correlación de género. El aumento 
de las familias que se encuentran ba-
jo la jefatura de una mujer sola y, en 

condición de pobreza, se tiende a 
relacionar con la presencia de fami-
lias disfuncionales. El incremento del 
subempleo -que presiona por un com-
portamiento correlativo de los sectores 
excluidos, que coinciden en ser jóve-
nes y, otra vez, varones- establece, 
sin ningún carácter de exclusividad, 
que las diversas manifestaciones de la 
violencia son “…acrecentadas por la 
pobreza y las rivalidades generadas 
por la exclusión”.8 Tradicionalmente 
el peso de suplir las necesidades fa-
miliares corresponde al varón, quien 
es el más afectado por el desempleo. 
Esta situación genera frustración y, a 
su vez, la frustración puede generar 
depresión y/o agresividad.

Si puntualizamos acerca de las condi-
ciones materiales de vida de nuestra 
población, tenemos que hacer hinca-
pié en la existencia de 273 precarios 
o tugurios que han sido mapeados 
por el Instituto Nacional de Vivienda 
y Urbanismo (INVU). En estos tugurios 
habitan 200.665 personas, lo que 
corresponde a un aproximado de 
36.807 familias. Se trata de asenta-
mientos de población en mal estado, 
la mayoría construidos con madera, 
zinc y materiales de segunda catego-
ría y, con una alta presencia de mate-
riales de desecho. 

8  Gutiérrez Saxe, Miguel. Una lectura al problema de la violencia en Costa Rica. En Memoria 
del Taller Respuestas Democráticas al Problema de la Violencia, p.20
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En dichos precarios prevalece el ha-
cinamiento, una marcada privación o 
la mala calidad de servicios públicos 
tales como el abastecimiento de agua 
potable, alumbrado público, electrici-
dad, ausencia de control de aguas 
pluviales, entre otros. 

Asimismo, también nos encontramos 
ante la presencia de malas condicio-
nes topográficas y geográficas que, 
en general, caracterizan a estos pre-
dios como poco aptos para el desa-
rrollo urbanístico pues los suelos en 
donde se ubican poseen problemas 
de erosión, de deslizamiento y exce-
so de pendientes. Ello genera el ries-
go permanente de un deslave o de 
problemas de derrumbes. Los terrenos 
son altamente inestables y muchos es-
tán ubicados en la zona de retiro de 
los ríos lo que trae, además, proble-
ma de inundaciones, de contamina-
ción, etc.9

Desde el punto de vista de la situa-
ción de la población joven, así co-
mo desde el punto de vista de la 
educación tenemos que el 97,30% 
de la población -entre los 10 y los 
12 años de edad- estudia, mientras 

el 2,70% restante no se encuentra 
en el sistema formal de educación. 
En forma correlativa, de la pobla-
ción entre los 13 y los 17 años de 
edad, el 58,90% estudia y, el restan-
te 41,10%, no lo hace. Asimismo, 
es mayor el porcentaje de varones 
que se encuentran fuera del sistema 
escolar con relación al porcentaje 
de mujeres.10 Un 7,50% de la pobla-
ción en edades entre 10 a 12 años 
trabaja; un 13% de la población en-
tre los 13 y los 15 años y, un 22,5% 
de la población entre los 16 y los 17 
años y 11 meses trabaja. 

El ya citado Informe del Estado de 
la Nación en Desarrollo Sostenible 
señala que, si bien las tasas de es-
colaridad en primaria alcanzan el 
99% de la cobertura, en cuanto a la 
educación secundaria, para el año 
2000, el país apenas logró recupe-
rar la cobertura de la que gozaba en 
1980, lo que corresponde a un 60% 
de la población en edades entre los 
13 y los 17 años. Para el año 2000 
el 38,7% de la población juvenil, o 
sean 218.149 jóvenes, entre 13 y 
19 años de edad, no asistían a nin-
gún centro de educación.11 Asimis-

9  Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU). Mapeo sobre los asentamientos urbanos 
en Costa Rica. INVU 2003.

10 Valverde, Oscar y otros. Adolescencia: protección y riesgo en Costa Rica. Múltiples aristas, 
una tarea de todos y todas. CCSS. Programa Atención Integral a la Adolescencia. 2001.

11  Véase: Caja Costarricense del Seguro Social. Bases programáticas. Programa Atención Inte-
gral a la Adolescencia. 
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mo, se indicaba que de la población 
analfabeta un 8,08% está entre los 
10 y los 14 años, un 5,81% entre los 
15 y los 19 años y un 6,29% entre 
los 20 y los 24 años de edad.

Tradicionalmente, los jóvenes va-
rones han estado casi excluidos de 
los servicios de salud a razón de un 
marcado énfasis en proteger a la mu-
jer, a la niñez e, incluso, las madres 
adolescentes. 

1.2. La violencia juvenil: ¿un lugar 
común?

La violencia juvenil es una de las for-
mas de violencia más visibles para la 
sociedad debido al impacto que la 
misma tiene sobre ese grupo etáreo 
que representa a la mayor parte de 
la población. Además, su visibilidad 
depende también de cómo son perci-
bidos los jóvenes y, en este sentido, 
este segmento de población es con-
siderado un peligro social, porque 
tiende a ejercer presión contra la au-
toridad establecida (los adultos). 

Los adultos observan a los jóvenes, no 
necesariamente como un grupo en si-
tuación de riesgo, sino porque son un 
grupo que permanece en la anomia, 

son definidos por lo que no son (no 
son niños, ni son adultos), son defini-
dos y juzgados por sus gustos y por 
la forma cómo visten, por su forma de 
expresarse; son definidos como “in-
acabados”, pues su proceso de creci-
miento y de madurez se concibe como 
inestabilidad, rebeldía, subordinación 
e invisibilización. Al mismo tiempo, la 
juventud produce, en los adultos, in-
certidumbre, sospecha y miedo. “La 
juventud es, por ende, una condición 
relacional, determinada por la interac-
ción social, cuya materia básica es la 
edad procesada por la cultura”.12 

“La sociedad contemporánea ha 
ido desarrollando en las últimas dé-
cadas una visión negativa general 
de los adolescentes y jóvenes (‘son 
pandilleros ladrones’, ‘son drogos’, 
‘irrespetuosos’, ‘se embarazan irres-
ponsablemente’, ‘nada bueno puede 
esperarse de ellos´) se les culpa con 
una facilidad deplorable de sucesos 
negativos (que también existen) en los 
que participan un muy bajo porcenta-
je del grupo y se generaliza con ex-
tremo irrespeto e impunidad a todo el 
grupo estigmatizándolo”.13

En adición a lo relatado anteriormen-
te, también debemos sumar el reclamo 

12  Margulis, Mario. Juventud: una aproximación conceptual. En: Adolescencia y Juventud en 
América Latina. Solum Donas Burak. (Compilador) p. 45

13  Ibid. p. 30
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de espacios, de presencia y de partici-
pación que los jóvenes plantean. Ello 
también se percibe como una manifes-
tación agresiva, violenta y confrontati-
va. Esta concepción que de ellos se tie-
ne contiene también, como principio, 
una base biológica: su cuerpo está en 
transición hacia la madurez. El joven 
llega a ser desconocido y cuestionado 
en su propio círculo íntimo, familiar; 
encuentra este mismo rechazo en su 
interacción con los adultos; se abstrae 
y busca el apoyo y construye espacios 
de socialización en donde la solida-
ridad prevalece, un respaldo que 
proviene de sus pares, aquellos que 
enfrentan el mismo ambiente contro-
versial y que llevan a la sustitución 
de los vínculos filiales, así como a 
la búsqueda y obtención de la inde-
pendencia.

“Nuestras sociedades se caracteri-
zan por la existencia de patrones 
socioculturales de carácter patriarcal 
y adultocéntrico… En este contexto, 
los jóvenes no ven reconocidos mu-
chos de sus derechos y no disfrutan 
de la capacidad de decidir sobre sus 
vidas. Se ven limitados a las imposi-
ciones de un sistema construido para 
mantener la desigualdad.”14 

Por otro lado, no se puede ocultar que 
algunos jóvenes reproducen una con-
ducta “inaceptable” la cual genera 
tensión al interior de la sociedad pues 
sus actividades (rebeldes, contestata-
rias y a veces agresivas y violentas) 
coadyuvan a promover la sensación 
de que las acciones de los jóvenes 
ocasionan inseguridad y, por lo tan-
to, el resto de la sociedad los percibe 
como “la amenaza”.

“Sin embargo tenemos que decir 
que no todas las conductas de los/
las adolescentes producen la misma 
inquietud. Ello nos lleva a señalar la 
necesidad de discriminar entre lo que 
resulta conflictivo y lo delictivo, de 
modo que no caigamos en el error 
de criminalizar y penalizar conductas 
juveniles, que solo requieren medidas 
de carácter social y educativo”.15

A lo largo del proceso de socializa-
ción acerca de cómo se perciben las 
manifestaciones de violencia, muchas 
veces facilitado por las técnicas y es-
trategias de información de los princi-
pales medios de comunicación colec-
tiva, la población va colectivizando 
sus impresiones individuales en torno 
al incremento de la sensación de in-

14  Organización Panamericana de la Salud y Ministerio de Salud. La violencia social en Costa 
Rica. Enero, 2004.

15  Delgado, Jorge. Políticas de Prevención de la Violencia y Delincuencia Juvenil. DINAPREVI, 
Ministerio de Justicia y Gracia, diciembre de 2001.
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seguridad que, si bien es cierto como 
percepción es totalmente subjetiva, 
para ella es un temor real y objetivo. 

Ello promueve que se acepte y legi-
time el uso de la violencia institucio-
nal como, por ejemplo, policía más 
represiva, sistema judicial más puni-
tivo, aumento de penas e, incluso, 
involucionar hacia la aceptación de 
la pena de muerte y de la tortura. 
El clamor popular promueve la apli-
cación de la “mano dura” contra la 
delincuencia, incurriendo en el peli-
gro de violentar los derechos de las 
personas y, todo ello, basado en la 
percepción que de dicha delincuen-
cia se tiene, más que en la evidencia 
de transgresión a la ley. 

En ese mismo sentido, la población 
adquiere el mensaje de que debe 
“protegerse por mano propia” lo que 
opera de la mano con los reclamos 
de mayor seguridad e incapacidad 
de los estamentos oficiales que debe-
rían de proveerla; la defensa propia 
es el estribillo que acompaña las reac-
ciones agresivas y violentas de los ciu-
dadanos honorables. Esta es una de 
las claves del círculo de la violencia.

La población joven forma parte de 
la población “postergada”, cuyos 
derechos están en la anomia; se en-
cuentra en situación de alto riesgo de 
amenazas como la delincuencia, las 
drogas, el hambre o la prostitución. 
Como hemos apuntado arriba, los jó-
venes conforman parte del grupo de 
los excluidos. Esta exclusión se refleja 
en la falta de acceso a la vivienda, 
cuando el espacio parece agotarse 
y proliferan los conglomeraciones ur-
bano-marginales, los precarios o tugu-
rios, así como también en la ausencia 
de espacios de socialización segu-
ros, pues la violencia y los compor-
tamientos antisociales los han acapa-
rado. En igual sentido, la disposición 
de servicios básicos pues, si bien la 
salud y la educación -en cierta forma- 
están garantizadas (y ello crea una 
gran diferencia con respecto de mu-
chos países) para la niñez16, no hay 
tal certeza de que este beneficio se 
mantenga, a plenitud, para los jóve-
nes y, como segmento de población 
-la juventud es mayoría- su condición 
es de inseguridad, por la presión de 
un presente precario y, de cara al fu-
turo, la total incertidumbre. Sin preten-
der entrar a justificar la utilización de 

16  De hecho, en forma permanente países como Costa Rica se han enfocado en reducir las tasas 
de mortalidad infantil, la desnutrición, entre otros, pero es muy reciente el interés en la salud de 
la población joven, gran parte del acceso de los jóvenes a los servicios de salud es a través 
del sistema de emergencias.
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la violencia -como recurso-, la verdad 
es que cuando se hace referencia a la 
necesidad de garantizar la obtención 
de necesidades básicas la violencia 
se convierte en un medio efectivo. 

El problema social se vuelve subjetivo, 
privado e íntimo y, a la medida del es-
pacio de socialización más cercano: 
el del barrio. La agresión se focaliza, 
primero, en los miembros del círculo 
íntimo, la familia; luego se dirige a la 
comunidad manifestándose primero 
como violencia doméstica e intrafami-
liar y, luego, hacia la comunidad de 
vecinos. Allí se manifiesta como vio-
lencia interpersonal que pasa por la 
comisión de actos delictivos e irrumpe 
en la economía de lo ilegal y lo ilícito 
(venta de droga, por ejemplo) pues es 
ahí en donde se subsidian las caren-
cias básicas y se mejora el nivel de 
consumo, aunque no así la calidad 
de vida. Es en este nivel que muchos 
jóvenes son víctimas de su propio cír-
culo familiar y, pueden llegar a con-
vertirse en victimarios, dentro de su 
propio vecindario.

1.3. Manifestaciones de la violencia 
juvenil

Es importante precisar que, por sí mis-
ma, la juventud no es -por naturale-

za- violenta. Como ya lo señalamos 
anteriormente, ha prevalecido una 
percepción -desde el adulto- que tien-
de a equiparar rebeldía con inestabi-
lidad, inestabilidad con agresividad 
y, agresividad con violencia, produ-
ciendo en el colectivo la imagen de 
que la juventud es violenta; casi se 
llega a la concepción homogénea de 
que ser joven es un delito. 

Efectivamente, pareciera que es un 
estigma ser joven. La juventud evoca 
un estado biológico en transición, una 
concepción social que equipara la re-
beldía y lo problemático como intrínse-
co del joven, además de que asume 
característica de conflicto crónico y 
permanente. “Sin embargo, no todos 
los jóvenes violentos tienen problemas 
significativos además de su violencia 
ni todos los jóvenes con problemas 
son necesariamente violentos”.17 

Un joven violento no tiene, tampoco, 
por qué convertirse en delincuen-
te. Cuando se hace referencia a la 
violencia en los jóvenes, muchas ve-
ces vienen a la mente escenas que 
evocan desobediencia, desafío a la 
autoridad, agresiones verbales y uti-
lización de lenguaje soez, discusión 
con los padres, fugas del hogar. Sin 
embargo, estas escenas bien pueden 

17  Organización Panamericana de la Salud – Organización Mundial de la Salud. p. 27
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ser un episodio de lo que se conside-
ra violencia en el ámbito familiar. 

Hay una serie de condiciones, en este 
sentido, que pueden precipitar a los 
jóvenes hacia otro tipo de violencia 
y que se denominan los factores de 
riesgo. Entre estos factores podemos 
señalar, desde un nivel exógeno, to-
das aquellas influencias que provie-
nen del entorno: injerencia directa del 
medio -ya sea porque hay exceso de 
violencia- o la concatenación de fac-
tores estructurales de la pobreza como 
un aliciente, el impacto de los medios 
de comunicación masiva, la acepta-
ción social de la violencia en el trato 
cotidiano, la influencia de los amigos 
o las condiciones específicas del con-
texto de la unidad familiar. De hecho, 
el drama de la victimización al interior 
del núcleo familiar, del abandono y 
de las ausencias repetidas de afecto, 
de atención y de abastecimiento, son 
un panorama recurrente en los jóvenes 
violentos, en los pandilleros y en los 
delincuentes juveniles. 

Hay otros factores que son propios de 
cada individuo y que se relacionan 
más con sus condiciones personales 
y, en especial, con su conducta, la 
actitud frente a la violencia, los niveles 
de tolerancia, la capacidad de nego-

ciación, el grado de responsabilidad 
y madurez que desarrolle, las percep-
ciones y las prioridades personales.

Finalmente, también hay una serie 
de factores liberadores o desenca-
denantes, cuya presencia propicia 
la agresión. Entre ellos se ubican la 
ingesta de alcohol, el uso de drogas 
y la presencia de armas. “…la violen-
cia ejercida contra los jóvenes, que 
en el largo plazo puede o no generar 
una respuesta violenta desde los jó-
venes, construyéndose así una espiral 
de violencia aprendida cuya princi-
pal característica es reaccionar ante 
la amenaza. Es decir, la violencia 
conlleva en sí misma un proceso de 
aprendizaje de normas de comporta-
miento y de actitudes que conducen a 
reaccionar en forma violenta ante el 
mínimo acto que sea interpretado co-
mo amenazante”18 En este caso, los 
malos entendidos o la provocación 
actúan como detonante del compor-
tamiento violento.

Como ya lo hemos señalado, la juven-
tud crea sus espacios de socialización 
entre iguales, tales como “la barra de 
la esquina o del barrio”, haciendo alu-
sión al grupo de jóvenes que se reúnen 
para compartir sus visiones, sentimien-
tos y creencias. Barras de este tipo hay 

18  En: Comisión Interinstitucional de Prevención y Atención de la Violencia y Delincuencia Juvenil. 
Diagnóstico sobre Violencia y Delincuencia Juvenil en Costa Rica. Octubre, 2002, p. 13
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en todas partes y la presencia de una 
barra no implica, necesariamente, que 
haya una predisposición a la violen-
cia. Hemos querido diferenciar entre 
la barra y la pandilla, de forma más 
bien arbitraria, puesto que sabemos 
que hay barras que tienen tendencias 
delictivas y puede haber pandillas que 
no las tengan. Pero esta diferenciación 
nos ayuda a precisar, en lo concep-
tual, lo que en el plano objetivo tiende 
a confundirse cotidianamente.

Las “barras de la esquina”, general-
mente, sólo representan una agrupa-
ción de jóvenes que coinciden por 
diversos motivos más bien de socia-
lización y pertenencia, así como “el 
bar o la cantina” hacen coincidir a 
muchos adultos. Una barra no tiene 
porque estar relacionada con distur-
bios, ni mala conducta, ni desobe-
diencia intencional, ni siquiera con la 
ingesta de alcohol. Aunque es en este 
espacio en donde la ausencia de la 
autoridad paterna, la búsqueda de la 
libertad y la autonomía colocan al jo-
ven en presencia de -y, le brindan ac-
ceso- a los cigarrillos, al alcohol y a 
otras sustancias; en pocas palabras: 
lo prohibido.

Por ello es importante aclarar que, 
aunque exista una “barra” de jóvenes, 
esto no es un indicador de problemas 
de violencia ni de delincuencia. Tam-
poco se puede descartar que, ante la 
presencia de factores de riesgo en el 
barrio o en el vecindario, las barras 

puedan convertirse en pandillas juve-
niles o generar un grupo de delincuen-
tes que puedan incurrir en la comisión 
de contravenciones; pero esta, tampo-
co, es una relación causa – efecto. 

Puede haber muchas formas de vio-
lencia juvenil, como por ejemplo: la 
rebeldía, el vandalismo, el consumo 
de sustancias prohibidas, el desorden 
en la vía pública y el manejar vehícu-
los sin los permisos correspondientes 
o de manera temeraria. Sin embargo, 
las que más se destacan son aquellas 
vinculadas con la criminalidad, como 
lo son la agrupación en pandillas y la 
delincuencia juvenil. 

Generalmente, Costa Rica ha sido 
considerada diferente al resto de la 
región centroamericana en lo que res-
pecta a su historia de democracia y 
de paz, caracterizada por gobiernos 
civiles y ausencia de golpes de esta-
do, así como a la ausencia de conflic-
tos armados y a la existencia de altos 
índices de educación y de salud, así 
como de un sistema judicial de larga 
data y de una clase media importan-
te. Sin embargo, lo cierto es que los 
niveles de violencia se han incremen-
tado en forma creciente y constante y, 
por el impacto que la violencia tiene 
sobre la juventud debe ser abordado 
urgentemente. Al igual que en muchos 
países del mundo, en Costa Rica, la 
juventud representa la principal pro-
porción de población víctima de la 
violencia y, por lo general, en ese 



71COSTA RICA

grupo etáreo se ubican, también, los 
principales victimarios. 

Partiendo de la tesis de que la violen-
cia no necesita pasaporte y de que es 
el fenómeno de mayor éxito de globali-
zación, la violencia empieza a mostrar 
rasgos que, otrora, eran por completo 
desconocidos dentro de la realidad 
costarricense, como lo son el sicariato 
o la muerte por encargo, o el aumento 
de los secuestros y de los asaltos ban-
carios, solo por mencionar algunos. 

Un fenómeno que el país teme con-
frontar se relaciona con la figura de 

“las maras”, tal y como son conocidas 
en Guatemala, El Salvador y Hondu-
ras. La cuestión es: ¿habrá maras en 
el futuro de Costa Rica?

La violencia juvenil, bajo cuales-
quiera rasgos que asuma, tampoco 
es un fenómeno estático. De allí el 
temor manifiesto a que las maras 
constituyan el futuro de la delincuen-
cia juvenil. En Costa Rica existen 
diversas manifestaciones de la vio-
lencia juvenil: hay pandillas, violen-
cia estudiantil y, posiblemente, otras 
formas de violencia que involucran 
a la juventud. 
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Cuadro Nº 1
Casos entrados por tipo de delito según año

Sección Penal Juvenil, 1997-junio 200419

1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 (1)

Total 197 224 339 393 286 191 108 55

Contra la propiedad 162 172 262 308 216 129 83 41

Apropiación irregular 2 1 3 2

Daños 17 15 27 35 18 19 13 5

Estafa 1 3 1 3 2 2 1

Extorsión 3 1 1 1 4 2

Hurto 25 63 58 85 75 25 10 5

Robo con fuerza 
sobre cosas 19 43 90 71 34 21 18 15

Robo con violencia 
sobre personas 88 34 56 77 71 42 22 10

Robo de medio de 
transporte 6 3 3 8 6 6 9 3

Tentativa de estafa 1 3 

Tentativa de hurto 2 1 6 13 1 2

Tentativa robo 
violencia sobre 
persona

1 6 5 3 6 2

Tentativa robo fuerza 
sobre cosas 2 2 13 7 3 6 4

Usurpación 1

Contra la vida 35 52 77 85 70 62 25 14

Abandono de 
incapaz 1

Aborto 1

Agresión 4 25 39 56 47 26 10 2

Homicidio 2 1 3 3 6 1 1

19  Departamento de Planificación, Sección de Estadística. Organismo de Investigación Judicial. 
Poder Judicial de Costa Rica

Continúa...
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Lesiones 9 17 20 11 15 14 8 8

Lesiones con arma 
blanca 11 4 8 7 1 2 1

Lesiones con arma 
de fuego 3 2 4 3 2 3 2

Tentativa de aborto 2

Tentativa de 
homicidio 1 2 2 4 4 9

Tentativa de suicidio 5 1   2 4 1  

Total delitos Sección 
Penal Juvenil 225 274 411 478 401 286 369 257

Porcentaje delitos 
contra la propiedad 72,0 62,8 63,7 64,4 53,9 45,1 22,5 16,0

Porcentaje delitos 
contra la vida 15,6 19,0 18,7 17,8 17,5 21,7 6,8 5,4

Total 87,6 81,8 82,5 82,2 71,3 66,8 29,3 21,4

Menores involucrados en casos terminados de delitos contra la propiedad
o contra la vida según edad del menor infractor

Sección Penal Juvenil, enero-junio 2004

Tipo de delito Total
Edad del menor infractor

< 13 14 15 16 17

Total 49 1 1 3 2 4

Contra la propiedad 38 6 3 7 8 14

Daños 7 4 1 2 0 0

Extorsión 2 0 0 1 0 1

Hurto 4 1 0 0 1 2

Robo con fuerza 
sobre las cosas 12 0 1 2 2 7

Robo de medio de 
transporte 2 0 0 0 0 2

Continúa...

Cuadro Nº 2  
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Robo con violencia 
sobre personas 11 1 1 2 5 2

Contra la vida 11 1 1 3 2 4

Agresión 1 0 0 0 0 1

Homicidio doloso 1 0 0 1 0 0

Lesiones 3 1 0 1 0 1

Lesiones con arma 
blanca 1 0 0 0 1 0

Lesiones con arma de 
fuego 2 0 0 0 1 1

Lesiones culposas 3 0 1 1 0 1

Fuente: Departamento de Planificación, Sección de Estadística, ibídem.

1.3.1. La subcultura de la pandilla 
juvenil

La ruta crítica -de la transición del 
joven hacia la transgresión- general-
mente se inicia bajo la presencia de 
una situación socio-económica de 
carencias como el hacinamiento en 
la vivienda, la tensión entre los miem-
bros de la familia, la presencia de 
violencia intrafamiliar, el abandono, 
menor tiempo dedicado a los hijos 
y/o tiempo que no es de calidad.

Estas circunstancias ocasionan que 
los jóvenes busquen, fuera de su ho-
gar, los referentes de los cuales ca-
recen; se reúnen en la calle -que es 
el espacio de socialización por exce-
lencia- pues no implica costo alguno. 
Es, acá, en la calle, en donde ope-
ra la barra y, acá, también, puede 
nacer la pandilla: en la esquina, en 
los espacios de socialización dentro 

del barrio. Y los jóvenes se apropian 
de la calle por la cantidad de tiem-
po que pasan en ella. Esto se rela-
ciona con el abandono del sistema 
educativo formal; entonces, hay más 
tiempo para el ocio y los amigos, en 
un contexto en donde predomina la 
igualdad de condiciones y la relación 
horizontal; en conjunto, como grupo, 
van adquiriendo la experiencia de 
sobrevivir en la vía pública; al mismo 
tiempo, ahí sienten que son mayoría. 

Estas agrupaciones, entre iguales, 
dan sentido al respeto mutuo e incluso 
hasta generan sociedades “comercia-
les”. El resultado es que disminuyen 
las privaciones, hay compañía y so-
lidaridad, sentido de pertenencia a 
un grupo independiente que supera a 
la familia, se establecen mecanismos 
compartidos de defensa y, la presen-
cia de lo ilegal y lo ilícito, el vínculo 
entre droga y delincuencia. Algunos 
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incurren en lo ilegal (la comisión de 
delitos como el robo, el asalto y el 
hurto) para tener acceso a lo ilícito (el 
consumo de alcohol y de drogas). 

El fenómeno de la delincuencia juve-
nil -más o menos organizada- es co-
nocido con el nombre de pandillas 
juveniles. Estas concitan la atención 
de los medios de comunicación ma-
siva por su impacto en la población, 
pero se puede señalar que este fe-
nómeno está sobredimensionado en 
Costa Rica. El acontecimiento de las 
pandillas es una de las facetas de la 
violencia juvenil que más atemoriza a 
la población y a la institucionalidad 
gubernamental. Por tal razón, visuali-
zar a este segmento de la población 
como un grupo de alto riesgo, se ha 
convertido en un tema imprescindible 
de tratar desde la integralidad.

En Costa Rica este fenómeno se afian-
zó durante la década de los años no-
ventas, con la aparición de agrupacio-
nes de características desconocidas, 
hasta entonces, en el país. El fenóme-
no fue definido con el nombre de Los 
Chapulines20. Estos realizaban asaltos 
en grupo, en el área metropolitana y 

congregaban entre 15 y 30 integran-
tes, cuyas edades oscilaban entre los 
6 y los 19 años.21 Estos grupos mostra-
ban adicción al pegamento y al crack, 
vivían en las calles y, entre los delitos 
que cometían estaba el robo, en es-
pecial para subsidiar sus necesidades 
cotidianas de alimentación, techo y 
adicción. Los Chapulines llegaron a 
contabilizar, aproximadamente, 250 
menores de edad. No obstante no 
constituían un único grupo. Fueron con-
siderados como un “acontecimiento 
delictivo” que incrementó la sensación 
de inseguridad ciudadana y aumentó 
la presión social sobre el sistema de 
justicia que, finalmente, llevó a la ges-
tión y aprobación de la Ley de Justicia 
Penal Juvenil. La coacción proveniente 
de la sociedad pugnaba por un incre-
mento de las penas carcelarias, por 
mayor represión policial y por la solici-
tud de respuestas integrales.

Algunas de las características de las 
pandillas juveniles son:

• Son percibidas como una forma 
de organización de jóvenes que 
se vinculan para la comisión de 
delitos. 

20  Nota de la Editora: Vocablo náhualt que significa langosta,(insecto ortóptero, saltador, de 
costumbres migratorias, que se reproduce copiosamente, llegando a constituir verdaderas 
plagas para la agricultura) (http://www.diccionarios.com/index2.phtml?results=1&query=L
angosta&diccionario=dgle&acepciones=5&criterio=3). En Costa Rica, se le llama chapulín a 
los delincuentes juveniles del área metropolitana que asaltan en grandes grupos.

21  Chávez, Paul y Mariela Vargas. Pandillas en Centroamérica. Reporte de Costa Rica. Ministe-
rio de Seguridad Pública. Noviembre 2003.

http://www.diccionarios.com/index2.phtml?results=1&query=Langosta&diccionario=dgle&acepciones=5&criterio=3
http://www.diccionarios.com/index2.phtml?results=1&query=Langosta&diccionario=dgle&acepciones=5&criterio=3
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• Su principal antecedente, Los 
Chapulines. 

• Generalmente proceden de hoga-
res desintegrados, en su mayoría 
el padre está ausente.

• Hay una correlación entre pan-
dillas y expulsión/deserción del 
sistema educativo.

• Habitan en barrios de las áreas 
urbano marginales con alta den-
sidad de población: Pavas, Ha-
tillo, Alajuelita, La Uruca, Goi-
coechea.

• Sectores marginales y precarios: 
Rincón Grande de Pavas, Los 
Guidos de Desamparados, La 
Carpio de la Uruca, Los Cuadros 
de Goicoechea, La Isla de Mora-
via, entre otros.

• Forman parte del grupo de los ex-
cluidos. 

• Están compuestas, básicamente, 
por varones entre los 12 y los 20 
años, aunque a veces también 
hay algunas mujeres.

• Las pandillas poseen procesos de 
iniciación, estrategias de reclu-
tamiento, códigos de comporta-
miento, representaciones y simbo-
logías comunes que son interiori-
zadas.

• Manejan el concepto de territo-
rialidad, que es su espacio físico 
protegido y en donde residen.

• Hay redes de afinidad y alianzas 
entre ellas y también poseen sus 
enemigos “naturales” pues los 
perciben como oponentes que, 
por lo general, son los miembros 
de otra (s) pandillas. 

• Sus integrantes/miembros oscilan 
entre 5 y 20.

• Hay fuerte presencia del uso de 
alcohol y de drogas. Las drogas 
más utilizadas son: pegamento e 
inhalantes, marihuana, crack, etc.

• Los principales delitos que come-
ten las pandillas son tacha de au-
tos, asaltos, violaciones, robo a 
viviendas. 

• El uso de armas de fuego no es 
una constante; si acaso, en el 
grupo -una o dos personas- tienen 
acceso a un arma de fuego. Son 
armas cortas, revólveres calibre 
22, por ejemplo.

• Es más frecuente el uso de arma 
blanca, incluso el arma cortopun-
zante artesanal.

• Generalmente operan bajo el li-
derazgo de un joven que es ma-
yor de edad. 
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• Las pandillas poseen estrategias 
cotidianas que les garantizan la 
supervivencia y actúan de forma 
organizada.

• “Las pandillas brindan un espacio 
de reforzamiento de la identidad 
(liderazgo negativo) a través de 
la violencia y la delincuencia”22 

• La acción de las pandillas en 
Costa Rica aún no refleja vínculos 
con el crimen organizado

Sin embargo, la pandilla muchas 
veces también representa la “única 
opción” para aquellos que no tienen 
otro recurso. A aquellos jóvenes que 
se encuentran en posición de vulnera-
bilidad y que están estigmatizados, la 
pandilla les ofrece amistad, compa-
ñía y sentido de identidad. Muchas 
veces se convierten en “la profecía 
que se autorrealiza”. En esto juegan 
un papel fundamental los medios de 
comunicación masiva pues las refe-
rencias les dan sentido de poder y, 
además, les indican qué “se espera” 
de ellos como amenaza. El miedo da 
poder y la profecía se cumple. 

“En Costa Rica no hay pandilla tipo 
mara, pero se pueden identificar al-

gunos comportamientos de los que 
se han ido apropiando, como el uso 
de cierta simbología, señas al hablar, 
vocabulario y el uso del graffiti”23. En 
esta misma línea Paul Chávez argu-
menta: “El fenómeno de las maras 
no es transferible a Costa Rica; quie-
nes militan en la mara a la vez que 
comparten condiciones culturales y 
socioeconómicas, están desarraiga-
dos, en esos contextos hay procesos 
permanentes de expulsión, y ese fe-
nómeno se ha producido con mayor 
fuerza en sociedades en condición 
de posguerra”.

En Costa Rica el fenómeno de la pan-
dilla juvenil y de la delincuencia es un 
fenómeno netamente urbano, mascu-
lino y pobre. Ello no indica que, en 
otros estratos sociales, el fenómeno 
no se presente pero se trata de otra 
forma porque hay recursos económi-
cos y se publicita menos en los me-
dios de comunicación masiva. Un 
joven con recursos económicos hace 
un “escándalo” o tiene un “berrinche” 
pero no se cataloga como violento 
y, mucho menos, como delincuente. 
“…la violencia… no se presenta sólo 
entre los pobres, sino que la misma 
está distribuida aleatoriamente en las 
distintas clases sociales, solo que su 

22  DINA Krauskopf
 Doctora en Psicología, consultora internacional. “Un análisis de la violencia juvenil” en http://

www.nacion.com/In_ee/2004/junio/13/opinion8.html 
23  Entrevista a Paul Chávez, Director de Unidades Especiales, Ministerio de Seguridad Pública.
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detección está determinada por la 
inmunidad diferencial: son más vulne-
rables frente al aparato penal los in-
tegrantes de los sectores sociales más 
desposeídos”.24

Recientemente los diarios costarricen-
ses reportaban: “Barriadas josefinas 
sitiadas por 15 pandillas juveniles”.25 
Allí se señalaba que su composición 
incluye, tanto jóvenes costarricenses 
como extranjeros, que se han aglo-
merado con fines autodefensivos y, 
ocasionalmente, para cometer hechos 
delictivos.

Mientras que la pandilla es una sub-
cultura, la banda es una “asociación 
profesional”, más especializada, to-
talmente orientada a la comisión de 
delitos, con grandes niveles de pla-
nificación. 

1.3.2. Delincuencia juvenil

La pandilla -con facilidad- se puede 
convertir en una organización delin-
cuencial, lo que implica la comisión 
de delitos y el desafío abierto de las 
leyes vigentes. Por su parte el joven 
delincuente no necesariamente funcio-
na en agrupaciones y, para ello, nos 
podemos remitir a las estadísticas. 

En la opinión de Jorge Delgado26, 
director de la Dirección Nacional pa-
ra la Prevención de la Violencia y el 
Delito (DINAPREVI), dependencia del 
Ministerio de Justicia y Gracia, cierta-
mente la mayoría de los delitos que 
cometen los jóvenes están signados, 
más por la casualidad, que por la 
planeación. Aún cuando operen co-
mo una agrupación que involucra a 
pocos individuos, el grupo procede, 
más bien, a partir de una asignación 
de labores coyuntural, pues opera 
una “distribución del trabajo” in situ 
que remite a: a quien\es le\s corres-
ponde distraer, mientras otro\s consu-
man el delito, etc. 

Los principales hechos que se vinculan 
a la delincuencia juvenil involucran 
las contravenciones y los delitos pro-
piamente dichos. Las contravenciones 
que contempla el Código Penal costa-
rricense son: golpes, lesiones, peleas, 
participación en riñas, amenazas, es-
tado de embriaguez, daños menores 
contra la propiedad, hurto menor, 
perturbación de la tranquilidad y des-
orden, desobediencia e irrespeto a la 
autoridad y la portación de armas.

Por su parte, los delitos involucran: ho-
micidio, homicidio culposo, suicidio, 

24  Comisión Interinstitucional de Prevención y Atención de la Violencia y Delincuencia Juvenil. 
Diagnóstico sobre la Violencia y Delincuencia Juvenil. Costa Rica. Octubre – 2002. p. 9

25  www.nacion.com/ln_ee/2004/junio/06/pais1.html 
26  Entrevista realizada a Jorge Delgado. Director de la Dirección Nacional para la Prevención 

de la Violencia y el Delito (DINAPREVI), Ministerio de Justicia y Gracia.

http://www.nacion.com/ln_ee/2004/junio/06/pais1.html
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aborto, lesiones -desde leves hasta 
gravísimas-, homicidio o lesiones en 
riña, agresión con armas -inclusive- de 
fuego, violaciones, relaciones sexuales 
con menores de edad, rapto, amena-
za agravada (la que se produce con 
arma de fuego), plagio, hurto simple 
y agravado, robo simple y agravado, 
daños y asociación ilícita.

El fenómeno de la delincuencia juvenil 
se ha disparado y, cada día, es más 
peligroso dados los niveles de agre-
sión y la violencia utilizada. La de-
lincuencia se utiliza como una forma 
de garantizar un acceso al consumo. 
A su vez viene aparejada con indi-
viduos, también predominantemente 
varones, pobres y desempleados. 

Algunas tendencias que se han apun-
tado consisten en27:

a. Incremento en los delitos contra la 
vida y la integridad física de las 
personas,

b. mayor participación de la pobla-
ción joven en la delincuencia,

c. mayor relación entre delincuencia 
individual y organizada y,

d. la internacionalización del delito.

Las causas de la delincuencia juvenil 
no difieren de las causas de la vio-
lencia que hemos señalado arriba. 
Chinchilla y Rico28 señalan una serie 
de factores para la región centroame-
ricana que, en su mayoría, son apli-
cables para Costa Rica. Estos son:

a. el deterioro de las condiciones so-
cioeconómicas,

b. el deterioro de los mecanismos tra-
dicionales de socialización como 
la familia y el centro educativo,

c. la vigencia de patrones de con-
sumo que no guardan relación ni 
con la estructura productiva ni con 
el poder adquisitivo de la pobla-
ción,

d. las características geográficas de 
la región, que propician la delin-
cuencia internacional y el crimen 
organizado.

La Comisión Interinstitucional de Pre-
vención y Atención de la Violencia 
y Delincuencia Juvenil, señala: “Pero 
a pesar de los brotes ocasionales de 

27  Véase: Chinchilla, Laura y José María Rico. La Prevención Comunitaria del Delito; perspectivas 
para América Latina. Centro para la Administración de Justicia. Florida Internacional Universi-
ty. 1997, p. 5

28  Idem.



ARMAS, VIOLENCIA Y JUVENTUD80

vandalismo y delincuencia organiza-
da, la violencia protagonizada por 
personas menores de 18 años, con-
tinúa siendo principalmente de carác-
ter individual, con la responsabilidad 
de un solo autor”.29

Ahora bien, estos rasgos se observan 
con mayor facilidad en aquellas pro-
vincias que están más alejadas del pro-
greso social, con el nivel de desarrollo 
más bajo, que poseen altos niveles 
de violencia general y, por supuesto, 
juvenil. Coinciden en ser lugares con 
un gran deterioro de las condiciones 
sociales, en donde se da una alta con-
centración de familias pobres, drogas, 
narcotráfico e indocumentados, esca-
sez de opciones de empleo y ausen-
cia de espacios de recreación.30

Características de la delincuencia ju-
venil

• Sexo masculino, mayor de 15 y 
menor de 18 años.

• Reside en zonas urbano-margi-
nales.

• Presentan un retraso o rezago es-
colar.

• Trabaja en actividades que no re-
quieren calificación laboral.

• Contribuye al sostenimiento del 
grupo familiar.

• El padre o la madre están desem-
pleados o subempleados.

• Provienen de una familia que es 
incompleta o desintegrada con au-
sencia, generalmente, del padre.

• Convive, el mayor tiempo, fuera 
de su núcleo familiar, con grupos 
igualitarios.

• Presenta adicción a drogas livia-
nas y fuertes.

• Muestra problemas de socializa-
ción o integración con grupos di-
ferentes al que pertenece.

• Tipos de delitos: contra la propie-
dad, agresión a la integridad físi-
ca y delitos contra la vida.

• Por provincia y por cantón, en 
donde mayores manifestaciones 
de violencia juvenil hay se puede 
citar San José, y ahí los cantones 

29 Comisión Interinstitucional de Prevención y Atención de la Violencia y Delincuencia Juvenil. 
Diagnóstico sobre Violencia y Delincuencia Juvenil en Costa Rica. Octubre 2002, p. 19.

30 Jóvenes limonenses en riesgo por delincuencia. www.nacion.com/ln_ee/2003/julio/13/
pais1.html

http://www.nacion.com/ln_ee/2003/julio/13/pais1.html
http://www.nacion.com/ln_ee/2003/julio/13/pais1.html
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de Tibás, Desamparados y Goi-
coechea, y la provincia de Limón

La delincuencia juvenil pasa de la 
trasgresión de las normas socialmente 
aceptadas a la comisión de contra-
venciones y de delitos. Como seña-
lamos anteriormente, los jóvenes de-
lincuentes generalmente no actúan en 
solitario, sus patrones de asociación 
en torno a la comisión de un delito 
son más bien coyunturales y oportu-
nistas; por tal razón, tampoco tienen 
el nivel de organización que podría 

caracterizar el funcionamiento de una 
pandilla. 

La falta de recursos económicos y la 
incapacidad de gestionar y cubrir sus 
propias necesidades se convierten en el 
motivo de la delincuencia. El desempleo 
y la delincuencia están estrechamente re-
lacionados entre sí, así como, también, 
hay una gran relación con las condicio-
nes de la pobreza, no porque la violen-
cia y el delito sean intrínsecos a la pobre-
za sino, más bien, porque las carencias 
y las necesidades son imperiosas. 

Población Hombres Mujeres Total por 
régimen

Régimen cerrado 14-18 años 31 1 32

Adultos jóvenes recluidos (18-24 años) 67 0 67

Sanciones alternativas 503 21 524

Total según sexo 601 22 623

Nota: Ministerio de Justicia y Gracia, Dirección General de Adaptación Social, 5 de abril de 2005.

1.3.2. Violencia estudiantil

Al igual que otros tipos de violencia, el 
componente principal de la violencia 
juvenil es el comportamiento agresivo 
de los individuos, en este caso, de los 
estudiantes. Hay agresión directa o 
indirecta contra figuras de autoridad, 
tanto en el ámbito estudiantil como 
contra los propios compañeros. 

Las agresiones son detonadas por 
una llamada de atención, una mala 
calificación, una amonestación al 
hogar, muchas veces van precedi-
das de ausencias repetidas al centro 
educativo, abandono del aula y del 
centro educativo, llegadas tardías sin 
justificación, falsificación de la firma 
de padre o madre, actos de agresión 
propiamente dichos, fumar y beber 

Cuadro Nº 3  
Población juvenil en Centros Penitenciarios
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en el centro educativo y/o llegar en 
estado de ebriedad o de intoxicación 
a las instalaciones educativas, así co-
mo del vandalismo en contra de las 
instalaciones.

Por otro lado, si bien prevalece la 
violencia entre estudiantes, también 
se presentan episodios de violencia 
entre estudiantes y docentes, lo que 
no excluye que el foco de la violencia 
pueda ser generado desde el propio 
docente.

Con respecto de los lugares en los 
cuales se hace manifiesta la violencia 
que involucra a estudiantes, tenemos 
que estos pueden ser: al interior del 
aula, en el comedor de la institución, 
en los servicios sanitarios, pasillos, 
gimnasio y fuera de las instalaciones 
de la institución. Los actos de agre-
sión, en orden de importancia, se pre-
sentan en los pasillos con un porcen-
taje del 31,1%; les siguen “fuera de 
las instalaciones educativas” con un 
30,3% y, el tercer lugar, es ocupado 
por el aula con un 24, 6%; el 14% 
restante corresponde a otros lugares. 

Cuadro Nº 4
Casos de agresión reportados por nivel entre estudiantes y docentes

2002 – 2003.31

Nivel Casos de agresión 
reportados 2002

Casos de agresión 
reportados 2003

Preescolar  245 361

Primaria (1° a 6° grado) 2,530 2,766

Secundaria (7° a 11° año) 1,515 1616

Escuelas nocturnas  17 11

Educación especial  12 643

Casos totales 4,307 5,397

31  Tomado de Ministerio de Educación Pública, División de Planeamiento y Desarrollo Educativo. 
Departamento de Estadística. Indicadores de violencia 2003.
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Uno de los factores más importantes en 
la manifestación de la violencia, de la 
juvenil -en general- y, de la estudiantil 
-en lo específico- tiene que ver con la 
aceptación de la violencia en todos los 
ámbitos de socialización como lo son 
la familia, la escuela y la comunidad.

“La violencia así se está convirtiendo 
en una parte del proceso de vivir su 

cotidianeidad, ya sea, porque sien-
ten que tienen que defenderse o por-
que consideran el atacar como un 
elemento permanente en sus vidas. 
Esto nos llevó a plantearnos un serio 
problema en tono a una sociedad 
que apunta a la violencia y donde 
los y las adolescentes empiezan a 
formar parte bastante activa en este 
proceso”.32

Acciones de agresión y violencia identificadas en el centro educativo33:

Verbales

 Apodos

 Malas palabras

 Insultos

 Gestos vulgares

 Burlas

 Gritos

 Irrespeto

 Amenazas

 Humillaciones

32 Caja Costarricense de Seguro Social. Op. Cit. p. 37
33 Tomado de: Campos, Gabriela. Tesis para optar al grado de Licenciada en Educación. Uni-

versidad Nacional, Heredia, Costa Rica. 2005.

Continúa...
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 Rechazo

 Chantajes

 Aislamiento

Físicas

 Patadas

 Golpes 

 Pequeñas luchas

 Robos

 Destrucción de objetos

 Empujones

 Aislamiento (ignorar, invisibilizar)

 Quitar comida

 Quitar pertenencias

 Agresión con armas

 Pellizcos

 Agresión contra maestros

Algunas de las causas de la violencia estudiantil siguen apuntando hacia los 
mismos derroteros. Entre los factores de riesgo se identifican varios niveles:
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Potenciadas desde el hogar:

• El impacto de la desintegración 
familiar,

• la violencia intrafamiliar,

• la influencia de los medios de 
comunicación masiva, por inter-
medio de los programas que los 
estudiantes consumen 

Relaciones interpersonales:34

• Los patrones de convivencia esco-
lar prevalecientes que se extrapo-
lan, incluso, al tipo de juegos que 
comparten los estudiantes,

• La carencia de formas alternativas 
para resolver conflictos. 

Potenciadas desde el ámbito institu-
cional:35

• La falta de autoridad de los edu-
cadores, 

• la ausencia de normas discipli-
narias funcionales y orientadoras 
desde los centros educativos,36

• la ausencia de espacios recreati-
vos,

• la falta de consenso sobre los es-
tilos de enseñanza y normas de 
convivencia institucional,

• la inconsistencia de los y las edu-
cadores en su actuación frente a 
los estudiantes,

• la dificultad de poder realizar un 
trabajo en equipo,

• la falta de participación de los 
actores educativos en la toma de 
decisiones,

• la falta de participación de los 
actores educativos en la elabora-
ción, ejecución y evaluación del 
proyecto educativo institucional y,

• docentes que se sienten victimiza-
dos, rechazados o ridiculizados 
por los directores y compañeros 
con poder dentro de la institución.

En Costa Rica, el Ministerio de Edu-
cación Pública realizó estudios sobre 
violencia en los niveles de preescolar, 
primaria y secundaria, educación es-
pecial y los centros nocturnos, tanto 
de la educación pública, como de la 
privada y de la subvencionada. En el 
año 2002 dicho Ministerio elaboró 
un informe sobre violencia estudiantil, 

34  Gabriela Campos, en su tesis para optar al grado de Licenciada en Educación, ibid. 
35  Indicadores de violencia en el Centro educativo, 2002. Departamento de Estadísticas, Divi-

sión de Planeamiento y Desarrollo Educativo, Ministerio de Educación Pública.
36  Violencia Estudiantil http://www.nacuib,cin/ln_ee/2003/octubre/09/opinion1.html

http://www.nacuib,cin/ln_ee/2003/octubre/09/opinion1.html
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en el cual se documentaron 83.838 
casos, que corresponden al 10% del 
número de alumnos matriculados.    

Dicha cifra se incrementó a 114.283 
casos, un año después. 

Cuadro Nº 5
Agresión entre estudiantes en los centros educativos del país, 2002 - 2003
Nivel Número de agresiones 2002 Número de agresiones 2003

Preescolar 10.571 13.602

Primaria 
(1° a 6° grado) 52.966 69.610

Secundaria
(7° a 11°) 20.062 21.510

Educación especial*  122 9470

Escuelas nocturnas  117 46

Casos Totales 83.838 114.238

* No se explica a qué se debe la variación, tan desproporcionada, en las cifras.

Según el análisis realizado por el Mi-
nisterio de Educación Pública, predo-
mina la violencia verbal y el nivel de 
violencia es, mucho mayor, en las ins-
tituciones públicas en relación con las 
privadas. Asimismo, en los episodios 
de violencia que involucran a estudian-
tes y docentes, son también mayorita-
rios los eventos presentados dentro de 
las instituciones públicas, en donde 
predomina, también, la violencia en 
las manifestaciones verbales.

Es evidente que la violencia ha per-
meado a la juventud y se halla pre-
sente dentro de las instituciones edu-
cativas. Lo que resulta ciertamente pa-
radójico es el hecho de que el centro 
educativo representa el icono de la 
transmisión de valores, en donde se 
produce la inserción social del indivi-
duo; no es de extrañar que el sistema 
educativo sea visualizado como uno 
de los mecanismos de socialización y 
de prevención por excelencia37. 

37  Entre las funciones individuales de la ecuación se señalan: socializar, transmitir cultura, desa-
rrollar la personalidad, formar para la incorporación en la actividad productiva, entre otros. 
Véase: PNUD. Los retos educativos del futuro. Estado de la educación en América Latina y el 
Caribe. Primera edición, setiembre 1999, p. 89 
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Sin embargo, el otro espacio -para 
aprehender conductas y valores- es el 
hogar y, también, ahí se manifiesta el 
aprendizaje de comportamientos vio-
lentos, probablemente la legitimación 
del uso de la violencia como méto-
do de concluir un conflicto; no es de 
extrañar que la violencia intrafamiliar 
sea uno de los grandes problemas so-
ciales que vive el país. 

1.3.3. Las barras deportivas: una 
violencia diferente

La mayor amenaza a la seguridad 
ciudadana que perciben las fuerzas 
de seguridad pública costarricenses 
proviene de las “barras” de fútbol; 
es decir, del grupo de individuos que 
se caracterizan por pertenecer a los 
fanáticos de determinado equipo de-
portivo: “La Ultra” está constituida por 
los seguidores del Deportivo Saprissa; 
“La Doce” está compuesta por los se-
guidores de la Liga Deportiva Alajue-
lense y “La Garra” alberga a los segui-
dores del Club Sport Herediano. Sus 
miembros oscilan entre los 300 y 800 
individuos y son las manifestaciones 
públicas de estos grupos las que, en la 
consideración de la Unidad Especial 
del Ministerio de Seguridad Pública 
(MSP), tienen mayores probabilidades 
de evolucionar hacia grupos de ma-
yor peligrosidad como las maras. 

Las barras deportivas, siguen ciertas 
formas de disciplina militar, hay una 
estructura de liderazgo claramente 

definida, se guían por preceptos de 
odio e intolerancia hacia el contrario, 
que es identificado como el enemigo. 
Las barras exacerban comportamien-
tos colectivos agresivos y violentos cu-
yos miembros, en forma individual, ni 
siquiera intentarían.

No obstante, las barras de los equi-
pos deportivos no son homogéneas 
en su configuración, no se pueden ca-
talogar como jóvenes excluidos y/o 
marginales; aunque sí poseen filiales 
en diferentes partes del país. La masa 
da poder y el poder se ejerce en for-
ma violenta: se destroza propiedad 
privada, se atenta contra los repre-
sentantes de la ley, se produce daño 
a las personas que apoyan al grupo 
contrario pues este es “el enemigo”, 
etc. Estas barras actúan movilizán-
dose dentro de los parámetros de un 
universo simbólico que promueve la 
adhesión a los colores del equipo, a 
los eslóganes y epítetos del grupo; a 
la identificación del grupo de pares, 
la identificación propia del individuo 
como miembro de ese grupo y, a la 
adopción de un comportamiento co-
lectivo confrontativo frente al contrario 
–que pasa por reconocer los distinti-
vos y emblemas que caracterizan al 
contrario, por confrontarlo y tratar de 
reducirlo, independientemente de cuál 
haya sido el resultado del encuentro. 

Asimismo, a los miembros de las “ba-
rras” los convoca el apoyo al equi-
po deportivo; el grupo no comparte 
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-en forma exclusiva- condiciones de 
territorialidad, ni experiencias so-
cioeconómicas o culturales similares; 
su identificación es con la simbología 
del equipo, no se reúnen con propósi-
tos criminales pero, con facilidad, se 
salen de control, producen destrozos, 
pérdidas, heridos, … en pocas pa-
labras, producen inseguridad ciuda-
dana por donde pasan; también mar-
can los espacios por donde transitan 
y hacen prevalecer la anarquía.

2. Respuesta institucional

2.1. Marco jurídico:

La Constitución Política, en su artículo 
51, establece: “La familia, como ele-
mento natural y fundamento de la so-
ciedad, tiene derecho a la protección 
especial del Estado. Igualmente ten-
drán derecho a esa protección la ma-
dre, el niño, el anciano y el enfermo 
desvalido”. Más adelante, en el artí-
culo 55, consigna: “La protección es-
pecial de la madre y del menor estará 
a cargo de una institución autónoma 
denominada Patronato Nacional de 
la Infancia, con la colaboración de 
otras instituciones del Estado”.38

Costa Rica suscribió la Convención 
sobre los Derechos del Niño el 20 de 

noviembre de 1989, posteriormente 
ratificada según la ley No. 7184 de 
21 de agosto de 1990, que promo-
vió un acercamiento hacia un aborda-
je integral de los temas de la niñez y 
la adolescencia. 

2.1.1. Código de Niñez

La ley No. 7739 Código de Niñez 
y Adolescencia, que está basado en 
la Convención sobre los Derechos del 
Niño y, constituye el marco jurídico 
para garantizar la protección integral 
de los derechos de los menores de 
edad, fue adoptado el 6 de enero de 
1998. 

Este Código define niñez como la 
condición entre el nacimiento y los 
12 años cumplidos y, adolescencia, 
como aquella entre los 12 años y los 
18 años, no cumplidos. Uno de los 
aspectos más importantes en esta le-
gislación “Ya no se enfoca al niño en 
función de sus carencias sino de su 
derecho al desarrollo pleno, derecho 
que es inherente a todos. Se protege 
tanto a aquel que tiene sus necesida-
des básicas satisfechas como al que 
no las tiene”.39 El Código de Niñez 
y Adolescencia cuenta, además, con 
una estructura que dinamiza el elenco 
de derechos y principios que, deriva-

38  Véase: Constitución Política de la República de Costa Rica. 1949
39 Rodríguez, Kathia.- ¿Qué es el Código de Niñez y Adolescencia? http://www.intec.edu.

do/~cdp/docs/defenderderechos.htm 

http://www.intec.edu.do/~cdp/docs/defenderderechos.htm
http://www.intec.edu.do/~cdp/docs/defenderderechos.htm
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dos y adecuados a nuestra realidad, 
se retoman de la Convención Interna-
cional.

El texto legal bajo examen defiende 
el principio de integralidad y estable-
ce en su artículo 10: “La persona me-
nor de edad será sujeto de derechos; 
goza de todos los derechos ( sic), in-
herentes a la persona humana y de 
los específicos relacionados con su 
desarrollo, excepto de los derechos 
políticos de conformidad con la Cons-
titución Política de la República”.40 

Esta ley considera a los menores de 
edad como sujetos con deberes y 
derechos y toda su columna vertebral 
está basada, asimismo, en el princi-
pio rector del interés superior del niño 
y niña que toma en consideración al 
menor como sujeto de derechos y res-
ponsabilidades; la edad, grado de 
madurez y otras condiciones persona-
les; las condiciones socioeconómicas 
inherentes y que exista corresponden-
cia entre el interés individual y el so-
cial. Si bien promueve la garantía de 
todos los derechos por igual, otorga 
especial importancia a salvaguardar 
del vínculo familiar, la valorización de 
la educación y la participación de la 
niñez y la adolescencia.

Los menores de edad tienen garanti-
zado, en este código, el acceso a la 

justicia, su derecho a la denuncia, su 
derecho a la defensa y el respeto al 
debido proceso. 

2.2.2. Ley de Justicia Penal Juvenil

El instrumento jurídico que rige a la 
población joven -entre los 12 y hasta 
los 18 años de edad- es la Ley No. 
7576 o Ley de Justicia Penal Juvenil. 
La misma fue presentada, por parte 
del Poder Ejecutivo, ante la Asamblea 
Legislativa el 6 de febrero de 1996 
y fue aprobada el 8 de marzo del 
mismo año.

Dicha ley se aplica, incluso, a jóvenes 
mayores de 18 años que -al momen-
to de cometer un hecho punible- sean 
menores de edad. La ley establece 
procesos diferenciados en dos seg-
mentos de población, a saber: de 12 
a 15 años y, de 15 a 18 años. Por 
otra parte, cuando las infracciones 
provienen de niños menores de 12 
años, el ente encargado de conocer 
sobre el asunto será el Patronato Na-
cional de la Infancia (PANI).

Los ejes de la ley son la protección 
integral de los menores de edad, el 
respeto a sus derechos y la reinser-
ción en la familia y la sociedad. 

Los menores involucrados en procesos 
judiciales tienen las mismas garantías 

40 Véase: Código de Niñez y Adolescencia, 1998
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constitucionales o fundamentales y 
procesales que cubren a toda la po-
blación así como, también, otras ga-
rantías especiales, debido a su condi-
ción de menores.

Los derechos que desarrolla el texto 
legal son:

• Derecho a la igualdad

• Derecho a no ser discriminado

• Derecho al debido proceso

• Derecho a abstenerse de decla-
rar

• Derecho a la privacidad

• Derecho a la confidencialidad

• Derecho a la defensa

• Derecho a la presunción de ino-
cencia.

Otros principios que aplica dicho tex-
to son:

• Principio de justicia especializa-
da

• Principio de legalidad

• Principio de lesividad

• Principio de “Non bis in idem”

• Principio de aplicación de la ley y 
la norma

• Principio de confidencialidad

• Principio de inviolabilidad de la 
defensa

• Principio del contradictorio

• Principio de racionalidad y pro-
porcionalidad

• Principio de determinación de las 
sanciones

Se dispone de órganos especializados 
en materia de menores. En el caso que 
se dictamine la privación de libertad 
de un o de una menor, deberá de ser 
recluido dentro de un centro exclusiva-
mente destinado a menores de edad.

La citada Ley 7675 establece tres ti-
pos de sanciones, a saber: socio-edu-
cativas, de orientación y supervisión, 
así como privativas de libertad, mis-
mas que se enlistan a continuación.

A) Sanciones socio-educativas: 

• Amonestación y advertencia, 
que implican una llamada de 
atención -oral- por parte del 
juez al menor de edad, acer-
ca de su conducta ilícita; la 
advertencia se extiende a pa-
dres y tutores.
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• Libertad asistida, por un perío-
do máximo de 2 años, bajo 
la obligación –por parte del 
menor- de cumplir con progra-
mas de educación y, también, 
de recibir orientación y segui-
miento por parte del Juzgado 
–así como del Poder Ejecutivo, 
representado por la Dirección 
General de Adaptación Social 
(Programa de Menores).

• Prestación de servicios a la 
comunidad: implica la realiza-
ción de tareas, no remunera-
das, de interés general en enti-
dades públicas o privadas, en 
máximos de 8 horas semana-
les, por períodos máximos de 
seis meses, sin afectar activi-
dades educativas o laborales. 

• Reparación de daños a la víc-
tima. Trabajar directamente en 
favor de la víctima para resar-
cirla de la ofensa sufrida. 

b)  Órdenes de orientación y supervi-
sión. Estas tienen por objeto accio-
nes para regular el modo de vida y 
promover y asegurar formación; se 
aplican por un máximo de 2 años:

• Instalarse en un lugar de re-
sidencia determinado o cam-
biarse de dicha residencia.

• Abandonar relaciones con 
determinadas personas.

• Eliminar visitas a lugares de 
diversión específicos.

• Asistir a un centro educativo o 
aprender una profesión o un 
oficio.

• Adquirir un trabajo.

• Abstenerse de ingerir bebidas 
alcohólicas o drogas.

• Internar al menor en un cen-
tro de salud para desintoxi-
cación o eliminación de una 
adicción.

c)  Sanciones privativas de libertad:

• Internamiento domiciliario. 
Consiste en el arresto en la 
casa de habitación, sin que 
afecte la asistencia al centro 
educativo y/o al lugar de tra-
bajo. No se aplica por más 
de un año.

• Internamiento durante el tiem-
po libre. Se cumple dentro 
de un centro especializado, 
durante el tiempo libre del 
menor (excluye la atención al 
centro educativo y al trabajo). 
No excede del año.

• Internamiento en centros es-
pecializados. Se trata de 
una medida excepcional. 
Durará un máximo de 15 
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años (menores entre 15 y 18 
años) y, un máximo, de 10 
años (menores de 12 y 15 
años).

La Ley de Justicia Penal Juvenil busca 
la rehabilitación y la reinserción del 
menor en la sociedad.

El Juzgado Penal Juvenil conoce, en 
primera instancia, de las acusaciones 
atribuidas a los menores y resuelve, 
siguiendo el debido proceso, dentro 
de los plazos definidos.

El Tribunal Superior Penal Juvenil re-
suelve apelaciones, recusaciones y 
conflictos de competencia.

El Ministerio Público que, para el ca-
so de Costa Rica, se trata de un órga-
no auxiliar ubicado dentro del Poder 
Judicial, tiene como función el cumpli-
miento de la ley, investiga los delitos 
cometidos por menores y promueve la 
acción penal.

La policía penal juvenil es, también, un 
órgano auxiliar del Ministerio Público y 
de los tribunales penales juveniles, en 
la verificación científica de los delitos, 
así como de sus responsables. 

Los instrumentos reseñados tienen, co-
mo objetivo, promover el desarrollo 

integral de los menores de edad y pri-
vilegian el mantenimiento del vínculo 
familiar. La Ley 7576, en especial, 
prevé la activa participación del me-
nor en el proceso penal. 

“Los menores víctimas dentro del pro-
ceso penal juvenil, aparecen con 
mayor incidencia en todos los delitos 
de carácter sexual y delitos contra la 
propiedad, generalmente con una 
diferencia de edad considerable en 
relación con el ofensor o en su defec-
to si tienen una edad semejante, hay 
superioridad numérica o son mujeres 
las víctimas. …En los delitos contra 
la propiedad y cuando se encuentran 
en edades similares la víctima y los 
infractores, se lleva a cabo el hecho 
mediante la superioridad numérica 
o física por cuanto el infractor sabe 
perfectamente que tiene la posibili-
dad de manejar más fácilmente la 
situación”.41

La Ley de Armas y Explosivos No. 
7530 establece, en su artículo 23, 
que las personas físicas, mayores de 
18 años, pueden inscribir hasta tres 
armas permitidas para utilizarlas en 
su seguridad, la de su familia y la pro-
tección de su patrimonio. No obstan-
te, el artículo 64 de dicha ley incluye 
una excepción para aquellos mayores 
de 14 años, quienes “…podrán usar 

41 Pérez Montenegro, Rocío. Justicia Penal Juvenil y Victimología. En Memoria del Primer Congre-
so Nacional de Victimología: Las víctimas también tienen derechos. EUNED 2002. p. 124.
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armas de cacería y tiro al blanco, ex-
clusivamente para la práctica de esos 
deportes, cuando los acompañe un 
adulto autorizado”.42

Si bien la ley, a su manera, contem-
pla que no haya libre disposición de 
armas para las personas menores de 
edad, lo cierto es que la mayoría de 
quienes acceden a dichas armas lo 
hacen desde la ilegalidad y la negli-
gencia, tanto en su adquisición como 
en su uso. 

2.2. La estructura institucional

Dirección de Investigación Especiali-
zada del Ministerio de Gobernación, 
Seguridad Pública y Policía43. Aplica, 
como marco, la Ley Penal Juvenil. 
Cuenta con 11 oficiales. Trabaja con 
el Ministerio Público o Fiscalía. Se 
consolida, como unidad, en el año 
2005. Actualmente cubre el casco 
metropolitano de la provincia de San 
José, en expansión hacia la provincia 
de Heredia.

2.3. ¿Quién es quién frente a la violencia juvenil?

Órganos judiciales Poder Ejecutivo Instituciones 
Autónomas y 
órganos auxiliares

Organizaciones de 
la Sociedad Civil

Órganos 
jurisdiccionales:

Primera Instancia
Juzgados penales 
Juveniles

Consejo Nacional 
de Niñez y 
Adolescencia.
Definición de 
políticas públicas en 
la materia
Educación Pública; 
Salud Pública; 
Cultura, Juventud y 
Deportes; Trabajo y 
Seguridad Social; 
Justicia y Gracia; 
Seguridad Pública; 
Planificación 
Nacional y Política 
Económica, 

Patronato 
Nacional de la 
Infancia (PANI)44, 
mediante las Juntas 
de Protección 
a la Niñez y 
Adolescencia, 
conforman el 
Sistema Nacional 
de Protección 
Integral. 
 

Comisión Inter-
institucional para 
el abordaje de la 
violencia social, 
la cual coordina 
el Ministerio de 
Salud y en ella 
interactúan agencias 
gubernamentales y 
de sociedad civil 
con trabajo en dicha 
área. 

Continúa...

42 Véase: Ley de Armas y Explosivos No. 7530, publicada en La Gaceta del 23 de agosto de 
1995

43  Nota del editor: Entre 1994-98 los Ministerios de Seguridad Pública y de Gobernación y 
Policía fueron integrados en una sola entidad.

44  En Costa Rica, de acuerdo con el artículo 55 de la Constitución Política, el PANI es un Órgano 
de rango constitucional
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Segunda Instancia
Tribunales Penales 
Juveniles

Policía Administrativa Programa de 
Atención Integral 
al Adolescente 
y Programa de 
Violencia Doméstica 
CCSS

Save the Children

Tribunal Superior de 
Casación Penal

Dirección de 
Investigación 
Especializada.

Red de prevención 
de la violencia 
intrafamiliar

Casa Alianza

Órganos auxiliares 
de la Justicia:

1.  Ministerio 
Público:

1.1  Fiscales en 
materia penal 
juvenil 

1.2  Oficina de 
Atención a 
la víctima, 
Ministerio 
Público 

2 OIJ: 
Policía Penal Juvenil

Ministerio de Justicia 
y Gracia: 
Dirección Nacional 
de Prevención de la 
Violencia y el Delito

Comité del Niño 
Agredido (Hospital 
Nacional de Niños)

DNI
Defensa de la Niñez 
Internacional.

  Defensoría de los 
Habitantes, órgano 
auxiliar del Poder 
Legislativo, desde 
el Área de Niñez y 
Adolescencia y el 
Área de Protección 
Especial

Fundación Paniamor

 Fundación Arias para 
la Paz y el Progreso 
Humano, mediante 
el programa Escuela 
Segura – Comunidad 
Segura.
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3. El lugar de las armas en la violen-
cia juvenil

El notorio aumento de la delincuencia 
armada se manifiesta en la violencia 
social. El aumento de los delitos con-
tra la propiedad y de los delitos contra 
las personas, en presencia del uso de 
armas de fuego presenta, cada vez 
más, un marcado incremento. El robo 
y los asaltos se dan, muchas veces, 
contra personas que viven en condi-
ciones similares. Pero estos actos de-
lictivos no se proyectan solamente ha-
cia quienes tienen, necesariamente, 
mayores posesiones sino, más bien, 
hacia los pares que han tenido un po-
co más de oportunidades. 

La delincuencia y la violencia consti-
tuyen fenómenos básicamente mas-
culinos. Incluso, dentro del segmento 
de la población juvenil, predominan 
los varones, tanto en cuanto mayoría 
de víctimas como de victimarios, los 
cuales se ubican entre los 14 y los 35 
años. El comportamiento de los delitos 
señala, también, un incremento en la 
comisión de delitos menores como el 
asalto y el robo; no obstante el hecho 
de que hay más violencia involucrada 
en dichos actos, éstos también afectan 
otro tipo de delitos como aquellos con-
tra la vida. Mientras que en los países 
desarrollados -que poseen un nivel al-
to de ingresos- se dan tasas de homi-
cidios por debajo de la media (con la 
excepción de los Estados Unidos), en 
los países de bajo desarrollo humano 

-de bajos ingresos- se presentan tasas 
de homicidios altas. Perteneciendo 
Costa Rica a este último grupo, el país 
se encuentra por encima de la media 
y, ya para el año 2003, su tasa de 
homicidios por cada cien mil habitan-
tes fue de 7,0. Es inobjetable que, en 
Costa Rica, el aumento en el número 
de homicidios ha sido permanente. 

Según la elaboración de Carranza y 
Solana, previamente citados en esta 
investigación, las tasas de homicidas 
(victimarios) se concentran en perso-
nas cuya edad va de los 20 a los 29 
años. Asimismo, el porcentaje de ho-
micidas varones corresponde al 94% 
del total de homicidios mientras que, 
el porcentaje de las homicidas muje-
res representa de un 5,8% a un 6%.

Cuadro Nº 6
Tasa de homicidios 1997-2003

Año Número de 
homicidios Tasa

1997 210 5,7
1998 224 6,0
1999 245 6,4
2000 240 6,1
2001 251 6,3
2002 251 6,1
2003 292 7,0

Tomado de Carranza, Elías y Emilio Solana. Seguri-

dad frente al Delito. Estado de la Nación.

Desde el año 1999 el arma de fue-
go ha estado presente en al menos el 
50% de los homicidios ocurridos en 
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Costa Rica. Sin embargo, como he-
mos señalado anteriormente, este dato 
no se corresponde con un modus ope-
randi de grupo tipo pandilla sino que, 
al igual que lo señalaba Jorge Delga-
do, se corresponde con la acción no 
programada; si se quiere, casual.

Cuadro Nº 7
Total de víctimas de homicidio y 

número de ellas que fueron muertas 
por arma de fuego45

Año Total de 
víctimas

Víctimas, 
por arma 
de fuego

Porcentaje
%

1999 250 125 50,0%
2000 251 131 52,2%
2001 257 139 54,1%
2002 258 134 51,9%
2003 300 156 52,0%

De los 613 casos de violencia consig-
nados por los diarios nacionales du-
rante el año 2003, solo de 440 se 
obtuvo la edad de las víctimas. Según 
dicha información periodística, siste-
matizada por la Fundación Arias, 154 
de los eventos involucran a víctimas de 
25 años de edad o menos. De esas 
víctimas, 92 personas se ubicaban en-
tre los 19 y los 25 años de edad y 62 
personas tenían menos de 18 años de 
edad.46 

De la cantidad de víctimas indicada, 
hubo 263 muertes entre homicidios y 
suicidios; 37 muertes lo fueron de per-
sonas que tenían 18 años de edad o 
menos; y 54 muertes se dieron entre 
personas que tenían entre 19 y 25 
años de edad. De las 37 muertes que 
tuvieron lugar dentro del grupo etáreo 
de entre los 0 y los 18 años de edad, 
hubo 19 víctimas de armas de fuego, 
lo que corresponde a un 51,3%. Asi-
mismo, dentro del grupo de 19 a 25 
años de edad, en donde se produjeron 
54 víctimas mortales, hubo 32 víctimas 
de armas de fuego, lo que representa 
un 59,2% de ese grupo etáreo. De las 
muertes ocurridas dentro del grupo de 
0 a 25 años de edad, el 73,6% eran 
hombres y el 26,3% mujeres.

Para el año 2004, de un total de 
582 eventos violentos únicamente se 
obtuvo datos -acerca de la edad de 
las víctimas- en 409 de los hechos 
y, de esos 409 hechos, se identificó 
que en 179 casos las víctimas fue-
ron menores de 25 años de edad, 
lo que corresponde al 43,7% de los 
eventos. De ese 43,7% un total de 
73 víctimas fueron hombres menores 
de 18 años y 106 víctimas tenían 
entre los 19 y los 25 años de edad. 
Dentro de esos hechos, a su vez, hu-

45  Tomado de: Carranza y Solana. Seguridad frente al delito. Estado de la Nación. P.25
46  La Fundación Arias dispone de información periodística que sistematiza los hechos de violen-

cia, excluyendo los accidentes de tránsito, recabados –diariamente- desde el 1 de enero de 
2000 al 31 de diciembre de 2004.
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bo 93 víctimas mortales: 31 de estas 
víctimas tenían menos de 18 años, y 
75 correspondían al rango de edad 
entre los 19 y los 25 años de edad. 
De estos homicidios, también, 20 
correspondieron a víctimas mujeres y 
73 a víctimas varones.

Asimismo y, dentro del total de las 
93 personas muertas a las que nos 
venimos refiriendo, en 55 de esas 
muertes se constató la presencia de 
armas de fuego. Ello representa 14 
víctimas mortales de menos de 18 
años, y 45 víctimas mortales que 
tenían entre 19 y 25 años represen-
tando así el arma de fuego el instru-

mento que ocasionó la muerte en el 
59% de los casos, a las víctimas de 
25 años de edad o menos.

También merece la pena destacarse 
que en 179 de los casos que afec-
taron expresamente a personas me-
nores de 25 años en donde se con-
tabilizó un total de 93 muertes y 86 
casos de heridas y lesiones, los da-
tos nos permiten saber que, del gru-
po de lesionados citado, hubo 46 
casos en los que se dio la presencia 
de armas de fuego. Estas afectaron 
a 18 víctimas menores de 18 años, 
y a 28 víctimas entre los 19 y los 25 
años de edad.

47 Tomado de OPS – Ministerio de Salud. Op. Cit: Departamento de Planificación, Sección 
Estadística del Poder Judicial.

Cuadro Nº 8
 Presuntos homicidas por grupo de edad47

Años 1999 y 2000
Grupos de 

edad
1999 % 2000 % % por 

grupo
Porcentaje de 

participación *

14   3   1,3   1  0,4  2  0,8

15 – 17   24  10,3  23  9,4  7,8  9,8

18 – 19   22   9,5  25 11,1 12,5  10,2

20 – 29  106  45,7  99 40,6 10,25  43,0

30 – 39   45  19,4  55 22,5  5  21,0

40 – 49   21 9  21  8,6  2,1  8,8

50 - 59   8  3,5   8  3,3  0,8  0,3

60 y más   3  1,3  10  4,1 -  0,2

Totales   232  100  244  100 -  100%

* Elaboración propia
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El manejo de los datos del cuadro 
anterior señalan que un 0,8% de los 
victimarios tenían 14 años; un 9,8% 
de los mismos estaban entre los 15 
y los 17 años; asimismo, un 10,2% 
de ellos se ubicaban dentro del ran-
go de 18 – 19 años, siendo el gru-
po etáreo de mayor concentración el 
compuesto por las personas ubicadas 
entre los 20 y 29 años de edad, y 
que representan, a su vez, el 43% de 
los victimarios. Las cifras indican que 
el 65% de los presuntos homicidas tie-
nen menos de 29 años.

La presencia de las armas de fuego 
es un símbolo de fatalidad; la dispo-
nibilidad de armas produce delitos no 
sólo más violentos sino, que, letales. 
Los altos índices de posesión de ar-
mas también se corresponden con los 
altos índices de violencia. El Registro 
Nacional de Armas del Ministerio de 
Gobernación, Seguridad Pública y Po-
licía nos informa acerca de 149,423 
armas inscritas pero se decomisan, al 
día, 3 revólveres calibre 38; cada 24 
horas, una pistola calibre 25 y, cada 
4 días, una AK-47. Asimismo, señala 
el Registro, que los calibres más usa-
dos son el 22, 25 y el 38.48

Las cifras no engañan y nuestro país 
está diezmando su fuerza productiva: 
las generaciones de recambio; son 

los jóvenes las principales víctimas de 
la violencia y, en ellos, también recae 
el estigma de aportar un importante 
porcentaje de los victimarios.

***

CONCLUSIONES

La violencia que, en gran medida, 
proviene de situaciones de margina-
ción y de injusticia social se manifiesta 
principalmente donde las desigualda-
des son más dramáticas y con mayor 
cantidad de excluidos. Para muchos 
jóvenes su ambiente gira en torno a 
las manifestaciones de la violencia, 
estructural -en principio- e, interperso-
nal, en lo cotidiano. 

La situación general del país ha re-
percutido en los sectores con mayo-
res necesidades precisamente por ser 
aquellos que se encuentran en situa-
ción de riesgo. Todo apunta hacia la 
juventud como ese grupo etáreo que 
se encuentra en mayores condiciones 
de vulnerabilidad, incluso, por enci-
ma del grupo de niñez, de mujeres y 
de adultos mayores. 

Enfatizamos que el impacto de la vio-
lencia se manifiesta, con mayor fuer-
za, en la población joven, compues-
ta por varones. Asimismo, constituyen 

48 Armas a la vuelta de la esquina. En: Periódico Al Día, 31 enero 2005.
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factores de riesgo para alimentar el 
ciclo de la violencia haber sido ex-
cluidos del sistema educativo; es de-
cir, quienes no tuvieron la oportunidad 
de terminar la educación básica for-
mal, y permanecen en esa situación. 
También afecta la falta de capacidad 
para insertarse en la estructura pro-
ductiva en condiciones aceptables, el 
proceder de hogares desintegrados o 
disfuncionales y la tentación perma-
nente que representa el consumismo 
frente a la falta de medios para acce-
der a su amplia oferta. 

Es ahí donde también se acrecien-
ta el problema de la delincuencia 
juvenil y, en el caso costarricense, 
aún se trata de un cuadro lejano al 
del amedrentador fenómeno de las 
maras, según las características en-
contradas en Honduras, El Salvador 
y Guatemala. 

Si bien en Costa Rica se han detecta-
do algunas pandillas, éstas funcionan 
vinculadas a un territorio específico y 
su presencia se da dentro de asen-
tamientos urbanos de malas condi-
ciones de vivienda y de carencia de 
servicios básicos. Asimismo, estas 
pandillas poseen enemigos naturales; 
es decir, otras pandillas que se con-
vierten en sus competidores. Por otro 
lado, como también es usual, la dro-
ga está presente en sus actividades 
cotidianas, siendo el principal objeti-
vo en la comisión de contravenciones 
y delitos.

La actividad de pandillas no es ge-
neralizada pero, obviamente, hay de-
lincuencia juvenil. La misma no está 
tan organizada como en otros países 
pero contribuye, en un importante 
monto, al nivel de violencia y de de-
lincuencia que se observa en el país.

Otro de los factores que alimenta el 
incremento de la violencia en nuestra 
sociedad sin que se trate ello de un 
caso excepcional, es que la socie-
dad empieza a legitimar su uso. De 
hecho, se considera a la violencia 
como algo cada vez más normal y, 
por ende, se justifica su utilización. 
La aprobación social del compor-
tamiento violento sólo reproduce el 
fenómeno, que no respeta estratos, 
espacios, etc. De hecho, cuando el 
comportamiento violento irrumpe en 
el ambiente familiar y las escenas de 
violencia intrafamiliar son frecuentes 
o, al menos, no se desconocen, es 
mucho más fácil que dicho compor-
tamiento violento sea trasladado al 
centro educativo, al espacio laboral y 
que impregne la amplia gama de las 
relaciones interpersonales. 

Otro factor a considerar es que, en 
principio, la violencia es ilegal, pe-
ro no todas las formas de violencia 
son consideradas ilegales. En este 
sentido, es relativamente reciente la 
visualización de la violencia domés-
tica e intrafamiliar. Lo ilegal, si bien 
está supeditado a lo jurídico, también 
depende de su aceptación social.
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Lo que no deja de ser preocupante es 
la forma en que la familia, el centro 
educativo y la iglesia han modificado 
su rol socializador y reproductor de va-
lores. Incluso, estos roles han sido fuer-
temente cuestionados y pareciera “le-
gítimo” que los valores se estén adqui-
riendo en los medios de comunicación 
masiva. Lo anterior -de hecho- implica 
el absorber otras culturas y por ende 
otros valores que no necesariamente 
corresponden con la realidad y los 
valores del medio y de las personas 
receptoras. Se puede producir, así, 
una proliferación del valor mediante el 
costo y una exacerbación al tener y 
detentar más, en aras de valer y pro-
yectar más. Con ello también se rei-
vindica la falta de oportunidades, así 
como que se manifiesta la frustración 
como una negación del individuo, por 
no tener acceso a las oportunidades, 
a los recursos y a las mercancías. 

Las expectativas incumplidas, así co-
mo la falta de oportunidades, muchas 
veces convergen con la necesidad 
de acceder a mecanismos evasores y 
las drogas aparecen como un cáncer 
social que invade a la juventud. En 

otras palabras, una situación laboral 
precaria, promovida por la carencia 
de preparación para insertarse dentro 
de la estructura productiva del país, 
en condiciones de dignidad, circuns-
tancias de carencia económica o 
con una calidad de vida deficiente, 
promueven la impotencia y la frustra-
ción; también aumentan los niveles de 
agresividad, el abuso de sustancias 
evasoras, la desintegración familiar y 
el abandono de los hijos por parte de 
sus progenitores y el de los hijos, o 
de su hogar. 

Un elemento que destaca es la ne-
cesidad de incluir políticas multidisci-
plinarias e integrales que, al mismo 
tiempo, incorporen la percepción 
y el sentir de la juventud, pues son 
las y los jóvenes quienes están pa-
deciendo la ausencia de directrices 
y es precisamente en ellas y ellos 
sobre quienes se concentran los im-
pactos devastadores de la suma de 
tantas ausencias, la más importante 
de las cuales es la falta de oportu-
nidades: de educación, de trabajo, 
de espacios de participación e inclu-
so de entretenimiento.
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El Salvador
José Miguel Cruz

1. INTRODUCCIÓN

La violencia se ha convertido en uno de los principales problemas que azota a 
la región latinoamericana. Los informes de diversas agencias de cooperación 
multilateral y de investigación señalan que América Latina se ha constituido 
en la región más violenta del mundo, en términos de tasas de homicidios. De 
acuerdo al Reporte Mundial de Violencia y Salud, publicado por la Organiza-
ción Mundial de la Salud1, aproximadamente 1.6 millones de personas pierden 
sus vidas cada año debido a la violencia: la violencia es una de las causas 
más frecuentes de mortalidad en personas entre 15 y 44 años de edad. Buena 
parte de esa violencia ocurre en América Latina, en donde, a diferencia de 
otras regiones del mundo que están azotadas por guerras civiles o conflictos 
internacionales, la violencia tiene sus orígenes en la criminalidad y la delincuen-
cia social. 

Sin embargo, el problema de la violencia en Latinoamérica no es homogé-
neo ni en términos cualitativos ni en términos cuantitativos. Existen notables 
diferencias entre las expresiones de la violencia en los países que conforman 
el subcontinente latinoamericano. Mientras que la violencia generada por el 

EL SALVADOR: TATUADOS POR LA VIOLENCIA

1 Krug, E. H.; Dahlberg, L.L.; Mercy, J.A.; Zwi, A.B.; and Lozano R. (eds). (2002). World Report 
on Violence and Health. Geneva: World Health Organization Publications. 
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crimen organizado y el narcotráfico 
parece prevalecer en países como 
Colombia, Brasil y México, la de-
lincuencia común parece tener más 
impacto en Venezuela, Argentina y 
Costa Rica, y la violencia generada 
por las pandillas juveniles tiene mayor 
protagonismo en los países del norte 
de Centroamérica. De la misma for-
ma, los niveles de violencia son muy 
diferentes de país a país, o de una 
subregión a otra. Por ejemplo, los paí-
ses del cono sur: Argentina, Uruguay 
y Chile, muestran tasas de homicidios 
por debajo de las 10 muertes por 
cada 100,000 habitantes en los úl-
timos años; en la región andina, las 
tasas varían desde 5 sobre 100.000 
habitantes en Perú, hasta alrededor 
de 15 sobre100,000 habitantes en 
Venezuela. En Centroamérica, sin 
embargo, es en donde se concentran 
los niveles más elevados de violencia 
homicida. De acuerdo con fuentes 
oficiales, en Honduras, El Salvador 
y Guatemala, las tasas de homicidio 
rondan los 45 homicidios por cada 
100.000 habitantes, sólo por deba-
jo de las tasas colombianas las cua-
les, sin embargo, han experimentado 
una tendencia a la disminución en los 
últimos años. 

En cualquier caso, dichas tasas ponen 
de manifiesto que la violencia consti-

tuye un problema muy serio para los 
países centroamericanos y, especial-
mente para El Salvador, el cual ha 
vivido bajo circunstancias de mucha 
violencia durante varias décadas; pri-
mero, como producto de la prolonga-
da guerra civil y, segundo, como resul-
tado de las diferentes expresiones de 
la violencia en la posguerra. Una de 
las características de esta violencia, 
que atraviesa a toda la región, es que 
los protagonistas de la misma suelen 
ser, por lo general, los jóvenes. Esto 
no solo tiene que ver con la violencia 
en Centroamérica, en donde el papel 
de las pandillas juveniles es más noto-
rio, sino que está relacionado con la 
mayor parte de la violencia que ocurre 
en cualquier parte y, que toma lugar, 
en los espacios públicos. Un estudio 
realizado bajo el patrocinio de la Or-
ganización Panamericana de la Salud 
(OPS) en diversas ciudades del conti-
nente americano y de España encon-
tró, a mediados de los años noventa, 
que las personas cuyas edades osci-
lan entre los 18 y los 25 años eran las 
víctimas, más frecuentes, de diversos 
tipos de violencia en la mayoría de las 
ciudades2. En la misma línea, el Repor-
te Mundial de Violencia y Salud mues-
tra que, en general, en todos los paí-
ses del mundo, las tasas de homicidio 
en la población de edades entre 15 y 
29 años son más altas que en el resto 

2  Cruz, J.M. (1999). “La victimización por violencia urbana: niveles y factores asociados en 
ciudades de América Latina y España”. Revista Panamericana de Salud Pública, 5, 4/5
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de grupos de edad; pero en el caso 
de América Latina, esa diferenciación 
es todavía más aguda. Así, la tasa 
general de homicidios para la región 
latinoamericana es de 27 muertes por 
cada 100.000habitantes, pero cuan-
do se revisan las tasas ajustadas por 
edad, se tiene que para los hombres 
-cuyas edades oscilan entre los 15 y 
los 29- las tasas llegan a casi 90 homi-
cidios por cada 100,000 hombres jó-
venes, las más altas que cualquier otro 
grupo demográfico (Krug et al., ídem). 
Así, los jóvenes suelen ser las víctimas 
más comunes de las agresiones que 
toman lugar en los espacios públicos, 
y son víctimas no sólo de homicidios 
sino también de robos, asaltos y diver-
sos hechos de violencia. 

Pero, además, el protagonismo de las 
personas jóvenes en la violencia no 
se reduce a su papel pasivo de vícti-
mas—si es posible calificarlo de ese 
modo—, también se refiere, y por lo 
general es el que obtiene más aten-
ción, a su papel activo de victimarios 
o agresores. La verdad es que, esta-
blecer la edad y las características de 
los hechores de la violencia no es fácil. 
Por lo general, la aproximación más 
común se hace revisando los registros 
de las personas que son capturadas 
y encarceladas por las autoridades. 
El recuento de los presos y condena-
dos de las cárceles latinoamericanas 
refleja que la mayoría de éstos son, 
nuevamente, hombres jóvenes con un 
perfil muy similar a las víctimas más 

frecuentes de la violencia. Más aún, 
en los países centroamericanos, en 
donde el problema de las pandillas 
juveniles—o maras— se ha convertido 
en una de las notas dominantes de la 
violencia, las cárceles y los centros de 
rehabilitación juvenil se encuentran lle-
nos de pandilleros, cuyas edades están 
entre los 13 y los 26 años de edad.

En cualquier caso, es imposible com-
prender el problema de la violencia 
en Centroamérica, y particularmente 
en El Salvador, sin tomar en cuenta 
la participación de los jóvenes en el 
mismo, ya sea como víctimas y como 
victimarios. Así, el estudio del papel 
que juegan los jóvenes en la violencia 
salvadoreña es uno de los objetivos de 
este breve trabajo de investigación, 
pero el mismo no se limita a eso. En la 
violencia centroamericana interviene 
una gran diversidad de factores, los 
cuales interactúan entre sí para produ-
cir condiciones muy apropiadas para 
la aparición y agravamiento de la vio-
lencia. Una de estas condiciones es la 
disposición de armas de fuego para la 
población civil. 

Efectivamente, de acuerdo con la Fun-
dación Arias para la Paz y el Progreso 
Humano, en Centroamérica circulan 
más de 2 millones de armas en manos 
de civiles. Esa gran cantidad de armas 
es el resultado combinado de los arse-
nales que quedaron en manos de los 
ciudadanos luego del fin de las guerras 
civiles que azotaron a la región en la 
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década de los ochenta y, de una serie 
de políticas, más o menos permisivas 
hacia las armas de fuego, que han te-
nido los países centroamericanos en la 
década de los noventa. Varios estudios 
han señalado que la violencia que azo-
ta a Centroamérica, en la actualidad 
está fuertemente condicionada por la 
accesibilidad que existe hacia las ar-
mas de fuego, por los débiles controles 
hacia las mismas y por los crecientes 
mercados, tanto legales e ilegales que 
se han instalado alrededor de la segu-
ridad privada. 

Por ello otro de los objetivos de este 
trabajo es examinar el impacto que 
tienen las armas de fuego en la pre-
valencia del crimen y la violencia, 
sobre todo aquel en el que se ven in-
volucrados los jóvenes salvadoreños. 
Para cumplir con esos objetivos se 
hará una revisión de la información 
documental, estadística, periodística 
e institucional con la que se cuenta en 
El Salvador. Hay que decir que pa-
ra ello se echará mano de una gran 
diversidad de investigaciones que se 
han hecho sobre los temas de violen-
cia en este país centroamericano. Y 
es que el problema de la violencia 
criminal y social ya ha sido amplia-
mente estudiado en El Salvador des-
de varias perspectivas. Aunque toda-
vía es posible advertir importantes y 

no pocos vacíos de información y de 
exploración académica sobre el te-
ma, no es una exageración decir que 
-en el país- se cuenta con información 
suficiente y con las investigaciones ne-
cesarias para poder tener una aproxi-
mación medianamente fiable sobre 
el problema de violencia en relación 
con las armas y la juventud. 

2. La violencia en El Salvador 

No hay duda de que El Salvador tiene 
uno de los niveles de violencia crimi-
nal y social más elevados de la región 
y, por tanto, del mundo. Y aunque no 
parece haber un acuerdo unánime so-
bre cuál son las estadísticas más pre-
cisas, en realidad la mayor parte de 
estudios se están concentrando, hoy, 
en estudiar sus orígenes o sus implica-
ciones para la sociedad salvadoreña. 
En este apartado se hace un repaso 
de la situación de la violencia en el 
país, acudiendo a los indicadores 
más importantes sobre la misma y al 
contexto dentro del cual se ha desarro-
llado durante los últimos años. 

Algunos estudios han señalado que la 
violencia en El Salvador no constituye 
un fenómeno nuevo o, que su surgi-
miento pueda ser atribuible, completa-
mente, al conflicto armado que vivió 
este país por más de una década3. 

3  Cruz, J.M. y González, L. A. (1997). “Magnitud de la violencia en El Salvador”. Estudios Cen-
troamericanos (ECA), 588, 953-966. Cruz, J.M. (2003). “La construcción social de la violencia 
en El Salvador de la posguerra”. Estudios Centroamericanos (ECA), 1149-1172, 661-662.
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Algunas estadísticas provenientes de 
la OPS4 y varios estudios antropológi-
cos y sociológicos sobre la violencia 
en el país, a lo largo del siglo XX, dan 
cuenta de que El Salvador era un país 
con altas tasas de homicidios en las 
décadas previas a los ochenta.5 Por 
ejemplo, a finales de los años sesenta, 
las tasas de homicidio intencional en El 
Salvador eran de 30 muertes por cada 
100.000 habitantes, mientras que pa-
ra 1974 la tasa de homicidios era de 
33 muertes por cada 100.000. En los 
mismos años, los reportes de la OPS 
señalaban que los países con tasas 
más altas, aparte de El Salvador, eran 
Nicaragua -con 30 homicidios por ca-
da 100.000 habitantes- y Colombia 
-con 22 muertos- por cada 100,000 
habitantes. En otras palabras, El Sal-
vador ya tenía un problema serio de 
violencia mucho antes de que la con-
flictividad política -a finales de los años 
setenta y la guerra civil, a lo largo de 
los años ochenta- llevaran las tasas de 
homicidios a otro nivel. 

La guerra elevó los niveles de violen-
cia por razones obvias. A principios 
de la década y, como resultado de 

las dinámicas de enfrentamiento total 
y de la actividad de los escuadrones 
de la muerte, la violencia—expresa-
da en tasas de homicidios—llegó a 
niveles sin precedentes, con tasas por 
encima de las 400 muertes por cada 
100.000 habitantes. A pesar de que 
esas tasas se redujeron drásticamen-
te para 1986, cuando la guerra civil 
entró en una etapa de estancamiento, 
la violencia vinculada al conflicto, en 
general, se mantuvo en niveles rela-
tivamente elevados y se convirtió en 
uno de los principales problemas se-
ñalados por la población a lo largo 
de toda la década6. La finalización 
del conflicto armado, sin embargo, 
no significó la reducción de los nive-
les de violencia en El Salvador. Se-
gún uno de los primeros estudios so-
bre la violencia durante la posguerra 
salvadoreña, financiado por el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID), el 
número de asesinatos se incrementó 
en los primeros años después del fin 
de la guerra. Para 1996, según el 
estudio del BID, la tasa de homicidios 
pudo haber llegado a 139 muer-
tes violentas intencionales por cada 
100.000 habitantes7. 

4  Organización Panamericana de la Salud (OPS). (1980). Las condiciones de la salud en las 
Américas 1977-1980, volumen I. Washington, D.C. 

5  Alvarenga, P. (1996). Cultura y ética de la violencia. El Salvador 1880-1932. San José: 
EDUCA; González, L.A. (1997). “El Salvador en la postguerra: de la violencia armada a la 
violencia social”. Realidad, 59. 

6  Cruz, Op. Cit. 2003
7  Para una discusión sobre la fiabilidad de las cifras sobre la violencia que se han vertido en los 

últimos años, ver: Cruz y González, Op. Cit. 1997
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Desde 1997, no obstante, hubo un 
claro descenso en las tasas de ho-
micidios, que llegó hasta 2003. Es-
te descenso alcanzó la cifra de 45 
homicidios por cada 100.000 habi-
tantes hacia el año 2000, mostrando 
que el fenómeno de la violencia se 
ha reducido en comparación con las 
cifras alcanzadas pero que, de nin-
guna manera, ha dejado de ser un 
problema porque está por encima del 
promedio de la tasa global de homi-
cidios para América Latina8. De he-
cho, una comparación de esta tasa 
con las tasas del resto de la región, 
sigue caracterizando a El Salvador 
como uno de los países más violentos 
de América Latina, sólo después de 
Colombia, Guatemala y Honduras.

Los homicidios constituyen, usualmen-
te, el indicador más común para me-
dir los niveles de violencia criminal. 
Sin embargo, los mismos se refieren 
solo a un ámbito de expresión de la 
violencia: aquella que está dirigida 
en contra de la integridad física y, no 
siempre, incluyen toda la diversidad 
de la violencia criminal que puede 
afectar a un país. En el caso salvado-
reño, un estudio realizado por Cruz, 
Trigueros y González9 y financiado 

por el Banco Mundial (BM), encontró 
que en El Salvador es posible hablar 
de dos grandes tipos de violencia 
criminal: una, dirigida básicamente 
en contra de la integridad física y 
de la vida de las personas; y otra, 
dirigida en contra de la propiedad, 
fundamentalmente motivada por razo-
nes económicas. Lo anterior no quiere 
decir que dichos tipos de violencia 
se manifiestan de forma separada. 
Muchos homicidios se cometen como 
parte de un intento de asalto o como 
parte de un secuestro. Pero el estudio 
del BM señaló la existencia de ciertas 
tendencias, en la prevalencia de los 
delitos, que permiten separar ambas 
expresiones: mientras que los delitos 
en contra de la propiedad y, que 
son motivados económicamente, se 
concentran básicamente en las zonas 
urbanas del país, especialmente en el 
Área Metropolitana de San Salvador, 
los delitos en contra de la vida y la 
integridad física se concentran en las 
zonas rurales, especialmente en algu-
nos departamentos del occidente del 
país, como se verá más adelante. 

Distintos estudios han señalado que 
en el caso salvadoreño, ambas expre-
siones de la violencia han sido muy 

8  De acuerdo al Reporte Mundial sobre Violencia y Salud la tasa de homicidios para países 
de ingreso medio y bajo (América Latina) fue de 27.5 por 100,000 habitantes en el año 
2000. 

9  Cruz, J.M.; Trigueros, A. y González, F. (2000). El crimen violento en El Salvador. Factores 
sociales y económicos asociados. San Salvador: IUDOP/Banco Mundial. 
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elevadas10. En el caso de los homi-
cidios, por ejemplo, según la Policía 
Nacional Civil, alrededor del 70% de 
los homicidios pueden ser atribuidos 
a la violencia social y el 20% a la vio-
lencia económica de tipo delincuen-
cial (el resto de los homicidios no han 
podido ser clasificados).11

Esto puede verse también al compa-
rar los porcentajes de hogares victimi-
zados por cualquier tipo de violencia 
en América Latina (ver Cuadro 1). De 
acuerdo con una encuesta llevada a 
cabo por la Corporación Latinobaró-
metro, en El Salvador el 39% de los 
hogares albergan una persona que 
fue víctima de un hecho de delincuen-
cia en los últimos doce meses antes 
de la encuesta. Como puede verse, 
sin embargo, la distribución de los 
países en función de la victimización 
de los hogares no sigue el mismo 
patrón que las tasas de homicidio. 
En la victimización de los hogares, 
por cualquier tipo de violencia, los 
países que registran los mayores por-
centajes en el transcurso de un año 
son México (60%), Venezuela (44%), 
Argentina (42%) y El Salvador (39%). 
Con excepción de El Salvador, estos 

países no son los mismos que regis-
tran las tasas más altas de homicidio 
en la región. 

Y es que la victimización de los hoga-
res que recoge la encuesta del Latin-
obarómetro, así como cualquier otro 
tipo de encuesta de victimización, 
suele estar caracterizada por un fuerte 
componente de delitos en contra de 
la propiedad. Frente a una encuesta 
general de victimización, la mayoría 
de la gente responde refiriéndose a 
los asaltos, robos y hurtos de los que 
han sido víctimas recientemente y, 
muy rara vez, se refiere a otro tipo de 
delitos12. Por ello, los países que pa-
recen tener niveles más altos de victi-
mización reportada por las personas, 
no son los mismos que registran los 
mayores niveles de violencia en con-
tra de la vida o la integridad física. En 
relación a esta última, el norte de Cen-
troamérica y Colombia constituyen las 
regiones más violentas; mientras que, 
en el tema de la victimización repor-
tada a través de las encuestas —muy 
probablemente la violencia en contra 
de la propiedad— los países que re-
gistran los niveles más altos son otros 
con excepción de El Salvador.

10  Idem; Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (ed.) (2000). Ensayos. Violencia 
en una sociedad en transición. San Salvador: PNUD. ; Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo. (PNUD). (2003). Armas y violencia en El Salvador. San Salvador:.

11  Ver Ministerio de Gobernación en: www.gobernación.gob.sv/NR. (Noviembre de 2004).
12  Hechos como las lesiones usualmente son reportadas como parte de un asalto o robo, mien-

tras que los homicidios, que constituyen el crimen más característico en contra de la vida o la 
integridad física, no puede ser recogidos por una encuesta personal de forma precisa. 
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Cuadro 1
Porcentaje de hogares victimizados por

cualquier hecho de violencia
País Victimización 

en 1996 (% de 
hogares)

Victimización 
en 2003 (% de 

hogares)

Argentina 38 42
Bolivia 34 31
Brasil 38 36
Chile 31 34
Colombia 37 36
Costa Rica 37 33
Ecuador 42 34
El Salvador 47 39
Guatemala 55 32
Honduras 37 27
México 43 60
Nicaragua 37 29
Panamá 28 37
Paraguay 33 37
Perú 38 37
Uruguay 25 26
Venezuela 45 44

Fuentes: Gaviria y Pagés (1999). Latinobarómetro (2003). 

Lo anterior significa que El Salvador 
tiene un problema de violencia crimi-
nal que no sólo es—o ha sido—alto 
en términos de los delitos en contra 
de la vida, sino también en términos 
de los delitos en contra de la propie-
dad. Como lo muestran las estadísti-
cas disponibles, El Salvador no sólo 
ha enfrentado elevadas tasas de ho-
micidios sino, también, elevadas ta-

sas de victimización por motivaciones 
económicas o delitos en contra de la 
propiedad.

Ahora bien, ya se ha visto que la 
violencia en contra de vida y la inte-
gridad física—cuyo indicador más uti-
lizado son los homicidios— cambió 
su tendencia creciente desde 1996, 
luego de alcanzar niveles inusitados 
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en condiciones de paz. Desde esa 
fecha, el número de homicidios re-
portados por el Instituto de Medicina 
Legal se ha mantenido relativamente 
constante, con algunas altas y bajas 
a lo largo de los últimos años. Así, 

por ejemplo, en 1999 la tasa de 
homicidios era de 41,3 muertes por 
cada 100.000 habitantes; en 2000 
fue de 42,9; en 2002 fue de 36, en 
2003 fue de 36,5 y en 2004 regis-
tró un repunte con 43,4.13 

Cuadro 2
Homicidios y tasas de homicidios según el Instituto de Medicina Legal

deEl Salvador
1999 2000 2001 2002 2003 2004

Homicidios 2544 2692 2374 2346 2388 2933

Tasas (x (100,000) 41,3 42,9 37,1 35,9 36,5 43,4

Fuentes: Instituto de Medicina Legal “Dr. Roberto Masferrer”; Molina (2005b). 

Otras fuentes muestran esa tendencia 
decreciente hasta el año 2002. De 
acuerdo con los datos recolectados 
por la Fiscalía General de la Repú-
blica, la tasa de violaciones y delitos 
sexuales cayó de 50,4 delitos por 
10.000 habitantes en 1999 a 42,9 
en el año 2002. Las tasas generales 

del crimen violento siguieron también 
un patrón parecido. En 1999, la ta-
sa general de delitos violentos era 
de 50,8 por 10.000 habitantes, se 
mantuvo prácticamente al mismo nivel 
en 2000 (49.9) y 2001 y cayó sig-
nificativamente en 2002 a 42,7 por 
100.000 habitantes (ver cuadro 3). 

13 Molina, F. (2005a). Reconocimientos de defunciones por homicidios realizados por los (las) 
médicos(as) forenses del Instituto de Medicina Legal de El Salvador, año 2004 (Investigación 
y análisis epidemiológico de los homicidios). San Salvador: Corte Suprema de Justicia. Moli-
na, F. (2005b). Defunciones por homicidios. El Salvador años 2003 y 2004. San Salvador: 
Corte Suprema de Justicia. Molina, F. (2005c). Defunciones por homicidios. El Salvador años 
2001, 2002. San Salvador: Corte Suprema de Justicia. 
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Cuadro 3
Tasas de delitos sexuales y delitos violentos en general por 10.000 habitantes

según la Fiscalía General de la República
1999 2000 2001 2002

Violaciones y delitos sexuales 50,4 57,0 48,7 42,9
Delitos violentos en general 50,8 49,9 48,7 42,7
Fuente: PNUD (2002).

Pero en lo que se refiere a la violencia 
en contra de la propiedad, las tenden-
cias parecen seguir un patrón similar 
al marcado por el crimen en contra de 
la integridad física. Una revisión de 
los resultados de las encuestas de vic-
timización nacional llevadas a cabo 
por la Universidad Centroamericana 
desde 1993—un año luego del fin 
de la guerra—, da cuenta de la ten-
dencia de los delitos reportados por 
los ciudadanos a lo largo de los últi-
mos diez años. El Gráfico 1 muestra 

dichas tendencias y, como puede ver-
se, el porcentaje de hogares que han 
sido victimizados por cualquier hecho 
de violencia registrable en una encues-
ta ha venido en disminución desde 
1994.14 De hecho, durante ese año, 
la proporción de hogares que reporta-
ron haber sido víctimas de un hecho 
de violencia fue del 34% en todo el 
país, en 1999 el porcentaje se había 
reducido al 23 y, en 2004, llegó a 
un poco menos del 13 para todos los 
hogares, en el nivel nacional. 

14  La pregunta utilizada en esas encuestas era la siguiente: “¿Ha sufrido o ha sido víctima usted o alguien 
de los que viven con usted de algún asalto o de algún hecho delincuencial en los últimos cuatro meses?”

Victimización por crimen de acuerdo 
a las encuestas de opinión desde 1993 
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Fuente: Cruz y Santacruz (2005).

Gráfico 1
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Todo lo anterior pone de manifiesto 
que, a pesar de que los niveles de vic-
timización por violencia y de que las 
tasas de homicidios, en El Salvador, 
no son tan altos como en los primeros 
años de la posguerra, a mediados 
de la década de los noventa el país 
sigue enfrentando un serio problema 
de violencia el cual, durante los pri-
meros meses de 2005, parece haber 
empeorado con respecto de los años 
inmediatos anteriores. 

2.1. Violencia y juventud en El Sal-
vador

En la violencia salvadoreña intervie-
nen diversos actores y el fenómeno 
golpea a toda la población. Pero 
no todos los grupos sociales tienen 
el mismo protagonismo cuando se 
trata de establecer quiénes son las 
víctimas más comunes y quiénes son 
los hechores más frecuentes. Aunque 
la violencia es ejercida por muchos, 
en distintos ámbitos y, aunque es po-
sible encontrar sus víctimas en todos 
los sectores sociales y demográfi-
cos, es claro que los jóvenes están 
siempre presentes en la dinámica de 
la misma. 

Por lo general, las personas jóvenes 
son vistas como los responsables prin-
cipales de la violencia que toma lugar 
en las calles de este país; sin embar-
go, antes que victimarios, las estadís-
ticas señalan que los jóvenes son, por 
lo general, las víctimas más frecuen-

tes de la violencia. En los siguientes 
apartados se hace una aproximación 
estadística sobre el papel que suelen 
jugar los jóvenes en su relación con 
la violencia. 

2.1.1. Los jóvenes como víctimas 

Quizás el dato más elocuente para 
mostrar la magnitud de la victimiza-
ción de los jóvenes en El Salvador es 
el número de homicidios que se co-
meten, en su contra, en el país a lo 
largo de un año. De acuerdo con los 
registros del Instituto de Medicina Le-
gal “Dr. Roberto Masferrer”, durante 
el año 2004 más de 1.100 jóvenes 
fueron asesinados en todo el país. Es-
te dato representa cerca del 40% de 
todos los homicidios cometidos en el 
país durante ese año, y significa tasas 
por encima de 90 muertos por cada 
100.000 jóvenes, con esas edades. 
Más aún, entre el grupo de personas 
cuyas edades oscilan entre los 20 y 
los 24 años de edad, la tasa es de 
114 homicidios por cada 100.000 
habitantes, de esas edades. 

Ahora bien, estos datos se diferencian 
muy poco de los mostrados por Me-
dicina Legal en años anteriores. De 
hecho, en todos los registros de ho-
micidios de las instituciones del país, 
de años anteriores, se puede ver que 
los jóvenes constituyen el grupo más 
afectado por los asesinatos. Uno de 
los estudios pioneros sobre violencia 
señalaba, casi en concordancia con 
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lo que muestran las estadísticas actua-
les, que un hombre joven salvadore-
ño tiene una probabilidad diez veces 
más alta de ser asesinado que una 
mujer salvadoreña.15 Este fenómeno 
suele ser atribuido a las pandillas ju-
veniles, y se dice que el alto número 
de homicidios entre los hombres jó-
venes es producto de las dinámicas 
de violencia que prevalecen entre las 
maras. Sin embargo, aunque no se 
puede negar la contribución de las 
maras en los niveles de violencia, el 
argumento de que las altas tasas de 
homicidio -entre los jóvenes- se deben 
a las pandillas no se sostiene del to-
do, cuando se examinan los datos de 
otros tipos de victimización. 

La distribución de homicidios por grupos 
de edad y sexo, según los reportes del 
Instituto de Medicina Legal, permiten 
tener una idea más clara de la victimi-
zación en el grupo de los más jóvenes. 
Como puede verse en el gráfico 2, el 
número de muertos es relativamente ba-
jo hasta los 14 años de edad. De allí, 
en adelante, el número de homicidios 
se dispara y se mantiene muy elevado 
hasta los 34 años de edad, cuando la 
reducción es más sensible. El gráfico 
en cuestión también permite establecer 
que las víctimas más frecuentes son los 
hombres. De hecho, por cada mujer 
que fue asesinada en el país durante 
2004, hubo 10 hombres que murieron 
víctimas de la violencia homicida. 

Gráfico 2
Homicidios por grupos de edad y sexo

Total país, El Salvador 2004 
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15 Cruz, J. M. (1997). “Los factores posibilitadores y las expresiones de la violencia en los no-
venta”. Estudios Centroamericanos (ECA), 588, 977-992.
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Efectivamente, cuando se analizan 
los niveles de victimización por otros 
tipos de violencia, sobre la base de 
una encuesta de victimización encar-
gada por el Ministerio de Goberna-
ción de El Salvador, se tiene que en 
la victimización general por violencia 
y, en la mayoría de casos de victi-
mización por diversos tipos de delito, 
los jóvenes resultan ser el tipo de per-
sonas más victimizadas, sobre todo 
si son hombres. De acuerdo con los 
datos expuestos en el gráfico 3, la 
victimización general llega al 18% en 
el caso de los hombres con edades 
entre los 18 y los 25 años para lue-
go, disminuir, en el resto de grupos 
de edad (hasta el 8% en el caso de 
los mayores de 55 años). Lo mismo 
sucede con las mujeres, solo que en 
proporciones inferiores: casi el 15% 
de las mujeres, entre 18 y 25 años, 
han sido víctimas de cualquier tipo de 
violencia. Ese porcentaje se mantiene, 
más o menos similar, entre las mujeres 
que tienen hasta 40 años, pero cae 
significativamente en las que tienen 
más años de edad.16

Esta tendencia, en la que los jóve-
nes suelen ser más victimizados que 

otros grupos de edad, se mantiene 
en la mayoría de hechos de violen-
cia personal. El cuadro 4, basado en 
los resultados de la misma encuesta, 
muestra que en los casos de robo a 
mano armada, robo de automóviles, 
abusos policiales, maltrato de agen-
tes de seguridad privada, agresiones 
por otras personas y de pandillas, son 
las personas de menos de 26 años 
las que resultan ser las víctimas más 
frecuentes. Solo en el caso de las 
amenazas a muerte, los datos consig-
nan que otro grupo de edad reúne 
proporciones más altas de víctimas. 

Así, todos estos datos dan fe de que 
el problema de la violencia homici-
da que afecta, fundamentalmente, a 
los jóvenes menores de 25 años, no 
puede ser atribuido a la actividad de 
las pandillas. En realidad, los jóve-
nes parecen ser el grupo social más 
propenso a ser víctima de cualquier 
tipo de violencia callejera, inclusive 
aquella que es ejecutada por agentes 
del Estado o por representantes de las 
compañías de seguridad privada. De 
tal manera que estos datos confirma-
rían la tesis de que los jóvenes, antes 
que victimarios, suelen ser víctimas. 

16 Cruz, J.M. y Santacruz, M.L. (2005). La victimización y la percepción de seguridad en El 
Salvador en 2004. San Salvador: Ministerio de Gobernación, CNSP, IUDOP y PNUD 
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Cuadro 4
Victimización por distintos tipos de violencia según edad de la víctima

Total país, El Salvador 2004
(En porcentajes)
Todos Grupos de edad

¿Ha sido víctima de? 18 a 25 
años

26 a 40 
años

41 a 55 
años

56 años 
o más

Robo a mano armada 10,1 13,2 11,1 8,3 5,2
Robo de automóvil 15,4 19,1 14,5 13,9 14,3
Policía que exigió dinero 
ilegalmente 2,3 2,8 2,6 2,2 1,1

Policía lo maltrató o golpeó 2,8 5,2 2,9 1,6 0,3
Agente de seguridad privada 
que lo golpeó 1,9 3,1 2,3 0,7 0,4

Amenazas a muerte 4,3 4,4 6,4 3,7 0,9
Golpes por una o varias 
personas 2,2 3,1 2,6 1,2 1,3

Agresión de pandillas 4,6 6,6 6,0 2,5 0,8
Fuente: Cruz y Santacruz (2005). 

Gráfico 3

Victimización por cualquier hecho
de violencia según edad y sexo 

Total país, El Salvador 2004
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En adición a lo antes señalado, la re-
lación entre los jóvenes y la violencia 
no se reduce sólo a su papel pasivo 
como víctimas o, a su más publicitado 
rol activo como victimarios; se refiere, 
también, al hecho de que los jóvenes 
parecen estar más propensos a convi-
vir con la violencia, a estar expuestos 
a ella y a presenciarla cotidianamen-
te en sus comunidades. La encuesta 
de victimización a la que ya se ha 
hecho referencia recogió también las 
opiniones de la población sobre la 
frecuencia con la cual ha sido testi-
go de diversos hechos de violencia 
en su comunidad. Los resultados no 
solo mostraron que, en general, los 
salvadoreños están expuestos y/o 

perciben mucha violencia en sus co-
munidades sino que, también, dentro 
de la población, son los más jóvenes 
quienes tienen mayores contactos con 
esa violencia. 

Como puede verse en el cuadro 5, en 
la mayoría de eventos de violencia o 
ilegalidad, las personas menores de 
26 años figuran como los testigos 
más frecuentes, inclusive en el caso 
de exposición a violencia intrafamiliar 
y ventas de drogas y armas. Esto, en 
realidad, hace necesario replantear el 
papel que juegan los jóvenes dentro 
de la violencia, porque muestra que 
ellos están siempre más expuestos a 
la misma, de una o de otra manera. 

Cuadro 5
Exposición a diversos tipos de violencia según edad de la víctima

Total país, El Salvador 2004
(En porcentajes)
Todos Grupos de edad

¿Ha sido testigo presencial 
de…?

18 a 25 
años

26 a 40 
años

41 a 55 
años

56 años 
o más

Venta y uso de drogas 19,1 24,4 19,3 17,1 12,6
Venta de armas 3,6 5,0 3,5 3,0 2,6
Robo y saqueo de armas y 
locales 20,8 24,9 22,5 16,6 15,4

Asaltos con armas 15,7 18,8 18,5 11,9 9,0
Violaciones o delitos sexuales 4,6 5,1 5,4 3,5 3,4
Asesinatos 12,0 12,1 15,3 8’,5 9,2
Riñas de maras y pandillas 19,2 27,1 19,1 13,8 12,8
Peleas callejeras de no 
pandilleros 36,3 48,3 36,1 31,6 22,4

Violencia intrafamiliar 18,0 23,7 19,0 15,6 9,8
Fuente: Cruz y Santacruz (2005). 
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2.1.2. Los jóvenes como victimarios

La información que existe sobre los 
hechores de la violencia es más es-
casa y menos confiable. En parte 
porque su condición de victimarios 
sólo es establecida luego de que las 
autoridades determinan, con media-
na claridad, su responsabilidad en 
los hechos de violencia y en parte, 
también, porque -a diferencia de las 
encuestas de victimización- no exis-
ten encuestas de “victimarios” que 
puedan ser llevadas a cabo entre la 
sociedad.17 Sin embargo, algunas 
fuentes alternativas de información 
pueden ser los registros de hechos 
que lleva la policía sobre cada he-
cho delictivo, en los cuales se descri-
ben, en la medida de lo posible, las 

características del supuesto hacedor 
según los testigos.

Para poder tener una idea de qué tanto 
los jóvenes integran el grupo de victima-
rios en el país, se hizo uso de una base 
de datos elaborada, a su vez, con base 
en los registros de la Policía Nacional 
Civil, sobre los delitos ocurridos en el 
año 2000.18 Esa base recoge todas las 
características que rodearon a los más 
de 60 mil hechos de violencia criminal 
que registró la policía y, dentro de ellos, 
las características de los victimarios. 
Hay que decir, sin embargo, que -de, 
alrededor de 60 mil casos registrados- 
solo en 6.560 se pudieron establecer 
las características de los victimarios. El 
gráfico 4 muestra la distribución de los 
victimarios según su edad. 

17  Un estudio sobre el crimen violento, sin embargo, exploró las características de los victimarios 
sobre la base de una encuesta llevada a cabo en los penales y centros de detención del país. 
Esta encuesta ofreció una importante aproximación a las características de algunos victima-
rios; sin embargo, tiene la limitante de que más que constituir una muestra representativa de 
los todos los victimarios, constituye una muestra de los hechores que han sido capturados por 
la policía y que no cuentan con los recursos suficientes para obtener una buena defensa y ser 
excarcaledos (Cruz, Trigueros y González, Op. Cit. 2000). 

18  Lamentablemente no se cuenta con una base más reciente con la calidad de la información 
necesaria para poder obtener los datos pertinentes. 
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Aunque en el 31,4 por ciento de los 
casos no se tuvo información sobre la 
edad del hechor, los registros de la 
policía indican que la tercera parte 
de los victimarios tenían entre 7 y 25 
años de edad. Sin embargo, los vic-
timarios se comienzan a acumular a 
partir de los 15 años y alcanzan el 
número más alto alrededor de los 23 
años; luego, al igual que sucede con 
las víctimas, el número de victimarios 
comienza a decaer a partir de los 25 
años. Así, entre los 19 y los 25 años 
se concentra un poco más del 25% de 
los victimarios que han sido registra-
dos por la policía. En otras palabras, 
según estos datos, los hechores más 

frecuentes de los delitos en El Salva-
dor, durante el año 2000, fueron las 
personas jóvenes, más que cualquier 
otro grupo de población. 

Lo anterior es particularmente cierto 
en el caso de los hombres, quienes 
son los que resultan ser los victimarios 
más frecuentes de casi cualquier tipo 
de violencia criminal y callejera. Co-
mo puede verse en el gráfico 5, la 
mayor cantidad de delitos que han si-
do registrados por la policía han sido 
cometidos por hombres cuyas edades 
oscilan entre los 19 y 40 años de 
edad. Sin embargo, entre los 19 y 
los 25 años de edad se tiene casi 

Hechores de cualquier tipo de violencia según edad
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la misma cantidad de hechores que 
entre las edades de 26 y 40 años, 
en el caso de los hombres además 
de que, las diferencias entre estos gru-
pos y el resto de grupos de edad, son 
sustancialmente amplias. En cambio, 
en el caso de las mujeres, aunque es 
posible advertir un incremento en la 
cantidad de victimarias en las edades 
entre 19 y 40 años, las diferencias 
con el resto de grupos de edad son 
más bien leves.

Lo anterior sugiere que, en realidad, 
los hombres jóvenes serían también los 
protagonistas activos y principales de 

la violencia que tomó lugar en El Sal-
vador durante el año 2000. De esa 
manera, cuando se habla de la inter-
vención de los jóvenes en la violencia 
en El Salvador, lo más correcto es pen-
sar en ellos como fundamentalmente 
personas del sexo masculino. Ahora 
bien, considerando que la violencia 
salvadoreña es de larga data y que 
sus expresiones no se han modificado 
en lo fundamental en la última década, 
no hay razones para pensar que, en 
años más recientes y, al momento de 
escribirse este reporte (primer trimestre 
de 2005), se haya modificado esta 
estructura de los victimarios. 

Hechores de cualquier tipo de violencia
según grupos de edad y sexo

Registros de la PNC, El Salvador 2000
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Pero esta distribución de la partici-
pación de los jóvenes en los delitos 
varía, también, en función del tipo 
de hechos de violencia. Continuando 
con el examen de los registros de de-
litos de la policía para el año 2000, 
es posible advertir las diferencias en 
la distribución de las edades de los 
victimarios entre distintos tipos de de-
litos. Aunque en todos los delitos es 
innegable una alta participación de 
los jóvenes menores de 25 años, hay 

delitos en donde su intervención es 
menor. Por ejemplo, observando el 
Cuadro 6, se puede ver que los deli-
tos como los robos se concentran un 
poco más entre las personas jóvenes 
de 18 a 25 años de edad, más que 
cualquier otro tipo de delitos; en cam-
bio, los homicidios, los delitos más 
graves por su naturaleza, son lleva-
dos a cabo con menor frecuencia en-
tre los victimarios jóvenes, en compa-
ración con otros hechos de violencia. 

Cuadro 6
Hechores de cierto tipo de delitos según grupos de edad

(En porcentajes)
Tipo de 
delito

Edad

7 a 18 
años

19 a 
21 años

22 a 
25 años

26 a 40 
años

41 a 
55 

años

56 
años y 
más

No hay 
datos 
sobre 
edad

Homicidios 4,2 8,3 12,5 29,2 4,2 8,3 33,3
Amenazas 4,4 14,1 12,6 38,5 8,1 2,2 20,0
Hurtos 16,9 14,4 13,6 19,5 8,5 0,8 26,3
Robos 11,1 27,8 18,1 12,5 5,6 0,0 25,0
Lesiones 5,1 12,4 14,9 35,2 10,3 3,8 18,3
Resistencia 
al arresto

9,6 18,6 24,4 37,0 4,7 1,0 4,7

Fuente: Elaboración propia según registros de novedades de la PNC, año 2000.
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 Particular relevancia tienen los delitos 
como la resistencia al arresto: el 42% 
de ese tipo de delito fue cometido por 
jóvenes entre 18 y 25 años de edad. 
Y es relevante porque ese no parece 
ser un tipo de delito con las implica-
ciones de un robo o homicidio. La 
frecuencia con que los jóvenes son 
consignados por ese tipo de acción 
—que, en la distribución general de 
delitos registrados por la policía re-
presentan casi el 20% — sugiere que 
ellos resultan ser el grupo más frecuen-
te porque son con quienes los agentes 
policiales suelen tener más problemas 
de sometimiento, independientemente 
de los tipos de delitos cometidos. ¿Se-
rá este un indicador de que la policía 
suele perseguir más a los jóvenes sin 
causa aparente? Es difícil saberlo a 
partir de los datos disponibles, pero 
puede constituir una veta de estudio 
para dimensionar mejor la relación 
entre los jóvenes y las autoridades. 

En resumen, este apartado ha demos-
trado que los jóvenes tienen una ele-
vada participación en las dinámicas 
de la violencia en El Salvador, tanto 
como víctimas como victimarios pero, 
además, también se ha encontrado 
que los jóvenes se relacionan con la 
violencia no sólo en esos términos sino 
que, también, los jóvenes se encuen-

tran más expuestos a la misma, aún sin 
convertirse en víctimas. Ya sea por las 
propias características de esa etapa 
de la vida, porque son personas que 
andan en la búsqueda de sus propios 
espacios o porque algunos de ellos, 
ciertamente, se han insertado más en 
las dinámicas de la violencia, los jóve-
nes salvadoreños -sobre todo los hom-
bres- conviven más con la violencia 
que cualquier otro grupo social.

3. La violencia juvenil en El Salvador

Probablemente el tipo de violencia 
más visible, más expresiva y más 
preocupante, en términos cualitativos 
más que cuantitativos, es la violencia 
generada por las pandillas juveniles, 
conocidas también como “maras”. 
Esta violencia fundamentalmente pro-
tagonizada por jóvenes constituye, 
además, uno de los principales pro-
blemas de seguridad que existe en la 
región en la actualidad. El fenómeno 
ha tomado tales dimensiones que está 
comenzando a ser señalado no sólo 
como un desafío para la seguridad 
pública de la mayoría de los países 
de la región sino, también, como un 
problema de seguridad nacional para 
los estados.19 La otra problemática de 
violencia juvenil, aunque de menores 
dimensiones, la constituye la violencia 

19 Ver, por ejemplo: “FBI aumenta operación antimaras”. La Prensa Gráfica, 3 de mayo de 
2005, pág. 2.
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generada por los estudiantes o por 
las pandillas estudiantiles, las cuales 
son un fenómeno distinto y afectan 
la situación de seguridad en determi-
nadas épocas del año. Este capítulo 
se concentra, fundamentalmente, en 
la descripción del fenómeno de las 
maras, aunque dedica unas líneas al 
problema de las pandillas estudianti-
les también.

3.1. Las maras

Las maras surgieron en El Salvador a 
finales de la década de los ochenta, 
fundamentalmente en el Área Metro-
politana de San Salvador. Aunque 
al principio se caracterizaban por 
la presencia de un gran número de 
pequeñas pandillas que operaban en 
la zona más céntrica de la capital, 
la falta de atención al problema por 
parte de las autoridades provocó que 
el mismo creciera sin control alguno. 
Una encuesta sobre seguridad y vic-
timización, realizada a principios del 
año 1993, reveló que el 45% de los 
salvadoreños que vivían en las zonas 
urbanas, ya identificaban la presen-
cia de pandilleros en su propia co-

munidad.20 En 1997, la policía daba 
cuenta de más 20 mil jóvenes integra-
dos a las pandillas.

El fenómeno de las pandillas ha resul-
tado ser muy complejo en términos de 
causalidades. No hay causas únicas 
y directas. Por lo general, es la con-
jugación de diversas condiciones la 
que ha creado el problema en El Sal-
vador y en el norte de Centroaméri-
ca. De acuerdo con los estudios reali-
zados por diversas instituciones21, los 
factores que están detrás de las pan-
dillas no tienen que ver con persona-
lidades desviadas o psicopáticas en 
los jóvenes, ni tienen que ver con la 
transculturación simple de las pandi-
llas norteamericanas. Tampoco tienen 
que ver con la pobreza, en sí misma, 
sino con el fenómeno de exclusión y 
marginación social. De acuerdo con 
las opiniones de algunos expertos, la 
problemática de las maras es, más 
bien, el producto extremo de una so-
ciedad que rinde culto a la violencia, 
que margina brutalmente a los jóve-
nes, que no cuenta con instituciones 
sólidas que promuevan el desarrollo 
y con un Estado que hasta, el año 

20 Instituto Universitario de Opinión Pública (IUDOP). (1993). “La delincuencia urbana. Encuesta 
exploratoria”. Estudios Centroamericanos (ECA), 534-535, 471-482 

21  Smutt, M. y Miranda, J.L. (1998). El fenómeno de las pandillas en El Salvador. San Salvador: 
FLACSO y UNICEF.

 Cruz, J.M. y Portillo, N. (1998). Solidaridad y violencia en las pandillas en el Gran Salvador. 
Más allá de la vida loca. San Salvador: UCA Editores; Santacruz, M.L. y Concha-Eastman, A. 
(2001). Barrio adentro. La solidaridad violenta de las pandillas. San Salvador: IUDOP-UCA 
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2004, no había articulado ninguna 
política consistente e integral de aten-
ción a la niñez y a la juventud.22 

Usualmente se piensa que los pandi-
lleros son jóvenes que fueron niños de 
la calle y que las maras son el estadio 
siguiente de su proceso de desinte-
gración social. Los datos y los estu-
dios que han sido realizados con las 
pandillas echan por tierra esas tesis. 
Por ejemplo, más del 80% de los pan-
dilleros viven con su propia familia.23 

Eso significa que no son jóvenes que 
no han tenido acceso a educación o 
que son analfabetos. Son jóvenes que 
estuvieron integrados al sistema educa-
tivo pero que, han sido expulsados o 
se han auto expulsado y, por lo tanto, 
han vivido una experiencia de “orilla-
miento” de una institución básica pa-
ra el desarrollo. En general, más que 
hablar de jóvenes que crecieron en 
la extrema pobreza o en la carencia 
absoluta de bienes, estamos hablando 
de jóvenes de sectores medio-bajos o 
bajos, cuyas familias les han podido 
subsidiar sus necesidades básicas. Sin 

embargo, las condiciones sociales de 
esas familias se han visto degrada-
das; al igual que sus propias condi-
ciones y sus relaciones al interior de 
la familia. La integración a las pandi-
llas se vive como la recuperación de 
un poder, a través de la vía violenta, 
que ha sido negado.

Uno de los estudios sobre las pandi-
llas, realizado en el año 2000, re-
veló que la mayoría de pandilleros 
(más o menos ocho de cada diez) 
vienen de hogares en los cuales se 
ejercía cotidianamente la violencia.24 
La pandilla, aunque es una alternati-
va de violencia, le ofrece al joven la 
oportunidad de controlar la violencia, 
él mismo, en contra de otros. Es por 
ello que la posibilidad de ser herido o 
muerto en las pandillas no intimida a 
los jóvenes, porque ellos mismos han 
crecido en esos ambientes. El mismo 
estudio reveló que, casi la totalidad 
de los pandilleros, fueron víctimas de 
violencia -de cualquier tipo- en la ca-
lle, en el lapso de un año, en manos 
de otros pandilleros, la policía o per-
sonas particulares25 (ver gráfico 6). 

22  Carranza, M. (2005). “Políticas juveniles y rehabilitación de mareros en El Salvador”. En: 
ERIC, IDESO, IDIES, IUDOP y Nitlapán. (eds). Maras y pandillas en Centroamérica, Volumen 
III. Políticas juveniles y rehabilitación. Managua: UCA 

23  Cruz y Portillo, Op. Cit. 1998.
24  Cruz y Santacruz, Op. Cit.2001
25 ídem
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Esta dinámica de la violencia se ha 
mantenido y se ha incrementado en 
los últimos años. En un reportaje ela-
borado por un periódico local, so-
bre la base de los homicidios ocu-
rridos en El Salvador en los primeros 
meses del año 2005, se señalaba 
que el grupo más vulnerable había 
sido el de los jóvenes integrados a 

las pandillas. De un total de 233 
homicidios sobre los cuales se tiene 
información, 84 de esos asesinatos 
fueron cometidos en contra de pan-
dilleros, lo que representa el 36% de 
las muertes ocurridas en 2005 y lo 
que lo convierte en el grupo de per-
sonas más vulnerable a la violencia 
más extrema. 

Gráfico 6
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¿A qué se deben estos niveles de 
violencia que sufren los pandilleros? 
En principio, hay que decir que los 
pandilleros suelen ser las víctimas más 
frecuentes de las actividades de otros 
pandilleros, pero también son victimi-
zados por otros actores sociales como 
las autoridades, los ciudadanos y al-
gunos grupos de limpieza social que 
operan en el país, sin que los mismos 
hayan sido identificados plenamente. 
En cualquier caso es necesario tomar 
en cuenta que la violencia que ro-
dea a las pandillas, es parte de un 
fenómeno que se ha agravado con 
el paso del tiempo y, en buena me-
dida también, como producto de las 

políticas que han sido tomadas para 
enfrentar el problema. 

A pesar de que las pandillas -con sus 
perfiles de violencia, consumo de dro-
gas y control de territorio- existen des-
de hace doce años por lo menos, el 
fenómeno se ha ido agravando en tér-
minos no sólo de la cantidad de jóve-
nes integrados a las maras sino, tam-
bién, en términos de la calidad de las 
dinámicas. Lo que, en un inicio, fueron 
grupos de jóvenes más interesados en 
la solidaridad interna, en la mutua pro-
tección y en la libertad, antes que en 
el ejercicio de la violencia26 , se ha ve-
nido convirtiendo en un fenómeno en 

Grupos más afectados por la violencia homicida
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Gráfico 7

26  Ver Cruz y Portillo, Op. Cit. 1998.
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donde la violencia criminal y la incor-
poración a las redes de narcotráfico 
juegan un papel cada vez más fuerte. 
Aunque las motivaciones primigenias 
de los jóvenes siguen siendo la huida 
del hogar y la incorporación a un gru-
po en donde se obtiene identidad, so-
lidaridad y protección, las dinámicas 
de violencia y de consumo de drogas 
son impuestas desde el inicio. Los mis-
mos esquemas normativos y simbólicos 
que mediaban en la actividad al inte-
rior de las pandillas se han debilitado 
con la reproducción del fenómeno y su 
crecimiento.27 

Por ejemplo, a mediados de los no-
venta, los pandilleros tenían como 

“prohibición” atentar en contra de 
las familias inmediatas de los jóve-
nes dentro de las guerras internas. 
Lastimar o matar a un familiar de 
un pandillero rival dentro de la di-
námica de las pandillas podría ser 
castigado por la propia mara. Para 
inicios de la presente década, sin 
embargo, dado que las pandillas 
han sido integradas en buena medi-
da a las dinámicas de las drogas, 
la violencia se ejerce de forma más 
abierta y sin limitaciones. Los códi-
gos y normas pandilleriles han sido 
paulatinamente sustituidos por las 
pautas de violencia impuesta por la 
guerra general entre las pandillas y 
por el tráfico de drogas. 
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Gráfico 8

27  Santacruz y Concha-Eastman, Op. Cit. 2001.
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De la misma manera en que, buena 
parte de los hechos de violencia -por 
los cuales son víctimas las pandillas- 
son producidos por otros pandilleros 
rivales, los mismos mareros recono-
cían en el año 2000 que la mayor 
parte de sus agresiones van dirigidas 
en contra de otros pandilleros. Co-
mo puede verse en el gráfico 8, más 
del 60% indicaron haber dirigido su 
último acto de violencia hacia otros 
pandilleros rivales; sin embargo, casi 
el 20% de ellos dijo que los había 
dirigido hacia otra gente en la ca-
lle y el 9% agredió a personas de 
su comunidad. Solamente el 3% de 
los pandilleros atacaron a policías y, 
apenas menos de otro 3%, dijo que 
no se ha visto involucrado en actos 
de violencia. 

A pesar de lo anterior, cuando se 
intenta establecer cuál es la respon-
sabilidad de las pandillas en la canti-
dad de homicidios que ocurren en el 
país, los datos no son consistentes y 
las contradicciones entre las estadísti-
cas institucionales no permiten llegar 
a una conclusión firme. Por ejemplo, 
según la Policía Nacional Civil, du-
rante el año 2004 la mayoría de los 
homicidios -el 80%- fueron cometidos 
por pandilleros28, pero el informe del 
Instituto de Medicina Legal, para el 

mismo año, señala que solamente en 
el 10% de los casos fue posible iden-
tificar la autoría de las pandillas29. 
Para el primer cuatrimestre del año 
2005 la policía reportó que, de los 
más de 1.000 homicidios que se han 
cometido en el país en ese período, 
el 53% de los mismos puede ser atri-
buido a los pandilleros, mientras que 
otras instituciones hablan de que los 
porcentajes atribuibles a las maras 
son menores. 

Ahora bien, los estudios más recientes 
sobre pandillas revelan que éstas se 
encuentran hoy más cerca de la tipo-
logía de crimen organizado que en 
el pasado. A mediados de la primera 
década del siglo XXI las maras se en-
cuentran más organizadas, cuentan 
con más recursos y suelen involucrar-
se en crímenes crecientemente graves. 
Eso no niega la serie de condicionan-
tes primigenios que llevan a los jóve-
nes a integrarse a las pandillas, pero 
sus actividades son -definitivamente- 
de carácter más criminal que antes. 
Esto concuerda con las conclusiones 
que apuntaban los primeros estudios 
sobre pandillas y es que, aparte de 
atender preventivamente las condi-
ciones sociales que alimentan a las 
maras, era fundamental abordar el 
problema de las drogas dentro de 

28  “Pocos pandilleros son detenidos por asesinato”. Diario El Mundo, 6 de enero de 2004. 
29  Molina, Op. Cit. 2005a, p. 81
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las pandillas. El consumo de drogas 
y el narcotráfico han alimentado la 
violencia pandilleril no sólo porque 
estimulan y excitan el comportamiento 
individual de los jóvenes que los lleva 
a la violencia sino, también, porque 
las drogodependencias crean con-
diciones para el ejercicio del delito: 
los jóvenes necesitan cada vez, más 
dinero, para mantener su adicción; y 
porque los impulsan a ser parte de 
las redes de narcotráfico que contro-
lan lealtades y dominan el mercado a 
través del uso de la violencia. 

Dado que no se hizo nada en esta 
vía—y en ninguna otra—las pandillas 
están ahora más imbricadas en las 
dinámicas de violencia que caracte-
riza, por ejemplo, a las pandillas es-
tadounidenses. Además, los jóvenes 
que han sobrevivido dentro de las 
pandillas y que, por distintas razones 
no se han salido o regenerado, termi-
nan alimentando -de lleno- las redes 
más profesionales del crimen orga-
nizado. De allí que muchos delitos 
que la prensa presenta como delitos 
hechos por jóvenes pandilleros -por-
que los hechores tenían tatuajes- son, 
en realidad, hechos por individuos 
que pasaron por las pandillas pero 
que ahora se dedican totalmente al 
crimen organizado y, no tanto, a la 
pertenencia pandilleril.

En cualquier caso, es claro que no 
es posible entender la dinámica de 
la violencia en El Salvador, sin to-
mar en cuenta la “contribución” de 
las pandillas a la misma. Indepen-
dientemente de cuál sea la cifra real 
de los homicidios que son atribuibles 
a las maras, el hecho que las mismas 
puedan ser responsables del 25% de 
los asesinatos que ocurren en el país 
y, el hecho que se están convirtiendo 
-más y más- en organizaciones del ti-
po de crimen organizado, les otorga 
un protagonismo fundamental que 
se incrementa si se habla específi-
camente de inseguridad ciudadana. 
De hecho y, de acuerdo con algu-
nos trabajos de investigación sobre 
victimización30, las maras parecen 
ser más responsables del clima de 
inseguridad que se vive en el país 
que de toda la violencia que ocurre 
en él. Por ejemplo, más del 90% de 
los salvadoreños dijeron que las pan-
dillas son un problema nacional muy 
grande y, cuando se les preguntó 
cuál problemática de violencia era 
más urgente de atender, el 47,6% 
señaló a las maras juveniles. 

3.2. Las pandillas estudiantiles 

Otro fenómeno que ha llamado mu-
cho la atención dentro de la dinámi-
ca de la violencia salvadoreña es el 

30  FUNDAUNGO e IUDOP. (2001). Encuesta sobre victimización y percepción de inseguridad en 
El Salvador 2001. San Salvador: Ministerio de Gobernación; Cruz y Santacruz, Op. Cit. 2005)
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de las llamadas pandillas estudianti-
les. Estas se diferencian del fenóme-
no de las maras callejeras porque su 
propósito fundamental es el conflicto 
en contra de los jóvenes estudiantes 
de instituciones consideradas como 
enemigas. Así, las pandillas están 
constituidas por estudiantes afiliados 
a ciertos centros escolares y su diná-
mica está determinada por el conflic-
to con las pandillas de otros centros 
escolares. Esto ha significado una 
nueva fuente de violencia juvenil en El 
Salvador, la cual ha venido creciendo 
desde mediados de la década de los 
años noventa. 

A pesar de que es posible rastrear las 
rivalidades entre los jóvenes estudian-
tes de diversos centros educativos del 
país, y en especial de San Salvador, 
lo característico de este fenómeno, 
hoy, es que los conflictos -en concre-
to, los enfrentamientos violentos entre 
los miembros de las pandillas- toman 
lugar en los espacios públicos de las 
ciudades -por lo regular, en los cen-
tros de las mismas- los cuales son cir-
culados por numerosos ciudadanos. 
Esto hace que el problema tenga un 
impacto significativo en la seguridad 
ciudadana de las personas que circu-
lan por los centros urbanos. 

De acuerdo con los resultados pre-
liminares de un estudio sobre el fe-
nómeno, llevado a cabo por el pro-
grama salvadoreño de la Facultad 
Latinoaméricana en Ciencias Socia-
les (FLACSO), el problema de la vio-
lencia estudiantil no se reduce a una 
rivalidad entre alumnos específicos 
o, entre dos o tres centros escolares 
sino que, es parte de un fenómeno 
de rivalidad -generalizada- entre gru-
pos de estudiantes de varios centros 
educativos reunidos en dos grandes 
alianzas, entre las cuales subsiste la 
rivalidad. Los grupos de alianza son 
conocidos, por un lado, como “los 
técnicos” y, por el otro, como “los na-
cionales”31. De acuerdo con el Minis-
terio de Educación, las instituciones 
educativas que han sido identificadas 
-en situación de riesgo- debido a la 
violencia estudiantil llegan a 50.32 
El mismo estudio de FLACSO seña-
la que la violencia generada por los 
estudiantes, dentro de este marco, es 
parte de dinámicas para afirmar y ne-
gar identidades a partir de recursos 
muy valorados. Así, “…el uso de la 
violencia obtiene sentido cuando tie-
ne la función de quitarles a los rivales 
los recursos simbólicos (insignias, ca-
misas y cinchos, etc.) que expresan 
y confirman su identidad social como 

31  Ve r :h t tp ://www. f lacso .o rg . sv/ f lacso_ index .php?es t r uc t u ra=3&esquema_
modulo=22&proyecto=4 (última fecha de consulta: 31 de mayo de 2005). 

32  En: “Secuelas de la violencia”. La Prensa Gráfica, 17 de mayo de 2005, pág. 13. 

http://www.flacso.org.sv/flacso_index.php?estructura=3&esquema_modulo=22&proyecto=4
http://www.flacso.org.sv/flacso_index.php?estructura=3&esquema_modulo=22&proyecto=4
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alumnos de tal instituto y miembros de 
tal alianza…” .33

La violencia generada por el enfrenta-
miento entre las pandillas estudiantiles 
es estacional. Por lo general, ésta to-
ma lugar entre los meses de marzo y 
de octubre, que son las fechas entre 
las cuales se desarrolla el año lectivo 
escolar. Sin embargo, no todos los es-
tudiantes de los centros escolares par-
ticipan en la violencia generada por 
esas pandillas. Según el primer repor-
te de resultados de una encuesta cur-
sada dentro del estudio de FLACSO, 
el 37% de los estudiantes encuestados 
reportó haber participado, al menos 
una vez, de las confrontaciones estu-
diantiles callejeras, aunque no todos 
lo hicieron en plan de ataque sino 
que, en plan de defensa, a causa de 
la agresión de los rivales. 

No existe información confiable so-
bre la cantidad de delitos que come-
ten este tipo de pandillas a lo largo 
de un año; mucho menos se tiene 
información sobre la cantidad de 
homicidios que dejan las riñas entre 
los pandilleros aunque, desde hace 
algunos años, no es extraño que las 
mismas dejen algún joven muerto. Un 
recuento de los reportes de prensa 

escrita, acerca de los homicidios co-
metidos dentro del contexto de la vio-
lencia estudiantil arroja que, durante 
el año 2004, murieron 15 jóvenes 
estudiantes en el contexto de ese tipo 
de violencia, la mayor parte de ellos 
(13) del sexo masculino. Aunque ca-
si ninguna de las notas periodísticas 
profundizan acerca de los móviles de 
los asesinatos y sus detalles, la ma-
yoría parecen estar vinculados con 
las riñas y con los ajustes de cuentas 
que dejan esas riñas; además, hasta 
donde es posible tener información, 
más del 50% de los homicidios se 
cometieron con armas de fuego. Por 
otro lado, según datos de la Policía 
Nacional Civil, durante el año 2003, 
la policía arrestó (o privó de libertad) 
a 131 estudiantes por participar en 
actos vandálicos o riñas. 34 Y ese nú-
mero parece haber aumentado para 
el año siguiente. De acuerdo con la 
misma fuente, los delitos más comu-
nes registrados por los jóvenes son: 
“asociaciones ilícitas”, desórdenes 
públicos, portación de armas de tipo 
artesanal, robos y lesiones. 

En resumen, aunque el fenómeno de 
las pandillas estudiantiles no parece 
generar el mismo nivel de violencia 
que las maras o pandillas callejeras 

33  ídem, pág. 1.
34  Fundación de Estudios para la Aplicación del Derecho. (FESPAD). (2005b). Informe anual 

sobre justicia penal juvenil. El Salvador 2004. San Salvador: FESPAD Ediciones. 
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y, a pesar de que esta problemática 
se caracteriza por su aparición en ci-
clos temporales, es claro que consti-
tuye otra expresión importante de la 
violencia juvenil en El Salvador, la 
cual afecta la seguridad de los jóve-
nes en el Área Metropolitana de San 
Salvador.

4. Armas de fuego y juventud

4.1.  Proliferación de armas de fue-
go en manos de civiles

De acuerdo con un estudio realiza-
do por el IUDOP y por FESPAD entre 
2000 y 2002 y, financiado por el 
PNUD, hay aproximadamente 450 
mil armas de fuego en manos de civi-
les en El Salvador. Eso significa que, 
al menos -en uno de cada tres hogares 
salvadoreños- hay un arma de fuego. 
De esa cantidad de armas, cerca de 
180 mil -esto es, el 40%- se encuen-
tran registradas legalmente mientras 
que el resto -alrededor de 270 mil- se 
hallan en condición de ilegalidad. 

La enorme cantidad de armas de fue-
go en manos de civiles en El Salvador, 
es el producto de una combinación 
de factores que tomaron lugar en las 
últimas dos décadas. En primer lugar, 
es el resultado de la permanencia de 
amplios arsenales de armas que que-
daron en manos de civiles luego del 
fin de la guerra civil y que no fueron 
entregados a las autoridades, según 

los planes de desarme establecidos 
por los Acuerdos de Paz. A pesar de 
que ambos bandos enfrentados en la 
guerra se comprometieron a entregar 
sus arsenales por completo (en el caso 
de la guerrilla) y, a devolver las armas 
que habían sido capturadas durante el 
conflicto (en el caso de los militares), 
numerosas armas quedaron en manos 
de excombatientes y de civiles. 

En segundo lugar, también el tráfico 
de armas -transnacional e ilegal- que 
se desató, luego del fin de las guerras 
en la región, contribuyó grandemente 
a la armamentización de la sociedad 
salvadoreña. A esto no sólo contribu-
yeron las armas que quedaron del 
conflicto salvadoreño sino, también, 
las provenientes de los conflictos y de 
los grupos irregulares que operaban 
en Nicaragua y en Guatemala. En ter-
cer lugar, el incremento en la tenencia 
de armas por parte de civiles en El Sal-
vador, se vio estimulada por la libera-
lización del mercado legal de armas 
dentro del país. Luego del fin de la 
guerra y, como parte de los procesos 
de inserción laboral de los antiguos 
combatientes, muchos militares y jefes 
guerrilleros se dedicaron al negocio 
de la seguridad privada y establecie-
ron, en condiciones de completa le-
galidad, numerosas armerías que su-
ministraban armas a la población civil 
-bajo un marco legal bastante permisi-
vo- en cuanto al control de armas. Un 
estudio realizado en Centroamérica 
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por Small Arms Survey35, una organi-
zación independiente que estudia el 
mercado de armas en el mundo, halló, 
examinando datos del Departamento 
de Comercio de los Estados Unidos 
que, entre 1994 y 1999—en plena 
etapa de posguerra— “El Salvador 
fue el séptimo importador más gran-
de de revólveres y pistolas hechas en 
Estados Unidos después de México y 
antes de Sudáfrica”36. 

De hecho, la amplia circulación de 
armas en El Salvador no puede ser 
explicada sin tomar en cuenta la exis-
tencia de una legislación que permite 
la tenencia y la portación de armas 
de fuego por parte de los ciudada-
nos. A pesar de que la legislación sal-
vadoreña por haber sido reformada 
y mejorada en el último quinquenio 
puede ser considerada, en términos 
comparativos, una de las más avan-
zadas en la región, en materia de 
control sigue dejando importantes 
vacíos que impiden un control más 
efectivo del uso de armas por parte 

de los civiles. Por ejemplo, según la 
actual legislación, no hay restricción 
para el número de armas que puede 
tener un ciudadano, de tal manera 
que un salvadoreño puede poseer 
la cantidad de armas que desee en 
su hogar. La legislación salvadoreña 
también permite el uso de armas con 
calibres hasta de 0,458 pulgadas, 
equivalentes a fusiles de asalto como 
el M-16 o el AK-47.37 

Varios estudios locales han señalado 
esa permisividad en la legislación 
salvadoreña de armas, como uno de 
los factores asociados a los elevados 
niveles de violencia en El Salvador. 
En los últimos años se ha registrado 
un aumento en el porcentaje de uso 
de armas de fuego en la comisión 
de delitos en El Salvador: mientras 
que, a mediados de la década de 
los noventa, el porcentaje de homici-
dios rondaba entre el 55 y el 65%38, 
en los últimos años el porcentaje de 
homicidios cometidos con armas de 
fuego ha llegado a más del 70% 39

35  Nota del Editor. Small Arms Survey es una organización independiente que surge en torno a 
un proyecto de Investigación y que tiene como base Ginebra, Suiza. Small Arms Survey es 
una importante fuente de información sobre el tema de armas pequeñas y livianas. Para mayor 
información www.smallarmssurvey.org 

36  Godnick, W. et al. (2002). Spray bullets: the impact f small arms misuse in Central America. 
Ocasional paper No. 5. Ginebra: Small Arms Survey, pág. 7.

37  En terminos estrictos, los fusiles de asalto como los citados arriba no son permitidos, no por 
su calibre, sino porque éstas son armas automáticas y pueden disparar ráfagas, lo cual lo 
prohíbe la ley. Sin embargo, la legislación aceptaría el uso y portación de ese tipo de armas 
si las mismas tuviesen un dispositivo que les impidiera funcionar automáticamente. 

38  Ver: Cruz, J.M. y Beltrán, A. (2000). Las armas de fuego en El Salvador. Situación e impacto sobre 
la violencia. San Salvador: IUDOP-UCA/Fundación Arias para la Paz y el Progreso Humano

39  PNUD, Op. Cit. 2003.

http://www.smallarmssurvey.org
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Cuadro 7
Porcentaje de delitos violentos y hurtos cometidos en el año 2000

a nivel nacional 
Porcentajes en los que se utilizaron armas de fuego

Delito N %
% cometido con 
arma de fuego 

para cada delito

Agresiones sexuales 913 1,8 6,8
Tentativas de agresión sexual 254 0,4 3,7
Amenazas 7.194 13,8 29,4
Homicidios 2.099 4,1 68,6
Tentativas de homicidios 351 0,6 67,0
Robos 11.051 21,2 68,6
Hurtos 18.385 35,3 3,3
Lesiones 7.824 15,0 13,4
Secuestros y privaciones de libertad 545 1,0 56,7
Daños 2.700 5,2 5,1
Violencia intrafamiliar 528 1,0 0,0
Otros delitos 188 0,4 85,1

Todos 52.024 100 37,8

Fuente: PNUD (2003).

Las armas de fuego no sólo tienen un 
alto impacto en los homicidios sino, 
también, en otros tipos de delitos. La 
mayor parte de los robos a mano ar-
mada, registrados por la policía en 
2000, los secuestros, las tentativas 
de homicidios y otros delitos fueron 
cometidos en presencia y con la uti-
lización de armas de fuego. El Cua-
dro 7 muestra el número de delitos 
cometidos durante el año 2000, en 
donde se utilizaron armas de fuego, 
su porcentaje sobre el total de delitos 
y la proporción de cada uno de los 

delitos que fue cometido en donde se 
usaron armas de fuego. En general, 
las armas de fuego están presentes en 
casi todos los delitos pero están pre-
sentes, con mayor frecuencia, en los 
más graves: los homicidios. 

De hecho, una revisión de los infor-
mes del Instituto de Medicina Legal 
para los últimos cuatro años, revela 
que la mayor parte de los homicidios 
fueron cometidos con armas de fue-
go. Como puede verse en el Cuadro 
8, entre el año 2001 y 2004, más 
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del 70% de los homicidios fueron 
cometidos utilizándose, para ellos, 
armas de fuego. En otras palabras, 

la mayor parte de la violencia -más 
letal- es ejecutada a través del uso de 
las armas de fuego.

Cuadro 8
Número y porcentaje de homicidios cometidos según tipos de armas

Total país El Salvador, años 2001, 2002, 2003 y 2004
Tipo de arma Año

2001 2002 2003 2004
N % N % N % N %

Arma de fuego 1682 70,9 1647 70,4 1697 71,1 2162 73,7
Arma blanca 483 20,4 480 20,5 487 20,4 529 18,0

Objeto 
contundente

117 4,9 112 4,8 104 4,7 158 5,4

Otros tipos 
arma

13 0,5 30 1,3 37 1,5 40 1,4

Estrangulación 26 1,1 33 1,4 21 0,9 24 0,8
Vapuleado 28 1,2 14 0,6 16 0,7 --- ---

Artefacto 
explosivo

14 0,6 11 0,5 13 0,5 5 0,2

Lapidado 9 0,37 12 0,5 13 0,5 15 0,5
2.372 2.339 2.388 2.933

Fuente: Molina (2005a, 2005b, 2005c)

El estudio del PNUD señaló que la 
relación entre las armas de fuego y 
la violencia prevaleciente en El Salva-
dor, no es un solo un problema de las 
armas que se encuentran en situación 
de ilegalidad sino, también, de lega-
lidad. De acuerdo con los reportes 
de la policía, el 50% de los delitos 
que se cometen en el país se cometen 
con armas que se encuentran regis-
tradas legalmente de tal forma que, 
la permisividad en la tenencia, uso y 

portación de armas ha posibilitado, 
en parte, la fuerte participación de 
las armas de fuego, legales e ilega-
les, en la violencia.

Finalmente, hay que decir que la am-
plia circulación de armas dentro de 
El Salvador está vinculada también al 
crecimiento de la percepción de in-
seguridad que existe en el país. En 
una encuesta sobre armas de fuego, 
cursada en 2001, se encontró que -
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casi al 40% de los ciudadanos- les 
gustaría tener un arma de fuego para 
su protección. Esta percepción se re-
dujo un poco en 2004 -al 38%- pero 
este porcentaje sigue siendo un por-
centaje importante de la población. 
Detrás de esa actitud se encontraron 
un fuerte sentimiento de inseguridad, 
la percepción de un entorno violento 
en la comunidad de residencia, la ex-
posición a los noticieros televisivos y, 
la aprobación del uso de la violencia, 
como recurso primordial para resolver 
conflictos.40

4.2. Armas, jóvenes y violencia

En este apartado se examina la rela-
ción entre los jóvenes y las armas, así 
como su impacto sobre la violencia 
en la que ellos participan. En tal sen-
tido, primero se analiza la relación 
de los jóvenes con las armas: ¿cuán-
tos jóvenes declaran tener armas de 
fuego? y ¿cómo ven éstos a las ar-
mas de fuego?, ¿están a favor o en 
contra? En segundo lugar se analiza, 
concretamente, el uso de armas de 
fuego por parte de los jóvenes, en 
comparación con otros segmentos de 
población, ya sea como victimarios 
o como simples portadores de armas 
de fuego. En tercer lugar, se examina 
el impacto de las armas de fuego en 

los jóvenes, en concreto como vícti-
mas de la violencia armada. 

4.2.1. La actitud de los jóvenes salva-
doreños hacia las armas de fuego

Probablemente uno de los mejores in-
dicadores, acerca de la actitud de los 
jóvenes salvadoreños hacia las armas 
de fuego, es el porcentaje de ellos 
que declaran poseer una. En el es-
tudio nacional sobre victimización e 
inseguridad realizado en 2004, más 
del 7% de los jóvenes -de entre 18 y 
25 años de edad- declararon tener 
un arma de fuego. Este constituye el 
porcentaje más alto entre todos los 
grupos de edad, aunque las diferen-
cias no llegan a ser muy amplias (ver 
Gráfico 9). De hecho, en el resto de 
los grupos de edad, los porcentajes 
son menores.41

Esto significa, concretamente, que -
entre los jóvenes de 18 a 25 años 
de edad- se cuenta levemente con 
más armas que en los demás grupos 
de edad. Leyendo los datos desde 
otro ángulo, entre quienes dijeron 
tener armas de fuego, si se calcula 
el porcentaje de quienes tienen entre 
18 y 25 años, ese porcentaje abar-
ca el 32% de los adultos que decla-
raron tenerlas en su casa con fines 

40  Idem .
41  Cruz y Santacruz, Op. Cit. 2005.
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de seguridad. Esto quiere decir que, 
de todas las armas que circularían en 
el país —al menos, de aquellas que 
las personas confesaron poseer en la 
encuesta—, alrededor de una tercera 
parte estaría en manos de personas 
menores de 26 años. Esto significa-
ría, además, la mayor acumulación 
de armas, por edad, en toda la po-
blación salvadoreña: mientras que 

las personas entre 26 y 40 años de 
edad (un rango de 15 años)  acumu-
larían un porcentaje parecido (32%), 
en el caso de los jóvenes se tendría 
el mismo porcentaje en un rango de 
edad menor (un rango de 8 años). Es-
to reitera el hecho de que los jóvenes 
tenderían a tener más armas de fuego 
-en términos proporcionales y absolu-
tos- que el resto de la población. 

Gráfico 9

Personas que dicen tener armas en su 
casa por protección según grupos de edad
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Fuente: Cruz y Santacruz (2005).

Pero el tema de la posesión de armas 
no resume la actitud hacia las mismas. 
Existen personas a quienes, probable-
mente, les gustaría tener un arma o 
que, al menos, verían favorablemente 
la tenencia de las mismas aunque, 
por diferentes razones, no podrían 
costearse o conseguirse una. En tal 

sentido es útil revisar los resultados de 
la encuesta de 2001 sobre armas de 
fuego, ya citada, en lo referente a la 
actitud hacia la tenencia de armas de 
fuego. En el apartado anterior se vio 
que, a más del 35% de los salvadore-
ños, les gustaría tener un arma de fue-
go para su protección, en contra de 
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la criminalidad. Esta actitud, sin em-
bargo, no es compartida en la misma 
dimensión por todos los ciudadanos 

y los jóvenes. Estos últimos, particular-
mente, tienden a expresar una actitud 
más favorable hacia su tenencia.

Personas que no tienen armas a quienes les 
gustaría tener armas según grupos de edad

Edad en años

56 y más41 a 5526 a 4018 a 25

sejatnecroP

44.0

40.0

36.0

32.0

28.0
30.0

35.1

42.0
42.6

Fuente: Cruz y Santacruz (2005).

Gráfico 10

Efectivamente, la encuesta preguntó 
-a las personas que dijeron no tener 
armas- si les gustaría tener armas pa-
ra su propia protección. Los jóvenes, 
entre 18 y 25 años de edad, respon-
dieron favorablemente en un 42,6%, 
de nuevo, el porcentaje más alto en 
comparación con todos los otros gru-
pos de edad. Las personas de 26 a 
40 años respondieron favorablemen-
te hacia las armas en un porcentaje 
similar, aunque levemente inferior: 
42,6%. Mientras tanto, las personas 
con más de 41 años, se mostraron 
menos dispuestas hacia las armas en 

porcentajes mucho más bajos: por 
debajo del 35%. Estos datos indican 
que los jóvenes salvadoreños se sien-
ten, aparentemente, más atraídos por 
las armas que cualquier otro grupo de 
edad. Esto es particularmente cierto 
en el caso de los hombres jóvenes: 
casi la mitad, el 47% de los hombres 
entre 18 y 25 años sostuvo, en la en-
cuesta, que le gustaría tener un arma. 
Esto los convierte en el grupo pobla-
cional más cercano a las armas de 
fuego y, paradójicamente, como se 
verá más adelante, en el más afecta-
do por las mismas.
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En el gráfico 11 se presentan los datos 
que resumen las actitudes de los jóve-
nes salvadoreños según género, de 
acuerdo con los resultados de la En-
cuesta de Victimización y Percepción 
de Seguridad en El Salvador en 2004. 
Como puede verse, entre el 43,4% de 
jóvenes que quisiera tener un arma y 
el 9 por ciento que ya dice tenerla, 
más de la mitad de los jóvenes consul-

tados, del sexo masculino, tienen una 
actitud favorable hacia las armas. En 
cambio, en el caso de las mujeres, el 
porcentaje de estas que reúne una ac-
titud favorable (quienes tienen armas o 
desean tenerlas) es un poco mayor del 
40%, lo cual es más bajo, en compa-
ración con los hombres jóvenes, pero 
sigue siendo un porcentaje significati-
vo de la población. 

Actitud hacia las armas entre los jóvenes
entre 18 y 25 años según género

Tiene arma
9.0%

Le gustaría
43.4%

No tiene
ni quiere
47.5%

Tiene arma
5.3%

Le gustaría
35.2%

No tiene
ni quiere
59.5%

   Hombres                                                     Mujeres

              Fuente: Elaboración propia según datos de la Encuesta de Victimización y
                                                            Percepción de Seguridad en El Salvador en 2004.

Gráfico 11

En términos generales estos datos con-
cuerdan con los obtenidos en investi-
gaciones anteriores sobre el tema42: 
entre los jóvenes se hallan, con más 
frecuencia, a quienes están más dis-
puestos a tener armas o a adquirirlas. 

Esos estudios señalaron también que si 
los jóvenes no tenían proporcionalmen-
te más armas de fuego, a pesar de su 
interés, era porque ellos no suelen con-
tar con los recursos para adquirirlas en 
el mercado. En otras palabras, si más 

42  Cruz y Beltrán, Op. Cit. 2000; PNUD, Op. Cit. 2003
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jóvenes no tienen armas de fuego, 
es porque no poseen la capacidad 
económica para obtenerlas. En ese 
sentido, las políticas de restricción de 
armas, por intermedio del aumento de 
los impuestos y del control de precios, 
resultarían ser un mecanismo útil para 
mantener a las personas jóvenes lejos 
de las armas de fuego.

Al igual que con la población, en 
general, la gran mayoría de jóvenes 
que tienen armas, prefieren armas 
cortas. De acuerdo con los resultados 
de la misma investigación, el 77,7% 
de quienes dijeron tener armas, se-
ñalaron que tienen armas cortas; el 
18% dijo tener armas largas y, el 
resto, dijo tener otros tipos de armas. 
A los jóvenes, así como a toda la 
población, se les preguntó si sabían 
utilizar armas de fuego. Las respues-
tas son sorprendentes: casi la tercera 
parte de las personas entre 18 y 25 
años respondieron afirmativamente, 
esto es, dicen saber utilizar armas de 
fuego. Sin embargo, esto no los dife-
rencia del resto de la población: en 
términos generales, el 32,3% de los 
ciudadanos salvadoreños dice saber 
utilizar armas de fuego y, en el resto 
de grupos etáreos, el porcentaje es 
muy parecido. 

Finalmente, los resultados de dicha en-
cuesta señalan, también, que es entre 

los jóvenes en donde se encuentra la 
actitud más resistente al control de ar-
mas. Preguntados sobre las políticas de 
prohibición de la portación de armas 
de fuego, el 40,7% de todos los sal-
vadoreños respondió favorablemente, 
esto es, que se debería limitar la porta-
ción de armas de fuego por parte de 
civiles. Sin embargo, en el grupo de 
los adultos más jóvenes, estas opinio-
nes alcanzaron el 43,2%, la más alta 
de todos los grupos de edad. Llama 
la atención, por otro lado, que cuan-
do se desagregaron estos resultados 
por sexo, las actitudes de oposición 
al control de la portación de armas se 
encontraron, con más frecuencia, en-
tre las mujeres más jóvenes: el 47% de 
las mujeres, menores de 25 años, se 
mostraron en contra de la prohibición 
de la portación de armas en el país. 

A la luz de todos estos resultados, los 
cuales son muy consistentes con in-
vestigaciones anteriores43, es posible 
decir que los jóvenes salvadoreños 
suelen tener una actitud más favo-
rable hacia la tenencia, portación 
y uso de las armas de fuego. Esto 
no quiere decir que todos los jóve-
nes vean bien a las armas ni que to-
dos ellos consideren su uso como un 
derecho; ni siquiera significa que la 
mayoría de los jóvenes estén a favor 
de las armas de fuego ni en contra 
de su control. Sin embargo, lo que 

43  PNUD, Op. Cit. 2003



143EL SALVADOR

sí muestran estos resultados es que, 
en comparación con el resto de los 
salvadoreños, entre los jóvenes se 
encuentra con más frecuencia una 
actitud favorable hacia el uso de las 
armas de fuego, lo que los convier-
te en uno de los mayores grupos de 
riesgo, especialmente en el caso de 
los hombres. 

4.2.2. Armas de fuego y jóvenes co-
mo victimarios

¿Qué tanto han sido utilizadas las 
armas de fuego para cometer deli-
tos por los jóvenes? En uno de los 
apartados anteriores se mostraba 
que las armas de fuego estuvieron 
presentes en el 37% de todos los 

delitos registrados, por la policía, 
en el año 2000. Esta presencia es 
más elevada en aquellos delitos co-
mo los robos y los asesinatos, y es 
menos frecuente en delitos como las 
agresiones sexuales. Pero más allá 
de la presencia de las armas en los 
hechos de violencia, este apartado 
busca establecer la frecuencia con la 
cual han sido utilizadas las armas de 
fuego, para la comisión de delitos, 
por parte de los jóvenes. Esto, obvia-
mente, implica comparar las cifras 
en función de los diversos grupos de 
edad. Para llevar a cabo esta tarea 
se echará mano, nuevamente, de la 
base de datos proporcionada por la 
Policía Nacional Civil sobre los deli-
tos registrados en el año 2000. 

Gráfico 12

Número de hechores que usaron armas
de fuego según edad

Registros de la PNC, El Salvador 2000
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Fuente: Elaboración propia según registros de novedades de la PNC,
  año 2000.
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El primer dato que vale la pena des-
tacar es la frecuencia con la cual se 
han utilizado las armas de fuego pa-
ra cometer delitos según la edad. De 
acuerdo con los datos de la policía, 
los cuales se muestran en el gráfico 
12 -en términos absolutos- las armas 
fueron más frecuentemente utilizadas 
entre los segmentos de edad que van 
entre los 20 a los 30 años de edad. 
Como puede verse, la utilización de 
armas comienza a ser frecuente a 
partir de los 15 años y alcanza, su 
nivel máximo, alrededor de los 25 
años para, luego, comenzar a bajar 
conforme avanza la edad. Esto signi-
fica que las armas de fuego apare-
cen asociadas, más frecuentemente, 
a la comisión de delitos cuando los 
hechores son jóvenes. Puesto de otra 
manera, los jóvenes usan más armas 
-para cometer delitos- que cualquier 
otro grupo de edad. Esto parece ser 
consistente con los datos anteriores 
que mostraban que, esta población, 
es la más propensa a poseer armas 
de fuego y a tener una actitud favora-
ble hacia su uso. 

Ahora bien, esta es solo una parte 
del fenómeno. Las armas de fuego 
no son el único instrumento utilizado 
para cometer delitos y, cuando se 
compara la presencia de este tipo de 
armas, con otro tipo de armas según 
la edad de los hechores se tiene que, 
no siempre, las armas son -proporcio-
nalmente- el arma más común. Esto 

significa considerar que las armas no 
fueron el único instrumento utilizado 
para cometer el delito sino que, ade-
más, hubo otros instrumentos. El pun-
to es, establecer, qué proporción han 
representado las armas de fuego, 
dentro de todas las armas utilizadas.

Así, las personas que son menores 
de edad y que van de los 7 a los 
18 años, utilizaron armas de fuego 
en una proporción del 21% del total 
de todos los delitos cometidos por 
ese grupo de edad; este porcentaje 
sube al 25,7% entre quienes tienen 
entre 19 y 21 años de edad y al-
canza el 33,3% entre los jóvenes de 
22 y 25 años de edad. Sin embar-
go, las armas de fuego son -propor-
cionalmente- más usadas que otras 
armas cuando los hechores tienen 
más años de edad: de hecho, los 
victimarios entre 41 y 55 años de 
edad llegaron a utilizar -proporcio-
nalmente- más armas de fuego que 
cualquier otro instrumento para ge-
nerar violencia (ver gráfico 13). Di-
cho de otra manera, la proporción 
en el uso de las armas de fuego -en 
comparación con otros tipos de ar-
mas- crece, en la medida en que el 
hechor tiene más edad. Esto no sig-
nifica que las personas de más edad 
usan más frecuentemente las armas; 
significa que, en comparación con 
otros instrumentos de violencia, ellas 
tienden a usar -proporcionalmente- 
más las armas que los jóvenes. 
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Esta aparente contradicción en la 
presentación de los datos anteriores 
tiene que ver con el hecho de que la 
mayor cantidad de delitos son, cierta-
mente, cometidos por las personas jó-
venes. Esto hace que, en términos nu-
méricos, sea en este grupo de edad 
en donde más se utilicen las armas 
de fuego; pero, cuando se conside-
ra el uso de las armas de fuego -en 
contraste con otros tipos de armas- se 
tiene que en los segmentos etáreos 
más altos es en donde se hace un 
uso proporcional, mayor, de las ar-
mas de fuego, aunque su número -en 
términos reales- sea más reducido. 
Todo esto implica que, a pesar de 
la frecuencia con la que los jóvenes 
utilizan las armas de fuego, no son 

éstos quienes más ejercen violencia 
a través de las armas de fuego. Los 
jóvenes que cometen delitos parecen 
utilizar diversos medios para ejercer 
violencia y, si no hacen un mayor 
uso de las armas de fuego, es por-
que probablemente no tienen el mis-
mo acceso a ellas. Las personas de 
mayor edad, por el contrario, suelen 
participar menos de la dinámica de 
la violencia y, por lo tanto, suelen 
registrar un menor uso de las armas 
de fuego pero, en comparación con 
otros tipos de armas, suelen acudir 
a ellas con mayor frecuencia. En 
cualquier caso, estos datos muestran 
que el uso de las armas de fuego -
por parte de los jóvenes que cometen 
delitos- no es insignificante; aunque 

Gráfico 13

Porcentaje de delitos cometidos con armas de 
fuego según grupos de edad del hechor

Registros de la PNC, El Salvador 2000

Edad

No hay datos

56 años y más

41 a 55 años

26 a 40 años

22 a 25 años

19 a 21 años

7 a 18 años

ogeuf ed a
mra noc  odite

m oc ejatnecroP
90.0

80.0

70.0

60.0

50.0

40.0

30.0

20.0
10.0

77.0

48.1

59.2

45.4

33.3
25.7

21.0

Fuente: Elaboración propia según registros de novedades de la PNC,
  año 2000.



ARMAS, VIOLENCIA Y JUVENTUD146

también utilizan otros tipos de armas 
para cometer violencia, es claro que 
las armas de fuego están detrás de un 
buen número de los delitos que son 
cometidos por los jóvenes. 

Por otro lado, el estudio sobre maras 
y pandillas llevado a cabo por San-
tacruz y Concha-Eastman44 demostró 
que las armas de fuego llegan tam-
bién a grupos cuyo ejercicio de la 
violencia es más recurrente y extre-
mo: las maras juveniles. Por ejemplo, 
más del 45% de los pandilleros del 
sexo masculino que fueron entrevista-
dos en dicho estudio, admitieron que 
portaban armas regularmente. Más 
aún, si a ellos se suma el 20,8% de 

los pandilleros hombres que dijeron 
que portaban armas de fuego, hechi-
zas—es decir, construidas artesanal-
mente— y el 11,6% que dijo que por-
taba, inclusive, artefactos explosivos, 
se tiene que alrededor del 80% de 
los mareros portarían -armas y explosi-
vos- especialmente letales. Aunque en 
el caso de las mujeres pandilleras, la 
mayoría portaba armas blancas y, el 
uso de armas de fuego parece mucho 
más bajo, hay que recordar que las 
maras o pandillas salvadoreñas están 
conformadas -en su gran mayoría- por 
hombres y éstos son quienes suelen 
portar armas de fuego, armas de fue-
go hechizas y explosivos con dema-
siada frecuencia (ver gráfico 14). 

44  Santacruz y Concha-Eastman Op. Cit. (2001)

Gráfico 14
Tipo de arma portada por los pandilleros
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Fuente: Santacruz y Concha-Eastman (2001).

Gráfico 15

Tipo de arma utilizada por los pandilleros
en la última acción violenta cometida
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De hecho, preguntados sobre el tipo 
de arma utilizado en el último hecho 
de violencia cometido, buena parte de 
los pandilleros señalaron que utilizaron 
armas de fuego (entre pistolas y rifles), 
explosivos y armas hechizas. Más del 

55% de los mareros habría utilizado 
ese tipo de instrumentos para cometer 
su último hecho de violencia reportado. 
Eso significa que los mareros no sólo 
portan las armas de fuego sino que, 
también, las utilizan frecuentemente. 

Gráfico 14
Tipo de arma portada por los pandilleros
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Fuente: Santacruz y Concha-Eastman (2001).

En conclusión, este apartado ha pro-
ducido evidencias de que buena 
parte de la violencia ejecutada por 
jóvenes, es cometida a través de las 
armas de fuego. Las armas de fuego 
no constituyen, sin embargo, el único 
instrumento de la violencia que utili-
zan aquellos menores y jóvenes victi-
marios. En realidad existen otros ins-
trumentos también pero, es claro, que 
muchos de los jóvenes que se convier-
ten en victimarios —y sobre todo los 
pandilleros— no son ajenos al uso de 
armas de fuego como instrumentos 

para cometer delitos y ejercer violen-
cia. Esto muestra el relativo fácil acce-
so a las armas de fuego, por parte de 
los jóvenes que se convierten en victi-
marios. Aunque no existe información 
sobre la condición de legalidad o ile-
galidad de la mayoría de las armas 
que son utilizadas por los victimarios 
jóvenes, hay evidencias que sugieren 
que, algunas de las armas de fuego 
que son portadas y utilizadas por 
grupos claramente identificados con 
el ejercicio de la violencia como las 
maras, son armas legales que están 
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debidamente inscritas, cuyos dueños 
cuentan con los permisos de porta-
ción respectivos.45 

4.2.3. Armas de fuego y jóvenes co-
mo víctimas

Ya se ha examinado la actitud que 
tienen muchos de los jóvenes salvado-
reños hacia las armas de fuego y ya 
se ha pasado revista a la información 
disponible acerca de la cantidad y la 
proporción de delitos que son come-
tidos por jóvenes utilizando armas de 
fuego. Falta, sin embargo, un aspecto 
fundamental en la difícil relación en-
tre las armas de fuego y las personas 
jóvenes y éste es la victimización de 
los jóvenes como producto de las ar-
mas de fuego. Quizás el dato más 
elocuente -acerca de la victimización 
de los jóvenes como producto del uso 
de armas de fuego- se encuentre en 
la cantidad de homicidios que son 
cometidos, en contra de los jóvenes, 
usando ese tipo de instrumento. 

El Gráfico 16 muestra la distribución 
de homicidios producidos por arma 
de fuego, entre la población, según 
edad y género. Como puede verse, la 
mayor cantidad de homicidios -por ar-
mas de fuego- ocurren en el segmento 
poblacional -de los hombres- que va 
de los 20 a los 24 años de edad. De 
acuerdo con estos datos, más de 560 
jóvenes -entre esas edades- habrían si-
do asesinados durante el año 2004. 
Si a estos datos se suman los casi 
340 menores de 20 años que tam-
bién fueron víctimas de homicidios, en 
el mismo año, se tiene que casi 900 
hombres jóvenes fueron asesinados en 
ese período. Ello significa el 45% del 
total de los homicidios cometidos con 
arma de fuego, en contra de los hom-
bres y, un poco más del 31% de todos 
los homicidios, cometidos en el país, 
en el mismo año. En otras palabras, 
lo anterior muestra que -los hombres 
jóvenes- son las víctimas más frecuen-
tes de la violencia ejercida por armas 
de fuego. 

45 Ver, por ejemplo: “Cae marero con arma legalizada”. La Prensa Gráfica, 6 de enero de 
2005, pág. 7. O también: Pandillas tienen 4 mil armas ilegales. Diario El Mundo, 5 de enero 
de 2005, pág. 8. 
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En el caso de las mujeres las dife-
rencias no resultan ser tan amplias 
aunque, claramente, hay un leve in-
cremento de las muertes por armas 
de fuego en el grupo de las jóvenes. 
Sin embargo, los homicidios de las 
menores de 25 años representan el 
47% del total de homicidios de mu-
jeres cometidos con armas de fuego, 
pero solo el 2,5% de todos los asesi-
natos cometidos en el mismo lapso. 

Ahora bien, ¿qué porcentaje de los 
homicidios de los menores de 25 
años son cometidos con armas de 
fuego? De acuerdo con los mismos 
datos proporcionados por el Instituto 

de Medicina Legal, para 2004, el 
porcentaje de homicidios cometidos 
con armas de fuego -en contra de los 
jóvenes y menores- es del 80%. Este 
es un porcentaje, inclusive, mayor 
que el porcentaje atribuido a las ar-
mas de fuego en el recuento general, 
el cual es del 73,7%. Esta tenden-
cia—la fuerte participación de las 
armas de fuego en la victimización 
de los menores y de los jóvenes— no 
constituye un fenómeno aislado y no 
es exclusivo del año 2004. Una re-
visión de las estadísticas del Instituto 
de Medicina Legal sobre los años 
2001, 2002, 2003 y 2004, pre-
paradas por Molina46 revela que, 

Gráfico 16

Homicidios producidos por armas de fuego
según grupos de edad y sexo

Total país, El Salvador 2004
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Fuente: Molina (2005).

46  Molina, Op. Cit. (2005a y 2005b)
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el porcentaje de homicidios cometi-
dos con armas de fuego en contra 
de los jóvenes y los menores de 18 
años ha sido siempre, en los últimos 
años, mayor que el porcentaje de 
muerte generales por armas de fue-
go. En otras palabras, los jóvenes y 
los menores suelen ser víctimas -más 
frecuentes- de las armas de fuego, 
que cualquier otro grupo poblacio-
nal. Más aún, la comparación entre 
los datos de los últimos cuatro años 

indica que, con el aumento general 
de los homicidios en el país, no sólo 
ha aumentado el número de muertes 
cometidas por armas de fuego sino 
que, también, ha aumentado el peso 
que tienen las armas de fuego en la 
mortalidad de los jóvenes. A princi-
pios de la década el porcentaje de 
homicidios -con armas de fuego, en 
contra de los jóvenes- era del 73%; 
para 2004, ese porcentaje subió ca-
si 7 puntos. 

Cuadro 9
Número de homicidios por armas de fuego y porcentajes
Total país El Salvador, años 2001, 2002, 2003 y 2004

Años

Número 
total de 

homicidios

Número de 
homicidios 
por armas 
de fuego

% 
homicidios 
con armas 
de fuego

Número de 
homicidios 
en menores 

de 25 
años

Número de 
homicidios 
en menores 
de 25 con 
armas de 

fuego

% menores 
de 25 

asesinados 
con arma 
de fuego

2001 2374 1682 70,8 951 697 73,3
2002 2346 1647 70,2 913 668 73,2
2003 2388 1697 71,1 921 699 75,9
2004 2933 2162 73,7 1225 980 80,0

Fuente: Molina (2005a; 2005b)

Por otro lado, lamentablemente no se 
cuenta con otras fuentes alternativas 
de información acerca de otros tipos 
de victimización, por armas de fuego, 
que sean consistentes y fiables. Una 
revisión de las encuestas de victimiza-
ción, encargadas por el Ministerio de 
Gobernación, muestran algunas cifras 
de las personas que han sido lesio-

nadas -con armas de fuego- cuando 
fueron asaltadas, pero su porcentaje 
es tan bajo (el 15% de las víctimas de 
asalto o robo fueron lesionadas con 
armas de fuego) que, cuando se inten-
ta establecer las características de los 
lesionados, prácticamente no hay di-
ferencias entre las edades de las per-
sonas. En la misma línea, las personas 
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que -directamente- fueron víctimas de 
agresiones, con armas de fuego y que 
sobrevivieron, resultan ser tan escasa-

mente registradas en las encuestas de 
victimización, que es imposible com-
parar los diferentes grupos de edad. 

Gráfico 17

Acción violenta sufrida por los pandilleros
al menos en una ocasión durante el año

anterior según sexo (en porcentajes)
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Fuente: Santacruz y Concha-Eastman (2001).

Sin embargo, el estudio de los pan-
dilleros realizado por Santacruz y 
Concha-Eastman47, nos da -por otro 
lado- una pista acerca de los niveles 
de victimización producidos por las 
armas de fuego que sufre este particu-
lar tipo de grupo social. Como puede 
verse en el Gráfico 17, la mayoría de 
pandilleros han sufrido de una lesión, 
por arma de fuego, en el último año 
antes de la encuesta: casi el 60% de 
los jóvenes hombres, integrados a las 
pandillas, recibieron un balazo en el 
último año. Este porcentaje es mucho 

menor en el caso de las mujeres, pe-
ro, aún así, casi la tercera parte de las 
mismas ha conocido la victimización 
por armas de fuego. Estos niveles de 
victimización son parte de esa dinámi-
ca de la violencia que, en el caso de 
los pandilleros, constituye un elemento 
totalizador de la vida de los jóvenes. 
Lo que sorprende es el nivel de super-
vivencia a las lesiones, por armas de 
fuego, que registran este tipo de gru-
pos pero estos datos, igualmente, rei-
teran la condición de los pandilleros 
de víctimas y no solo de victimarios.

47  Santacruz y Concha-Eastman Op. Cit. 2000
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En cualquier caso, a la luz de todos 
los datos anteriores, está claro que los 
jóvenes tienen una relación difícil con 
las armas de fuego. Por un lado, son 
probablemente el grupo más propen-
so a su uso, aunque sus capacidades 
económicas no se los permita; son 
quienes están más deseosos de po-
seerlas y de portarlas, a pesar de que 
los datos indican que eso aumenta su 
situación de riesgo. No son, necesa-
riamente, quienes más las utilizan en 
términos relativos, aunque en términos 
totales -la mayor parte de hechos de 
violencia, ejecutados con armas- han 
sido provocados por jóvenes; pero, 
sobre todo, los jóvenes resultan ser las 
víctimas más frecuentes de las armas 
de fuego. Esto es así, tanto en térmi-
nos absolutos, como relativos: los jó-
venes son, de hecho, las víctimas más 
numerosas y también son las que, en 
comparación con cualquier otro gru-
po de edad, —o inclusive cualquier 
otro grupo demográfico— terminan 
siendo más victimizados. Al parecer 
detrás de esto se encuentra la propen-
sión de los jóvenes al uso de las ar-
mas de fuego, a las cuales -hasta muy 
recientemente- tenían acceso irrestric-
to a partir de los 18 años de edad. 

5. Legislación

La defensa de los derechos queda con-
sagrada en la Constitución Política, en 
términos de la población a la cual se 
refiere el presente estudio. Es importan-
te señalar que la Convención Mundial 

de los Derechos del Niño le ha dado 
especialidad a este sector de la pobla-
ción, en función de defender sus dere-
chos sobre la base de su edad.

Por otro lado, la Ley del Instituto Sal-
vadoreño para el Desarrollo Integral 
de la Niñez y la Adolescencia, crea 
el ente coordinador e integrador de la 
política del Estado en esa materia, la 
cual se centraliza en el Instituto Salva-
doreño para el Desarrollo Integral de 
la Niñez y la Adolescencia (ISNA). 

Por su parte, la legislación que rige 
el tema de las transgresiones a la 
norma es la Ley del Menor Infractor, 
decreto ley 863, que regula todo lo 
relativo a los menores de los 12 a los 
18 años de edad y se convierte en el 
componente especial y específico en 
la materia. 

En materia de faltas, contravencio-
nes y delitos, propiamente dichos, se 
aplican las siguientes medidas, según 
corresponda,

a. Orientación y apoyo sociofamiliar; 
b. Amonestación; 
c. Imposición de reglas de conducta; 
d. Servicios a la comunidad; 
e. Libertad asistida; 
f. Internamiento. 

La Ley del Instituto Salvadoreño de Pro-
tección al Menor, que crea el Instituto 
Salvadoreño de Protección al Menor, 
tiene por objeto la atención integral 
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de dicha población, enfatizando 
aquellos en condición de riesgo so-
cial y de exclusión y que procede a 
partir de medidas preventivas y de 
reeducación; gerenciar la atención 

institucional de los menores en conflic-
to con la ley y, en especial, de aque-
llos que se encuentran en régimen de 
internamiento y supervisión y control 
de los centros de atención.

Cuadro 10
Datos de la Policía Nacional Civil48 

Detenciones realizadas a población entre los 12 y los 18 años
2001

Infracción Penal 12 y 15 
años de 
edad

16 y 18 
años de 
dad

Subtotal

Masculino Femenino Masculino Femenino
Hurto 248 28 400 21 733
Robo 164 12 469 25 670
Lesiones 114 24 356 59 553
TOTALES 562 64 1225 105 1956

Departamento de Estadísticas Policiales

En el marco de la justicia penal FES-
PAD – CEPES señaló la participación 
de personal militar en los centros de 
internamiento, reseñando lo inade-
cuado de la medida y el hecho de 
generar polémica al respecto, hacien-

do referencia –además- a las limita-
ciones con las cuales las unidades 
que tienen por objeto supervisar a la 
población juvenil, en conflicto con la 
ley, se han visto diezmadas en cuan-
do a recursos y capacidades.

48 Véase: FESPAD – CEPES Estado de la Seguridad Pública y la Justicia en El Salvador 2001. 
p.41
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Jurídico Institucionalidad Sociedad Civil
Corte Suprema de Justicia Secretaría Nacional de 

la Familia (depende de 
la Oficina de la Primera 
Dama)

Save the Children

Ministerio Público Instituto Salvadoreño para 
el Desarrollo Integral de la 
Niñez y Adolescencia49

RIA
FUNDASIDA

Juzgados del Menor, 
Juzgados de Familia, 
Juzgados de Ejecución de 
Medidas

Dependencias de los 
Ministerios de Educación, 
de Seguridad Pública y 
Asistencia Social
Y de Gobernación

PLAN Internacional

 Oficina de Apoyo a la 
Justicia Juvenil

 Policía Nacional Civil FESPAD – CEPES

Redes nacionales de infancia y 
adolescencia donde participan 
organismos no gubernamentales 
y organismos de participación 
local

El actual gobierno del Presidente Elías 
Antonio Saca (2004 - 2009) estableció 
la política “Mano super dura” como la 
respuesta a la amenaza de la crimina-
lidad y ha definido que su ámbito de 
acción va desde la prevención hasta la 
reinserción. En términos específicos invo-
lucra la participación de las comunida-
des, los políticos, el Estado, la sociedad 
civil y la empresa privada, entre otros, 
aunque el combate a la delincuencia ha 
tenido un peso protagónico. Este proce-
so se enmarca, a su vez, dentro del Plan 
de Gobierno “País seguro”.

Al interior del país y, a pesar de lo 
anterior, prevalece una intensa polé-
mica acerca de la criminalización de 
la juventud y se señala la incapacidad 
de promover propuestas integrales acu-
diéndose, solamente, a las medidas 
represivas, como paliativo al problema 
de la violencia juvenil, en especial, al 
combate de las maras que, han sido 
definidas, como una de las principales 
amenazas a la seguridad del país. In-
clusive, esta “sensación” ha sido trans-
ferida al resto de la región.

49 Creado por Decreto Legislativo N° 482 de mayo de 1993. Constituido por una Junta Direc-
tiva presidida por la Titular de la Secretaría Nacional de la Familia y conformada además, 
por los titulares de los Ministerios de Gobernación, Educación, Trabajo y Previsión Social, 
Salud Pública y Asistencia Social, Procuraduría General de la República y Procuraduría para 
la Defensa de los Derechos Humanos y por un Representante de las Organizaciones No Gu-
bernamentales legalmente inscritas y dedicadas al trabajo de la niñez y adolescencia.
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CONCLUSIONES

Las armas de fuego constituyen uno 
de los factores precipitantes y poten-
ciados de la violencia que toma lugar 
en El Salvador. Aunque la amplia cir-
culación de armas de fuego en este 
país centroamericano no constituye 
uno de los factores estructurales ori-
ginarios de la violencia, es imposible 
entender la magnitud, la amplitud y la 
letalidad de esta violencia, sin tomar 
en cuenta la presencia de las armas 
de fuego. Como ya se ha explicado, 
la presencia de armas de fuego -en 
manos civiles- es producto de la his-
toria bélica y la permisividad con la 
cual se ha tratado el tema, sobre todo 
después del fin de la guerra. Esa per-
misividad también se manifiesta, entre 
otros, en la existencia de un marco 
legal, también permisivo, que posibi-
lita que cualquier ciudadano pueda 
comprar, poseer y vender armas de 
fuego. Es más, tradicionalmente, la 
legislación salvadoreña siempre ha-
bía establecido muy pocos límites a 
las armas de fuego. Así, por ejemplo, 
hasta hace muy poco, un salvadoreño 
podía tener la cantidad de amas de 
fuego que quisiera y, respecto de las 
licencias, estaba habilitado no sólo 
para tenerlas en su casa sino, tam-
bién, para portarlas en sitios públicos. 
Además, la legislación salvadoreña 
permite la tenencia de armas de grue-
so calibre, equivalentes a fusiles de 

largo alcance, con la única restricción 
de que no sean automáticos. 

Hasta 1999 la legislación permitía 
que, como ya lo indicamos, las per-
sonas de 18 años o más pudieran 
tener acceso a armas, sin ninguna 
restricción más que la de comprobar 
que no tenían ningún registro de ha-
ber cometido un hecho delincuencial. 
A partir del citado año dicha legisla-
ción limitó las licencias de portación 
a los menores de 21 años, aunque 
mantuvo la posibilidad de que un jo-
ven de 18 años pudiera comprar y 
tener un arma de fuego debidamente 
matriculada. Al momento de escribir-
se este trabajo, sin embargo, se está 
discutiendo en la Asamblea Legisla-
tiva la posibilidad de hacer algunas 
reformas que, entre otras cosas, impi-
dan que jóvenes menores de 21 años 
puedan adquirir armas y contar con 
matrículas para su tenencia. Las refor-
mas también contemplan restricciones 
a las licencias de portación de armas 
de fuego a las personas menores de 
25 años. Finalmente, otra parte de 
las reformas busca limitar el número 
de armas que una persona, mayor de 
20 años, puede adquirir. Según el 
texto de la reforma propuesta desde 
Casa Presidencial, en parte por ini-
ciativa de un grupo de la sociedad 
civil llamado Sociedad sin Violencia, 
las personas solo podrían comprar un 
arma de fuego cada dos años. 



ARMAS, VIOLENCIA Y JUVENTUD156

No cabe duda que la permisividad 
en la tenencia, portación y uso de 
armas de fuego, en el país, ha sido 
particularmente contraproducente pa-
ra la sociedad salvadoreña. De eso 
ya han dado testimonio innumerables 
estudios. Pero este trabajo ha mostra-
do que el mayor impacto de esa per-
misividad hacia las armas de fuego 
lo han sufrido los jóvenes. Son ellos 
quienes se han convertido en las víc-
timas más frecuentes y, son las armas 
de fuego, las que le han permitido a 
otros jóvenes convertirse en los ver-
dugos de una parte de la sociedad. 
Son las armas de fuego las que han 
permitido, en parte, que el problema 
de pandillas—relativamente común 
en las sociedades urbanas— se ha-

ya convertido en un fenómeno muy 
cercano al crimen organizado y a la 
mafia, con enormes consecuencias 
negativas para el país. El problema 
de las armas de fuego con relación a 
los jóvenes no sólo tiene que ver con 
su disposición, su comercialización 
y su uso. Tiene que ver, también y, 
sobre todo, con una actitud cultural 
a favor de las armas, que sigue sien-
do cultivada por el discurso social 
oficial. Cualquier programa de in-
tervención sobre este problema, que 
está causando un enorme impacto 
social negativo, debe comenzar por 
un esfuerzo de reeducación y reva-
lorización acerca de la necesidad 
de una cultura de convivencia en El 
Salvador. 
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Guatemala
Carmen Rosa de León

Itziar Sagone

INTRODUCCIÓN

Los Acuerdos de Paz firmados en diciembre de1996 entre el Gobierno de Gua-
temala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG) pusieron 
fin a una guerra civil que duró 35 años. Estos acuerdos proporcionan un amplio 
marco para la reforma de la sociedad guatemalteca, plantean una redefinición 
del relacionamiento entre sociedad civil y Estado -estableciendo metas que per-
mitirían solucionar los problemas estructurales, históricos- que fueron el origen 
del conflicto, y en esta forma, asegurar la paz firme y duradera. 

Las y los niños y adolescentes fueron profundamente afectados por la violencia 
del conflicto armado. El reporte de la Comisión del Esclarecimiento Histórico 
(CEH) documentó la desaparición y muerte de 200.000 personas, incluyendo 
40.000 niños. Un gran número de niños quedaron huérfanos o abandonados, 
particularmente entre los grupos indígenas; muchos de ellos vieron a sus familias 
destruidas, junto con la destrucción de la posibilidad de poder vivir una niñez 
normal dentro de sus propias culturas. Durante el conflicto armado miembros 
de la sociedad civil fueron perseguidos, incluyendo jóvenes líderes, lo que 
coadyuvó, aún más, a la destrucción del tejido social y privó a Guatemala de 
la próxima generación de líderes para un cambio social.

Lo que hoy estamos viviendo no es más que la conjunción de fenómenos his-
tóricos que derivan en nuevas manifestaciones, pero las causas siguen siendo 
las mismas: la inequidad, la injusticia social, la discriminación y la exclusión. 
Los Acuerdos de Paz fueron firmados, pero las causas que dieron origen al 
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conflicto interno, prevalecen. Las y los 
jóvenes, quienes representan más del 
50% de la población guatemalteca, 
son el grupo etáreo más afectado por 
esta situación. Mientras no se diseñen 
políticas que traten la problemática 
social, cultural, laboral y educativa 
de las y los jóvenes, no podremos 
afrontar, como sociedad, el futuro in-
cierto que hoy se nos presenta.

1. La violencia social y su impacto 
sobre la juventud

1.1. Orígenes, consecuencias e im-
pacto 

El panorama que presenta hoy la 
juventud de Guatemala es el resul-
tado de décadas de exclusión y de 
violencia social, económica, cultural 
y política1. Las mayorías indígenas 
han estado violentamente discrimina-
das a lo largo de la historia, ya sea 
por sus propias autoridades o por 
grupos culturales invasores, ya sea 
por el proceso económico capitalista 
neoliberal que produce una concen-
tración agudizada de la riqueza en 
el país. El modelo de relacionamiento 
del Estado con su sociedad se asen-
tó sobre las bases de la explotación 

y de la violencia, como mecanismos 
de control poblacional. Esta situación 
alcanza su máxima expresión durante 
el conflicto armado interno, en donde 
la lógica de la acumulación económi-
ca coincide con la Doctrina de Segu-
ridad Nacional impuesta por Estados 
Unidos durante la guerra fría, convir-
tiendo la seguridad del capital en se-
guridad del Estado. El resultado fue la 
guerra fratricida, de baja intensidad, 
que azotó al país por tres décadas, 
destruyó el tejido social comunitario 
y alteró las relaciones de autoridad y 
poder, imponiendo la violencia como 
método de resolución del conflicto. 

Los Acuerdos de Paz, reiteramos, se 
firmaron en diciembre de 1996 po-
niendo fin a la guerra armada. Sin 
embargo, las metas de carácter eco-
nómico y social, así como la reforma 
al sector seguridad, establecida como 
compromiso, se han alcanzado par-
cialmente, en el mejor de los casos, 
quedando pendiente la mayor parte 
de la agenda, sobre todo lo que se 
refiere al marco jurídico y doctrinario. 
Las partes que negociaron los Acuer-
dos (gobierno y guerrilla) no incluye-
ron, en ninguno de los compromisos, 
un eje que contemplara la atención a 

1  Según el Informe de Desarrollo Humano 2002, Guatemala ostenta uno de los más altos nive-
les de desigualdad en el mundo: el quintil más pobre de la población percibe sólo el 3.8 % 
del ingreso nacional, mientras que al quintil más rico corresponde el 60.6% del mismo. Esta 
abismal desigualdad se traduce de manera directa en diferencias en cuanto a las caracterís-
ticas de la fecundidad, mortalidad, migración y dinámica laboral entre los distintos estratos 
socio-económicos de la población.
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la niñez y a la juventud. Lo anterior, 
aunado a la ausencia de una socie-
dad con la oportunidad de un creci-
miento integral, sitúa a más del 50% 
de la población guatemalteca frente 
a un futuro sin esperanza.

A pesar de que, tradicionalmente, el 
90% de la población maya había re-
sidido en zonas rurales agrícolas, el 
conflicto armado provocó la migra-
ción de grandes cantidades de po-
blación, hacia las ciudades. La vio-
lencia de la confrontación modificó, 
incluso, la geografía del país, des-
apareciendo poblados o formando 
otros nuevos, dentro de la lógica de 
la guerra contrainsurgente y como re-
sultado de la política de tierra arrasa-
da. El desplazamiento forzado afectó 
a cientos de miles de guatemaltecos 
y guatemaltecas que optaron por el 
traslado a centros urbanos, el oculta-
miento en las zonas montañosas o el 

refugio en los países vecinos México 
y Honduras. Se contabilizaron casi un 
millón de desplazados internos y más 
de 200.000 refugiados. 

En el caso de las comunidades des-
plazadas hacia países vecinos, una 
mayor parte ha regresado a Guate-
mala después de la firma de la paz. 
Durante los primeros años del conflic-
to, en la década de los años setentas, 
inicia la emigración hacia Estados 
Unidos, aunque el grueso del fenóme-
no se produce durante los ochentas, 
en que llega el 70% de los migran-
tes guatemaltecos a ese territorio2. 
La ausencia de políticas orientadas 
a la generación de empleo y la per-
sistencia de las causas económicas 
que dieron origen al conflicto armado 
interno han provocado que, en este 
momento, existan aproximadamente 
un millón y medio de guatemaltecos 
viviendo y trabajando en ese país.

Cuadro 1
Incidencia de pobreza extrema y general, año 2000

(Porcentaje de hogares según sexo de la jefatura de hogar)
Jefatura de hogar Hogares en situación de 

extrema pobreza
Hogares en situación de 

pobreza general
Femenina 6 37
Masculina 12 48

Fuente: ENCOVI 2000

2  Reportaje de Prensa Libre, www.prensalibre.com/especiales/ME/chapines 

http://www.prensalibre.com/especiales/ME/chapines
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Tanto por los efectos de la guerra, co-
mo por el fenómeno de la emigración 
económica, la familia nuclear se trans-
formó radicalmente, dejando como 
resultado un gran porcentaje de ho-
gares en donde la mujer se convirtió 
en cabeza de familia3. Este fenómeno 
también se produce con la expansión 
del cultivo de productos no tradiciona-
les, que demandan gran cantidad de 
mano de obra con carácter estacio-
nal. La mujer se ve, de pronto, ante 
la responsabilidad de suplir el ingreso 
familiar, incrementándose dramática-
mente el número de mujeres dentro de 
la oferta laboral en los casos urbanos 
y mujeres que se dedican a la agri-
cultura en el área rural agrícola4. Esta 
modificación de la familia repercute di-
rectamente sobre los hijos quienes, en 
algunos casos, abandonan el estudio 
por la necesidad de apoyar el susten-
to familiar o, al volver de la escuela, 
deben permanecer fuera de la casa 
o solos en ella, ya que la madre se 
encuentra trabajando. Al ser familias 
de origen migratorio, no existe familia 
ampliada que apoye en el cuidado 
de los menores. Se da entonces el fe-
nómeno de niños que están en la calle 

y que pueden pasar a ser niños de la 
calle, o simplemente, irse integrando, 
en forma paulatina, a las diferentes 
pandillas que operan en los barrios 
urbanos, frente a la ausencia de una 
infraestructura estatal extraescolar que 
permita la atención de menores fuera 
de las escuelas en el tiempo en que los 
padres aún no vuelven del trabajo.

La violencia sistemática que se gene-
ró durante el conflicto armado interno 
provocó patrones de conducta que 
afectan, hasta el día de hoy, a todos 
los guatemaltecos. La firma de la paz 
no sólo no ha logrado resolver las 
causas estructurales que dieron origen 
al conflicto, sino que ha agudizado la 
inequidad social y económica, gene-
rando frustración y resentimiento que 
se traducen, a su vez, en actitudes vio-
lentas permanentes. Estos patrones de 
comportamiento se revelan en los altos 
índices de violencia intrafamiliar5, que 
es uno de los elementos que impulsan 
a los niños y niñas a abandonar sus 
hogares. Sin embargo, la violencia 
pasa de la casa a la calle, en donde, 
frente a la ausencia de fuerzas poli-
ciales efectivas, el espacio urbano se 

3  Según el estudio realizado por OIM, el 70% de los migrantes de las áreas estudiadas, son de 
sexo masculino y más del 60% se encontraba entre los 14 y los 29 años. Ver OIM Guatema-
la, Cuaderno de Trabajo sobre Migración Nº 12, Encuesta sobre Emigración Nacional de 
Guatemaltecos, Primera Fase.2002

4  Según el cuadro 1, los hogares bajo conducción femenina casi equiparaban en número a 
aquellos conducidos por un hombre, en el caso de los hogares pobres.

5  Tanto la Fiscalía Pública como el Procurador de Derechos Humanos informan desde 2001 un 
promedio de más de 5.000 denuncias anuales de agresiones intrafamiliares. 
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convierte en territorio de disputa entre 
pandillas, provocando confrontacio-
nes que afectan a los vecinos en ge-
neral. Las calles son propiedad de las 
bandas y los niños y jóvenes se ven 
obligados a pertenecer a una para 
protegerse o, simplemente, enfrentar 
el acoso del reclutamiento. En la mara 
o pandilla, muchas veces encuentran 
los lazos de solidaridad y lealtad que 
su propia familia no les proporciona. 
Gran cantidad de estos niños son los 
que, más tarde, en su juventud, ingre-
san a las pandillas o “maras” con un 
promedio de edad de doce años. 

A la problemática económica y social 
por la que atraviesa la construcción 
de la democracia en Guatemala, de-
be agregársele la ausencia total de 
políticas públicas orientadas a la in-
corporación de los jóvenes a la vida 
educativa, laboral y ocupacional. Esa 
falta de una visión que trabaje en el 
futuro social y económico se une a la 
existencia de una violencia social que 
se manifiesta en todos los espacios 
de la sociedad -tanto en su dimensión 
física inmediata, como también en 
la dimensión simbólica, televisiva y, 
ahora, virtual-. La dependencia y la 
exclusión también son manifestacio-
nes violentas. La economía excluyente 
es violencia. La práctica de resolver 

los conflictos por la vía violenta y con-
frontacional, es hija de la violencia y 
procrea violencia. La relación entre 
exclusión -en todas sus manifestacio-
nes- y delito violento, van de la ma-
no. Los típicos ecos de agresividad 
adolescente, matriz de rupturas, crea-
ción de espacios y voces propias han 
degenerado -en esta progenie- en un 
tipo de violencia que requiere de una 
lectura contextual.6

En una sociedad como la guatemal-
teca las causas de la violencia son 
varias. Sin embargo, de manera teóri-
ca, María Eugenia Villaseñor dice que 
“... ciertos actos violentos o agresivos 
se originan de la cólera o el resenti-
miento producidos por la frustración 
de aspiraciones o ideales”. 7

En esta escena los jóvenes suelen ser, 
en forma cotidiana, víctimas y victi-
marios de hechos violentos. La cultura 
armamentista en el país es generali-
zada; en los distintos estratos socia-
les, cualquier persona, tenga la edad 
que tenga, puede acceder a tener y 
usar un arma de fuego. En los barrios 
marginales se pueden obtener armas 
abajo de los 125 dólares estadouni-
denses. El fácil acceso a las armas, 
por parte de todos los miembros de 
la comunidad y, la ausencia de una 

6  Belardini, Sergio Alejandro. Análisis realizado para el foro de la juventud. Iniciativa de las 
Naciones Unidas. www.eclac.cl\analisis 

7  Save the Children. Op. cit. 

http://www.eclac.cl\analisis
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ley que verdaderamente garantice el 
control de la tenencia y portación de 
armas, hace más difícil la labor de 
concientización en este terreno.

Asimismo, para los jóvenes, la impo-
sibilidad de proyectarse, la falta de 
horizontes, la ausencia de referencias 
públicas claras y de canales partici-
pativos dentro de la sociedad, ha ge-
nerado en ellos el aparente reflejo de 
un desinterés generalizado hacia su 
propio destino. El 80% de los jóvenes 
entrevistados (entrevistas a jóvenes de 
entre 15 y 19 años realizada por IE-
PADES 2004) no presentaban mayor 
interés por el futuro; en su gran ma-
yoría, el acceso a bienes materiales 
representaba el único aliciente para 
seguir adelante. La política no repre-
sentó para los jóvenes una herramien-
ta de cambio. De hecho, son pocos 
los grupos, dentro de esta población, 
que consideran que se puede generar 
cierta incidencia política. La mayoría 
de los grupos que consideran que se 
puede ejercer cierto tipo de cambio, 
por medio de la política, son del inte-
rior del país y mantienen estrecha rela-
ción con la Coordinadora Juventud por 
Guatemala, grupo que efectivamente 
ha generado incidencia política y so-
cial dentro del Congreso de la Repú-
blica en cuanto a las políticas estatales 
dirigidas hacia jóvenes y niños.

Los cambios operados en la relación 
entre Estado y sociedad, en dónde se 
pasa de la persecución a la participa-
ción, sin que existan los mecanismos 
establecidos para facilitar ésta última, 
a contramano de la construcción his-
tórica de los últimos cincuenta años 
–cuando menos-, supone un cambio 
de sensibilidad de los sujetos, que se 
sienten librados a su propia suerte y 
quienes, poco a poco, van suscribien-
do una concepción de ciudadanía 
asentada en los derechos laborales 
y sociales y, concomitantemente, la 
demanda hacia un Estado que viven 
como ausente o autoritario. Ya no se 
sienten parte de aquella sociedad in-
tegradora (intra e intergeneracional).8 

Finalmente, debemos resaltar el he-
cho de haberse constituido un campo 
de mediatización del lazo social, a 
través de la presencia doméstica y 
omnipresente de los mass media, en 
particular de la televisión que, en po-
cas décadas ha asentado en cada 
hogar y, probablemente, dado a luz 
a la primera generación de jóvenes 
videoformados. La cantidad de horas 
que tanto niños como jóvenes dedi-
can a ver televisión nos acerca a la 
conceptualización de “parafamiliar 
mediático” que hiciera Eva Giberti 9. 
A nadie puede escapársele la impron-
ta que estos cambios imponen en la 

8  Ibid.
9  Ibid.
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construcción de la subjetividad y de 
la identidad colectiva, de la constitu-
ción y juego de los actores sociales 
y, en consecuencia, del entramado y 
calidad del lazo social.10

La delincuencia y la violencia se han 
convertido en fenómenos, práctica-
mente, inseparables. Sean las causas 
que fueren, se ha comprobado que la 
mayor cantidad de casos de muertes 
violentas de adolescentes y jóvenes se 
debe a los altos índices de delincuen-
cia dentro de los cuales vive la socie-
dad guatemalteca. El extremo de la 
violencia se refleja en el alto índice de 
muertes violentas de mujeres que, des-
de el 2001, se contabilizan en más 
de 1.60011. Se podría decir que am-
bos fenómenos (delincuencia y violen-
cia) tienen connotaciones y orígenes 
diferentes: la violencia es un fenóme-
no más estructural e histórico, mientras 
que la delincuencia ha evolucionado 
dramáticamente en los últimos años 
pero, a su vez, recurre a la violencia 
como factor mediático para conseguir 
los objetivos que se propone.12

Se considera que la delincuencia-vio-
lencia es un fenómeno social, cuyas 
causas se encuentran en las alternati-
vas de desarrollo, el ineficiente siste-
ma judicial y policial, y la existencia 
de una herencia cultural de irrespeto 
a los derechos humanos. No hay que 
descartar que la violencia esté con-
dicionada por factores psicosociales, 
al igual que la delincuencia, lo que 
agrava el problema.13

1.2. Caracterización de los jóvenes

Según el ultimo censo de población 
realizado en el país (2002), Gua-
temala cuenta con 11.237.196 de 
habitantes que ocupan sus 108,888 
kilómetros cuadrados. De esta pobla-
ción, más del 60% está conformada 
por niños y jóvenes. El 43,8% del to-
tal poblacional es menor de 14 años; 
el 11,2% se encuentra entre los 15 y 
los 19 años y las y los jóvenes com-
prendidos entre los 19 y los 29 años 
representan el 13,3%14. En definitiva, 
un 55% del total de la población gua-
temalteca está conformada por niños, 

10  Ibid.
11  Según investigación de IEPADES, entre el 2001 al 2004, se contabilizaban 1,534 homici-

dios de mujeres.
12  Save the Children. Op. Cit.
13 Idem.
14 Elaboración propia con base en información del Instituto Nacional de Estadísticas (INE). Po-

blación y locales de habitación particulares censados según departamento y municipios (cifras 
definitivas), Censos Nacionales XI de población y VI de habitación 2002, Guatemala: INE, 
UNFPA, 2003 y página web.
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niñas y adolescentes entre los cero y 
los 19 años.

De la población comprendida entre 
los 14 y los 29 años, más del 51% 
son mujeres, mientras que el restante 
49% son hombres. Aproximadamen-
te un 30% vive en el área urbana y 
el resto en áreas rurales. Guatemala 
se considera una sociedad multiétni-
ca, pluricultural y multilingüe, donde 
conviven 22 grupos étnicos, de los 
cuales un 42% se considera de ori-
gen maya. 

Una característica del sistema social 
guatemalteco es que está enmarcado 
dentro de una profunda desigualdad. 
Según UNICEF15, el Análisis de Situa-
ción Común de las Naciones Unidas 
de Guatemala (CCA) definió exclusión 
e inequidad como los principales pro-
blemas en Guatemala atribuyéndole 
a esta situación, el ser la causa más 
importante de la existencia de un es-
tado de derecho democrático débil, 
de la discriminación cultural en contra 
de las mujeres y grupos indígenas y 
de una distribución inequitativa de los 
recursos económicos.

Esta exclusión se manifiesta en la ca-
rencia de servicios básicos y su co-
bertura nacional. En lo que se refiere 
a educación existen amplios sectores 

de la niñez y adolescentes que no in-
gresan al sistema educativo formal. La 
tasa de excluidos del sistema educati-
vo es del 43,7% en primaria, 80,9% 
en básicos y 85,4% en diversifica-
dos. A pesar de ser un país que se 
define como multiétnico, la cobertura 
de educación bilingüe, en el nivel na-
cional, es apenas del 19%. 

Además, un 44,5% de las y de los jó-
venes del país no ha recibido más de 
tres años de educación primaria. El 
16,58% son analfabetas. De éstos úl-
timos el 83,7% vive en el área rural y 
el 64,4% son mujeres. Los datos apor-
tados representan más de 200.000 
jóvenes comprendidos entre los 15 y 
los19 años que pasan, a la vida adul-
ta, sin saber leer ni escribir y más de 
dos millones de jóvenes menores de 
19 años, que apenas saben hacerlo. 
Los índices de “deserción” escolar son 
cada vez más altos. Existe un atraso 
en materia de educación, que impide 
que se opere una inserción en el mer-
cado laboral en mejores condiciones. 
La educación pública no sólo no pro-
vee una cobertura primaria universal, 
sino que los institutos de educación 
media son insuficientes y no cuentan 
con altos estándares de calidad, situa-
ción que se reproduce en la educa-
ción privada. Por otra parte, el pro-
grama de estudios no se adecua al 

15  Informe sobre Guatemala www.unicef.org 

http://www.unicef.org
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nuevo escenario económico regional 
e internacional por lo que, en términos 
generales, los jóvenes que llegan a 
graduarse no se encuentran apropia-
damente preparados para enfrentar el 
nuevo mundo de la globalización.16 

La juventud guatemalteca se debate 
entre la supervivencia, la pobreza y la 
exclusión: 811.987 son jóvenes po-
bres y 340.308 están considerados 
como extremadamente pobres. Las 
condiciones laborales que enfrentan 
los jóvenes son, la mayor parte de las 
veces, desventajosas y marginales, 
rayando en la explotación, sin ningún 
tipo de prestaciones o garantías, exis-
tiendo una subvaloración de la activi-
dad que desarrollan durante jornadas 
agotadoras. Debido a su inserción 
no formal, los salarios de los adoles-
centes y jóvenes están, con mucha 
frecuencia, por debajo del mínimo: 
un promedio de US$ 100,00- en el 
sector agrícola y de US$ 115,00- en 
el sector no agrícola. El 53,12% de 
la juventud trabaja en la agricultura, 
el 16,34% en la industria, el 8,32% 
en servicios y el 2,53% en la admi-
nistración pública. El 52% de los des-
empleados son jóvenes, desarrollando 
actividades económicas informales pa-
ra sobrevivir. La globalización genera 

mayor desempleo y el Estado no tiene 
políticas de protección.17

Los altos índices de violencia y de-
lincuencia tienen causas de carácter 
social, económico, cultural y político 
estatal, lo que los hace un problema 
complejo. La generalización en el uso 
de las armas, dentro de la población 
joven, es una constante. En el año 
2002 los homicidios de niños, niñas y 
adolescentes llegó a los 465 casos18, 
cifra que según el Organismo Judicial 
va en constante aumento sobre todo 
en la población joven del país.19 De 
acuerdo con datos proporcionados 
por Casa Alianza, el país de la región 
centroamericana con mayor índice de 
violencia en contra de niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes comprendi-
dos entre las edades de 0 a 22 años 
durante el 2004, fue Guatemala con 
un total de 847 asesinatos. De éstos, 
745 fueron hombres y 102 mujeres.

Alrededor de 6,000 niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes viven en las 
calles. La mayoría oscila entre los 7 
y los 19 años. Provienen de barrios 
pobres o marginados de la metrópo-
li, zonas hacia donde la población 
emigró desde el interior de la Repú-
blica por razones económicas en 

16 Informe, Muertes violentas de niñez, adolescencia y juventud y propuestas para su prevención. 
Procuraduría de los derechos Humanos y Save the Children Suecia, 2004.

17  Ibid.
18  Idem.
19  Entrevista realizada a Juan Pablo Ríos, Ministerio Público, Guatemala. 
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unos casos, en otros por la guerra. En 
Guatemala, Casa Alianza es la orga-
nización más importante que apoya 
a estos niños y niñas y que protege 
sus derechos. En una investigación 
de la Gesellschaft für Technische Zu-
sammenarbeit20 ( GTZ, por sus siglas 
en alemán) y Childhope, de 1997, 
los mismos niños y niñas emitieron su 
opinión respecto a las razones por las 
cuales están en la calle.

Según el estudio, el maltrato psicoló-
gico es una de las causas principales 
de abandono del hogar (32%). El mal-
trato físico es otra razón fundamental, 
(30%). Otras causas, que los niños 
manifestaron en menor grado para 
dejar su hogar, son las condiciones 
económicas, el haber quedado huér-
fanos, o el haber quedado embara-
zadas, en el caso de las adolescen-
tes. Para sobrevivir algunos mendigan 
y roban, y algunas de las niñas y los 
niños se prostituyen. 

En 1991 se hizo un estudio acerca 
de la vida de 143 niños de la calle 
de entre los 7 y los 17 años en la 
ciudad de Guatemala. Fue dirigido 
por el Centro de Orientación, Diag-
nosis y Tratamiento de Enfermedades 
de Transmisión Sexual y Casa Alian-
za. En dicho informe se plasmaba 
el hecho de que cerca del 70% de 

este grupo tenían una o dos parejas 
por día; el 4,2% tenía 3 o 4 parejas 
por día y el 25,1% (92,31% de las 
niñas), informaron tener más de 4 pa-
rejas por día. El 100% de los niños y 
jóvenes entrevistados usaban solven-
tes, siendo el pegamento su droga 
preferida. El 96,5% de ellos usaba 
drogas diariamente y el 3,5% indicó 
utilizarlas en forma semanal. 

Por otra parte en el mismo estudio 
se reflejó la grave situación de que, 
el 100% de los niños entrevistados, 
habían sido abusados sexualmente. 
Entre ellos, más del 53% informó que 
habían sido abusados por un miem-
bro de la familia; 5,95% fueron abu-
sados por amigos; 2,7% por vecinos 
y 46% por gente que no conocían. 
El 64,1% de las niñas informó que, 
la primera persona con la que tuvie-
ron relaciones sexuales, fue su padre 
o su madre; el 10,2%, un tío o tía; 
el 10,2%, un hermano o hermana; el 
2,6% amigos; el 5,1% novio o novia 
y el 7,7% señaló otros.

La principal causa de muertes de las 
y los jóvenes lo son las enfermedades 
y la desnutrición. La vida reproducti-
va empieza a temprana edad: un 
44% de las mujeres jóvenes ha es-
tado embarazada una vez antes de 
los 19 años, correspondiéndose con 

20  Organización de cooperación alemana que promueve el desarrollo sostenible.
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embarazos no deseados por descono-
cimiento de la salud reproductiva. En 
promedio, los hombres han tenido su 
primera relación sexual a los 16 años. 
En jóvenes de 20 a 29 años se ma-
nifiesta, en el 32,4% de los casos, la 
adquisición del VIH\sida. Se conoce 
que existe un alto índice de suicidios 
de adolescentes y jóvenes los cuales 
se adjudican a la inexistencia de pro-
gramas de salud mental.21

Por otro lado, según datos de los dia-
rios locales y de la Policía Nacional 
Civil, se estima que hay 120 maras22, 
y que son -aproximadamente- diez mil 
los integrantes activos dentro de las 
diferentes pandillas. “El ingreso a las 
‘maras’ va de los 9 años en adelante, 
los jóvenes integrantes de estas pan-
dillas juveniles viven, en promedio, 
hasta los 21 años dado el alto nivel 
de riesgo en el cual se encuentran. El 
nivel educativo de esta población es, 
en forma generalizada, de primaria y 
secundaria inconclusa. En los barrios 
urbano marginales es cada vez más 
frecuente el uso de niños como correo 

de droga”.23 Una de las maras más 
buscada por estos jóvenes es la Ma-
ra Salvatrucha, en la que convergen 
jóvenes de distintos países centroame-
ricanos que están o que pasaron por 
el mismo proceso bélico.24 Por otra 
parte existe la Mara 18, formada a 
partir de jóvenes deportados de Es-
tados Unidos, reproduciendo la del 
mismo nombre que opera en Los Án-
geles, estado en dónde se asientan la 
mayor parte de los emigrantes guate-
maltecos. Esta mara es el referente de 
los jóvenes cuyos padres han alcan-
zado el “sueño americano”, y que se 
organizan en las calles de los barrios 
para luchar contra el sistema utilizan-
do, como elementos reivindicativos y 
de pertenencia, su origen cultural y ét-
nico. La Mara 18 ha extendido su co-
bertura a países europeos, en donde 
hijos de inmigrantes latinos han repro-
ducido la organización pandillera en 
los centros urbanos. Paulatinamente, 
los jóvenes han adquirido la “cultura” 
de pandilla, reproduciendo el tipo de 
organización y la expresión violenta 
dentro de sus propios grupos escola-

21  Save the Children, op. Cit.
22  Estas organizaciones están integradas principalmente por adolescentes y jóvenes marginados 

que para su sobrevivencia realizan algunos actos delincuenciales. Algunos de ellos son depor-
tados de los Estados Unidos. Dichos grupos bajo el argumento de la territorialidad, la defensa 
de su cuadra o colonia, establecen códigos de convivencia basados en relaciones de poder, 
en donde la violencia se convierte en uno de los patrones de convivencia, mucha veces ejerci-
da en enfrentamientos con otras maras. Para su identificación utilizan signos, música y tatuajes 
determinados, así como, han generado un lenguaje común.

23  Entrevista realizada a Marco Antonio Castillo del Grupo Ceiba
24  Entrevista a Donna DeCesare, realizada por Andrés Zepeda para El Periódico. 2003
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res, llegando al extremo de intentar 
resolver históricas confrontaciones en-
tre centros educativos e institutos de 
educación media, con granadas y 
con armas de fuego.

1.3. Manifestaciones de la violencia 
juvenil

Como se ha planteado anteriormen-
te, en la inequidad y desigualdad se 
establece el origen de la violencia, la 
cual se refuerza por el sistema social 
en que se vive en Guatemala, por 
las prácticas heredadas por el con-
junto social y por un ambiente en el 
que priva la impunidad en todos los 
niveles. El sistema de administración 
de justicia está colapsado. La Policía 
Nacional Civil basa el éxito de su ac-
tuación en el número de detenciones 
que realiza; las cárceles se encuen-
tran abarrotadas y más del 50% de 
los reclusos están en espera de juicio; 
la investigación criminal es tan inefi-
ciente que solamente el 3% de los ca-
sos de homicidio llegan a juicio. Las 
instituciones encargadas de brindar 
seguridad todavía reaccionan con 
la doctrina del pasado, basando su 
actuación en la represión del delito, 
estando alejada la construcción de 
una visión preventiva. En los últimos 
tiempos se habla cada vez más de la 
existencia de una “limpieza social”, 

siendo sus principales víctimas los jó-
venes pandilleros. 

Es decir, que se sigue planteando, 
frente al colectivo social, un Estado 
represivo que atiende intereses de las 
capas empresariales25 y que no alcan-
za, con su cobertura, a la mayor par-
te de la población. Por otra parte, la 
ruptura del tejido social por la guerra 
prolongada y el fenómeno de la inmi-
gración, han provocado la alteración 
y pérdida de patrones culturales. Por 
lo tanto el sentimiento de identidad se 
diluye, aunado al fenómeno de una 
pérdida de valores generalizada. Co-
mo antivalor heredado del conflicto 
queda la visión que, la organización 
que controla las armas y la fuerza, so-
brevive. Este criterio, sumado a la inefi-
ciencia del sector seguridad y justicia, 
recrea un ambiente de impunidad pro-
picio para utilizar la violencia como 
mecanismo de control y de poder así 
como, para arrebatar al sistema, los 
recursos económicos que no pueden 
ser obtenidos por otra vía. 

La violencia y la falta de valoración de 
la vida, herencia del conflicto armado 
interno y del militarismo y autoritaris-
mo, siguen siendo un valladar para el 
desarrollo de la población joven. En 
muchas familias guatemaltecas la vio-
lencia es transmitida como forma de 

25  Guatemala es el país del continente en el que se paga menos impuestos
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vida, los padres enseñan a sus hijos 
y éstos, a la vez, la reproducen tanto 
dentro como fuera del hogar. Ha lle-
gado a ser una herramienta tan “útil” 
que se ha convertido en la principal 
manera de abordar la realización de 
actividades o acciones, que les permi-
ta tanto la supervivencia, la obtención 
de ingresos económicos y hasta para 
demostrar su superioridad y poder.

El crecer en un ambiente de violencia 
intrafamiliar se convierte, pues, en una 
de las principales causas de la desin-
tegración familiar y del abandono del 
hogar por parte de niños y jóvenes, 
quienes en la calle encuentran “solu-
ciones” a sus problemas, pero esto a 
la vez reproduce una conciencia vio-
lenta que se refleja en las relaciones 
extra familiares y en la comunidad.26

Considerando que es visto como 
natural en los adolescentes “atacar” 
modelos autoritarios, podría parecer 
“normal” que la gran mayoría de 
los jóvenes se sientan insatisfechos 
con los sistemas educativos, sobre 
todo con las instituciones a las que 
pertenecen. La forma más común de 
manifestar esta inconformidad son las 
agresiones abiertas hacia padres y 
maestros.27 La violencia juvenil pue-
de manifestarse de diferentes formas. 

Dado que la mayor parte de la pobla-
ción guatemalteca es joven muchos 
de los delincuentes comunes o, aque-
llos involucrados en el crimen organi-
zado, caen dentro de dicho rango de 
edad. Por ello, es importante señalar 
que la violencia proveniente de los 
jóvenes puede manifestarse en forma 
individual u organizada.

Definición conceptual de pandillas y 
maras

Uno de los problemas en el estableci-
miento de políticas de prevención, in-
serción y rehabilitación de los jóvenes, 
es la ausencia de una clasificación y 
claridad en la diversidad de campos 
de acción que toca la actuación de 
los mismos, sea ésta organizada o 
no. Incluso, en los datos que aporta 
la misma policía, existe una confusión 
entre el término mara y el de pandilla, 
y no se realizó ningún análisis de dife-
renciación. El comportamiento de los 
jóvenes no necesariamente es unifor-
me ni tiene el mismo alcance, dentro 
de la diversidad social. Pueden esta-
blecerse gradaciones y diferencias en 
la organización y actuación en la so-
ciedad28. Las pandillas pueden tener 
variantes, de acuerdo a su actividad 
principal, o presentar grados de dife-
renciación importantes:

26  Idem
27  Encuesta realizada a 15 profesores de educación media, por IEPADES y entrevista al director 

de la Unidad de Prevención del Delito de la Policía Nacional Civil, Carlos Gómez.
28  Clasificación que aparece en un estudio realizado por IEPADES sobre jóvenes y armas, borrador.
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a. Para delitos menores o actos de 
vandalismo: son grupos de jóve-
nes (generalmente adolescentes) 
que rondan juntos. Estos grupos 
han desarrollado sus propias se-
ñas de identificación, tal como 
su modo de vestirse, el uso de 
ciertos colores y/o señales con 
las manos. Se involucran en ac-
tividades delincuenciales menores 
o comportamiento molesto para 
la comunidad (cometen vandalis-
mo, no asisten a la escuela de-
bidamente, cometen delitos para 
que los demás miembros de su 
banda y del barrio los traten con 
respeto) con tanta frecuencia que 
atraen la atención de la policía, 
de los residentes del vecindario 
y/o de los maestros dentro de sus 
centros educativos; pero aún no 
han cometido delitos graves, más 
bien operan en el ámbito de las 
contravenciones.

b. Para defensa de territorios tradi-
cionales: son grupos de personas 
jóvenes (adolescentes y/o adul-
tos) que le dan un nombre a su 
grupo, tienen uno o varios líderes 
y usan señas de identificación par-
ticulares para su grupo, las cuales 
coincidentemente se refieren al 
modo de vestirse, el uso de cier-
to lenguaje, y/o señales con las 
manos. El grupo está asociado 
con la defensa de un territorio, el 
cual lleva a enfrentamientos entre 
pandillas rivales, estando incluso 

dispuestos a eliminar físicamente 
a sus oponentes. Cometen delitos 
que incluyen el vandalismo, pin-
tas en las calles para delimitar el 
territorio (graffiti) y agreden a las 
personas. La rivalidad sobre el te-
rritorio, entre tales grupos, es una 
de las características claves de es-
te tipo de pandilla. Utilizan armas 
de fuego regulares o hechizas, 
así como explosivos, entre ellos, 
las granadas.

c. Para la ganancia monetaria: son 
grupos de jóvenes adolescentes 
y/o adultos) con un nombre par-
ticular y con una estructura de li-
derazgo que puede ser unitaria o 
grupal, que comúnmente se involu-
cran en actividades criminales, ya 
sea en grupo o individualmente, 
con el fin de obtener ganancias 
monetarias. Sus delitos incluyen 
el robo, el hurto y la compraventa 
de drogas.

d. Para la reivindicación cultural 
o étnica: son grupos de jóvenes 
(adolescentes y/o adultos) que 
también presentan una estructura 
de liderazgo con similares carac-
terísticas a las antes señaladas, y 
quienes se asocian en función de 
raza o cultura; realizan actos van-
dálicos o de defensa de su territo-
rio, poniendo énfasis en la identi-
dad cultural y en la reivindicación 
de su pertenencia. Establecen sus 
territorios y procuran la defensa 
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de los mismos. Estos también pue-
den ser parte de otros grupos. 

e. La mara: La característica princi-
pal que diferencia a esta forma de 
organización es la influencia exter-
na en su origen y en sus ramifica-
ciones, de carácter transnacional. 
La Fundación para la Juventud de 
Guatemala, plantea que “la ma-
ra es un grupo de adolescentes 
y jóvenes comprendidos entre los 
10 y los 25 años de edad, que 
se reúnen en las diferentes calles, 
barrios y colonias de los cascos 
urbanos, pero que por iniciativa 
de algunos de sus integrantes de 
más poder y experiencia o por 
emulación de la cultura pandilleril 
estadounidense, establecen códi-
gos de convivencia basados en 
relaciones de poder, en donde la 
violencia se convierte en uno de 
los patrones de convivencia (...) 
dichos grupos bajo el argumento 
de la territorialidad, la defensa de 
su cuadra o colonia se confrontan 
constantemente con otros jóvenes 
o maras. Dichas organizaciones 
están integradas principalmente 
por jóvenes marginados que han 
sufrido algún tipo de problema 
social y algunos que han migra-
do a Estados Unidos y han sido 
deportados, y que para su sobre 

vivencia realizan algunos actos 
delincuenciales”.

En el caso de Guatemala, los grupos 
de jóvenes pueden compartir varias 
de las actividades mencionadas con 
anterioridad, pero frente a la ausen-
cia de diagnósticos precisos, la infor-
mación que se obtiene en los medios 
escritos y, por parte de las mismas 
autoridades, no hace distinción al res-
pecto, por lo que en este estudio se 
seguirá mencionando indistintamente 
pandillas o maras.

“Dentro de los grupos que no perte-
necen a maras, pero que podrían 
ser considerados pandillas juveniles 
estudiantiles, los actos delictivos más 
comunes son las pintas dentro y fuera 
de las instituciones, el acoso a cate-
dráticos y a sus mismas compañeras. 
Generalmente estos casos no pasan 
a convertirse en hechos delincuencia-
les punibles; es hasta que en hechos 
puntuales tienen contacto con armas, 
drogas o maras, cambiándose la na-
turaleza de las acciones y convirtién-
dose en delitos”.29

En cuanto a los grupos de maras, 
funcionan como brazos de una orga-
nización central. Estos grupos se de-
nominan “clicas”30, que pertenecen a 
la gran mara. No tienen estatutos o 

29  Ibid.
30 Nota aclaratoria, el término clica o clima se encuentra utilizado indistintamente en diversas fuentes.
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mandatos establecidos formalmente, 
pero funcionan igual, conformados 
por jóvenes que son generalmente de 
la misma colonia en la cual viven y 
se sustentan del tráfico de armas, dro-
gas, de asaltos premeditados y del 
sicarismo31, principalmente. 

Los actos violentos son manifestacio-
nes de la lucha por la territorialidad 
entre las maras, debido a que se 
enfrentan constantemente por mante-
ner su territorio, que vendría siendo 
básicamente el territorio de “empleo” 
o control. Por ejemplo, las clicas, 
cobran impuestos a los comercian-
tes, fungen como la “seguridad” del 
barrio y hasta son pagados por las 
mismas personas de la comunidad 
para que cometan actos violentos, los 
casos más comunes de encargos son 
las venganzas. Antes de llamar a la 
policía, muchos comerciantes víctimas 
de asaltos o actos delictivos, recurren 
al sicario de la clica para que cobre 
venganza; los sicarios, dependiendo 
del trabajo, cobran entre US$15 y 
US$200 por quitar una vida o dar 
una paliza, dependiendo de la rela-
ción contratador-contratado.32

“La mara para nosotros significa hogar, 
casa, familia” dice “El Brown” jefe de 
la clica los Coronados Locos de Villa 

Nueva. Los códigos de solidaridad 
entre este grupo saltan a la vista en 
distintas oportunidades, aunque la for-
ma de expresarlo generalmente es de 
forma violenta ya sea dentro o fuera 
de la mara. Como consecuencia de la 
falta de referentes con los cuales iden-
tificarse, han generado nomenclaturas 
propias para equipararse y proyectar-
se a partir del vocablo, de la forma de 
vestir, del arte que generan e, incluso, 
del tipo de música que escuchan, lo 
que conlleva a una forma de expresión 
corporal sumamente particular. 

Ya en el año 2000 el Programa de 
las Naciones Unidas para el Desa-
rrollo (PNUD) identificaba 90 maras 
diferentes cifra que, según el presente 
estudio, se ha incrementado a 120. 
Para ese entonces el PNUD calculaba 
que había, más de 10.000 “mareros” 
organizados, en la capital. Dichas 
maras, en determinadas coyunturas, 
han sido objeto de manipulación por 
parte de sectores interesados en ge-
nerar desestabilización política. La 
actividad delincuencial de la mara no 
sólo se circunscribe a una pelea por el 
dominio territorial contra otras maras. 
En el pasado, durante el conflicto ar-
mado interno, el germen de las pandi-
llas juveniles fue utilizado por parte del 
ejército y de la policía para asesinar 

31  Asesinatos por encargo por los que se recibe una paga
32  Entrevista al “Brown” jefe de la clica “Los Coronados Locos” que pertenece a la Mara Salva-

trucha, en el municipio de Villa Nueva, realizada por Itziar Sagone.
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a opositores al régimen, parapetando 
sus actos tras la fachada de activida-
des de la delincuencia común. En la 
actualidad, varias de las maras son 
utilizadas por el crimen organizado, 
principalmente el narcotráfico, para 
la realización de diferentes funciones 
que van desde la vigilancia perimetral 
y correo hasta el traslado de droga y 
su distribución al menudeo.

Casi en su totalidad, adolescentes 
y jóvenes mareros y mareras portan 
algún tipo de arma, llegando incluso 
a tener experiencia en la fabricación 
de sus propias armas. A este respecto 
“El Brown” dice que “no vale la pena 
ponerse a hacer pistolitas, si de todas 
formas se consiguen mucho más bara-
tas, comprándoselas a los mismos “ti-
ras” (policías), que es lo que nosotros 
hacemos y luego las revendemos”.33 

A pesar de ser las denominadas 
maras los grupos -ya estigmatizados 
socialmente- como los gestores juve-
niles de la violencia en Guatemala, 
no se puede dejar de mencionar que 
la expresión delincuencial y violenta 
no es privativa de los estratos pobres. 
En varias oportunidades se han hecho 
públicos los casos de jóvenes prove-
nientes de familias acomodadas que 
han sido encontrados culpables del 

secuestro y asesinato de compañeras 
y compañeros, así como de robo de 
vehículos. Aunque parte de las moti-
vaciones de los delincuentes juveniles 
que pertenecen a este estrato son, 
con mucha frecuencia, económicas, 
en algunos casos se realizan más por 
la búsqueda de emociones fuertes. 

El espectro social delincuencial, en 
el caso de los jóvenes, se plasma en 
una forma más evidente en lo relativo 
al consumo de droga. Según la Pro-
curaduría de Derechos Humanos34 la 
cocaína o la heroína son consumidas 
por jóvenes de familias con recursos 
económicos relativamente altos y me-
dios altos, mientras que los jóvenes de 
estratos económicos bajos consumen 
crack, marihuana, o inhalan solventes. 
Muchas veces los segundos son pro-
veedores de los primeros en el círculo 
de la venta de droga. Según el mismo 
informe se observa que, en los estratos 
de escasos recursos económicos, el 
fenómeno de la delincuencia y de la 
violencia es más visible debido a que 
el sistema policial y judicial se enfocan 
en estos últimos. “Los casos delictivos 
que llegan al sistema judicial son de 
adolescentes y jóvenes de escasos re-
cursos debido a la imposibilidad de 
pagar abogados o a lo poco influyen-
tes que pueden ser ante los jueces.”35

33  Idem. Se refiere a la fabricación de armas artesanales o caseras.
34  Informe Muertes violentas de niñez, adolescencia y juventud. Propuestas para su prevención. 

Guatemala : PDH, 2004. p. 15
35  Ibid.
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Entre las percepciones sobre la mara, 
Juan Merino rescata:

• “Las maras son grupos antisociales 
y rebeldes que generalmente pro-
vienen de hogares desintegrados, 
incapaces de ofrecerles amor y 
valores morales, en los que, inclu-
so, a veces, se les han violado sus 
derechos desde la niñez.

• Los mareros provienen de hogares 
afectados, ordinariamente, por 
graves problemas económicos y 
con carencia de oportunidades 
para superarse, como trabajo y 
educación.

• Las maras violan los derechos de 
quienes no pertenecen a sus gru-
pos cometiendo actos violentos, 
como robos y asaltos.

• Los mareros son en ocasiones 
utilizados por personas que los 
inducen a la violencia o que se 
aprovechan de su necesidad pa-
ra crear caos social.

• La existencia de las maras es un 
problema para la sociedad, por 
lo que si no se adaptan al sistema 
social, deben ser recluidos, para 
que se regeneren”.36

El común denominador, entre los dis-
tintos grupos de jóvenes violentos, es 
un marcado rechazo hacia las au-
toridades y a una sociedad que no 
representa el soporte que cualquier 
persona necesita para visionar un 
futuro. En la violencia que manifiesta 
el joven existe un alto ingrediente de 
baja autoestima y una actitud reivin-
dicativa frente al Estado y a la socie-
dad. En definitiva, la manifestación 
de la violencia juvenil se concreta en 
diferentes acciones, algunas de las 
cuáles son:

 Ataque a otros jóvenes orga-
nizados

 Violencia contra jóvenes que 
se niegan a ser reclutados

 Asalto y robo a autobuses, ne-
gocios y personas

 Apoyo a crimen organizado

 Rituales de ingreso acompa-
ñados siempre de acciones 
violentas y degradantes

 Ajusticiamientos de supuestos 
traidores dentro del grupo y/
o de sus familias

36  Véase: Merino, Juan. “Las maras en Guatemala”. En: Maras y pandillas en Centroamérica. Volu-
men I. ERIC, IDESO, IDIES Y IUDOP. Primera edición. UCA, Nicaragua, 2001. Pp. 118-119
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 Muertes por encargo

 Destrucción del bien público

2. Dimensión de la problemática de 
la violencia juvenil y la violencia 
de pandillas37 

2.1. Pandillas y maras

En Guatemala existe un alto índice de 
delitos cometidos por adolescentes y 
jóvenes, quienes no sólo son víctimas 
pues también hay un gran número 
de esta población que se contabiliza 
entre los victimarios. O sea, víctima 
del sistema en muchos casos y, vic-
timario, en los diferentes tipos de or-
ganización pandilleril. Es importante 
señalar que la delincuencia juvenil es 
generalizada, tanto en las capas me-
dias y de familias adineradas o con 
cierto control político, así como en las 
capas afectadas por la pobreza. Am-
bas cometen diversidad de delitos.

También puede establecerse una di-
ferencia entre las organizaciones que 
funcionan en las áreas con alto grado 
de concentración urbana y aquellas 

que tienen presencia en áreas urba-
nas del interior del país. En algunos 
departamentos de Guatemala, sobre 
todo en aquellos que tienen un alto 
índice de emigración hacia Estados 
Unidos, han empezado a operar pan-
dillas asociadas a los jóvenes depor-
tados o que han vivido algún tiempo 
en el país del norte. En otros casos, 
son fenómenos de asociaciones de 
jóvenes que utilizan la violencia para 
amedrentar y que provienen de áreas 
afectadas más violentamente por el 
conflicto armado interno. En este úl-
timo caso, estarían reproduciendo el 
esquema de la violencia y del terror 
asociado al conflicto.

El ingreso a las maras se produce des-
de la niñez, es decir, la incorporación 
de miembros va desde los 9 años de 
edad. Los líderes generalmente son 
los que llevan más tiempo dentro de 
la “mara”; el rango de edades va 
desde los 9 hasta los 25 años, siendo 
los 21 la edad de vida promedio de 
este grupo. Como ya lo señaláramos, 
las maras están formadas por peque-
ñas células denominadas clika; cada 
clika tiene su propio dirigente y estos 

37  En este segmento de la investigación se toman datos de las entrevistas realizadas a: Juan 
Pablo Ríos, Ministerio Público; Mario René López, coordinador de la parroquia de Cristo 
Nuestra Señora de la Paz, zona 18, Col. El Limón; Marco Antonio Castillo director de Grupo 
Ceiba; Arturo Echeverría, Casa Alianza; Entrevista al Brown jefe de la clika Los Coronados 
Locos de la Mara Salvatrucha en el municipio de villa Nueva. Informe Muertes violentas de 
niñez, adolescencia y juventud y propuestas para su prevención, Procuraduría de los Derechos 
Humanos y Save the Children, Suecia. La Violencia en el contexto del post conflicto, según 
la percepción de comunidades urbanas pobres de Guatemala, Caroline Moser y Cathy McI-
lwaine. Banco Mundial, ASDI, 2001
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se comunican, a su vez, a través de 
mensajeros.

Estos grupos se dedican más al sica-
riato, venta al menudeo de armas y 
de drogas pero, sobre todo, al “con-
trol” de las comunidades. Los vecinos 
de las distintas localidades pagan 
“seguridad”, en la gran mayoría de 
casos, o contratan a miembros de la 
clica para que resuelvan sus proble-
mas y ejecuten sus venganzas.

A pesar de tener acceso y vínculos 
estrechos con la tenencia y uso de 
armas y drogas, no son las maras 
las que controlan estos mercados. La 
mara controla los territorios y es esa, 
precisamente, una de sus funciones, 
mantener el caos en los mismos. Por 
ello constituyen la parte más visible 
de la actividad criminal convirtiéndo-
se, la mayoría de las veces, en el 
chivo expiatorio para que las distri-
buciones de los grandes mercados 
de armas y droga puedan seguir 
trabajando. Por esta misma activi-
dad, aquellos jóvenes que quieren 
abandonar la pandilla y reinsertarse 
en trabajos regulares, suelen ser ase-
sinados. Estos crímenes se cometen 
con dos objetivos: uno, para deses-
timular las deserciones dentro de la 
organización y, otro, para proteger 
la identidad de los narcotraficantes.

Los jóvenes integrantes de maras pro-
vienen, en un 90% de los casos, de ho-
gares disfuncionales en los que la vio-
lencia intrafamiliar está a la orden del 
día. En el caso de los niños se trata de 
menores de edad que, aunque puedan 
seguir viviendo en la casa paterna o el 
hogar familiar, funcionan como correos 
de drogas; en el caso de los adolescen-
tes, la falta de comunicación con sus 
padres, los golpes y malos tratos dentro 
del hogar y la carencia de educación 
escolar, los hace recurrir a la “mara” 
como un desahogo ante la situación 
familiar y las presiones económicas y 
sociales que plantea la comunidad.

Las maras pasan una gran parte del 
tiempo en la calle pero, en una mayo-
ría de casos, sus miembros disponen 
de un hogar. La gran mayoría pasa la 
noche en su casa (80%). Es significativo 
que, una tercera parte, ya tiene sus pro-
pios hijos y un 38% de las muchachas 
ya son madres. En general no se en-
cuentran analfabetos entre los mareros. 
El 61% iba a la escuela primaria o a 
la secundaria, y el 38% había dejado 
ya los estudios. Ninguno, naturalmen-
te, iba a una escuela privada, y todos 
mostraron un gran interés en su propia 
educación, aunque pocos estaban 
contentos con la que se les impartía. 
La mayoría de las escuelas fueron valo-
radas como “aburridas” e “inútiles”38.

38  Manfred Liebel, Pandillas y Maras: señas de identidad. Revista Envío, UCA, El Salvador Nú-
mero 244, Julio 2002
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En definitiva los pandilleros, en térmi-
nos generales, son jóvenes que aspi-
ran a ser “normales” y que identifican 
esa “normalidad” con la adquisición 
y posesión de bienes materiales. En 
su mayoría, es decir, desde tempra-
na edad, son padres de familia que 
siguen perteneciendo a la mara como 
medio de solventar las presiones eco-
nómicas y suplir sus necesidades bási-
cas. Su aversión a la sociedad se pa-
rapeta en sus múltiples carencias, en 
todos los sentidos. Son jóvenes violen-
tados cuyas carencias y circunstancias 
los circunscriben a un círculo vicioso y, 
por tanto, se vuelven violentos.

Por el grado de presencia que han lle-
gado a tener en las áreas periurbanas 
de la capital de Guatemala y, por el 
grado de violencia que se genera por 
parte de estos grupos contra los veci-
nos de sus zonas de influencia, han 
sido señalados por las autoridades 
como los responsables de la mayor 
parte de los delitos violentos que se 
producen en el país.

2.2. Violencia juvenil

La violencia juvenil, dejando a un la-
do los tipos de pandillas arriba men-
cionados, va más encaminada a un 
desinterés generalizado y a una falta 
de credibilidad hacia las autoridades 

formales y sus instituciones, léase el 
Estado, las instituciones educativas, 
religiosas y hasta la misma familia. La 
carencia de valores congruentes den-
tro de la sociedad ha generado una 
juventud que no cree ni en sí misma. 
El acompañamiento de los medios ma-
sivos de comunicación, a lo largo de 
su infancia, crea un componente dual: 
por un lado se recibe la violencia “ava-
lada” socialmente por medio de la TV, 
Internet y periódicos, principalmente y, 
por otro lado, son esos mismos medios 
los que plantean un modelo de vida al 
cual, por falta de guías y de condicio-
nes, no se puede acceder. 

La violencia juvenil, en Guatemala, 
ha sobrepasado los niveles de lo 
“normal”. Entre los jóvenes se ha ge-
nerado un proceso de creación de 
códigos propios y sus estatutos o pro-
tocolos de supervivencia. …“son unas 
personas con gran descontento hacia 
su entorno y con mucho temor… (de-
bido a ese temor) se unen en grupos 
para defenderse de lo que temen (una 
sociedad que los discrimina) y, por lo 
general, hacen justicia por su propia 
mano, porque la sociedad es injusta 
con ellos, no los toma en cuenta a no 
ser para criticarlos y condenarlos”:39 
Asimismo, para convertir a este grupo 
etáreo en una comunidad que busca 
vías de escape constantemente y, es a 

39  Véase: Merino, Juan. Op. Cit. P..118
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través de ellas que manifiesta su incon-
formidad. Ejemplo de ello es el consu-
mo de alcohol y drogas (sobre todo 
aquellas llamadas de diseño) que, ca-
da día, toman más auge dentro de en 
esta población guatemalteca.

El hecho de que el acceso a armas 
de fuego es tan factible para un ente 
social común, da a esta población la 
oportunidad de transmutar su indife-
rencia a un plano en el que está per-
mitida la violencia ya sea de índole 
bélica o sexual.

2.3. Violencia estudiantil

La violencia estudiantil ha dado un 
giro significativo desde la década de 
los años ochenta hasta la actualidad. 
Antes era, precisamente, este sector el 
que salía a las calles a pelear contra 
los entonces denominados “breaks” 
de los cuales se cree, actualmente, 
que son de donde provienen las ma-
ras en Guatemala. En la actualidad la 
violencia estudiantil ya cuestiona va-
lores más conceptuales: la ausencia, 
casi total, de respeto hacia las autori-
dades, la falta de credibilidad hacia 
las distintas instituciones e, incluso, 
hacia valores comunes dentro de la 
sociedad, entre ellos la amistad. 

En los centros educativos públicos de 
educación media y, en algunos pri-

vados, se han desarrollado grupos 
de estudiantes que utilizan la violen-
cia como método de relacionamien-
to con su entorno y como forma de 
dirimir la competencia territorial con 
otros centros educativos. Muchos de 
los alumnos pertenecen, a su vez, a 
las pandillas o maras de sus barrios, 
por lo que en ocasiones las batallas 
estudiantiles repercuten o se transfie-
ren a las acciones violentas de las 
maras llegando, incluso, a hechos 
de ajusticiamiento dentro de los cen-
tros educativos. Este fenómeno es 
uno de los menos estudiados, e in-
cluso parece haber pasado desaper-
cibido para la opinión pública. Aún 
no existe en el país un diagnóstico, 
en el sistema educativo, que ponga 
sobre la mesa la realidad en torno a 
la violencia estudiantil.

Lo que sí es una realidad es el hecho 
de que el acceso, cada vez más libre 
y fácil, a las armas de fuego represen-
ta una amenaza para la generación 
de espacios seguros en los centros 
educativos en particular y, para los 
jóvenes, en general. En una encuesta 
realizada a casi 700 jóvenes de 12 
a 20 años, de diferentes centros edu-
cativos de la ciudad de Guatemala, 
por parte de IEPADES, se refleja la 
presencia latente de un alto índice de 
violencia armada en la que los jóve-
nes son las víctimas.
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Por otra parte, la familiaridad y el 
acceso al fenómeno de la violencia 
armada, genera en los adolescentes 
una percepción no necesariamente ne-
gativa hacia las armas de fuego. En 
la gráfica inferior, en donde la serie 1 
representa centros educativos en luga-
res considerados de ingresos medios 

y altos y, en donde en la serie 2 se 
representa a jóvenes entrevistados en 
centros educativos en áreas de me-
nos recursos, se demuestra que existe 
cierta permisividad justificada a la uti-
lización de armas de fuego, frente a 
la pregunta de qué opinan sobre las 
armas de fuego.
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Y, finalmente, en la siguiente gráfica 
se observa que, el grupo que pertene-
ce al medio con menos recursos, con-
sidera que puede conseguir un arma 

de fuego en una forma relativamente 
más fácil en el centro educacional 
adonde asiste o en el lugar adonde 
se reúne con los amigos.

Cuadro 1

Cuadro 2
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Violencia intrafamiliar

La desintegración y los altos índices 
de violencia intrafamiliar se consideran 
como dos de los problemas centrales 
que dan origen a que, muchos jóvenes 
y adolescentes, adquieran un compor-
tamiento violento e incursionen en la 
comisión de hechos delictivos. Sin du-
da alguna, los problemas económicos 
y educativos se encuentran en los ám-
bitos donde prevalecen las situaciones 
de desintegración familiar. Otrora la 
familia fue el baluarte de la estabilidad 
emocional y económica pero, en la 
actualidad, los hogares son desintegra-
dos o, al menos, inestables así como 
la misma presencia de violencia den-
tro de las relaciones intrafamiliares, en 
donde la pobreza y la necesidad son 
fundamentales y cotidianas40. 

Algunos de los factores que aquejan 
a la familia guatemalteca son, entre 
muchos otros que pueden escapar 
a la memoria: una marcada cultura 
machista en todos los estratos socio-
económicos, presiones económicas 
-que sitúan a la mayoría de fami-
lias en condiciones infrahumanas 
de supervivencia-, la frustración que 
provoca la violencia social (discrimi-
nación, clasismo, falta de referen-
tes claros, bajos niveles educativos 
y hasta la misma desnutrición) y el 
mensaje mediático cotidiano. Estos 
factores son determinantes para la 
generación de violencia en forma 
habitual, invadiendo -por supuesto- 
el ámbito familiar.

El consumo excesivo del alcohol es, 
también, un fenómeno presente dentro 
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40  Véase: Merino, Juan. Op. Cit.

Cuadro 3
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de múltiples núcleos familiares. Este fe-
nómeno tampoco hace ningún tipo de 
distinción entre estratos sociales consti-
tuyéndose, también, en otro factor de-
terminante dentro de este foco de vio-
lencia, mediante el cual los distintos 
sectores de las comunidades, extrapo-
lan generalmente sus frustraciones. 

La transculturalización es otro factor 
determinante que hace proliferar las 
frustraciones que se generan en el pue-
blo de Guatemala. Los valores tradi-
cionales han sido modificados con el 
fin de adaptarse a la cultura occidental 
que impera, sobre todo, en la capital 
del país. Los cánones éticos y estéticos 
aprendidos de generación en gene-
ración se ven continuamente puestos 
contra la pared ante la globalización 
de ideas, ideales y culturas, lo que ge-
nera una alienación no racional.

3. Marco jurídico-institucional 

En cuanto al marco legal que protege 
y, dentro del cual están relacionadas 
la niñez, la adolescencia y la juven-
tud se debe citar, en primera instan-
cia, la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos. En ella se afir-
ma que el derecho a la vida es el 
más importante y fundamental ya que 
constituye la fuente de la que provie-
nen todos los demás derechos huma-

nos. Guatemala es signataria de esta 
Convención, desde su promulgación 
en las Naciones Unidas. Pese a ello 
los derechos humanos han sido po-
co observados y respetados por los 
gobiernos que se han sucedido en el 
poder, los cuales, durante décadas, 
fueron los principales violadores de 
los mismos. 

La Constitución Política de la Repúbli-
ca de Guatemala ratifica, en su con-
tenido, los derechos reconocidos en el 
nivel mundial: los artículos 1 y 2 plan-
tean los fines y deberes del Estado al 
expresar que “El Estado de Guatemala 
se organiza para proteger a la perso-
na y a la familia, su fin supremo es la 
realización del bien común” y “Es de-
ber del Estado garantizarle a los habi-
tantes de la República la vida, la liber-
tad, la justicia, la seguridad, la paz y 
el desarrollo integral de la persona”. 
Esta contemplado, dentro del artículo 
3 constitucional, que “El Estado garan-
tiza y protege la vida humana desde 
su concepción, así como la integridad 
y seguridad de la persona”.41 

Ya en el artículo 20, sobre menores 
de edad, se contempla que aquellos 
que transgredan la ley son inimputa-
bles. Su tratamiento debe estar orien-
tado hacia una educación integral 
propia para la niñez y la juventud. 

41  Véase: Constitución Política de la República de Guatemala. 1985
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Los menores, cuya conducta viole la 
ley penal, serán atendidos por institu-
ciones y personal especializado. Por 
ningún motivo pueden ser recluidos en 
centros penales o de detención desti-
nados para adultos. Una ley específi-
ca regulará esta materia. 

Por otro lado, el artículo 38, sobre te-
nencia y portación de armas, de la mis-
ma Constitución, reconoce el derecho 
de tenencia de armas de uso personal, 
no prohibidas por la ley, en el lugar de 
habitación. No habrá obligación de 
entregarlas, salvo en los casos en que 
fuera ordenado por el juez competen-
te. Se reconoce el derecho de porta-
ción de armas, regulado por la ley. 

La Ley de Armas y Municiones vigente 
en el Estado de Guatemala no habla 
de los rangos de edades para tenen-
cia o portación de armas. El DECAM, 
entidad a cargo del manejo y control 
de las mismas, da licencias de porta-
ción a civiles mayores de 25 años. 
Los policías, ya sean privados o es-
tatales tienen derecho a portar armas 
desde los 18 años. Es decir, que la 
tenencia de armas es posible a partir 
de los 18 años. Además, una persona 
puede acceder a todas las licencias 
que desee en el caso de portación y 
por cada licencia se otorga la posibi-
lidad de registrar 3 armas.

El Código Penal de Guatemala, en el 
artículo 142, referente a disparo de 
arma de fuego, dice que quien, de 
propósito, dispare arma de fuego con-
tra otro, aunque cause lesión leve, será 
sancionado con prisión de uno a dos 
años. Si, a consecuencia del disparo, 
se ocasionan lesiones graves o gravísi-
mas o muerte, se le impondrá la pena 
que por estos delitos corresponda. El 
artículo 494, de este mismo código, 
dice en su literal 5º que será sanciona-
do con arresto de diez a sesenta días 
quien, en sitio público o frecuentado, 
dispare arma de fuego.

Todas estas medidas penales son apli-
cadas a los jóvenes por los Juzgados 
de Paz, en materia de derechos de 
la niñez y adolescencia, según co-
rresponde al artículo 103 de la Ley 
de Protección Integral de la Niñez y 
la Adolescencia, específicamente, en 
adolescentes en conflicto con la ley 
penal.

Sección IV atribuciones42

Artículo 103. Atribuciones de los Juz-
gados de Paz. Son atribuciones de los 
Juzgados de Paz, en materia de dere-
chos de la niñez y adolescencia:

En materia de adolescentes en con-
flicto con la ley penal: 

42  Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia. Número 4 de junio de 2003.
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a) Conocer, tramitar, juzgar y resolver 
los hechos, atribuidos a los adolescen-
tes, constitutivos de faltas, delitos con-
tra la seguridad del tránsito y delitos 
cuya pena máxima de prisión no sea 
superior a los tres (3) años o consista 
en pena de multa, según el Código 
Penal o leyes penales especiales, de 
acuerdo con el procedimiento especí-
fico del juicio de faltas señalado en 
el Código Procesal Penal, respetando 
los principios, derechos y garantías 
especiales que por esta Ley se reco-
nocen a los adolescentes. En estos ca-
sos, los jueces están autorizados para 
promover y autorizar la conciliación, 
la remisión y el criterio de oportuni-
dad. Al resolver únicamente podrán 
imponer las siguientes medidas:

i) Socioeducativas:

1. Amonestación y advertencia.

2. Prestación de servicios a la 
comunidad, por un período 
máximo de dos (2) meses; y,

3. Reparación de los daños.

ii) Ordenes de orientación y supervi-
sión, a excepción de las contem-
pladas en las literales a) y g) de 
las órdenes de orientación y su-
pervisión reguladas en el artículo 
253 de esta Ley.

iii) En los demás casos realizarán las 
primeras diligencias y conocerán, a 

prevención, en donde no hubiere juez 
de adolescentes en conflicto con la 
Ley, o que se encuentre cerrado por 
razón de horario, o por cualquier otra 
causa; agotadas las primeras diligen-
cias, remitirá lo actuado al Juez de 
Adolescentes en Conflicto con la Ley 
Penal, con dos copias.

b) presentación del adolescente sindi-
cado de la comisión de un hecho 
calificado como delito, se pronun-
ciará sobre su situación jurídica y 
procesal. Quedará sujeto al pro-
ceso de adolescente en conflicto 
con la ley penal cuando el caso lo 
amerite; en caso contrario, dictará 
una resolución por falta de mérito 
y ordenará la inmediata libertad.

c) Si el adolescente queda sujeto 
a proceso, podrá disponer la 
medida de coerción adecuada, 
de acuerdo a lo establecido por 
esta Ley y ordenará practicar las 
diligencias que sean necesarias 
para el esclarecimiento del caso 
concreto, según la naturaleza del 
delito.

En todos los casos, remitirá lo actuado 
al Juez de Adolescentes en Conflicto 
con la Ley Penal competente, a la pri-
mera hora hábil del día siguiente. 

Después de varios años de gestión, la 
Ley de Protección Integral a la Niñez y 
Adolescencia es aprobada el 4 de ju-
nio del 2003. Esta ley considera niño 
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o niña a toda persona desde su con-
cepción hasta que cumple trece años 
de edad, y adolescente a toda aque-
lla desde los trece hasta que cumple 
dieciocho años de edad. 

Una de las consideraciones por las 
que se da pie a esta ley es que Gua-
temala suscribió, el 26 de enero de 
1990, la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, la cual fue aprobada 
por el Congreso de la República el 
10 de mayo del mismo año. Dicho 
instrumento internacional proclama la 
necesidad de educar a la niñez y a 
la adolescencia en un espíritu de paz, 
dignidad, tolerancia, libertad, e igual-
dad para que, como sujetos de dere-
chos, se les permita ser protagonistas 
de su propio desarrollo, para el forta-
lecimiento del Estado de Derecho, la 
justicia, la paz y la democracia.

Al igual que en la Convención so-
bre los Derechos del Niño43, la ley 
en estudio establece que la imple-
mentación de los derechos en ella 
contenidos serán aplicados sin dis-
criminación alguna, agregándole la 
especificidad de los niños, niñas y 
adolescentes que pertenezcan a los 
pueblos indígenas que coexisten en 

Guatemala, recalcando las diferen-
cias idiomáticas y culturales de los 
diferentes pueblos.

El artículo 11 habla acerca de la in-
tegridad personal, reafirmando que 
“Todo niño, niña y adolescente tiene 
derecho a ser protegido contra toda 
forma de descuido, abandono o vio-
lencia, así también a no ser sometido 
a torturas, tratos crueles, inhumanos o 
degradantes”.

Además de contener todos los dere-
chos humanos de la niñez y adolescen-
cia, en el Título II, Libro III, establece 
los mecanismos, procedimientos y obli-
gaciones del Organismo Judicial y del 
Ejecutivo para tratar, atender, orientar, 
rehabilitar y reinsertar, sobre la base de 
medidas socioeducativas, a los niños, 
niñas y adolescentes que transgreden 
la ley penal y cometen algún tipo de 
delito, incluyendo aquí a aquellos que 
violan el derecho a la vida al provocar 
la muerte a otra persona. 

3.1. Respuesta institucional: guber-
namental y no gubernamental

Debido a que la violencia juvenil se ha 
convertido en una constante, entidades 

43  Véase: La Convención sobre los Derechos del Niño, un tratado internacional que reconoce los 
derechos humanos de los niños y las niñas, definidos como personas menores de 18 años. En 
41 artículos de fondo, establece en forma de ley internacional que los Estados Partes deben 
asegurar que todos los niños —sin ningún tipo de discriminación— se beneficien de una serie 
de medidas especiales de protección y asistencia.
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como la Secretaría de Bienestar Social 
-entidad encargada de la protección 
a niños, niñas y adolescentes, tanto en 
conflicto con la ley como en cuanto a 
los que necesitan apoyo del Estado- 
ha buscado alianzas con grupos orga-
nizados, como es el caso del Grupo 
Ceiba, que apoya la reinserción de 
los adolescentes en conflicto con la ley 
penal. Este tipo de alianzas ha logra-
do que, entidades empapadas en el 
tema y, con una visión más amplia de 
la problemática, puedan ejercer su la-
bor de una manera más continua.

Por parte del Gobierno central el tema 
de violencia juvenil ha generado que 
se tomen medidas contundentes en las 
que se busca accionar, por medio de 
la prevención y de la reinserción. Tal 
es el caso de la formación de un ór-
gano policial específico que trabaja 
en la prevención del delito- Unidad de 
Prevención del Delito (UPREDE), o la 
facilitación de bienes inmuebles a or-

ganizaciones no gubernamentales co-
mo – la Asociación para la Prevención 
del Delito (APREDE), que buscan la in-
serción de pandilleros a la sociedad.

La propuesta de una nueva ley de ar-
mas, en la que exista más especifici-
dad, en la actualidad está siendo re-
visada por el Congreso. Ésta ha sido 
una iniciativa de la sociedad civil. 

La constante presencia de FUNDAU en 
el Congreso y la presión gestionada 
ante los congresistas para poner estos 
temas en agenda y que sean sometidos 
a discusión es constante. Organizacio-
nes como Madres Angustiadas, HIJOS 
o CONAVIGUA, están en constante 
interacción con las entidades estatales 
y con la comunidad, en general, para 
que temas como la violencia juvenil y 
la misma situación de la juventud sean 
revisados tanto desde el ámbito estatal 
así como para que sean percibidos co-
mo una obligación ciudadana.
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3.2. ¿Quién es quién frente a la violencia juvenil? 

Órganos 
judiciales

Poder Ejecutivo Organo contralor 
adscrito al poder 
legislativo

Organizaciones de la 
Sociedad Civil

Juzgado 
de primera 
instancia

Definición de políticas 
públicas en la materia 
de:
Educación; Salud 
Pública; Cultura y 
Deportes; Trabajo 
y Previsión Social; 
Gobernación; Agricultura 
y alimentación

Procuraduría de los 
Derechos Humanos
Auxiliaturas:
• Defensoría de la 
Niñez y la Juventud
• Atención a la 
víctima.

Red de la No 
Violencia (Grupo de 
OSC)

Tribunales de 
sentencia

Ministerio Público
Fiscalía de menores o de 
la niñez

IEPADES

Salas de la 
Corte de 
Apelaciones

Policía Nacional Civil y 
Unidad de Prevención del 
Delito

Grupo Ceiba

Oficina de Atención a la 
Víctima, de la PNC

Red de la No 
Violencia

Comisión Presidencial de 
Derechos Humanos

Asociación para la 
Prevención del Delito 
(APREDE)

Consejo Nacional de la 
Juventud (CONJUVE)

Coordinadora 
Juventud por 
Guatemala

Consejo Asesor de 
Seguridad 

Fundación para la 
Juventud (FUNDAJU)

Secretaría de Análisis 
Estratégico

Centro de Desarrollo 
Integral Comunitario 
(CEDIC)

Secretaría de 
Planificación y 
Programación de la 
Presidencia

CADI-JOVEN

Secretaría de Bienestar 
Social de la Presidencia

H.I.J.O.S.

Proyecto de Prevención 
de Violencia Intrafamiliar 
de la Secretaria de 
Obras Sociales de la 
Esposa del Presidente

Movimiento Jóvenes 
por la Paz y la 
Democracia

Continúa...
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Coordinadora Nacional 
para la Prevención de 
la Violencia Intrafamiliar 
y contra la Mujer 
(Conaprevi)

Escuelas Fe y Alegría

Comisión Nacional de 
Prevención de Violencia 
y Promoción Integral de 
Valores de Convivencia 
(CONAPREPI)

Save the Children

4. Armas de fuego y manifestación violenta de la juventud

Muertes violentas de niñez, adolescencia y juventud.
Julio 2002 a agosto 2003

2002 2003 Total

Tipo de 
Muerte

Jul Ag Sept Oct Nov Dic Ene Feb Mar Abril May Jun Jul Ag

Cometida por 
Mara

9 3 10 4 2 4 7 4 15 10 8 14 0 8 98

Extra judic. y 
limp. soc.

6 4 2 3 10 7 5 7 1 4 2 0 5 3 59

muerte a 
mareros/as

3 0 1 1 0 4 0 0 0 0 0 0 1 0 10

por retirarse 
de mara

0 0 0 0 1 1 1 3 0 0 0 0 1 0 7

Entre maras 1 2 1 2 2 2 2 1 1 1 1 0 1 0 17

A niñez y juve 
de calle

1 0 0 0 0 2 0 1 0 0 2 0 0 0 6

Por 
linchamiento

1 3 0 1 0 0 0 0 0 0 0 1 1 0 7

A 
homosexuales

0 1 0 0 0 0 0 0 1 0 1 0 1 0 4

Por 
negligencia

1 0 5 6 5 5 4 1 1 1 0 0 1 1 31

Con violación 
y exc. viol.

0 1 1 0 0 0 0 0 1 1 10 0 2 1 17

Por 
delincuencia

5 5 6 11 3 12 8 7 10 8 5 8 9 5 102

Totales 27 19 26 28 23 37 27 24 30 25 29 23 22 18 385
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Muertes violentas de niñez, adolescencia y juventud por rango de edad

Año Mes 0 a 13 años 14 a 18 años 19 a 25 años
julio 3 9 15
agosto 4 2 3

2002 septiembre 6 7 13
octubre 8 11 9
noviembre 3 8 12
diciembre 7 12 18
enero 5 7 15
febrero 4 6 14
marzo 5 5 20

2003 abril 2 13 9
mayo 5 12 12
junio 1 9 13
julio 1 6 15
agosto 2 11 5
Totales 56 118 173

Muertes violentas de mujeres: niñas,
adolescentes y jóvenes por rango de edad y mes

Año Mes 0 a 13 años 14 a 18 
años

19 a 25 
años

Total 
por mes

julio 1 1 3 5
agosto 3 2 3 8

2002 septiembre 3 3 3 9
octubre 3 3 3 9
noviembre 1 3 1 5
diciembre 3 2 3 8

enero 1 1 0 2
febrero 0 1 2 3
marzo 1 1 1 3

2003 abril 1 1 0 2
mayo 1 3 8 12
junio 0 4 6 10
julio 0 2 3 5
agosto 1 3 1 5
Totales 19 30 37 86
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Muertes violentas de niñez, adolescencia y juventud por departamento

DEPTO. J 
02

A 
02 S02 O 

02
N 
02

D 
02

E 
03

F 
03

M 
03

A 
03

M 
03

J 
03

J 
03

A 
03

Total x
Depto.

Guatemala 17 14 14 18 13 22 21 20 21 21 18 15 16 10 240

Escuintla 0 4 3 3 3 3 1 1 0 1 4 1 0 1 25

Chimaltenango 1 0 1 1 1 3 0 0 1 1 2 1 1 0 13

Petén 3 0 2 0 0 2 1 0 0 1 1 1 1 0 12

Quetzaltenango 0 0 0 1 1 0 2 0 4 0 0 0 1 1 10

San Marcos 1 1 3 1 0 1 0 0 0 0 0 0 0 1 8

Jalapa 0 1 1 1 1 1 2 0 0 0 0 0 0 7

Suchitepéquez 0 0 0 0 0 0 1 1 1 0 0 1 0 2 6

Alta Verapaz 1 0 1 2 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 4

Totonicapán 0 1 0 0 0 1 0 0 0 0 0 2 0 0 4

Sacatepéquez 0 0 0 0 2 0 0 0 0 0 0 0 0 2 4

Jutiapa 1 1 0 0 0 0 0 0 0 0 1 0 0 0 3

Chiquimula 0 0 0 0 0 1 0 0 1 0 0 1 0 0 3

Quiché 0 1 0 0 0 1 0 0 0 0 0 0 0 0 2

Sololá 0 0 1 0 0 0 0 0 0 0 0 0 1 0 2

Retalhuleu 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 1 0 1 2

Santa Rosa 0 0 0 0 0 0 0 0 1 0 1 0 0 0 2

Huehuetenango 0 0 0 1 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 1

Zacapa 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 1 0 1

Total mes 24 23 26 28 21 34 27 24 29 24 27 23 21 18 349
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Muertes violentas durante 2003 según tipo de arma y género

Tipo de arma Masculino Femenino no especificado Total
Arma blanca 63 8 1 72
Arma de fuego 833 66 2 901
Arma blanca y de fuego 7 7
Varios 99 57 9 165
No especificado 26 13 1 40
Total 1.028 144 13 1.185
% 86,8 12,1 1,1 100

Según los cuadros anteriores se pue-
de observar que, la gran mayoría de 
las muertes violentas en Guatemala, 
durante el año 2003, fueron gene-
radas por la delincuencia. Dicha de-
lincuencia se caracteriza por utilizar 
la violencia desmedida, es decir, el 
hecho de no requerir de motivos para 
quitar la vida con el fin de obtener un 
objeto material de otra persona. Un 
28,5% del total de muertes contra la 
niñez, la adolescencia y la juventud 
tiene, como origen, la delincuencia.

“La delincuencia común y la organi-
zada (ésta última, en la mayoría de 
los casos, relacionada con grupos 
dentro del Estado) mantiene en zozo-
bra a la población. De ahí que una 
de las principales exigencias sea la 
seguridad ciudadana, así como la 
pronta aplicación de la justicia.”44

A partir de estos cuadros, se puede 
dilucidar que la cultura de violencia 
no solo está generalizada a nivel ma-
cro dentro de la sociedad, sino que 
los mismos jóvenes ya tienen inserta 
dentro de su conducta habitual la vio-
lencia en sus distintas manifestaciones. 
“Según un estudio de la organización 
internacional Casa Alianza, Guate-
mala reporta un aumento de muertes 
violentas de jóvenes en comparación 
con las demás naciones del Istmo, sin 
que el gobierno tome medidas para 
garantizar la vida de la ciudada-
nía…”, divulgaron diarios locales. 

El informe señala que, durante julio de 
2004, en Guatemala ocurrieron 54 
muertes violentas de jóvenes entre 18 
y 23 años, mientras que Honduras 
reveló 36 y Nicaragua únicamente 
8; las armas de fuego, resultaron ser 

44  Save the Children. Op. Cit.



197GUATEMALA

el principal instrumento para la ejecu-
ción de los asesinatos. Aunque el infor-
me de Casa Alianza no especifica la 
muerte de jóvenes por género, según 
el monitoreo diario de cinco medios 
escritos realizado por la agencia Ceri-
gua, 69 jovencitas, de entre 15 y 23 
años, fueron asesinadas durante los 
primeros ocho meses del año en curso 
y, el arma de fuego, fue el principal 
instrumento para ejecutarlas” 45

Según la agencia noticiosa Cerigua, 
en su publicación del 25 de octubre 
del año en curso, “suman 352 mujeres 
–en su mayoría menores de 25 años- 
asesinadas en Guatemala, donde las 
estadísticas del Gobierno indican que 
42 mujeres son asesinadas cada mes, 
más de una por día. Los homicidios 
–dice- el comandante de la Policía 
Nacional Civil PNC, Misael Rodolfo 
Miranda, tienen conexión directa con 
el crimen organizado, el narcotráfico, 
el tráfico de indocumentados, la pros-
titución o porque pertenecen a uno 
de los dos grupos de maras (Salvatru-
chas y 18)”.

“Si en la estadística se tomaran en 
cuenta adolescentes y jóvenes, de 
hasta 19 años, la cifra de muertes se 
eleva a 223”.46

Las estadísticas obtenidas, en cuanto 
a muerte violenta o arma de fuego, en 
donde aparecen involucrados jóve-
nes en Guatemala, durante el 2004, 
son ciertamente distintas. Por un lado, 
las cifras oficiales suelen disminuir el 
número de víctimas y, por el otro, los 
medios de información suelen mani-
pular la información para que el esta-
do de zozobra se mantenga. A pesar 
de ello, el número registrado, en lo 
que va del año, es alarmante. Distin-
tos sectores de la sociedad se han 
puesto a la tarea de dar seguimiento 
finalmente a estos casos.

***

CONCLUSIONES

Sería ingenuo atribuir las causas de 
la violencia juvenil exclusivamente a la 
violencia intrafamiliar o a las drogas o 
a la falta de atención estatal en estos 
casos. La sociedad guatemalteca, en 
general, está sufriendo una crisis que 
va más allá de la seguridad. La ca-
rencia de valores coherentes, el silen-
cio intergeneracional que se vive -aún 
hoy en día- y un sinnúmero de factores 
asociados con la violencia mediática 
y cotidiana, han hecho de ésta una 
sociedad violenta en la que la nega-

45 http://www.cimacnoticias.com/noticias Recrudece violencia en Guatemala contra mujeres y 
niños por Manuel de la Cruz, corresponsal cimac | Tecúm Umán, Guatemala.

46  Violencia deja 44 niños muertos 2004: 12 infantes han muerto por arma de fuego Por: Leo-
nardo Cereser, Guatemala, sábado 21 de agosto de 2004, Prensa Libre.

http://www.cimacnoticias.com/noticias
http://www.cimacnoticias.com/equipo/mcruz.html
mailto:webmaster@prensalibre.com.gt?subject=Sobre+la+noticia%3A+Violencia+deja++44+ni%C3%B1os+muertos
mailto:webmaster@prensalibre.com.gt?subject=Sobre+la+noticia%3A+Violencia+deja++44+ni%C3%B1os+muertos
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ción a la búsqueda de soluciones es 
latente. Se prefiere “reparar el daño” 
antes que prevenirlo adecuadamente. 
La gran mayoría de proyectos están 
formulados desde la óptica de las ge-
neraciones anteriores, los problemas 
que achacan a la juventud no son 
tratados por sus verdaderos actores y, 
por lo tanto, los programas se desligan 
de la realidad que vive el/la joven.

El fácil acceso a las armas y, la publi-
cidad que se hace de ellas por parte 
de los grupos de poder, han genera-
do que la persona se sienta segura 
al portar o tener un arma en casa. El 
problema es una cuestión de índole 
cultural, el cual está aún muy lejano 
de una resolución efectiva, si persis-
te la ausencia de directrices claras y 
de políticas coherentes que trabajen 
esta problemática desde un abordaje 
integral y eviten su separación en los 
distintos elementos que lo constituyen 
y que promueven el incremento de la 
violencia.

Por otro lado, está el factor de las 
organizaciones que ya trabajan este 
tema. A pesar de existir ciertas alian-
zas interinstitucionales que, incluso, 
involucran al propio Estado y a las 
organizaciones no gubernamentales, 

no existe una línea de trabajo en con-
junto, por lo que los esfuerzos se ven, 
en muchos de los casos, diluidos. 
Ejemplo de ello son los mareros, que 
saltan de organización en organiza-
ción, percibiendo los beneficios que 
brindan éstas y jamás reinsertándose 
socialmente. 

La juventud guatemalteca no cree, en 
general, ni en el Estado ni en las leyes 
que éste promueve. Hay un desencan-
to generalizado hacia las soluciones 
por la vía política. La falta de acceso 
a la información, así como la mani-
pulación de la misma -por los medios 
de comunicación masivos en confa-
bulación con el Estado- han creado 
un clima de caos que difícilmente se 
puede revertir con las propuestas que 
tienen vigencia en la actualidad.

Finalmente, la niñez y la juventud, lejos 
de visualizarse como el mayor tesoro 
de una sociedad en desarrollo, están 
siendo percibidos como una amena-
za dado que la situación de descuido 
sistemático, dentro de la cual se en-
cuentran inmersos, los ubica en con-
diciones de extrema vulnerabilidad, 
la cual es aprovechada por grupos 
inescrupulosos y es fomentada por el 
clima de impunidad prevaleciente. 
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Marco Antonio Castillo del Grupo Ceiba.

Mario René López, coordinador de la parroquia de Cristo Nuestra Señora de 
la Paz, zona 18, Col. El Limón.

Arturo Echeverría, representante de Casa Alianza. Guatemala. 

Encuesta realizada a 15 profesores de educación media.

http://www.prensalibre.com/especiales/ME/chapines
http://www.casa_alianza.org
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Honduras
Magda Raudales

INTRODUCCIÓN

Sumergirse dentro del fenómeno de violencia1 -en sus diferentes manifestacio-
nes- implica definir una postura, hoy por hoy, respecto de la perspectiva que 
cada humano o institución tiene en función del futuro.

Desarrollar pensamiento, en este orden, también requiere no sólo de un esfuer-
zo aislado por desarrollar academia sino, también, sumergirse dentro del fenó-
meno, ir a sus raíces y a sus manifestaciones concretas, en diferentes niveles: 
vivencial, comunitario, institucional y estructural.

Este documento es un esfuerzo que pretende dibujar, a grandes trazos, lo que 
está sucediendo con la juventud, en general, en Honduras, como marco de 
una sociedad en donde se agudiza -cada día más- el escenario de exclusión 
y desesperanza marcada en la población juvenil respecto de su futuro. Todo 
ello integrando diferentes ópticas que se tienen respecto de las respuestas, que 
desde el Estado y la sociedad civil, se han dado a esta problemática. 

1 La violencia es el uso intencional de la fuerza física o el poder, real o por amenaza, contra la 
persona misma, contra otra persona, o contra un grupo o comunidad que puede resultar en o 
tiene alta probabilidad de resultar en muerte, lesión, daño psicológico, problemas de desarro-
llo o deprivación. Tipos de violencia: autoinflingida (auto suicida, auto abuso); interpersonal 
(familia o compañeros, comunidad); colectiva (social, política, económica). Tipo de violencia 
por su naturaleza: física; sexual; psicológica. Depravación o negligencia. 
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1. La juventud en Honduras

Honduras tiene una población esti-
mada en 6,7 millones de habitantes. 
El 65% de la población es menor de 
30 años. Los adolescentes y jóvenes 
en Honduras son, aproximadamen-
te, 2.829.410 -lo que representa un 
44% de la población nacional-. El 
10% de los hogares hondureños es-
tán liderados por jóvenes de los cua-
les, la mayoría, están bajo la línea 
de pobreza. Según el Instituto Na-
cional de Estadística (INE) la tasa de 
crecimiento poblacional, para el año 
2003, fue de 3,6%.

En términos de educación Honduras 
presenta un panorama muy deficiente. 
Se cuantifica que más de medio millón 
de personas son analfabetas. Estas 
deficiencias, en materia educativa, se 
remiten a dos situaciones específicas: 
poco acceso a la educación y baja 
calidad de la misma. Se dice que el 
nivel de escolaridad nacional alcanza 
el cuarto grado de enseñanza básica. 
Según el Ministerio de Educación, del 
total de la población, un 33% no sa-
be leer ni escribir, el 51,3% ingresó a 
la escuela primaria. El 3% ingresó a 

la universidad y, de estos, apenas el 
0,3% logró un posgrado. 

Si hablamos de la población joven, 
basados en un estudio del Programa 
de las Naciones Unidas para el Desa-
rrollo (PNUD), para el 2004, en Hon-
duras, la educación es la más atrasa-
da de toda Centroamérica. Sólo 30 
de cada 100 jóvenes logran concluir 
la escuela primaria sin repetir grado 
y sólo el 51%, de todos los alumnos, 
finalizan la educación primaria en un 
promedio de 9,4 años. La educación 
superior muestra una situación similar: 
de cada 100 estudiantes que se ma-
triculan en la Universidad Autónoma, 
51 de ellos no se presentan o deser-
tan y, de los 49 restantes, sólo un 
37% aprueba los cursos.

El promedio de escolaridad en la zo-
na urbana es de 5,5 grados y, en la 
zona rural, es de 2,9 grados cursa-
dos. Según la población, por sexo, 
los hombres superan a las mujeres en 
un grado de escolaridad en ambas 
zonas. En el Distrito Central (Teguci-
galpa) existe la particularidad de que 
el grado de estudios, promedio, es 
de 6,6.



203HONDURAS

Población juvenil según años de estudio y grupos de edad.2

Grupo de edad % AEP3

De 10 a 11 años 5.5 3.6
De 12 a 14 años 8.4 5.2
De 15 a 18 años 9.8 6.5
De 19 a 25 años 11.2 6.9
De 25 a 29 años 6.7 6.5

Respecto de la situación laboral, se-
gún datos de 1998, Honduras es el 
tercer país más pobre de América 
Latina, después de Nicaragua y de 
Haití. También vemos que, en los últi-
mos 10 años, Honduras ha tenido un 
crecimiento poblacional mayor que el 
crecimiento económico. Del total de 
la población adolescente, un 30% 
se ha lanzado, desde muy tempra-
na edad, a la búsqueda de ingresos 
económicos para suplir carencias en 
el hogar.

Las y los jóvenes y adolescentes de 
Honduras, entre las edades de 15 a 
24 años, participan en actividades 
económicas, con una tasa global de 
55%. De cada 100 hondureños que se 
incorporan a la población económica-

mente activa (PEA), 14 son menores de 
18 años. La mayoría de las personas 
jóvenes trabajan en fábricas de manu-
factura textil: las maquilas se han con-
vertido en una de las principales fuentes 
de empleo de las mujeres jóvenes.

Con relación a la salud, la Organi-
zación Panamericana de la Salud/
Organización Mundial de la Salud 
(OPS\OMS) define la adolescencia 
como el período comprendido en-
tre los 10 y los 19 años de edad.4 
Las estadísticas de la Secretaría de 
Salud, que reportan la situación de 
la adolescencia, muestran una gran 
relación con la violencia. La prime-
ra causa de mortalidad -en el grupo 
adolescente- se relaciona con homici-
dios, suicidios, accidentes de tránsito, 

2  Datos basados en la encuesta de hogares del Instituto Nacional de Estadísticas, 2003
3  Años de escolaridad promedio.
4  En la Conferencia Internacional de la Mujer de Beijing, en 1995, se puntualizó en la necesi-

dad de brindar atención en salud integral para las y los adolescentes, y se exhortó a los países 
signatarios, como Honduras, a realizar acciones para prevenir el embarazo en el grupo de 
adolescentes.

Cuadro Nº 1
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envenenamientos y politraumatismos 
(23%). Además son causa importante 
de muerte, dentro del grupo adoles-
cente, las infecciones de diversa etio-
logía (17%), el sida (16%) y las cau-
sas asociadas a la gestación (9%). 
Las causas de ingresos hospitalarios 
se relacionan también con la violen-
cia (29%). En el principal centro asis-
tencial del país, el Hospital Escuela 
de Tegucigalpa, en el año de 1997 
aproximadamente el 30% de la de-
manda de atención de partos fue pa-
ra adolescentes y según la Secretaría 
de Salud de Honduras y el Fondo de 
Naciones Unidas para la Población5, 
la primera causa de muerte para las 
mujeres adolescentes está asociada 
al embarazo y al parto.

Hasta hace relativamente poco tiem-
po, la Secretaría de Salud no había 
considerado a las y a los adolescen-
tes como prioridad de sus políticas. A 
finales de la década de los ochenta 
se estructuró el Programa Nacional 
de Atención Integral a la Adolescen-
cia, PAIA. Dicho programa funciona 
adscrito al Departamento de Salud 
Materno Infantil, desde su creación, 
en 19876.

2. Violencia y juventud

Como bien se ha señalado, toda la 
región centroamericana ha sufrido 
procesos históricos similares en las 
últimas décadas que han generado 
una profunda transformación de los 
modos culturales. Como resultado de 
ello se ha introducido la violencia co-
mo un valor fuertemente arraigado. La 
incapacidad del Estado para asentar 
una institucionalidad fuerte como cau-
ce de resolución de conflictos y la nu-
la acción transformadora de muchas 
de las dinámicas de exclusión que ali-
mentaron el conflicto, han sido claves 
en este proceso. 

Situaciones de riesgo social relacio-
nadas con violencia

Según un estudio desarrollado por el 
Fondo de las Naciones Unidas para 
la Infancia (UNICEF), en enero del 
2005 -sobre maltrato infantil- se es-
tablece que, cada año, hay más de 
4.000 denuncias de maltrato y abuso 
infantil: el 50 % son cometidas por los 
familiares, siendo los de mayor inci-
dencia la violación sexual, el maltrato 
físico y los delitos contra la vida7.

5  Secretaría de Salud de Honduras y el Fondo de Naciones Unidas para la Población (SSH/
FNUAP 1999)

6  La mayoría de las acciones en salud que han sido desarrolladas hasta la fecha con el grupo 
adolescente en Honduras, se han centrado en la prevención del embarazo en mujeres adoles-
centes, y en la atención a la adolescente embarazada. 

7  UNICEF. Violencia en contra de los niños, niñas y las adolescentes en Honduras, enero 
2005.
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Otro aspecto a tomar en cuenta es 
la situación de abandono de niñas y 
niños menores de edad, puesto que 
se registra una incidencia muy fuerte, 
con un promedio anual de 300 aban-
donos, en el país. Sin embargo hay 
niños y jóvenes que ya han estado, 
toda su vida, en situación de calle.

Con relación a la violencia domésti-
ca se han registrado más de 20.000 
denuncias de violencia doméstica e 
intrafamiliar interpuestas, mayormen-
te, por mujeres de escasos recursos 
económicos, con un número de 4 hi-
jos, en promedio.

Otra de las situaciones de riesgo 
toca al incremento en el número de 
niños y de niñas -en situación de ex-
plotación sexual comercial- que viven 
en la calle, que están consumiendo 
drogas y que están siendo expuestos 
y expuestas a enormes riesgos. Las y 
los más vulnerables oscilan entre las 
edades de 15 y 18 años. El 74% 
de casos son del sexo femenino, el 
26% comprenden el sexo masculino, 
el 62% ha sufrido de abuso sexual 
por parte de miembros de su familia. 
También hay una alta incidencia de 
tráfico de niñas y niños hacia Guate-
mala y México en particular.

Tomando en cuenta las cifras anteriores 
y, según el análisis de los jueces del Juz-
gado de Letras de la Niñez, existe una 
correspondencia directa entre el riesgo 
social y la comisión de delitos en los jó-
venes ya que el sistema no está dando 
alternativas para que la cadena lógica 
de delincuencia juvenil se rompa.8 

Muchos de los jóvenes comienzan su 
carrera delictiva en los propios centros 
de riesgo social: cometen delitos, se 
integran al sistema juvenil penal y “ter-
minan”, al llegar a la edad legalmente 
adulta, con la estadía en los centros 
juveniles, para continuar con ingresos 
frecuentes a centros penales de adultos, 
en donde la situación también se com-
plica. Estos jóvenes no tuvieron nunca la 
oportunidad de rehabilitarse debido a 
las críticas condiciones de los centros. 

Otro de los elementos de riesgo social 
para los jóvenes se relaciona con la 
alta disponibilidad de armas de fue-
go. Las estimaciones más confiables 
situarían, el número de armas -por en-
cima de medio millón- de las cuales 
buena parte corresponden a armas 
prohibidas para particulares. Los estu-
dios sobre la cuestión señalan, como 
principales fuentes de abastecimiento 
material de las mismas: 

8 Entrevista Alexa Cubero, Juez de Letras en materia de Niñez para la zona Norte del pais. 
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• El mercado legal de las armas, 
parte de las cuales terminan des-
viándose hacia actividades delin-
cuenciales.

• Los importantes remanentes de ar-
mas no retirados tras la conclusión 
del conflicto regional. Se destaca 
el importante volumen de estos re-
manentes en un país como Hon-
duras, directamente implicado en 
el conflicto regional -como plata-
forma de varios ejércitos y grupos 
paramilitares- actuando sobre el 
territorio de los países vecinos.

• Nuevos arsenales vinculados al 
desempeño estratégico del país, 
como punto clave de cabotaje, en 
las rutas de tráfico de armas y de 
drogas interamericanas. 

Esta abundancia de armas y, su distri-
bución dentro de la sociedad hondu-
reña, están ampliamente constatadas 
por datos sociológicos que reflejan 
la sensación de accesibilidad de la 
ciudadanía a las armas. Así, los más 
recientes estudios en este campo, ilus-
tran la facilidad con la que la pobla-
ción considera que se puede acceder 
a armas y municiones9. Conforme con 
estos trabajos, la mayor parte de la 
población considera -el mercado ilegal 

de las armas- como el cauce más co-
mún de acceso a las mismas10.

Los mismos estudios reflejan una alta 
predisposición social al uso de las ar-
mas de fuego. Ésta parece resultar de 
la interacción de pautas tradicionales 
de uso de las armas -herramienta de 
resolución de conflictos o de pro-
tección contra la delincuencia- con 
fenómenos más recientes como las 
consecuencias del conflicto regional, 
el aumento de la delincuencia y los 
movimientos migratorios del campo 
hacia la ciudad. 

Un seguimiento histórico de las cifras 
de violencia permite establecer la re-
lación entre violencia y uso de armas 
de fuego.

Cuadro Nº 2
 Datos sobre números homicidios 

documentados en un período
de 10 años.

Año Homicidios registrados
1995 2158
1997 2992
1999 2408
2001 3488
2002 3623
2003 3829
2004 3123

Elaboración propia basada en varias fuentes.

9  Salomón, Leticia. “La propensión cultural al uso de armas ligeras. Percepción, impacto, destruc-
ción y capacidad de uso de las armas ligeras. Tegucigalpa, diciembre 2004, Pág. 28 y ss.

10  Ibidem.
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Aunque las peticiones de datos actua-
lizados, para estas investigaciones, 
no nos han permitido completar el 
mismo período de contraste, en fun-

De forma reciente el Estado ha ad-
quirido diversos compromisos en 
la esfera internacional y, en conse-
cuencia, ha modernizado su legisla-
ción interna de control de armas. De 
forma sintética, el marco normativo 
vendría regulado por las siguientes 
normas:

• Constitución de la República de 
Honduras: artículo 292. 

Cuadro Nº 3
Delitos e instrumentos que se emplean

1995-1999

Descripción 1995 1996 1997 1998 1999 Total

Muertos por arma de 
fuego

1.504 1.655 2.182 2.000 1.677 9.018

Muertos por arma 
blanca

610 680 713 667 643 3.313

Muertos por arma con-
tundente

45 61 97 100 83 391

Lesionados por arma de 
fuego

1.235 1.130 2.009 1.427 1.244 7.042

Lesionados por arma 
blanca

918 1.008 1.210 983 547 4.666

Robos con arma fuego/
arma blanca

111 90 121 118 69 509

Total 5.151 5.488 7.276 6.150 6.183 30.254

Fuente: Dirección General de Policía Preventiva. 1999

Tomado de Julieta Castellanos, en AAVV, 2001. cuadro 5, pág. 279

ción de los datos disponibles parece 
evidente que -las armas de fuego- 
constituyen el primer instrumento de 
muerte en el país. 

• Decreto Número 30 – 2000: “Ley 
de Control de Armas de Fuego, 
Municiones, Explosivos y otros 
Similares” .Decreto Número 257- 
2002: “Derogación de los Nume-
rales 1, 2 y 4 del Artículo 59 del 
Decreto 30-2002”, referente al 
costo de las licencias o permisos. 

• Ley Orgánica de la Policía Na-
cional-Decreto Número 156-98: 
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Artículo 39, numeral 11; Artículo 
52; Artículo 91 y 101. 

• Ley de Policía y Convivencia Ciu-
dadana (2002): Artículos 38, 40 
y 62. 

Todo ello ha sido concretado, de 
forma práctica, en dos importantes 
iniciativas para controlar las armas 
en el país. Ambas responden a la 
legislación del año 2000 aunque, 
su puesta en marcha, ha sido lenta y 
problemática.

• Decreto Número 101- 2003: “En-
trega de armas de guerra y de 
fabricación artesanal, previa com-
pensación económica”. En él se 
establece una amnistía de 90 días 
para la entrega voluntaria de ar-
mas prohibidas, a los poseedores 
civiles de armas, beneficiándoles 
con la exención de responsabili-
dad civil y penal. Agotado dicho 
plazo, quienes no lo hagan serán 
sancionados con penas de prisión 
de 8 a 10 años y multa -de 5 a 
10 mil lempiras- según correspon-
da. Se recogieron unas 1.100 ar-
mas concluido el período de ley, 
la mayor parte de ellas, AK47. Al-
gunas estimaciones, a finales de la 
década de los noventa, hablaban 

de unos 67.000 AK en el país.11 

• Plan de Actuación para la regu-
lación de armas. Secretaría de 
Seguridad 2003. Este plan pre-
tende operativizar las disposicio-
nes relativas al registro nacional 
de las armas de fuego. El registro 
inició sus operaciones el 14 de ju-
nio de 2004. Concede un perio-
do voluntario de inscripción a los 
poseedores de armas, y habían 
sido registradas 94.74012. Se 
estimaba que se incorporarían, a 
dicho registro unas 120.000 ar-
mas, hacia la conclusión del pe-
ríodo. Los números más favorables 
estimaban que, en el país, había 
más de 100.000 armas en ma-
nos de civiles. Según lo declara-
do por el Ministerio de Seguridad 
a fuentes periodísticas, las armas 
que están siendo más registradas 
son: revólveres 38 mm Smith and 
Wesson; pistolas 9 mm y pistolas 
calibre 22.

2.2. Armas, violencia y juventud

En Honduras la tenencia y la porta-
ción de armas está limitada a las per-
sonas que se encuentran en el pleno 
disfrute de sus derechos ciudadanos. 
Eso debe excluir, en principio, a los 

11  Véase: Armamentismo y Violencia. Castellanos, Julieta (2,000).
12  Datos facilitados por el Registro Nacional de Armas, 07 de Febrero 2003. 
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menores de edad, del acceso a las 
armas. La efectividad de esta dispo-
sición pretende ser asegurada por 
algunas normas que, en adición, san-
cionan a quienes faciliten el acceso 
de armas a menores de edad.13

La progresiva criminalización de la 
juventud

Honduras ha asistido, en los últimos 
tiempos, a un endurecimiento de las 
políticas criminales. Todas ellas han 
sido agrupadas en torno a la llamada 
política de tolerancia “cero” y repro-
ducen patrones ya puestos en práctica 
en los Estados Unidos, país que ha 

apoyado considerablemente su apli-
cación.14 Las medidas adoptadas pre-
tenden responder a las altísimas cifras 
de criminalidad que sufre el país y que 
han contado, indiscutiblemente, con el 
respaldo de una población angustia-
da por dichas cifras de violencia15. 

El discurso dominante ha tendido a 
criminalizar a la juventud16, identifi-
cando a las “maras” como las princi-
pales fuentes de delincuencia y, por 
lo tanto, principales enemigos del 
pueblo hondureño17. Verificado esto, 
se hace necesario emprender una lu-
cha permanentemente, intensificada 
por la supervivencia18. La publicidad 

13  Art. 96 Código de la Niñez y la Adolescencia.
14  Expertos en “cero tolerancia” elogian política de seguridad del gobierno, Accesible el 

10/04/05 en http://www.casapresidencial.hn/2003/05/07_1.php
15  La reciente edición del Latinobarómetro puede ilustrar la conformidad de la mayor parte de la 

población con las políticas duras y con los resultados de la misma en la lucha contra el crimen. 
Latinobarómetro 2004, tablas pág. 15 y 50, accesible el 14/04/2004 en http://www.
latinobarometro.org/ 

16  Los presidentes de Honduras, El Salvador, y Nicaragua firmaron un tratado el 14 de enero 
poniéndose de acuerdo para cooperar en los esfuerzos de desarraigar a dos pandillas crimi-
nales peligrosas que se han extendido de las ciudades de los EUA a través de Centroamérica 
y varios Estados en México. Dos días después, la República Dominicana estuvo de acuerdo 
de participar en la campaña.

17  Presidente Maduro: “lo que tenemos que hacer es erradicar las maras para poder salvar vidas 
inocentes y Honduras se pone de pie para luchar como lo ha hecho siempre cuando el peligro 
lo amenaza”. Declaraciones con motivo de la presentación de propuesta para endurecer las 
penas contra las maras, reproducidas el 29/12/04 en la página oficial del gobierno hondu-
reño. Accesibles el 12/04/05 en http://www.casapresidencial.hn/2004/12/29_2.php

18  En algunos casos este discurso ha dado muestra de una sorprendente visceralidad: Presidente 
Maduro: “la pena perpetua, o sea por el resto de sus vidas; que se pudran en la cárcel si es 
necesario” declaraciones referidas a los responsables de la matanza del 23 de diciembre 
que tuvo lugar en San Pedro Sula, Sector de Chamelecón, donde murieron asesinados 28 
pasajeros de un autobús de ruta urbana por supuestos mareros, reproducidas el 27/12/04 
en la página oficial del gobierno hondureño, accesibles el 12/04/05 en http://www.
casapresidencial.hn/2004/12/29_2.php

http://www.casapresidencial.hn/2003/05/07_1.php
http://www.latinobarometro.org/
http://www.latinobarometro.org/
http://www.casapresidencial.hn/2004/12/29_2.php
http://www.casapresidencial.hn/2004/12/29_2.php
http://www.casapresidencial.hn/2004/12/29_2.php
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es, socorridamente, utilizada en esta 
campaña19. Sin embargo la misma 
oculta los datos más confiables sobre 
la delincuencia20. De forma sintética 
exponemos los datos olvidados:

• Según la Dirección General de 
Investigación Criminal (DGIC) 
solo el 5,5 de los delitos cometi-
dos -entre la entrada en vigor del 
Código de la Niñez en 1996 y 
el año 2000- fueron responsabili-
dad de menores21.

• Según datos de la DGIC en el año 
2002 solo un 20% de los asesina-
tos de menores serían atribuibles 
a la violencia entre maras. Otras 
investigaciones, que correspon-
den a diferentes períodos, arrojan 
datos aún menores22.

• Las violaciones a la ley, atribui-
das a pandilleros menores de 
18 años, venían disminuyendo 
drásticamente dos años antes de 
la aprobación de la reforma del 
artículo 332, que se hizo efectiva 
en agosto de 200323. 

Con la complicidad de los medios de 
comunicación, como se ha señalado 
con acierto, ha sido fácil una identifi-
cación -sin mayor análisis- de que la 
niñez y la juventud constituyen el prin-
cipal vector de la delincuencia24. Des-
de diversos espacios se vinculan, insis-
tentemente, la minoría de edad de los 
infractores y el incremento cuantitativo 
y cualitativo de la delincuencia25. 

Estas opiniones han servido de sopor-
te para la puesta en marcha de un 

19  Las notas del servicio de prensa son triunfalistas: Éxito de política antimaras está compro-
bada: http://www.casapresidencial.hn/2004/10/15_1.php; Ley antimaras ha salvado 
700 vidas: http://www.casapresidencial.hn/2004/08/18_1.php. Ambas accesibles 
14/04/05 

20  Según datos de la DGIC solo el 5,5 de los delitos cometidos entre la entrada en vigor del 
código de la niñez y el año 2000, fueron responsabilidad de menores. Estos datos son re-
producidos en el informe CONADEH 2002. Otra información relativa a la violencia de las 
maras, según datos de DGIC 2002, refleja que sólo un 20% de los asesinatos de menores 
serían atribuibles a la violencia entre maras. Ministro de Gobernación y Justicia, Jorge Ramón 
Hernández Alcerro ante las Naciones Unidas.

21  Datos de la DGIC reproducidos por el CONADEH en su informe anual 2002.
22  Marlín Oscar Avila, Lourdes Yasmín Sagastune y Janeth Flores Izaguirre, 2001, Gráfico 6, 

Pág. 32.
23  Tomas Andino, ¿tiene sentido la ley antimaras en Honduras?,Pág. 15, elaboración propia a 

partir de datos facilitados PNPRRS
24  Juan Alméndarez, Tolerancia Cero, accesible el 11/04/05 en http://rds.org.hn/juan-al-

mendares/tolerancia_cero.html
25 UNICEF, Violencia en contra de los niños, niñas y las adolescentes en Honduras, enero 

2005.

http://www.casapresidencial.hn/2004/10/15_1.php
http://www.casapresidencial.hn/2004/08/18_1.php
http://rds.org.hn/juan-almendares/tolerancia_cero.html
http://rds.org.hn/juan-almendares/tolerancia_cero.html
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amplio programa de reformas legisla-
tivas tendentes a ampliar las faculta-
des del Estado y a limitar el ejercicio 
de varios derechos fundamentales. 
Las principales medidas han sido:

• La reforma del Código Penal (De-
creto No. 117 – 2003), con la 
introducción del artículo 332, 
llamado “ley antimaras” que im-
pone duras penas de privación 
de libertad a los jefes o cabeci-
llas de maras, pandillas y grupos 
que se asocien para la comisión 
de un delito. Las penas van de los 
9 a los 12 años y además están 
acompañadas de elevadas mul-
tas que oscilan entre los 10.000 
y los 200.000 lempiras. 

• La creación de Comités de Segu-
ridad Ciudadana, en virtud de la 
Ley Orgánica de la Policía Nacio-
nal, artículo 102. Estos grupos se 
han constituido en fuerzas para-
policiales armadas, que preten-
den ofrecer seguridad ciudadana 
ante la incapacidad de las fuer-
zas del Estado. 

La tramitación, en sede parlamenta-
ria, de una reforma constitucional que 

restringe el ejercicio de la garantía 
constitucional del Habeas Corpus, 
únicamente a los días hábiles26.

• La tramitación, en sede parlamen-
taria, de un programa para el en-
durecimiento de las penas contra 
las maras. El mismo incluye refor-
mas constitucionales -prolonga-
ción del plazo de detención poli-
cial y legislativas -nuevo endureci-
miento de las penas para el delito 
de asociación ilícita y, exclusión 
de la sustitución de la prisión pre-
ventiva por medidas cautelares, 
en el caso de los pandilleros 

En un nuevo paso en la escalada con-
tra el crimen, en fecha reciente se ha 
emprendido una fuerte campaña pa-
ra restablecer la pena de muerte en 
el país. En este sentido ya se han ini-
ciado los trámites para la convocato-
ria a un Referéndum que planteará la 
conveniencia de la reintroducción de 
la pena capital. La prensa reseñaba: 
“En caso que la mayoría del pueblo 
hondureño se pronunciara a favor de 
la pena de muerte a través de la adop-
ción del plebiscito y referéndum, el pre-
sidente Ricardo Maduro está dispuesto 
a denunciar los tratados establecidos 

26 La literalidad del texto excluye los días inhábiles, a los que hasta ahora se hacía expresa re-
ferencia, quedando la siguiente redacción. “utilizando cualquier medio de comunicación, en 
horas o días hábiles y libre de costas”. Reproducido en Valderas, Lucas Demokratia, nº 14, 
abril 2004, Pág. 9. 
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mediante la Convención de Derechos 
Humanos que prohíbe a los estados 
restaurar la pena capital”27. 

Igualmente, desde diversas instancias 
estatales se ha propuesto, reiterada-
mente, la necesidad de reducir la 
edad penal, es decir, de imputabili-
dad penal, pese a los problemas que 
ello pudiera generar con otros tratados 
internacionales28. 29 

Como ya hemos adelantado, la juventud 
ha sido vinculada -de forma directa-  al 
aumento de la delincuencia en el país. 
Las siguientes líneas pretenden aportar 
un retrato de la realidad delincuencial 
de los jóvenes en el país y valorar la 
veracidad de los análisis mayoritarios. 

Para esta valoración tomaremos, co-
mo referencia, diferentes estudios es-
tadísticos realizados desde la entrada 
en vigor del Código de la Niñez y la 
Adolescencia. Todos los datos mane-
jados en esta sección tienen su origen 
en instituciones públicas involucradas 
en el tratamiento jurídico penal de la 
delincuencia juvenil.

o Según datos de la Corte Supre-
ma de Justicia, desde el inicio 
de la vigencia del Código -en 
1996- hasta diciembre de 2004, 
los menores de edad cometieron 
13.070 infracciones.30 El infrac-
tor típico sería un varón, habitante 
de las grandes aglomeraciones 
urbanas del país. Esta cifra ven-
dría a representar algo menos del 
10 % de los procesos emprendi-
dos, contra adultos, en ese mismo 
período.

o Tomando como referencia las 
denuncias ante la DGIC -durante 
un período de estudio más corto, 
1996-1999- sobre un total de 
42.000 denuncias, sólo el 5,5% 
de los inculpados eran personas 
menores de edad. 

Según las estadísticas policiales31, de 
1998 al 2004, las faltas (actos con-
trarios a la ley, castigados con penas 
leves en leyes y códigos) cuyos princi-
pales protagonistas son los pandilleros, 
menores de 18 años, constituyen un 
hecho que se ha incrementado en más 

27  http://www.casapresidencial.hn/2005/03/07_3.php
28  Ministro de Seguridad, Oscar Arturo Alvarez Guerrero, declaraciones recogidas en el informe 

de Relatora sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias y arbitrarias, informe visita a Hondu-
ras, párrafo 60.

29 Nota de la Editora: Actualmente la edad de imputabilidad penal en Honduras es de los 12 
años, véase Código de Niñez y Adolescencia, 1996. 

30  Datos Corte Suprema, publicados por UNICEF, diciembre 2004
31  Secretaría de Seguridad, Dirección General de la Policía Preventiva. Memorias Anuales des-

de 1998 al 2004.

http://www.casapresidencial.hn/2005/03/07_3.php
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de un 250%: en 1998 se registraron 
17.333 faltas y en 2003 se alcanzó 
la cifra de 55.388 casos.  

Para 2004 se registro un total de 
11.089 faltas, reportando un leve 
descenso.

Cuadro Nº 4
Tipos de faltas 1998-2004

Faltas 1998 1999  2000 2001 2002 2003 2004

1 Faltas contra las 
personas 

5.765 5.423 4.260 6.120 5.388 3.168  4.135

2 Faltas contra la 
propiedad

5.431 2.809 3.363 3.124 2,.028 1.492  990

3 Faltas contra el 
orden público

4.671 11.489 14.549 17.327 28.979 48.685 34.562

4 Faltas contra 
las buenas 
costumbres

1.466 3.516 1.766 1.390 1.742 564 2710

5 Faltas de 
los intereses 
generales y 
regionales de la 
población

343 345 247 247 497

6 Otras Faltas 3.223 3.693 1.401 1.227 1.405

17.333 23.237 27.801 31.999 39.785 55.388 44.299

Fuente: Secretaría de Seguridad, Dirección General de la Policía Preventiva. Memorias Anuales desde 
1998 al 2004

Los primeros años de la vigencia del 
Código de la Niñez y la Adoles-
cencia resultaron marcados por el 
predominio de los delitos contra la 
integridad de las personas y contra la 

propiedad32, siendo mayoritarios los 
delitos contra la integridad.33

La entrada en vigor de la reforma del 
Artículo 332 del Código Penal ya des-

32  Las principales infracciones cometidas por los adolescentes en el período de 1996-2001 (vi-
gencia del Código de la Niñez) fueron el robo y el hurto en un 22.9% de los casos; lesiones 
en un 11.4%; amenazas en 4.8%; daños a la propiedad en 6.5% y tráfico de estupefacientes 
en 1.7%. A los asesinatos y homicidios corresponde el 10%. Los adolescentes no son causa 
de la inseguridad.

33  De forma más concreta, en Andino, Op.Cit, Pág. 15,: 6120 casos contra las personas 
2001, 5388 2002; faltas contra la propiedad 3124, 2028 respectivamente.
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crito, en junio de 2003, representó la 
fuerte irrupción de la figura delictiva 
de la asociación ilícita entre los me-
nores. Según los datos facilitados por 
la organización Casa Alianza -desde 
el momento de la entrada en vigor de 
la reforma, hasta el 30 de septiembre 
2004- 673 menores habían sido de-
tenidos por este delito.34 Esto vendría 
a suponer un 25 % de las detenciones 
realizadas en el país, en virtud de la 
aplicación de esta disposición. 35

El impresionante número de detencio-
nes no refleja, de forma directa, una 
realidad delincuencial: de este núme-
ro de jóvenes sólo hubo requerimiento 
fiscal contra 500, de los cuales 407 
fueron sometidos a medidas cautela-
res de internamiento.36 Algunos ana-
listas han señalado que estas cifras 
constituyen una aplicación particular-
mente intensa de la “ley antimaras”. 37 
Hasta finales del 2004, los menores 
han participado en un total de 1223 
homicidios. 38 

En el contexto general de abundancia 
de armas y predisposición social a su 
uso, las armas de fuego son un ele-

mento esencial en las prácticas delic-
tivas de la juventud. Diversos factores 
nos permiten realizar esta afirmación 
de forma concluyente:

Es un hecho que los grupos delincuen-
ciales, en el país, tienen fácil acceso 
a las armas. Trabajos recientes ya 
han abordado la cuestión del uso de 
armas entre pandillas.39 A manera de 
contraste, en los resultados arrojados 
por una experiencia cualitativa con 
jóvenes -en proceso de resocializa-
ción- ellos manifestaron las diferentes 
funciones dadas a las armas:

• se utilizaban para pelear territorio 
y amedrentar a otros grupos.

• para atraer a las mujeres.

• para sentir sensación de poder.

Las armas más comunes entre los de-
lincuentes juveniles, por la facilidad 
de acceso a las mismas, son la Be-
retta y la AK-47, y escopetas. 

Las uzi es un arma que se con-
sigue, pero como decimos, 

34  Datos facilitados por el programa de Apoyo legal de Casa Alianza.
35  ibidem
36  ibidem
37  ibidem
38  ibidem
39 Bardales, Ernesto, Investigación con niños, adolescentes y jóvenes miembros de grupos arma-

dos. San Pedro Sula: JHAJA, 2003. 
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son los chavos que andan me-
tidos en buenos rollos. Respec-
to a las armas de fabricación 
artesanal (hechas con tubos de 
hierro con un percutor que por 
lo general es un clavo) en este 
momento ya no es tan frecuen-
te la utilización por la facilidad 
que se encuentran las de fabri-
cación industrial. 40 

Sobre la fuente de abastecimiento, 
normalmente se valen de intermedia-
rios que les facilitan armas desviadas 
del mercado legal o, introducidas ile-
galmente, en el país. Por lo general 
se les compran a gente que tiene con-
tactos con quienes puedan tenerlas, 
ya sea militares, policías, guardias de 
seguridad o gente que, en el extranje-
ro, las puede conseguir. El uso de ar-
mas de fuego artesanales o chimbas 
ha entrado en desuso ante la facili-
dad de acceso a las industriales. 

El acceso del resto de la población 
a las armas de fuego parece igual-
mente fácil. Hemos mantenido un se-
guimiento periodístico, concretamen-
te en la prensa nacional, acerca de 

episodios violentos relacionados con 
la juventud. Gracias al mismo es fácil 
documentar numerosos incidentes en 
los que, menores y jóvenes, aparecen 
vinculados a la comisión de actos 
delictivos utilizando armas de fuego. 
Coincidiendo con el perfil del joven 
en conflicto con la ley, más arriba 
señalado, la mayor parte de los in-
fractores son varones, residentes en 
las grandes aglomeraciones urbanas 
del país.41 

Es importante señalar que la abundan-
cia de armas en el país origina, con 
frecuencia, desgracias accidentales en 
las que, particularmente niños y ado-
lescentes, pierden la vida. Así, hace 
unos pocos meses, 6 jóvenes murieron 
mientras manipulaban una granada 
que encontraron casualmente.42

La gravedad de otras formas de violen-
cia juvenil, como la violencia estudian-
til, apenas han dejado espacio a la 
investigación de los caracteres especí-
ficos de la violencia en este ámbito. La 
única experiencia sobre esta cuestión 
es aportada por el Comité de Preven-
ción, Tratamiento y Rehabilitación de 

40  ibidem
41  Se enfrentó a la policía y murió, 2005-04-14, http://www.elheraldo.hn/detalle.php?nid=2

9435&sec=7&fecha=2005-04-14
 Caen pandilleros con cocaína y fusiles AK-47, 2005-04-16, http://www.elheraldo.hn/deta-

lle.php?nid=29542&sec=7&fecha=2005-04-16
 En medio de balacera caen tres ladrones, 2005-04-05, http://www.elheraldo.hn/detalle.

php?nid=28773&sec=7&fecha=2005-03-31
42 La Tribuna, 30/04/05, Pág. 66, 

http://www.elheraldo.hn/detalle.php?nid=29435&sec=7&fecha=2005-04-14
http://www.elheraldo.hn/detalle.php?nid=29435&sec=7&fecha=2005-04-14
http://www.elheraldo.hn/detalle.php?nid=29542&sec=7&fecha=2005-04-16
http://www.elheraldo.hn/detalle.php?nid=29542&sec=7&fecha=2005-04-16
http://www.elheraldo.hn/detalle.php?nid=28773&sec=7&fecha=2005-03-31
http://www.elheraldo.hn/detalle.php?nid=28773&sec=7&fecha=2005-03-31
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Familiares y Víctimas de Torturas (CCP-
TRT), que realizó un trabajo de campo 
en un instituto de educación de la ca-
pital. Aunque el trabajo, en sí mismo, 
no es lo suficientemente representativo 
como para generalizar resultados, su 
lectura indicaría una preeminencia del 
maltrato entre estudiantes, dentro de 
los centros de estudio, así como una 
utilización preferente -de armas con-
tundentes y arma blanca- frente a las 
armas de fuego. 

2.3. Manifestaciones de la violencia 
juvenil

Violencia estudiantil

El problema de las manifestaciones 
de violencia, dentro de los centros es-
colares, ha sido escasamente tratado 
hasta el momento. Determinados sec-
tores han concentrado sus atenciones 
en las más graves manifestaciones de 
la violencia en la juventud mientras 
que, dentro del sistema educativo, 
las estrategias para lograr la escola-
rización universal han concentrado la 
mayor parte de los esfuerzos.

De esta manera, son escasos los estu-
dios y registros que aborden, específi-
camente, esta cuestión. Los más recien-
tes y significativos aportes son estudios 
de naturaleza cualitativa, realizados 

con niños y adolescentes en edad es-
colar, no necesariamente centrados 
exclusivamente en el problema de la 
violencia. Estos estudios no alcanzan 
un umbral de representatividad debido 
al escaso número de jóvenes encues-
tados y a la concentración geográfica 
de los universos de la muestra. 

Otros indicadores de la falta de aten-
ción prestada al problema de la vio-
lencia estudiantil lo son la falta de da-
tos o estadísticas sobre la materia, así 
como el escaso seguimiento que se da 
desde otras fuentes normalmente aten-
tas a las manifestaciones de violencia 
social, como lo son las periodísticas. 

Los datos conocidos difícilmente per-
miten afirmar que el problema de la 
violencia estudiantil sea de carácter 
nacional. No obstante, en virtud de su 
lectura, podríamos formular algunas 
hipótesis de carácter tentativo, a con-
firmar por investigaciones venideras:

• La violencia escolar es una manifes-
tación de la violencia que padecen, 
con frecuencia, los jóvenes del país. 
Los centros escolares se convierten, 
de esta manera, en un espacio alta-
mente problemático para los niños 
y las niñas ya que, en su gran ma-
yoría, manifiestan haber padecido 
violencia en este entorno.43

43  Zelaya, Luis. Línea de base de la situación de violencia infantil en las comunidades plan. 
Enero 2004. Datos facilitados por Save the Children, cuadro 17.
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• Cualitativamente, las manifesta-
ciones de violencia física son me-
nos graves, por lo general, que 
las que padecen los jóvenes en 
la vida cotidiana. Cuantitativa-
mente, la violencia psicológica 
es la práctica más frecuente que 
padecen los niños y las niñas. 
Ésta se manifiesta, con particular 
intensidad, en los castigos de los 
docentes a los alumnos, es decir, 
en los castigos de los maestros. 
Los menores encuestados relatan 
como prácticas de maltrato psico-
lógico: los insultos y las amenazas 
entre los compañeros, las prácti-
cas de exclusión del espacio co-
mún o el forzarles a portar algún 
tipo de identificación, frente a los 
compañeros, que marque su con-
dición de castigado.

• La violencia escolar tiene dos ejes 
de manifestación: docente-alum-
no e inter-estudiantil. Los enfoques 
de la recolección de datos tien-
den a mostrar una forma -unidi-
reccional- de violencia de los do-
centes hacia los alumnos. Ésta se 
manifestaría en agresiones físicas 
tales como dejarlos de pie o man-

tenerlos con los brazos elevados 
o, en agresiones psicológicas, ta-
les como el regaño o la exclusión 
del espacio común.

• La violencia estudiantil tiene un 
rostro fundamentalmente masculi-
no: conforme con los estudios con-
sultados, los varones son los prin-
cipales agentes de violencia.44 
Según lo declaran los mismos jó-
venes, las principales expresiones 
de esa violencia lo son las golpi-
zas, valiéndose -para ello- del pro-
pio cuerpo o, a lo sumo, de algún 
arma contundente: bates de beis-
bol u hondas.45 Un dato -significa-
tivo y coincidente- dentro de los 
estudios manejados es la escasa 
presencia de armas de fuego en 
el ámbito escolar.46 Durante el pe-
ríodo de elaboración de esta in-
vestigación no ha sido divulgado, 
en ningún medio nacional, ningún 
homicidio de jóvenes dentro de 
centros escolares. 

Algunas limitaciones en los estudios 
conocidos sugieren, en próximos tra-
bajos, la necesidad de abordar algu-
nas de las siguientes cuestiones:

44  Zelaya , cuadro 17 y CPTRT, Estudio de las manifestaciones, causas inmediatas y reacciones 
inmediatas de la violencia por parte de los alumnos/as, maestros/as y otras personas en la 
escuela Tiburcio Carias Andino (Col. La Flor no. 1), de Comayagüela, Honduras, cuadro 4

45  CPTRT, Op.. Cit., Cuadro 6 y anexo 11 investigación.
46 Ibidem. Así , tanto desde la presencia en el ámbito escolar de armas de fuego- solo un 1.8% 

de los encuestados la considera como un instrumento de maltrato escolar. 
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• La construcción de indicadores, 
objetivamente verificables, res-
pecto de las manifestaciones de 
violencia en el ámbito estudiantil.

• Las manifestaciones de violencia 
que padecen los profesores por 
parte de los alumnos. Aunque en es-
te momento es difícil cuantificar tal 
fenómeno, un mínimo conocimiento 
del medio escolar sugiere la existen-
cia de este aspecto de la realidad, 
por el momento ignorado.

• La incidencia de la cuestión de 
género en las manifestaciones 
de la violencia dentro del ámbito 
estudiantil. Los escasos datos co-
nocidos sugieren que la violencia 
entre alumnos es particularmente 
intensa de los varones hacia las 
mujeres y que puede adoptar una 
marcada connotación sexual.47

• La relación de la violencia escolar 
con la existencia de grupos o pan-
dillas dentro del ámbito estudiantil.

Pandillas juveniles48

Una pandilla juvenil debe ser con-
cebida como una subcultura la cual 
surge cuando un grupo de personas, 
con condiciones similares, entra en 
una situación de interacción social. 
Dentro del seno de esta subcultura se 
desarrollan un conjunto de patrones 
de comportamientos específicos que 
diferencian a sus miembros de las 
personas que no pertenecen a aque-
lla. Una mara o una pandilla juvenil 
se organiza cuando, un grupo de 
adolescentes o de personas jóvenes, 
se han desarraigado de su hogar. 
Debido a las carencias económicas y 
afectivas, se encuentran para realizar 
juntos un conjunto de actividades. De 
esta manera se van dando una forma 
de organización, con una estructura 
interna, ciertos rituales de iniciación, 
van adoptando ciertos símbolos de 
identificación y van desarrollando un 
quehacer que les es específico. Una 
vez que la mara o pandilla está es-
tructurada, los que ingresan deben 

47  Zelaya, op. cit. Cuadro 17.
48  Nota de la Editora: En este caso, la clasificación que realiza la investigadora desagrega 

entre grupos con comportamientos básicamente antisociales y, diferencia, según sus espacios 
de acción siendo, la pandilla juvenil, caracterizada por la presencia del desarraigo y una 
condición generalizada en las otras manifestaciones de organización juvenil. Así la pandilla 
no estigmatizada puede distinguirse más por la presencia de violencia auto infligida (es 
decir, que el daño es más contra ellos mismos); mientras que las otras facciones de la mara 
involucran tanto la violencia interpersonal, las drogas, el enfrentamiento contra sus enemigos 
naturales y más bien, lo que las diferencia es su rango de acción, esto es, si son territoriales, 
si se movilizan en espacios mayores, si están recluidas en centros penitenciarios, etc. Final-
mente, las maras o pandillas profesionalizadas obedecen a vínculos y actividades meramente 
delictivas y, tienen por objeto, el afán de lucro.
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adecuarse y socializarse en los patro-
nes establecidos por los fundadores 
de la misma.

Maras o pandillas sin estigma

Están conformadas por adolescentes 
y jóvenes adultos, de la clase media y 
alta de la sociedad. Se organizan (a 
manera de encuentros informales) pa-
ra realizar orgías, frecuentan “discote-
cas”, consumen drogas y practican el 
sexo sin inhibiciones. Aparecen, entre 
ellos, acciones y comportamientos co-
mo escándalos públicos, suicidios y 
otros tipos de actos violentos.

Maras o pandillas “californianas” 
(territoriales)

Son formadas y dirigidas por adoles-
centes y jóvenes que oscilan entre los 
15 y 25 años. Su propósito es con-
trolar el espacio del barrio, sobresalir 
ante la sociedad, así como dedicarse 
a otras actividades violentas. 

• Integran el grupo menores de 
edad y mujeres.

• Nivel de violencia alto y perma-
nente.

• Nivel de adicción a las drogas 
elevado.

• Rivalidad marcada con otras “ma-
ras o pandillas”.

• No existen, para ellos, espacios 
neutros.

• Irrespeto a las autoridades y a los 
padres y madres de familia.

• Muchas de sus acciones son rea-
lizadas de forma instintiva, con 
bajo nivel de racionalidad.

• Crean símbolos, íconos de iden-
tidad, comunicación y defensa 
colectiva (tatuajes, graffiti, calo49, 
comunicación mímica, modas, 
presencia de armas de fabrica-
ción casera -como chimbas, cu-
chillos, hondas, bates-, etc.)

Es importante mencionar que los pan-
dilleros que pertenecen a esta cate-
goría están diseminados, principal-
mente, en los sectores suburbanos, en 
“clicas” o grupos más pequeños que 
pertenecen a tres estructuras orga-
nizativas superiores, conocidas con 
los nombres de Barrio 18 ST (18st.), 
Mara Salvatrucha (MS) y Los Vatos 
Locos. 

Estos grupos son menores y su tenden-
cia es a desaparecer o a evolucionar 
al grupo de pandillas californianas 

49  ibidem
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Nómadas, puesto que también se 
han visto asediados por las autori-
dades como resultado de la reforma 
al artículo 332 del Código Procesal 
Penal y, en general a las políticas re-
presivas del Estado. 

Maras o pandillas “californianas” 
(nómadas) 

Estas son las mismas pandillas cali-
fornianas pero que, por motivos de 
seguridad, por su relación con el nar-
cotráfico, y por planificar acciones 
violentas, dejan de ser territoriales y 
se convierten en nómadas, con la di-
ferencia que -aquí ya no se identifican 
plenamente con una clika- y sus miem-
bros solo son firmes y líderes. Son for-
madas y dirigidas por adolescentes y 
jóvenes. Entre las principales caracte-
rísticas de estos grupos sobresalen las 
siguientes:

• Integradas, básicamente, por 
hombres mayores de 18 años de 
edad.

• Nivel de violencia alto y perma-
nente, con destrezas en el manejo 
de armas de fuego automáticas.

• Algunos de sus miembros son en-
trenados -militarmente- por profe-
sionales o por grupos criminales 
organizados, no pandilleros.

• Realizan acciones más planifica-
das entre las que sobresalen, el 

contrabando, el asesinato, los se-
cuestros o el robo de vehículos.

• En su mayoría son consumidores 
de drogas pero, su función princi-
pal, es distribuirla.

• Asesinan por encargo (sicariato).

• Rivalidad marcada con otras “ma-
ras o pandillas”.

• No existen para ellos espacios 
neutros (iglesias, parques, escue-
las).

• Irrespeto a las autoridades.

• Esta desapareciendo, en ellos, el 
uso de símbolos, iconos de iden-
tidad, comunicación, y defensa 
colectiva (tatuajes, graffitis, calo, 
comunicación, mímica, modas, 
armas hechizas -como chimbas, 
cuchillos, hondas, bates-, etc.)

Maras o pandillas “californianas” 
carcelarias

Están conformadas por jóvenes que 
oscilan entre los 18 y 35 años, que 
pretenden reforzar su identidad -como 
grupo- al interior de los centros pena-
les. Realizan actividades entre las 
que sobresalen: reuniones de planifi-
cación de acciones delictivas, toma 
de decisiones sobre actividades de 
las diferentes clicas organizadas en 
la región y contacto con miembros, 
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recluidos en centros penales, de or-
ganizaciones criminales nacionales e 
internacionales.

En su mayoría son consumidores de 
drogas. Algunos, además, la distribu-
yen. Actualmente su incidencia en las 
manifestaciones pandilleras es cuali-
tativa, puesto que son los que dirigen 
y motivan muchas de las manifesta-
ciones de pandilleros que se realizan 
en la calle. Generalmente son éstas 
las que tienen el poder y el control 
sobre otros grupos territoriales y nó-
madas y, con la reciente legislación 
del gobierno, con relación al tema, 
su tendencia será de aumento. Sus 
miembros son pandilleros “duros” o lí-
deres -con mucha experiencia- dentro 
de estos grupos.

Maras o pandillas profesionales y 
mafiosas (bandas)

Están conformadas por jóvenes que 
oscilan entre los 15 y los 30 años 
y que, no sólo pretenden reforzar su 
identidad como grupo sino que reali-
zan acciones más planificadas, entre 
las que sobresalen: el contrabando, 
el asesinato, los secuestros, el robo 
de vehículos, etc. Poseen armas sofis-
ticadas y han sido entrenados, militar-
mente, por profesionales o grupos cri-
minales organizados, no pandilleros, 
para utilizarlos en acciones riesgosas 

valiéndose, estos grupos, de la valen-
tía, de la inmadurez y, principalmen-
te, de la minoría de edad de algunos 
de ellos, lo que les permite un trato 
legal más flexible y diferente con rela-
ción a los adultos. 

En su mayoría son consumidores de 
drogas pero su función principal, 
también, es distribuirla. Es preciso 
mencionar que, actualmente, su inci-
dencia cualitativa y cuantitativa, en 
materia de la criminalidad y de la 
violencia en la región, es alta.

2.4. Muertes violentas de jóvenes

Una de las manifestaciones más pre-
ocupantes de la violencia contra la 
juventud, ya como víctima, ya como 
victimaria, es el creciente número de 
muertes de menores en circunstancias 
violentas. La principal manifestación 
de esta violencia es el asesinato de 
jóvenes en las calles. Según los datos 
facilitados por Casa Alianza, desde 
1998 a febrero de 2005, 2603 
menores -de 23 años- han sido ase-
sinados.50 De acuerdo con los datos 
aportados por los diferentes muestreos 
de casos elaborados, el perfil de los 
fallecidos sería de varones, habitan-
tes de gran ciudad y, en su mayoría, 
menores de 18 años. La distribución, 
en el tiempo, de las muertes sería la 
siguiente:

50  Comunicado Casa Alianza, Tegucigalpa, M.D.C., Honduras, 1 de marzo de 2005
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Año Cantidad

1998 93

1999 283

2000 225

2001 418

2002 549

2003 557

2004 357

Total 2482

Nota: Desde noviembre hasta febrero de 2005 se 
habrían producido el resto de las muertes. Datos 
Casa Alianza.

La principal causa de la muerte serían 
las heridas causadas por armas de fue-
go. En el muestreo realizado entre los 
años 1998-2000, por parte del Comi-
sionado de los Derechos Humanos de 
Honduras (CONADEH) se revela que 
el 85% de las muertes se produjo por 
armas de fuego.51 Estudios de Casa 
Alianza confirman la incidencia, más 
de un 80% de los casos, de las armas 
de fuego como principales instrumen-
tos utilizados en hechos de violencia. 

Estas cifras ilustran, con claridad, la 
dificultad que existe, de poder ofrecer 

garantías adecuadas para el respeto 
de los derechos y garantías jurídicas 
de los niños, las niñas y las y los jóve-
nes de este país, así como también 
nos ilustran acerca del papel deter-
minante que tienen las armas de fue-
go en la violencia contra la juven-
tud. La ineficacia del aparato judi-
cial -que permite que la mayor parte 
de los asesinatos cometidos en este 
país quede sin resolver- supone una 
segunda omisión a las obligaciones 
estatales. 

El Estado ha intentado, reiteradamen-
te, descargar su responsabilidad por 
esta elevada mortandad, atribuyén-
dola a factores insoslayables. Así, 
ante las demandas de la sociedad 
civil, ha sido utilizada una batería de 
argumentaciones, entre las que se en-
cuentran:52

• El conflicto entre las maras juve-
niles lleva, como consecuencia, 
el enfrentamiento y, por ende, la 
muerte de varios de sus militantes.

• Las personas agraviadas / víctimas 
de un atropello por parte de un jo-
ven infractor, son llevadas a tomar-
se la “justicia” por su propia mano.

• Los agentes y oficiales, de man-
do intermedio de la policía, por 

51  Marlín Oscar Avila, Lourdes Yasmín Sagastune y Janeth Flores Izaguirre, Op. Cit. Tabla 8.
52  Alvarado, W. Reunión del Colectivo de Niñez y Juventud con autoridades del Ministerio de 

Seguridad, enero, 2000.

Cuadro Nº 5
Muertes violentas de jóvenes, 

según año
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su soberbia y actitudes verticales 
-heredadas de su adscripción a 
las Fuerzas Armadas, durante la 
era de las Fuerzas de Seguridad 
Policial (FUSEP)-, han actuado por 
cuenta propia y no por políticas 
institucionales en ciertos casos de 
asesinato de jóvenes.

• Los jóvenes vinculados al tráfico 
de drogas han podido ser ajusti-
ciados por los mismos narcotrafi-
cantes o miembros del crimen or-
ganizado.

La precisión de las afirmaciones que 
preceden queda seriamente cuestio-
nada por los datos que aparecen, 
de forma reiterada, en las diferentes 
investigaciones independientes:

• Los datos elaborados por la uni-
dad investigativa de muertes de 
menores de la DGIC señalarían 
que, sólo el 57 % de estas muer-
tes, serían atribuibles a pandille-
ros.53 En contraste con estos datos, 
los estudios independientes -rea-
lizados para diferentes períodos 
históricos- señalarían una respon-
sabilidad mucho menor por parte 
de las maras en dichas muertes: 

el 14 %, en virtud de los datos ex-
puestos por el informe CONADEH 
2001, siempre por debajo del 20 
%, según Casa Alianza. Igualmen-
te, los mismos estudios aportan 
elementos suficientes para cuestio-
nar la vinculación mayoritaria de 
las víctimas a pandillas.54 El ele-
mento que parece relacionar, de 
forma cierta, a la prácticamente 
totalidad de las víctimas es su per-
tenencia a sectores socialmente 
desfavorecidos.55 

• La presencia de pautas comunes 
específicas en muchas de las 
muertes. Estas similitudes podrían 
establecerse en:

o El modus operandi que se utili-
zó en la concreción de los ase-
sinatos, indicó que un número 
significativo de los fallecidos, 
habían mantenido vínculos 
y pertenecido a grupos que 
acostumbran andar fuertemen-
te armados, los cuales suelen 
trasladarse en carros con vi-
drios oscuros y, sin matrícula, 
con las caras tapadas y dispa-
ran -a quemarropa- a los jóve-
nes. Es preciso hacer constar 

53  Respuesta del Estado de Honduras a las cuestiones planteadas por la relatora sobre ejecucio-
nes extrajudiciales, sumarias o arbitrarias. http://daccessdds.un.org/doc/UNDOC/GEN/
G05/131/17/PDF/G0513117.pdf?OpenElement

54  Ver Casa Alianza 2002 y CONADEH 2000. 
55  CONADEH, 2001, Pág. 45

http://daccessdds.un.org/doc/UNDOC/GEN/G05/131/17/PDF/G0513117.pdf?OpenElement
http://daccessdds.un.org/doc/UNDOC/GEN/G05/131/17/PDF/G0513117.pdf?OpenElement
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que, en estos casos, se utilizan 
medios costosos tales como co-
ches de alta gama o armamen-
to moderno –AK-47- los cuales, 
frecuentemente, quedan fuera 
del alcance de las pandillas. 
Pese a la posición oficial del 
Estado, voces cualificadas han 
considerado evidente la vincu-
lación de grupos del crimen or-
ganizado con el asesinato de 
algunos jóvenes.56

o Modo de aparición de los 
cadáveres: numerosos cuer-
pos han sido encontrados en 
lugares apartados, atados de 
pies y manos y con “tiros de 
gracia”.

o Insuficiente registro de los ca-
sos de muertes de jóvenes.57

o Proceso investigativo deficien-
te, caracterizado por la falta 
de impulso procesal y del aper-
sonamiento fiscal, en sede ju-
dicial, agravado por las falen-
cias materiales y técnicas que 
padece el Ministerio Público.

o Presiones contra familiares de 
las víctimas y testigos, que se 
realizan con el objetivo de lo-
grar la desestimación de los 
cargos.

o Bajísimas tasas de prisión y de 
condenas judiciales en contra 
de los presuntos responsables 
de los crímenes.

Honduras recibió la visita de la 
Relatora Especial de las Naciones 
Unidas sobre la cuestión de las eje-
cuciones extrajudiciales, sumarias y 
arbitrarias, quien constató la grave-
dad de la situación y ha realizado 
un seguimiento continuo del tema. 
Del mismo modo, durante los últimos 
años, el sistema interamericano de 
protección de los derechos humanos 
ha aceptado varias demandas con-
tra Honduras por causa de la inacti-
vidad estatal frente a las muertes de 
jóvenes.58 

Ante las denuncias y reclamos de la 
sociedad civil y, particularmente, de 
la presión internacional, el gobierno 
hondureño ha puesto en marcha al-

56  La comisionada de Policía María Luisa Borjas, denunció la presencia de grupos organizados 
en el asesinato de jóvenes, dentro de los cuerpos de seguridad con la aquiescencia de las 
más altas autoridades del Estado. Entrevista concedida a Radio Progreso, 1/12/03 parcial-
mente reproducida en ERIC y al. Vol III, Pág. 203. Igualmente el informe CONADEH 2001 
considera cierta la existencia de grupos organizados. Conclusión 6, Pág. 47.

57  CONADEH 2000,
58 Cuatro puntos cardinales, Daniel Medina Cortes y José Luis Hernán- agosto 2002.
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gunas iniciativas para responder a la 
situación.59 Las principales han sido:

• Creación de la Comisión Perma-
nente de Protección a la Integri-
dad Física y Moral de la Niñez, 
en 2002. Elabora un informe 
que confirma que, desde 1998 
hasta el 30 de junio del 2002, 
se cometieron 574 ejecuciones 
extrajudiciales de menores de 
edad.

• Creación, por parte del Ministerio 
de Seguridad, de la Unidad Es-
pecial de Tratamiento de Muertes 
de Menores, el 2 de setiembre de 
2002. El mandato de la misma es 
investigar estos homicidios deter-
minando las causas por las cuáles 
los menores han sido ejecutados, 
así como establecer la identidad 
de los responsables. 

• Creación del Programa Presiden-
cial de Rehabilitación de Miem-
bros de Maras. 

• Puesta en marcha del programa 
“Comunidades más seguras”.

• Lanzamiento de una Campaña de 
Entrega de Armas y de Registro 
de Armas.

• Depuración de los miembros de 
las fuerzas de seguridad, implica-
dos en estas ejecuciones.

Por desgracia, la eficacia de todas es-
tas medidas, ha sido altamente cues-
tionada. Frente al optimismo estatal, 
numerosas voces minimizan el impac-
to de iniciativas como el programa 
“Comunidades más seguras”. Aunque 
el espectáculo de la matanza de nues-
tros jóvenes pueda estar llevándose a 
cabo con el “silencio y la tolerancia” 
de buena parte de la sociedad, esto 
no excluye la concatenación de efec-
tos nocivos que trascienden la viola-
ción de los derechos de los niños, las 
niñas y las y los jóvenes. 

Las constantes muertes de jóvenes 
son, además, un factor que deses-
tabiliza notablemente el trabajo de 
resocialización que se lleva a cabo 
con jóvenes vinculados a pandillas. 
En el transcurso de esta investigación 
tres jóvenes, participantes de progra-
mas de reintegración social, han sido 
asesinados en la Rivera Hernández 
-sector empobrecido- de la periferia 
de San Pedro Sula. Estos sucesos han 
paralizado la ejecución de los pro-
gramas y han generado una fuerte 
inestabilidad emocional entre los be-
neficiarios. Como lo explican los res-
ponsables del proyecto que acogía a 

59  Ministro de Gobernación y Justicia, José Ramón Hernández Alcerro ante el ECOSOC, docu-
mento Naciones Unidas E/CN.4/2003/SR.8 
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estos jóvenes, a sus compañeros estas 
muertes les hacen sentirse, de nuevo, 
implicados en la espiral de violencia, 
con el agravante de que se sienten 
desprovistos de la seguridad que con-
fería la pandilla. 

Otro aspecto de importancia es la si-
tuación de los jóvenes en los centros 
reclusorios. En Honduras se diferencia 
entre los centros penales para adultos 
y los centros de internamiento para 
jóvenes infractores, es decir, quienes 
están entre los 12 y 18 años.

Con respecto del sistema penitencia-
rio hondureño, éste atraviesa una crisis 
profunda cuyos principales elementos 
son: el hacinamiento, el deterioro físi-
co de las instalaciones, la insuficiencia 
de recursos humanos y materiales y, la 
violencia en contra de los privados de 
libertad. Los jóvenes vinculados a pan-
dillas padecen condiciones particula-
res de encierro, caracterizadas por el 
aislamiento físico, el hacinamiento crí-
tico y la intensificación de las privacio-
nes de derechos. Tales circunstancias 
fueron recientemente constatadas por 
la misión conjunta entre la Organiza-
ción de Estados Americanos (OEA) y 
el UNICEF.60 

• El Código Penal hondureño –ar-
tículo 43- dispone que las perso-
nas menores de 21 años deben 
ser mantenidas en centros propios 
o, en secciones especiales, den-
tro de los penales de adultos. En 
la práctica, ninguno de los cen-
tros penales del país respeta este 
mandato. 

• El Estado, en tanto responsable 
de los centros de detención y de 
los centros penales del país, tiene 
una posición de garante de las 
personas privadas de libertad, 
estando obligado a respetar y ga-
rantizar su vida e integridad. Des-
graciadamente los datos muestran 
que la realidad no concuerda. 
Durante el año 2004, 146 per-
sonas murieron violentamente y 
5 desaparecieron, dentro de los 
centros penales del país.61

• Ya este tema tenía, como antece-
dente, la muerte de 69 individuos 
en la Granja Penal de la Ceiba, 
en abril del año 2003. Estas 
muertes representan la culmina-
ción de una trayectoria de violen-
cia creciente dentro de los centros 
penales.62

60  Comisión Interamericana de DDHH, UNICEF, Comunicado de prensa conjunto, Tegucigalpa, 
4/12/04. 

61  Datos facilitados por el Equipo de Reflexión, Investigación y Comunicación de la compañía de 
Jesús en Honduras.

62  En la masacre del Porvenir murieron 65 pandilleros, en el incendio de San Pedro Sula murieron 
105 personas.
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• El Estado ha renunciado a la ejecu-
ción de políticas resocializadoras o 
educativas dentro de los centros pe-
nales. Más aún, el tratamiento peni-
tenciario, conforme con una valora-
ción científica y periódica de la per-
sonalidad del privado de libertad, 
no es ejecutado comprometiéndose 
con ello las posibilidades reales de 
integración de los jóvenes.

3. El marco jurídico

El menor, en cuanto individuo, disfruta 
de todos los derechos de la personali-
dad y de la nacionalidad. Igualmente 
han sido promulgadas una serie de dis-
posiciones específicas para garantizar 
su integridad y desarrollo. Las normas 
básicas de este segmento de la pobla-

ción son: la Constitución Política, la 
Convención Mundial de los Derechos 
del Niño y el Código de la Niñez y 
Adolescencia.63 Conforme con la legis-
lación penal hondureña, los menores 
de 12 años son inimputables (artículo 
23 Código Penal64; artículo 180 Códi-
go de Niñez y Adolescencia65 (CNI). 

La responsabilidad penal por ilícitos 
cometidos por menores de entre 12 
y 18 años, solo podrá ser deducida 
conforme con las disposiciones del 
Código de la Niñez y la Adolescen-
cia (Art. 180 CNI). 

El conocimiento de los citados ilícitos 
pertenecerá a la jurisdicción especial 
de los juzgados de la niñez (Art. 181 
CNI).

63  Las leyes de protección de la infancia son de orden público, lo que obliga a todos los sectores a 
protegerlos y, particularmente al Estado- 119 Constitución Hondureña (CH, en lo que sigue), Art. 1 
y 6 Código de la niñez y la infancia (CNI, en lo que sigue); Art. 19 Convención Interamericana de 
los Derechos Humanos.
El reconocimiento de un amplia catálogo de derechos, enumerados de forma ilustrativa en el 
artículo 11 del CN: el establecimiento de una serie de mecanismos de garantía específicas para 
la protección de las derechos de la infancia y la juventud. Así, institucionales: la ley establecerá la 
jurisdicción y los tribunales que conocerán de los asuntos de familia y menores. 122 CH.
Creación de la fiscalía de la niñez, especializada en la defensa de los menores.
La creación del Instituto Nacional Hondureño de la Niñez y la Adolescencia.
Creación de una jurisdicción exclusiva de los jueces para el enjuiciamiento de los ilícitos cometidos 
por menores. Art. 181 código de la niñez.
Procesales: aplicación de los principios de preferencia en las actuaciones administrativas- 10 CI.- 
confidencialidad- 85 y 86 CI

 Legales: se han establecido una serie de garantías legales especificas para garantizar los derechos 
de la infancia principalmente a través de la creación de ilícitos penales o administrativos específi-
cos, como el maltrato. 

64  Código Penal, CP, en lo que sigue.
65 Código de la Niñez y la Infancia, CNI en lo que sigue.

 



ARMAS, VIOLENCIA Y JUVENTUD228

Las conductas de los menores -de esa 
edad- no podrán generar responsabi-
lidad penal (Art. 180 CNI). 

Los jóvenes, de entre 18 y 21 años, 
aunque serán sometidos a la jurisdic-
ción penal ordinaria, se beneficiarán 
de la atenuación de responsabilidad 
penal, hasta los 21 años, reconocida 
por el CP (Art. 26).

El principio de legalidad penal se 
concreta, dentro de la jurisdicción de 
menores, en los siguientes preceptos:

• Descripción de los tipos penales. 
El Código Penal constituye la prin-
cipal herramienta para la tipifica-
ción de conductas, y ahí se tipifi-
can, entre otros: los delitos contra 
la vida y la integridad corporal, 
los delitos contra el honor, los de-
litos contra la salud.66 

A la hora de tratar la violencia mani-
festada en torno al fenómeno de pan-
dillas, hay dos normas fundamentales:

o La Ley de Policía y Conviven-
cia Ciudadana de la que se 
ha señalado -con acierto- que 
manifiesta la percepción del 
Estado sobre los jóvenes en 
maras y las actividades par-
ticulares que, según éste, de-
ben serles prohibidas.67 En di-
cha ley se tipifican conductas 
tales como la vagancia.68 

o La reforma del artículo 332 del 
Código Penal- llamada Ley An-
timaras69- se justifica a sí mis-
ma, en su motivación, por el 
gran número de delitos cometi-
dos por personas pertenecien-
tes a asociaciones ilícitas y a 
la escasa disuasión de una pe-
na demasiado benigna. En la 
práctica esta reforma agrava 
la pena por asociación ilícita 
-ya descrita en el Código Pe-
nal- y sancionada con prisión 
de 9 a12 años. Esta pena 
puede ser disminuida, en un 
tercio, si no se es un cabecilla. 

66  Véase: Código Penal Hondureño.
67 Eric et Aliter, Vol. III, pág. 232
68 Nota de la Editora: Las viejas leyes europeas, tanto del Medioevo como del período colonial, 

tipificaban como delito la vagancia, la mendicidad y otro tipo de situaciones que, no nece-
sariamente, iban acompañadas de hechos delictivos. Posteriormente esas situaciones fueron 
calificadas como contravenciones y su correspondiente pena de prisión fue cambiada a pena 
de multa. En general, el derecho penal moderno las ha eliminado, precisamente, porque no 
constituyen –per se- delitos. 

69  Decreto 117-2003, accesible en: http://www.congreso.gob.hn/PDF/CODIGOS/
HN1508200301.PDF publicado 15/08/03

70  Andino. Op Cit

http://www.congreso.gob.hn/PDF/CODIGOS/HN1508200301.PDF%20publicado%2015/08/03
http://www.congreso.gob.hn/PDF/CODIGOS/HN1508200301.PDF%20publicado%2015/08/03
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Esta reforma ha sido duramen-
te criticada a nivel doctrinal.70 
También, en su contra, se han 
presentado varios cuestiona-
mientos de constitucionalidad.

El Código de la Niñez y la Infancia 
describe una serie de medidas socio-
educativas para los niños infractores, 
entre ellas: orientación y apoyo socio-
familiar, amonestación, imposición de 
reglas de conducta, servicio comuni-
tario, reparación de daño, residencia 
obligatoria, libertad asistida, régimen 
de semilibertad e internamiento.71 Las 
mismas deben ser impuestas de con-
formidad con el principio de propor-
cionalidad y con las necesidades del 
niño y de la sociedad. Art. 189. No 
obstante, el internamiento constituirá 
una medida excepcional que sólo ven-
drá justificada en casos tasados.

Ley de Prevención, Rehabilitación y 
Reinserción de Jóvenes en Maras o 
Pandilla.

Esta ley fue aprobada el 31 de octubre 
del 2001 por el Congreso Nacional, 
según Decreto Número 141-2001, en-
trando en vigencia un mes después de 
la publicación en el diario oficial. Fue 
creada con la intención de establecer 
un enfoque integral sobre la situación 
de los jóvenes insertos en pandillas, re-
conociendo que el manejo de esta pro-

blemática requiere de la unificación de 
principios, visión y manejo de la pro-
blemática, tanto del Estado como de 
las entidades civiles y organizaciones 
preocupadas. 

La ley provee la creación de un ente 
coordinador de todas las acciones, 
partiendo de la iniciativa estatal. Des-
cribe funciones y atribuciones de las 
estructuras institucionales que se crea-
rán, como lo son el Consejo Nacional, 
la Comisión Coordinadora y la Secre-
taría Ejecutiva de donde, finalmente, 
se derivan los programas y proyectos. 
Otro de los productos de esta ley es el 
Programa Presidencial de Prevención, 
Rehabilitación y Reinserción Social. La 
ley se promulgó en el año 2001 pe-
ro, no fue sino hasta en el año 2003 
que se creó dicho programa y, hasta 
el año 2005, que se le asignó presu-
puesto del Estado. 

3.1. Marco institucional

Como efecto del surgimiento de la 
Convención de los Derechos del Niño 
y del Código de la Niñez y la Adoles-
cencia, la Junta Nacional de Bienestar 
Social, -que venía operando con una 
visión asistencialista bajo la Doctrina 
de la Situación Irregular expresada en 
la Ley de Jurisdicción de Menores-, ini-
ció la revisión de sus programas, así 
como su reconversión institucional en el 

71  Véase: Código de Niñez y Adolescencia, artículos 188-205.
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Instituto Hondureño de la Niñez y la Fa-
milia (IHNFA). Este se constituyó, legal-
mente, mediante el Decreto No. 199-
97 del 17 de diciembre de 1997.

Esta institución desarrolla su metodolo-
gía por intermedio de tres grandes pro-
gramas que son: Bienestar Familiar, 
Intervención y Protección Social y Ree-
ducación y Reinserción Social. Estos 
programas abarcan tres áreas básicas 
que son: la prevención, el tratamiento 
de menores en riesgo social y el trata-
miento de menores en conflicto con la 
ley. El IHNFA cuenta con complejos 
pedagógicos conocidos como Cen-
tros de Internamiento de Menores.72

La característica principal de los jó-
venes atendidos son: edades de 13 
a 18 años, procedentes -en su gran 
mayoría- de situaciones de pobreza 
y de pobreza extrema, de hogares 
desintegrados o disfuncionales, con 
carencias -en áreas académicas y de 
formación- en general. 

Esta situación ha sido constatada por 
la ya citada y reciente misión de la 
OEA: 

“En relación con las condiciones de 
detención observamos que a los de-
tenidos asociados con las ‘maras’ o 
‘pandillas’ se les da en general un 
trato caracterizado por el abando-
no, el hacinamiento, la falta de in-
fraestructura adecuada, de sanidad 
y de acceso a cuidados médicos y 
psicológicos, así como por la falta 
de supervisión judicial y de proyec-
tos específicos dirigidos a su rehabi-
litación”73.

En un muestreo realizado sobre los 
datos de los centros de la zona nor-
te74, en el 2005, el siguiente cuadro 
enlista los motivos -más frecuentes- de 
ingresos de jóvenes a centros cerra-
dos contando estos jóvenes, en su 
gran mayoría, con una medida cau-
telar de privación de libertad. 

72  Según el marco legal que rige al IHNFA, sus grandes objetivos estratégicos abarcan el estable-
cimiento de un sistema de medidas y servicios alternativos al internamiento de niñez y adoles-
centes por causas sociales; el impulso y apoyo de la participación ciudadana y la organización 
de la comunidad para construir un sistema de oportunidades para la niñez y la familia”

73  Comisión Interamericana de DDHH, UNICEF, Comunicado de prensa conjunto, Tegucigalpa, 
4/12/04.

74 Centros penitenciarios juveniles: Complejo Pedagógico “El Carmen”, para varones, 100 jó-
venes. “Renaciendo” atiene a menos de 100 varones, con edades entre los 12 a 18 años. 
“Sagrado Corazón de Jesús”, mujeres entre las edades de 14 a 18 años, su población oscila 
entre 35-50 jóvenes. El centro semi abierto de “Jalteva” jóvenes varones, acoge una población 
aproximada de 30. La infraestructura física de estos centros da la impresión de abandono ya 
que se utiliza un 25% de toda el área, cada espacio que se deteriora se abandona y así se va 
emigrando a ocupar áreas o módulos que aún no están en deplorables condiciones. La situación 
ha sido constatada por una reciente misión de la Organización de Estados Americanos. 
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Cuadro Nº 6
Motivos más frecuentes de ingreso a 

centros penitenciarios
Motivo de ingreso Promedio

Robo 45
Asociación Ilícita 15
Potación Ilegal de Armas 10
Violación 5
Hurto 5
Trafico de Estupefacientes 3
Homicidio 3
Lesiones 3
Otros 11

Nota: Datos facilitados por el INHFA

Uno de los problemas a los que se 
enfrenta el sistema es que, la gran 
mayoría, son jóvenes que tienen me-
didas cautelares75, puesto que -casi 
nunca- son sujetos de juicios, lo que 
limita la definición de un verdadero 
proceso resocializador.76 

“Es importante tomar en cuenta que  
en estos centros se agudiza y masi-
fica el problema de las pandillas; en 

1997-1999 la frecuencia de jóve-
nes en dichos centros, era de hasta 
300 mensuales y en un 70 % eran 
miembros de pandillas. Esto trajo 
dos consecuencias, por un lado, se 
establecieron y fortalecieron fuertes 
lazos entre los miembros de las mis-
mas pandillas, y las peleas entre los 
miembros de pandillas opuestas. Y 
por otro lado, la mezcla de jóvenes 
con experiencia pandillera y jóvenes 
que venían de espacios rurales permi-
tieron que el fenómeno fuera exporta-
do hacia estos espacios”.77 

La “cultura” que se vive dentro de los 
centros de menores no es más que la 
reproducción de las situaciones que 
se presentan dentro de los centros 
penales de adultos. La violencia, al 
interior de los centros de menores in-
fractores, es permanente:

• Al menos 3 pandilleros han muer-
to -violentamente- desde 2003 
dentro de los centros de rehabilita-
ción, como resultado del enfrenta-
miento entre internos.

75  Según el Código de Niñez y Adolescencia, artículos 206 y 207, las medidas cautelares 
son: la orientación y apoyo socio-familiar, la imposición de reglas de conducta determinadas, 
residencia obligatoria, libertad asistida, semilibertad e internamiento.

76  Nota de la Editora: En América Latina la mayoría de la población penitenciaria está compues-
ta por presos sin condena, a pesar de la opinión consultiva que al respecto emitiera la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en 1987, como las normas mínimas para el tratamiento 
del delincuente. Al respecto, un estudio comprensivo es “El preso sin condena en América 
Latina” Elías Carranza y Eugenio Raúl Zafaroni, 1982.

77 Reeducación y Reinserción Social de IHNFA 
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• En algunos de estos centros se da, 
como práctica disciplinaria, el man-
tenimiento de celdas de castigo.

• Se registran continuas amenazas 
de los internos hacia el personal.78 
En los últimos años 3 profesionales 
del INFHA han muerto -en circuns-
tancias violentas- posiblemente 
relacionadas con su desempeño 
profesional79.

Para el primer trimestre del 2005, 
tanto el IHNFA como el Juzgado de 
letras segundo de la niñez (jurisdic-
ción en la región norte del país), han 
registrado un acumulado de 30 jó-
venes, a los cuales previamente se 
les aplicaban medidas cautelares de 
internamiento y actualmente se les 
han dictaminado medidas socioedu-
cativas. El beneficio está en que mu-
chos de estos jóvenes no necesitan 
del internamiento, y los costos para 
el Estado por cada joven durante un 
período de 30 a 60 días (que estipu-
lan las medidas cautelares) son altos. 
Esto también reduce las condiciones 
de hacinamiento en los centros de 
reclusión del Estado. Las medidas 
alternativas al internamiento implican 
una inserción inmediata del joven a 
su ambiente y/o comunidad, acom-
pañadas de un seguimiento tanto de 

técnicos educadores como de visitas 
regulares a la oficina de trabajo so-
cial del Juzgado, lo que favorece la 
reinserción a la vida cotidiana del 
joven pero con cierta vigilancia.

Podemos señalar que hay una presen-
cia institucional importante con rela-
ción a la niñez en el país. Sin embar-
go, una de las mayores debilidades, 
es que no hay un trabajo de coordi-
nación institucional y no se sistemati-
za la información disponible. En otras 
jurisdicciones como Santa Bárbara o 
Cortés, no hay juzgados de la Niñez 
aunque, en dichos lugares, los juzga-
dos de adultos atienden estos casos. 

Al lado del panorama descrito debe 
agregarse que los operadores de 
justicia resienten la falta de moderni-
zación. En efecto, ni siquiera tienen 
acceso a tecnología básica y, mucho 
menos, tienen al trabajo en redes ni 
a Internet, para poder coordinar entre 
ellos y ser más expeditos en su comuni-
cación. Por otro lado, el Código de la 
Niñez y la Adolescencia deja al des-
cubierto algunos vacíos importantes, lo 
que debería abrir un espacio de diálo-
go que permita la revisión del sistema 
para hacerle los cambios pertinentes. 
Por ejemplo, para abordar la situación 
de los jóvenes privados de libertad, 

78  Datos facilitados por personal de IHNFA
79  Ibidem
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según lo contempla el capítulo tercero 
del citado Código, aún no existe una 
estructura de programas ni de instan-
cias estatales que den respuesta a la 
letra de la ley. Otro ejemplo es que no 
existe un manual de procedimientos 
para la debida aplicación del mismo 
Código. En conclusión, su promulga-
ción no ha producido, aún, los resulta-
dos esperados. La carencia del desa-
rrollo de doctrina y de jurisprudencia, 
así como de manuales administrativos 
que coadyuven en el avance de la 
aplicación de esta valiosa herramienta 
jurídica produce, en última instancia, 
la negación del sistema mismo que se 
quiere aplicar. 

Otro aspecto importante a tomar en 
cuenta es que, sobre la base de la ex-
periencia, los jueces de niñez no con-
sideran que las políticas de represión 
-como la ya reiterada reforma del Có-
digo Penal, artículo 332- sean efecti-
vas. En efecto, estas políticas no han 
logrado bajar, por sí mismas, la inci-
dencia de violencia sino, que, por el 
contrario, la han aumentado, ya que 
dentro del sistema no existen escapes 
que le permitan al juez la utilización 
de medidas alternativas a la prisión, 
que puede apoyar el incremento de 
una mayor comprensión en el trabajo 
y de los procesos.

Es importante señalar, también, que 
los jueces de niñez puntualizan que 
el problema de infractores menores 
de edad se ha sobredimensionado, 

porque la incidencia de crímenes de 
los mismos -con relación a los adultos- 
es mínima y, los mayores índices de 
delitos se enmarcan en el robo, hurto, 
posesión de armas y droga; en menor 
frecuencia, la asociación ilícita y los 
que tienen que ver con violaciones, 
homicidios y lesiones es muy bajo.

Por otro lado es interesante observar 
lo sucedido después de la entrada 
en vigencia de la reforma del artículo 
332 del Código Penal. En efecto, en-
tre el 14 de agosto del 2003 y el 30 
de abril del 2004, la policía -bajo 
la supervisión del Ministerio Público- 
capturó a 1.533 personas mayores 
de 18 años: 404 han sido puestas en 
libertad; 1.201 fueron remitidas a los 
juzgados; 608 personas fueron obje-
to de decretos de prisión preventiva 
y 236, de otras medidas cautelares; 
306 personas han quedado libres por 
sobreseimiento y 51 personas fueron 
puestas en libertad. 

Esto ha significado un incremento de 
trabajo para el sistema judicial: la Fis-
calía se encuentra saturada de cau-
sas; existen 235 defensores públicos 
y cada uno lleva diez procesos sema-
nales en el juzgado y 5 juicios orales 
relacionados con “mareros”. Durante 
el 2003, el 14% de las acusaciones 
-en los juzgados capitalinos- lo fue-
ron contra supuestos pandilleros. Ello 
ha provocado serios problemas al 
sistema: se deslegitima el Ministerio 
Público como ente estratégico -que 
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coadyuva al sistema de aplicación 
de justicia- ya que las personas no lo 
ven como una alternativa viable para 
aportar pruebas y la policía, por otro 
lado, atribuye la mayoría de reinci-
dencias -en la comisión de delitos- a 
los errores que la Fiscalía y los jueces 
cometen en el proceso. A todo lo an-
terior se une la gestión policial que no 
discrimina entre miembros de maras 
activos y aquellos en proceso de rein-
serción social.

El Programa Nacional de Prevención, 
Rehabilitación y Reinserción Social de 
Personas Integrantes de Maras y Pan-
dillas (PNPRRS) es una unidad des-
concentrada de la Presidencia de la 
República que coordinará, fortalecerá 
y dará coherencia a la ejecución de 
los programas, proyectos y acciones 
en este campo.

Se inicia desde el 1 de abril de 2004 
y tiene su fundamento en la Ley para 
la Prevención, Rehabilitación y Rein-
serción Social de Personas Integran-
tes de Maras y Pandillas, aprobada 
el 31 de octubre del 2001, ya cita-
da. Su mandato es fortalecer, consoli-
dar y ampliar las iniciativas guberna-
mentales y no gubernamentales que 
se están desarrollando en la materia, 

previa evaluación de su eficiencia y 
eficacia80. 

El PNPRRS dio comienzo, por decisión 
presidencial, con un equipo profesio-
nal mínimo integrado por un psicólogo, 
una socióloga y una secretaria. Entre 
las principales tareas de este equipo 
han estado las de formular un diag-
nóstico de la situación actual de las 
pandillas, elaborar una propuesta de 
reglamento de la ley, agilizar la con-
solidación de una estructura directiva y 
operativa del Programa, elaborar una 
propuesta de presupuesto -para ser in-
corporado en el Presupuesto Nacional 
de la República para el año 2005- 
formular, con los principales actores 
gubernamentales y no gubernamenta-
les, un plan operativo del Programa, 
buscar financiamiento y promover una 
atención más efectiva para las y los jó-
venes provenientes de pandillas sobre 
una base científica, humanista y meto-
dológicamente apropiada. 

Según sus funcionarios el PNPRRS 
debe tomar, como su principal prio-
ridad de trabajo, la prevención del 
delito, de la violencia (incluyendo la 
trasmitida por los medios de comuni-
cación social) y de las causas que la 
originan, así como el uso de drogas 

80 Es importante anotar que es una ley que no se ha desarrollado por la falta de voluntad política 
del actual gobierno, ya que en esencia contraviene los conceptos de cero tolerancia que se 
han manejado y esta actitud ha sido muy criticada por varios sectores de la sociedad civil.
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lícitas (alcohol y tabaco) e ilícitas (ma-
rihuana, coca, crack...), cuyos princi-
pales víctimas son los jóvenes. Estas 
prioridades de trabajo deben ser con-
sideradas como factores protectores 
de la infancia y de la juventud y ser 
tratados bajo un enfoque interdiscipli-
nario, integral y comunitario, de gé-
nero y multi-racial.

Según la exposición de motivos que 
indujo la formulación y aprobación de 
la ley en que se fundamenta el PNP-
RRS y, conforme con las investigacio-
nes sobre pandillas y violencia juvenil 
realizadas durante los años 2000 y 
2001 por el Programa Nacional Inte-
rinstitucional para trabajar el tema de 
maras, el 77% de los miembros de 
pandillas ingresó a las mismas antes 
de los 15 años y, el 97,8% del total 
de pandilleros se encuentra entre los 
12 y los 25 años de edad.81 Esto, lo 
que nos señala, es que estamos ante 
un fenómeno cuyo principales protago-
nistas son niños y niñas y jóvenes82 y 

que afecta -profundamente- la vida dia-
ria de la ciudadanía, ocupando gran 
parte de la atención de los medios de 
comunicación masiva, a la opinión pú-
blica, a los operadores de justicia y a 
los organismos internacionales.

Abordaje desde la sociedad civil

La mayor parte de las instituciones no 
gubernamentales que trabajan en la 
prevención, la rehabilitación y la rein-
serción social de las personas vincula-
das con pandillas, están insertas en la 
Coordinación Interinstitucional Hondu-
reña sobre Adicciones (Red-CIHSA), la 
cual está adscrita al IHADFA. Se trata 
de un foro en donde convergen las or-
ganizaciones privadas y públicas que 
trabajan el problema de las adicciones 
a las drogas (tabaco y estupefacientes) 
dentro del cual está inmerso, a su vez, 
el mundo de las pandillas. 

Actualmente la Red-CIHSA83 cuenta 
con una membresía de aproximada-

81  Ley para la Prevención, Rehabilitación y Reinserción Social de Personas Vinculadas a Maras y 
Pandillas. Diario Oficial La Gaceta, Tegucigalpa, Honduras, 2001.

82 En Honduras, niñez son aquellas personas menores de 18 años y jóvenes es aquella población 
entre 18 y de 25 años.

83  Entre las instituciones que conforman CIHSA están: Alternativas y Oportunidades; Asociación Com-
partir; Casa Alianza; Centro de Rehabilitación del Paciente Alcohólico (CEREPA); Consejo Nacional 
contra el Narcotráfico; Secretaría de Salud: Control de Drogas y Departamento de Salud Mental; 
Policía Comunitaria: Unidad de Prevención de Pandillas y Resistencia a las Drogas (DARE); Embaja-
da de Estados Unidos de América, Sección de Cultura e Información; El Buen Pastor ( ARAD); FUN-
DAR; Hogar Diamante; Hogar del Alcohólico; Instituto Hondureño de la Niñez y la Familia (IHNFA); 
Ministerio de Cárceles, Proyecto Victoria; Hogares Crea; , Calidad de Vida; Patronato Nacional 
de la Infancia; PRIDE de Honduras; Rehabilitación del Marginado (REMAR); Asociación Levántate; 
Casa Asti; Médicos Sin Fronteras; Fundación de Desarrollo Nacional (FUDENA); XIBALBA; Centro 
de Vida; FODEP-Seguridad Ciudadana; Nuestros Pequeños Hermanos; I.N.E.S. 
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mente 30 organizaciones, con objeti-
vos, plan de acción, metas y evalua-
ciones periódicas de sus actividades. 
La sede está localizada en la ciudad 
de Tegucigalpa, con la posibilidad 
de crear filiales en otros municipios 
que cuentan con organizaciones que 
trabajen con este problema y que es-
tén dispuestas a integrar dicha red.

La sociedad civil tiene su propio proce-
so para enfrentar la violencia juvenil. 
De ahí parten hacia la prevención y 
erradicación de diversas manifestacio-
nes. Una de las manifestaciones de la 
violencia juvenil lo es el flagelo de la 
drogadicción. Algunas de estas orga-
nizaciones disponen de programas de 
internamiento, tales como el Proyecto 
Victoria, los Hogares Crea o Remar, 
que tienen prácticas metodológicas 
validadas y extendidas en el nivel inter-
nacional -desde hace muchos años- en 
una gran cantidad de países. No obs-
tante, se sigue señalando que -parte 
de los problemas- consiste en la disper-
sión de las iniciativas, a veces sin una 
lógica orgánica que las aglutine y que 
les permita definir un rumbo en común 
y con metodologías uniformes.

En las dimensiones de la reinserción 
social existen iniciativas muy creati-
vas, tal y como sucede con JHA-JA, así 
como con la Pastoral Social de Cha-
melecón o Xibalbá, entre otros. Estas 
estructuras experimentan e innovan con 
pequeñas empresas de multi-servicios, 
de construcción o de pequeñas coope-

rativas para el comercio, entre otras, 
buscando generar oportunidades para 
la población que tiene entusiasmo de 
trabajar, sentirse importante y rehacer 
su vida; pero, por el tatuaje que portan 
y, por su anterior trayectoria delictiva 
tienen -generalmente- las puertas del 
empleo cerradas.

De acuerdo con personeros de JHA-JA y 
la Pastoral Social los obstáculos que las 
y los jóvenes enfrentan para desarrollar 
su trabajo, se resume así:

“¿Por qué debemos dejar a un  la-
do la ‘marafobia’ y aplicarle la ley 
al que lo merece? Porque si tratamos 
de eliminar a todos los mareros por 
los medios violentos tendremos que 
matar o meter presos a 70.000 jó-
venes integrantes de maras, y destruir 
la vida de unos 12.000 rehabilitados 
que actualmente han dejado el mal 
camino. Es necesario combatir las 
maras con dos armas: la fuerza de 
la ley,  para los que no dejan el mal 
camino y la mano extendida para los 
que quieren rehacer su vida y ser per-
sonas normales.”

La Fundación Unidos por la Vida es 
otro referente obligado, en el nivel na-
cional respecto del tema de pandillas. 
Ésta tiene como objetivos: desarrollar 
centros profesionales de rehabilitación 
orientados a recuperar a los jóvenes; 
promocionar campañas de concien-
tización; promover estudios de inves-
tigación sociopolítica y psicológica; 
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realizar foros; crear bolsas de trabajo 
para las y los jóvenes que se rehabi-
liten en esos centros; consolidar un 
proceso de mediación y resolución 
de conflictos entre pandillas, así como 
otros objetivos que incidan en la situa-
ción de violencia.

***

CONCLUSIONES

La juventud está siendo criminalizada 
por lo que es, más que por lo que ha-
ce. La nueva ley de Honduras hace 
que -el pertenecer a una pandilla- sea 
un crimen castigable hasta con 12 
años de prisión. Tener un tatuaje, con 
el símbolo de una pandilla, puede ser 
suficiente para ser llevado a la cárcel.

Cualquier manifestación de violencia 
en Honduras está siendo, en adición, 
alimentada por una situación de des-
orden y de falta de capacidad insti-
tucional, por lo que dicha violencia 
se ha convertido en un problema que 
afecta todos los niveles de la convi-
vencia social de los hondureños.

El trasiego de armas y de drogas, por 
la vía de los corredores hondureños, 
así como la disponibilidad constante 
y abundante de dichas armas y dro-
gas en las comunidades, constituyen 
un problema de fondo que debe ser 
atacado con urgencia. Sin embargo, 
no pareciera existir voluntad para in-
cidir en su control.

En síntesis, Honduras es un país en 
donde diferentes factores estimulan la 
tenencia, portación y uso de armas 
de fuego, debido a múltiples causas, 
tales como:

• la abundancia de armas, 

• los factores socioculturales, ya 
descritos y, también, 

• la escasez de políticas estatales 
de control.

Hay que destacar que, en Honduras, 
se vive una situación de fuerte crimi-
nalidad de la que la juventud es la 
principal víctima: se ve abocada a 
la violencia y, es también, su víctima. 
Socialmente, se ha producido una 
identificación -tácita- entre juventud y 
violencia.

El fenómeno de las pandillas ha sido 
sobredimensionado y existen amplias 
divergencias entre el sector oficial y 
las representaciones independientes. 
No obstante, esto repercute en el in-
cremento de la percepción de inse-
guridad que tiene la población hon-
dureña. Las pandillas han incidido 
en la situación de la violencia juvenil 
y expresan, de alguna manera, una 
lógica evolutiva. En un primer momen-
to muestran una manifestación juvenil 
de rebeldía reflejada en modas y 
formas de expresión particulares; en 
un segundo momento, presentan una 
articulación y unificación de la con-
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ducta de los grupos de los excluidos 
socialmente y la falta de entendimiento 
de las autoridades gubernamentales y, 
en un tercer momento, -como produc-
to de las leyes de “mano dura”- se ha 
tergiversado, en cierta forma, tanto la 
atención como la intención del Estado, 
alienando la complejidad del tema a 
la relación con casos específicos de 
jóvenes vinculados al crimen organiza-
do y bandas armadas. Esto invisibiliza 
tanto la naturaleza, como las diversas 
facetas, de este fenómeno.

Desde el punto de vista jurídico, el or-
denamiento hondureño diseñó un mar-
co de protección legal e institucional 
insuficiente; como se interpreta, en la 
práctica, la legislación más bien ha 
marcado una fuerte tendencia repre-
siva. Esto incluye, entre otras, modifi-
caciones recientes del ordenamiento 
jurídico con el fin de recortar las ga-
rantías del Estado de Derecho, lo cual 
se hace evidente, por ejemplo, en la 
reforma al Código Penal y la incorpo-
ración del artículo 332 ya analizado. 
También, en los problemas que se 
han producido en el desarrollo de un 
marco resocializador adecuado.

En el nivel político el Estado ha con-
centrado sus esfuerzos -materiales y 
publicitarios- en la aplicación de ini-
ciativas, de talante represivo, las cua-
les están siendo ejecutadas desde el 
Ministerio de Seguridad y continúan, 
pese a los permanentes llamados he-
chos desde la sociedad civil y las ins-

tituciones internacionales, de abogar 
por el respeto y la protección de los 
derechos humanos. La rehabilitación 
ha quedado postergada, tal y como 
lo manifiestan diferentes cuestiones:

• La situación general de violencia y 
deterioro dentro del sistema peni-
tenciario.

• El incumplimiento de determina-
dos preceptos legales tendentes 
a garantizar los derechos y abrir 
reales posibilidades de resociali-
zación de los jóvenes en conflicto 
con la ley: separación de presos 
jóvenes, tratamiento integral y se-
paración por categorías, inexis-
tencia de recursos dedicados a la 
educación dentro de los centros 
penales.

• La situación de los complejos pe-
dagógicos del IHNFA, que no es 
mucho mejor: en la actualidad los 
centros presentan un fuerte dete-
rioro físico, importantes carencias 
en el personal y una situación de 
violencia permanente, que imposi-
bilita la ejecución satisfactoria de 
las medidas de reinserción previs-
tas en la ley.

De igual modo, el Estado tampoco ha 
sido capaz de asegurar el funciona-
miento eficaz de las garantías repa-
radoras en el caso de violaciones de 
los derechos de la juventud. Dentro 
de un marco general de impunidad 
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penal resultan particularmente preocu-
pantes:

• La insuficiente respuesta para in-
vestigar y clarificar las circunstan-
cias de la ola de homicidios vio-
lentos en perjuicio de jóvenes.

• La ausencia de respuesta oportu-
na, a la violencia, dentro de los 
centros de reclusión del Estado 
como, por ejemplo, el caso de las 
masacres en las penitenciarías de 
El Porvenir y de San Pedro Sula.

El tema se ha politizado y ha sido in-
corporado, dentro de las plataformas 

políticas, debido a la ausencia de 
una articulación y de propuestas in-
tegrales que fortalezcan los lazos de 
convivencia y de gobernabilidad en 
las comunidades por lo que, a futuro, 
la imagen no es alentadora.

Hay iniciativas que están haciendo la 
diferencia en este sentido como, por 
ejemplo, los trabajos sobre Goberna-
bilidad Comunitaria para Prevención 
de Violencia desarrollados por JHA-JA 
y por Xibalbá, que consisten en trabajo 
directo con jóvenes que han tenido ex-
periencia de drogas y de pandilla, ta-
les como los proyectos Victoria, Remar, 
Pastoral Penitenciaria y Paz y Justicia.
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Nicaragua
Mónica Zalaquett

Mónica Wheelock

INTRODUCCIÓN

La medición de la violencia en Nicaragua, al igual que en el resto de Centro-
américa, es una tarea compleja en el tanto en que existe un porcentaje des-
conocido de crímenes y delitos de los cuales la policía no tiene conocimiento 
y porque faltan investigaciones, reportes y avances tecnológicos investigativos 
sobre su perfil. 

Los esfuerzos realizados no presentan datos concluyentes, ya sea por lo com-
plejo que resulta la obtención de datos confiables sobre violencia -en un ámbito 
privado como la familia- como por el hecho que la violencia juvenil muchas ve-
ces no es reportada o aparece vinculada, en forma errónea, con el incremento 
del delito en general. 

Por otra parte, no se cuenta con un análisis profundo acerca de las causas y 
las consecuencias que permitan una mejor caracterización de los hechos vio-
lentos.

Estudios basados en una encuesta de opinión efectuada en más de mil hogares 
arroja, información en el sentido que, casi la mitad de los encuestados, sentía 
que “muchos” o la “gran mayoría” de adolescentes de su barrio estaban inte-
grados a pandillas. De acuerdo con los datos policiales, de los años 1990 al 
2002, el número de delitos pasó de 28 mil a casi cien mil, de los cuales la 
mitad eran delitos contra la propiedad y un 36% contra las personas.

NICARAGUA
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1. Los orígenes de la violencia y su 
impacto en la juventud

La raíz etimológica del término vio-
lencia remite al concepto de fuerza. 
A partir de esta primera aproxima-
ción semántica, podemos decir que 
la violencia implica el uso de fuerza 
para producir un daño. En un sentido 
amplio puede hablarse de violencia 
institucional, económica y social. En 
todos los casos, el uso de la fuerza, 
nos remite al poder. En sus múltiples 
manifestaciones, la violencia siempre 
es una forma de ejercicio del poder 
mediante el empleo de la fuerza (ya 
sea física, psicológica, económica, 
política) e implica la existencia de un 
arriba y un abajo, reales o simbóli-
cos que adoptan, habitualmente, la 
forma de roles complementarios: pa-
dre-hijo, hombre-mujer, joven-persona 
adulta mayor.

Para conceptualizar la violencia, son 
fundamentales los aportes y criterios 
del psiquiatra español, Luis Rojas1, 
quien concibe la violencia como el 
uso intencionado de la fuerza física en 
contra de un semejante, con el propó-
sito de herir, abusar, robar, humillar, 
dominar, ultrajar, torturar o causar la 
muerte. Es valioso también el enfoque 
de Diana Sanz2 quien describe la vio-
lencia como un producto multicausal 

apoyado en valores, creencias y mitos 
fuertemente arraigados en la socie-
dad.

Diversos autores coinciden en que el 
enfoque más apropiado para abor-
dar el tema es el modelo ecológico, 
que vincula el contexto más amplio 
de la violencia (macrosistema), con 
el que está constituido por la comu-
nidad más próxima (ecosistema), y el 
contexto más reducido compuesto por 
la red de vínculos más inmediatos a 
la persona (microsistema), entendien-
do el papel privilegiado de la familia 
en este nivel.

La psicóloga nicaragüense Nora Ha-
bed retoma, asimismo, las conside-
raciones que establecen la violencia 
como una conducta aprendida cuya 
matriz cultural es la respuesta sustituti-
va a una falta de diálogo social y/o 
familiar que genera frustraciones.

Este planteamiento también es funda-
mentado por la psicología cognitiva y 
conductista que habla de la conducta 
agresiva hostil hacia alguien con el 
fin de causarle daño. Así, se consi-
dera la violencia como una respuesta 
a un estímulo adverso: un insulto, un 
comportamiento arbitrario o una frus-
tración, comportamiento que, sin em-
bargo, puede ser influenciado por el 

1  Véase: Rojas, Luis. “Las semillas de la Violencia”, 1995
2  Véase: Sanz, Diana. “Violencia y Abuso en la Familia”, 1999
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aprendizaje, en tanto puede ser mo-
dificado, reforzado o debilitado por 
las nuevas experiencias adquiridas y 
por los estímulos ambientales.3

También se hace necesario distinguir 
a la persona violenta de la persona 
rebelde, en el sentido que esta última 
no proviene, necesariamente, de una 
historia personal violenta o de caren-
cias afectivas. Es más, algunas veces 
su rebelión es debida a una sensibi-
lidad particular frente a una situación 
que siente injusta no sólo consigo 
misma, sino también con los demás. 
El comportamiento rebelde puede 
también formar parte de una etapa 
transitoria del adolescente que se en-
cuentra en búsqueda de su identidad 
y autonomía. La rebelión no necesa-
riamente implica violencia. 

Por otra parte es un hecho ampliamen-
te demostrado que la violencia gene-
ra violencia. La teoría del aprendizaje 
social de Bandura4 confirma que se 
promueve el nivel de violencia, en la 
sociedad, incitando a las personas a 
ser agresivas, aunque sea sólo en la 

imaginación (por ejemplo, en los jue-
gos, la televisión, etc.). El aumento de 
violencia o de estímulos violentos fa-
cilita o refuerza este comportamiento. 
Por eso es importante la hipótesis que 
plantea que, la persona que perpetra 
violencia, probablemente proviene 
de un entorno social violento o de 
una historia personal violenta, aunque 
no se puede afirmar que, quien haya 
tenido una historia personal violenta, 
vaya a tener un comportamiento simi-
lar en el futuro.

Según la teoría del apego de Bowl-
by, el ser humano tiene una tendencia 
innata que lleva al individuo, en con-
diciones de vulnerabilidad, a buscar 
la cercanía protectora de otro indivi-
duo específico percibido como más 
fuerte, más experto y capaz de dar 
ayuda. En el ser humano, esta ten-
dencia natural lo lleva a estructurar 
sólidos vínculos afectivos con determi-
nadas personas que, si llegan a fallar 
o a faltar (incoherencia en la relación, 
ausencia, inconstancia, abandono, 
separaciones prolongadas), crea con-
secuencias en el desarrollo emocional 

3  Según el Psicoanálisis, la agresividad es una tendencia o complejo de tendencias que pasan 
a través de conductas reales o fantasiosas, con el objetivo de dañar a otro, de demolerlo, de 
obligarlo, de humillarlo. La agresión también puede asumir modalidades distintas a la acción 
motriz violenta y destructora. En la teoría freudiana todas las manifestaciones de agresividad 
tienen un carácter de autoagresión, considerándolas como misteriosas tendencias masoquistas 
del Yo que forman parte del instinto de muerte. Algunos autores psicoanalistas proponen el 
modelo frustración, agresividad, mientras que otros consideran los factores sociales como 
antecedentes del comportamiento agresivo. Véase: Dollar y otros. 1939 y Berkowitz, 1962; 
Feshbach, 1964.

4  Bandura, 1973.
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y afectivo de las relaciones, presentes 
y futuras. Aunque es particularmente 
evidente en la primera infancia, el 
comportamiento del apego caracteri-
za al ser humano desde la cuna hasta 
la tumba, pero son generalmente las 
primeras experiencias de relación, las 
que construyen en el individuo el con-
cepto de sí mismo y es que el perdura 
en el tiempo.

De hecho el niño, en la fase de de-
sarrollo, construye una cierta cantidad 
de modelos de sí mismo y de los otros, 
basados en las repetidas experiencias 
de relación. Estos modelos de “sí mis-
mo y de los otros” denominados por 
Bowlby como “modelos operativos 
internos”, son esquemas que se van 
configurando como modelos represen-
tativos, relativamente fijos, que el niño 
usa para predecir el mundo y poner-
se en relación con él. Un niño con un 
“apego seguro” almacenará un mode-
lo operativo interno de la otra persona 
que se ocupa de él, como alguien 
sensible, amoroso, confiable y, por 
consiguiente, interiorizará al mundo 
externo como protector. Por lo tanto, 
esto lo ayudará a formarse un con-
cepto positivo de sí mismo, capaz de 
ayudarse y de recibir ayuda, apenas 
surjan las dificultades. Además, desa-
rrollará la capacidad de entender los 
propios sentimientos y los de otros. 

En otros casos, los niños crecen con 
padres que no ofrecen tales condicio-
nes y, en esta situación, el niño refleja 

una angustia por la inseguridad en su 
relación con ellos, donde no siempre 
los siente disponibles. Este apego ines-
table se refleja en comportamientos 
ansiosos, inmaduros y que, en condi-
ciones de estrés, tienden a desarrollar 
síntomas neuróticos, depresiones, o 
fobias, así como que también puede 
producir un distanciamiento de toda 
la relación afectiva significativa, por 
un miedo inconsciente de sentirse re-
chazado.

Este “apego inseguro” lleva al niño 
a interiorizar el mundo externo como 
peligroso, en el cual las otras perso-
nas deberán ser tratadas con gran 
precaución. Por consiguiente, el con-
cepto de sí mismo que se formará se-
rá negativo.

Vemos, pues, como las experiencias 
de relación y de comunicación que 
se estructuran durante la infancia y 
la adolescencia, son las que cons-
truyen en el individuo el concepto de 
sí mismo y del “otro”, perdurando en 
el tiempo. Si en estos individuos los 
sentimientos negativos prevalecen por 
sobre los sentimientos de amor, los in-
teriorizan y se convertirán, por tanto, 
en personas que potencialmente ten-
derán a desarrollar su agresividad ha-
cia un mundo que no los supo amar ni 
entender. Al respecto la psicoanalista 
Alice Miller señala: “Los niños no tie-
nen prehistoria alguna en su camino, 
y su tolerancia frente a los padres no 
conoce límites. Cualquier crueldad 
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mental-consciente o inconsciente- de 
los padres, quedará gracias al amor 
del niño, a salvo de ser descubierta.” 

“Las miradas portadoras de prohibi-
ción o desprecio que el niño recibe 
pueden contribuir al surgimiento de 
serios trastornos en la edad adulta.” 
“Sólo puedo afirmar que todo niño 
pequeño necesita, como compañía 
a un ser humano empático y no do-
minante”.5

1.2. El contexto en Nicaragua

En Nicaragua todas las formas de vio-
lencia han aumentado en los últimos 
años. Si bien el país tiene los menores 
índices de suicidio, delitos graves y 
violencia juvenil del área centroame-
ricana, y uno de los más bajos del 
mundo, el crecimiento en los indica-
dores de las diversas manifestaciones 
de violencia, especialmente de la 
violencia intrafamiliar y juvenil desde 
1990, es alarmante.

El problema de la violencia juvenil no 
se ha vinculado adecuadamente con 
la crisis social que enfrenta el país. Un 
enfoque apropiado es el de Bernardo 
Klisksberg, del Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID), quien establece 
una correlación entre las condiciones 
de pobreza, marginalidad, exclusión 
social y violencia. “La pobreza mina 

y destruye las bases de la constitución 
y permanencia de las familias sóli-
das, porque las múltiples carencias 
y dificultades que genera tensan al 
máximo las posibilidades de supervi-
vencia y terminan destruyendo a mu-
chas familias” afirma Kliksberg.

Pero ello no significa que la violen-
cia sea privativa de los sectores más 
empobrecidos de la sociedad y no 
debe excusar la tendencia actual a 
criminalizar la pobreza. Es un error 
afirmar que el hecho de ser joven, 
desempleado y pobre supone una 
tendencia a actuar criminalmente. Es-
ta creencia, apreciada fácilmente en 
el tratamiento que se brinda a la vio-
lencia juvenil en los medios de comu-
nicación en Nicaragua, se ha conver-
tido en un aliciente para la violencia 
misma. La cantidad de epítetos ofen-
sivos como “vago”, “tamal”, “lacra”, 
“parásito” entre otros, cuyo uso se ha 
extendido en la sociedad para desig-
nar a los adolescentes que visten de 
acuerdo a cierta moda, con el uso de 
pantalones flojos, aretes y tatuajes, 
alientan el enojo de los jóvenes dis-
criminados socialmente y promueven 
una autoimagen negativa en amplios 
sectores sociales.

Tal y como, en la guerra de la déca-
da pasada, en Nicaragua se tendía 
a sospechar del campesinado y se 

5  Alice Miller. Por tu propio Bien. Tusquets Editores. Página 20.



ARMAS, VIOLENCIA Y JUVENTUD248

acusaba de “contras”6 a los pobla-
dores de las apartadas zonas rurales, 
ahora ser joven de escasos recursos 
constituye el peligro de caer en la sos-
pecha de ser un delincuente. 

Por otra parte, esta estigmatización di-
ficulta los procesos de reconciliación 
y desmovilización de las pandillas. La 
reinserción social de los jóvenes se 
vuelve mucho más compleja cuando 
se trata de desmontar una creencia 
social tan extendida. Por eso es de 
suma importancia cambiar el uso de 
calificativos despectivos por un trato 
respetuoso que incluya el uso de tér-
minos tales como “jóvenes en riesgo” 
o “que necesitan apoyo”.

El fenómeno de la estigmatización so-
cial nos indica la necesidad de com-
prender adecuadamente el problema 
de las pandillas en Nicaragua. La pan-
dilla le proporciona a los jóvenes ex-
cluidos de las posibilidades de trabajo 
y estudio y, necesitados de un sentido 
de pertenencia grupal, la oportunidad 
de encontrarse con otros jóvenes con 
quienes comparten el mismo proble-
ma. En estos grupos, que no siempre 
operan violentamente, los jóvenes 
desahogan su inconformidad por los 
problemas familiares y económicos, se 

acompañan y se apoyan. La pandilla 
les brinda una sensación de fuerza que 
restituye un mal entendido concepto de 
virilidad, afectado por el desempleo, la 
falta de recursos y la exclusión social. 
El hecho de intimidar a otras personas 
y, exhibir comportamientos violentos, 
les permite experimentar una sensación 
de poder que aparece como compen-
sación de otras carencias, económicas 
o afectivas. 

En Nicaragua, como en muchos otros 
países, la desocupación juvenil dupli-
ca y hasta triplica la tasa promedio 
de desocupación. Según análisis de 
diversos economistas, los desocupa-
dos tienden a abandonar del todo la 
búsqueda de trabajo, y su autovalía 
resulta muy dañada por tal situación. 
Cuando un joven busca trabajo y 
decide, luego de varios intentos, no 
volver a hacerlo para no sentirse más 
humillado, opta muchas veces por 
integrarse a una pandilla y protestar 
socialmente a través de la violencia. 

Los elevados índices de desempleo 
abierto que, en Nicaragua, afectan a 
más del 40% de la población econó-
micamente activa, han profundizado 
la frustración masculina y están reper-
cutiendo claramente en el aumento 

6  Nota de la Editora. “Contras” es el diminutivo que se utilizó para denominar a los miembros 
de la contrarrevolución nicaragüense, y quienes se enfrentaron por las armas al Gobierno 
Sandinista, durante la década de los ochenta.
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de la violencia intrafamiliar. Debe 
considerarse, además, la extrema po-
larización social que se ha desarrolla-
do en Nicaragua en los últimos años, 
reflejada en el hecho de que más del 
90% de la población vive con menos 
de dos dólares al día, según los datos 
de INTERVIDA, organismo consultor 
de Naciones Unidas.

El desempleo, como también la dis-
minución del ingreso masculino frente 
a un creciente ingreso femenino, tien-
den a alterar las relaciones de poder 
tradicionales y a poner en cuestión el 
sistema de valores de la cultura ma-
chista predominante. Esta crisis en el 
paradigma patriarcal está conducien-
do a un incremento descontrolado de 
la violencia hacia la mujer y hacia la 
niñez, dentro de la familia, el cual in-
cide directamente en el aumento de 
la violencia juvenil en las calles.

El rol más importante del varón en 
la sociedad patriarcal es el de tra-
bajador y proveedor de los recursos 
económicos para la familia. Si un 
hombre, adulto o joven, se encuentra 
desempleado y sin posibilidades de 
obtener trabajo, se lo tilda de “vago” 
en tanto ha fracasado en su rol de 
proveedor. La situación empeora, aún 
más, cuando la mujer es quien traba-
ja, pues muchos hombres experimen-
tan este cambio -en las relaciones de 

poder- con altos niveles de frustración 
e ira que descargan contra las muje-
res y los niños en la familia, o en el 
caso de los jóvenes, en la violencia 
callejera.

En este sentido, la violencia intrafami-
liar y la violencia social representan 
dos caras de una misma moneda. 
Pareciera que la crisis familiar está re-
percutiendo en la violencia en las ca-
lles pero, a su vez, los problemas de 
la familia están relacionados también 
con las decisiones macroeconómicas, 
el debilitamiento de las redes socia-
les, el encarecimiento del costo de la 
vida y otros problemas estructurales 
de la sociedad. 

Un aspecto medular, relacionado con 
la violencia juvenil, es el modelo au-
toritario de crianza, sea encabezado 
por hombres o por mujeres, dentro del 
hogar. Este modelo, que establece je-
rarquías en el trato familiar, promue-
ve el abuso de poder y el irrespeto 
cotidiano de los derechos humanos 
fundamentales.

En la cadena que establece como 
práctica el abuso de poder, los jóve-
nes que sufren violencia física, emo-
cional o incluso sexual por parte del 
padre, madre u otros adultos, tienden 
a descargarla contra personas meno-
res, jóvenes o niños en las calles.
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Cuadro Nº 1
Delitos de pandillas de manera general, II semestre 20047

Delitos/faltas II semestre /2004 II semestre/ 2003 Diferencia
Homicidio 5 2 +3

Homicidio Frustrado 0 2 -2

Abuso deshonesto 0 0 0
T. Homicidio 0 0 0
RCI 3 1 +2
RCIF 0 1 -1
RCV 0 -6 -6
Lesiones 15 39  -24
Daños 12 6 +6
Hurtos 0 7 -7
Amenazas 14 10 +4
Violación 2 1 +1
EPP 0 2 -2
A.A.A - 1 -1

Faltas Penales 19 19 -0

Total 70 97 -27

El perfil de los jóvenes violentos se 
relaciona también con el abandono, 
por parte de la figura paterna y la au-
sencia de las madres quienes, por su 
situación de pobreza y soledad, de-
ben dejar a sus hijos solos para salir a 
trabajar. Muchas veces ellas maltratan 
física o emocionalmente al hijo porque 
desahogan en él la rabia contra la pa-
reja que las abandonó o de la que re-
ciben maltrato. En la gran mayoría de 
los jóvenes que actúan violentamente 

se manifiesta mucho enojo hacia la fi-
gura del padre. En muchos de ellos, 
vinculados a pandillas, el problema 
de la relación conflictiva con el pa-
dre es una constante. Cuando tienen 
al padre en el hogar, con frecuencia 
son alcohólicos, violentos, y maltratan 
física, emocional y hasta sexualmente 
a la madre y a sus hijos. 

Desesperados por las condiciones de 
violencia intrafamiliar, muchos jóvenes 

7  Fuente: Dirección de Asuntos Juveniles. Policía Nacional
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sin posibilidades de estudiar, desem-
pleados y sin recursos, que se sienten 
además socialmente marginados, sa-
len a las calles a buscar compañía en 
otros jóvenes que enfrentan la misma 
situación. 

1.3. ¿Cómo operan las pandillas?

Las principales manifestaciones de la 
violencia juvenil están relacionadas con 
enfrentamientos callejeros entre grupos 
juveniles y pandillas, con uso de armas 
blancas como bayonetas, machetes, 
piedras, cuchillos y, en menor medida, 
con armas rudimentarias llamadas “he-
chizas”, pistolas o fusiles AK.

A partir de cualquier conflicto entre 
jóvenes de barrios aledaños, se van 
formando agrupaciones de “leales” a 
los bandos en pugna, que intervienen 
para ir a apedrear viviendas en el ba-
rrio considerado “enemigo”, asaltar a 
transeúntes o agredir a jóvenes habi-
tantes del mismo. Luego se producen 
las venganzas, que consisten en el 
mismo proceso a la inversa, desde los 
barrios atacados a los atacantes.

Los jóvenes utilizan un lenguaje común 
para entenderse, que incluye el de las 
personas sordomudas, que les resulta 
útil para comunicarse durante los en-
frentamientos en la distancia o cuan-
do son detenidos por la policía.

Las pandillas cometen frecuentemen-
te asaltos a mano armada con la 

finalidad de obtener dinero para el 
consumo de droga, para comprar 
alimentos o para el sostén familiar. 
También asaltan viviendas o comer-
cios para robar bienes o dinero. En 
muchos barrios existen los llamados 
“topes”, personas encargadas de co-
merciar los objetos robados por dro-
ga o dinero.

En muchos casos, jóvenes que nada 
tienen que ver con las pandillas de su 
barrio, son atacados en los buses o 
en las calles sólo por pertenecer a los 
barrios enemigos. Esto los presiona 
a integrarse a las pandillas para ser 
protegidos en sus comunidades por el 
resto de los muchachos. De este modo 
las pandillas van creciendo, también, 
como forma de autodefensa de las 
comunidades, especialmente de la 
juventud.

La violencia juvenil se manifiesta, ge-
neralmente, contra otros jóvenes de 
territorios considerados enemigos, 
en forma muchas veces arbitraria, 
basada en alguna vieja rencilla o 
enemistad, la cual se convierte en el 
pretexto para actos de agresión de 
envergadura. Las pandillas se divi-
den por barrios en donde, muchas 
veces, la comunidad los considera 
como una especie de “guardianes” 
que pueden protegerlos de otros 
ataques dado que, con frecuencia, 
la policía no acude en caso de pe-
netración o ataques a pedradas de 
otras pandillas. Con frecuencia los 
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adultos, a veces familiares de los 
jóvenes, estimulan a los jóvenes a 
combatir y les proporcionan armas o 
machetes para ello.

Además, los pleitos entre pandillas 
tienden a ser considerados como 

una forma de “diversión”, tanto por 
los jóvenes como por los adultos ha-
bitantes de la comunidad, quienes 
califican de “alegre” el hecho de que 
se arme un enfrentamiento, como si 
se tratara de presenciar una película 
violenta en la televisión.

No. Características de las armas ocupadas Cantidad
I Arma de fuego: 4

Rifle 3
Escopeta 1

II Armas hechizas: 49
Lanzamorteros 36

III Armas corto-punzantes: 186
Machetes 33
Navajas 20
Cuchillos 121
Puñal 5
Bayonetas 3
Desarmadores 4
Otros

IV Armas contundentes:

Llaves de copas 12
Tiradora 3

T.Gral 250

1.4. Las drogas y la violencia juvenil

Un aspecto estrechamente relaciona-
do con el incremento de la violencia 
juvenil es el tráfico y consumo de la 
droga que ha aumentado acelerada-
mente en los últimos años en Nicara-
gua. Una de las drogas más relacio-
nadas con los delitos es el crack o 
“piedra”, altamente adictiva, que se 

vende masivamente en expendios y 
pulperías de los barrios de la capi-
tal y de las principales ciudades del 
país.

El tráfico de drogas es un negocio 
que involucra, cada vez, a más fami-
lias, jóvenes e incluso niños, a quie-
nes se utiliza -con frecuencia- como 
“mulas” para traficar o esconder las 

Cuadro Nº 2
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drogas, exponiéndolos al peligro de 
ingerirlas accidentalmente, como ya 
ha ocurrido. 

En el medio de las dificultades de vi-
da que enfrenta la juventud, la droga 
se ha convertido en una especie de 
refugio emocional, de consumo ma-
sivo, entre los jóvenes que pertene-
cen a pandillas o a grupos juveniles, 
como también en las escuelas. Existe 
una enorme presión para su consumo, 
vinculada a una concepción de mas-
culinidad asociada al machismo por 
la cual, quienes se niegan a consumir-
las, son ridiculizados por el grupo o 
acusados de cobardes. 

Debe señalarse que el tráfico de dro-
gas se ha convertido también en un 
modo de sobrevivencia para muchas 
familias. Los grandes expendedores 
tienen redes de pequeños vendedores 
que subsisten gracias a este comer-
cio. Por ello cada vez hay más dro-
ga en las calles, en las escuelas, en 
las universidades y en los centros de 
recreación. La droga está teniendo 
un papel económico cada vez más 
importante en Nicaragua e involucra, 
crecientemente, a sectores que nunca 
antes se han relacionado con activi-
dades delictivas. 

Ante este problema, sigue existiendo 
una gran desinformación e ignoran-
cia respecto de qué son las drogas, 
qué efecto tienen sobre el organismo, 
por qué se consumen, cómo se produ-

ce la adicción y cómo enfrentarla. Las 
drogas constituyen, en la actualidad, 
un grave problema de salud pública 
entre los jóvenes, pero esto no ha si-
do reconocido por las autoridades de 
salud del país. Los jóvenes demandan 
crecientemente apoyo para superar 
las adicciones, pero existen limitadas 
posibilidades de atención y una au-
sencia de políticas públicas para en-
frentar el problema.

El Centro de Prevención de la Violen-
cia, CEPREV, uno de los organismos 
que ha logrado una intervención efec-
tiva en la prevención de la violencia y 
en la superación de adicciones en la 
juventud, plantea que el tratamiento 
más efectivo no es la internación de 
los jóvenes en centros especializados 
sino que, supone, una combinación 
de apoyo psicosocial, de educación, 
de organización comunitaria de au-
toayuda, de apoyo familiar y de tra-
bajo policial para eliminar o ir des-
alentando el expendio de droga en 
los barrios. 

2.  Dimensión de la violencia en Ni-
caragua

Existe un amplio consenso, entre la 
población, acerca del aumento de la 
inseguridad ciudadana. Se trata de 
un hecho reflejado, día a día, en los 
medios de comunicación debido al 
elevado porcentaje de delitos publi-
cados. Los datos policiales establecen 
que Nicaragua es el país más seguro 
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de Centroamérica, en comparación 
con situaciones extremas como las 
de El Salvador y Guatemala aunque 
reconocen, a la vez, que la violencia 
en Nicaragua se ha incrementado.

En recientes declaraciones al diario 
La Prensa, el 7 octubre del 2004, 
Aminta Granera, Inspectora General 
de la Policía Nacional, reconoce que 
“los datos policiales están muy por 
debajo de la realidad.”

Por ello, el Latinobarómetro8 de 1999, 
encuesta pública que mide, entre otras 
cosas, los aspectos de la victimización 
de la población urbana en diversos 
países del continente, resulta en otra 
fuente importante de medición, al es-
tablecer que Nicaragua tiene una tasa 
de victimización urbana del 35,7 %.

A su vez, el estudio realizado sobre 
el tema por Mauricio Rubio, estable-
ce indicadores claros del aumento de 
la inseguridad ciudadana durante los 
años 90. Entre 1990 y 1994, el nú-
mero total de denuncias aumentó en 
un 68% y, entre 1997 y 2001, este 
incremento fue del 43%. Las denun-
cias de abuso sexual se incrementaron 
en más del 250% entre 1990 y 1994 
y las de delitos juveniles crecieron en 

133% entre 1993 y 1999. Entre 
1995 y 2000 el 27% de los privados 
de libertad eran adolescentes y ya, 
en el 2001, este porcentaje se había 
incrementado a un 40%. Los delitos 
más comunes cometidos por adoles-
centes fueron robos, lesiones y daños 
a la propiedad privada. Los jóvenes 
entre 13 y 25 años de edad fueron 
responsables de más de la mitad de 
los asaltos sexuales.

Rubio señala cinco explicaciones del 
por qué, en términos de la llamada 
“criminalidad global”, la delincuen-
cia en Nicaragua ha aumentado en 
los últimos años. La primera es la ex-
plicación social y económica. Como 
es común en Centroamérica, este 
aumento de la violencia se debe a 
la continua crisis económica y social. 
La segunda tiene que ver con las re-
percusiones del conflicto armado de 
los años ochentas y, con el hecho de 
que un alto porcentaje de las armas 
cortas y de guerra, quedaron en ma-
nos de ex militares del ejército san-
dinista y de la contrarrevolución, lo 
que estimuló la creación de grupos o 
bandas armadas que fueron desmo-
vilizados, en todo el país, a fines de 
los años ochentas y principio de los 
noventas.

8  N.e. El Latinobarómetro es un estudio de opinión pública que se aplica en 18 países de la 
región, aborda diversas temáticas como el desarrollo de la democracia, situación económica, 
aplicando indicadores de opinión, actitudes, comportamientos y valores.
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La tercera explicación de Rubio es el 
efecto del narcotráfico. Hay una aso-
ciación entre el tráfico de drogas y la 
violencia en el sentido de que tienen 
un efecto “cadena”. Nicaragua es un 
lugar de transición entre América del 
Sur y Estados Unidos, y los criminales 
organizados pagan a los traficantes 
locales con la droga para la que és-
tos buscan compradores en el merca-
do local. La cuarta se relaciona con el 
incremento de las pandillas juveniles 
en toda la región centroamericana. 

La quinta explicación está vinculada 
con una falta de responsabilidad, por 
parte de las autoridades locales, res-
pecto de la seguridad. Históricamen-
te, el concepto de seguridad ciudada-
na ha sido extraño en el sistema de 
gobernabilidad. No ha sido ni compe-
tencia, ni responsabilidad, del Estado 
intervenir en los problemas de crimina-
lidad y de seguridad ciudadana.9

Las cifras reportadas por la Policía Na-
cional, de enero a agosto de 2004, 
registraron 8371 delitos contra las per-
sonas, de los cuales 5660 fueron le-
siones, 176 violaciones, 9 asesinatos 
y 83 homicidios dolosos, entre otros. 
En 2001 la Policía Nacional había 
identificado a 174 diferentes grupos 

juveniles, solamente en Managua, lo 
que representó un incremento del 25% 
desde 1999. Existen aproximadamen-
te 255 pandillas en el país, y casi 
5000 jóvenes involucrados. 

Este aumento en los indicadores de la 
violencia coincide con una grave cri-
sis en la estructura familiar tradicional, 
y con un deterioro de las condiciones 
económicas y sociales de vida. Los in-
gresos tienden a reducirse, cada vez 
más, dando lugar a una serie de pro-
blemas derivados de la situación de po-
breza creciente en todo el continente.

Un dato alarmante, relacionado con 
esta situación es que, a mitad de 
2004, se habían duplicado las muer-
tes por armas de fuego con relación 
a 2003, según declaró al diario La 
Prensa el comisionado Juan Ramón 
Gradiz quien, añadió, que uno de 
cada 17 nicaragüenses, mayor de 
16 años, posee un arma de fuego 
legal o ilegalmente.

En relación con los graves índices 
de violencia intrafamiliar, cabe se-
ñalar que la crianza violenta se ha 
convertido en un patrón de conducta 
juzgado como “normal” en muchos 
hogares, al extremo de que se con-

9  Es importante mencionar que en 2003 el Ministerio de Gobernación de Nicaragua creó el 
Programa Nacional de Seguridad Ciudadana el cual vino a romper con esta tradición, que 
se sumó a una serie de importantes iniciativas de otras instituciones gubernamentales y no 
gubernamentales.



ARMAS, VIOLENCIA Y JUVENTUD256

sidera improbable llevar otra forma 
de vida. Por ello, los niños y las ni-
ñas están creciendo bajo condicio-
nes de extrema inseguridad y, cada 
vez más, deben ingeniárselas para 
sobrevivir a la agresión de sus pro-
pios padres o parientes. Los datos 
policiales constatan que el sitio más 
inseguro para la vida y la integridad 
física, emocional y sexual de la ni-
ñez, en Nicaragua, son los propios 
hogares y que ésta es la forma de 
violencia que más ha venido cre-
ciendo en el país. (Francisco Bautis-
ta, “La Actuación Policial en Nicara-
gua”, 2004).

El Procurador de la Niñez, Carlos 
Emilio López declaró, en octubre del 
2004, al diario La Prensa que se co-
meten casi diez mil delitos por año 
contra niños/as y adolescentes en 
Nicaragua, principalmente por parte 
de familiares o vecinos. A su vez, la 
capitana Mercedes Báez, responsa-
ble de prensa de la policía de Ma-
nagua, expresó que el 80% de los 
6281 casos de lesiones reportados 
en el presente año, se dieron entre in-
tegrantes del mismo núcleo familiar.

Quizás, por ello, en el Informe sobre 
el Desarrollo Humano en Nicaragua, 

elaborado por el Programa de Nacio-
nes Unidas para el Desarrollo (PNUD), 
en el año 2004, los problemas de las 
relaciones familiares aparecen como 
más graves y trascendentes que la po-
breza económica, a pesar de que un 
reciente estudio de INTERVIDA señala 
que el 94,5% de los nicaragüenses 
viven con menos de dos dólares dia-
rios, según ya lo consignamos.

Con respecto a las instituciones educa-
tivas, el Ministerio de Educación, Cul-
tura y Deporte, en coordinación con la 
Universidad de Córdoba, en España, 
realizó un estudio piloto en agosto del 
2003, que demostraba que más de 
tres de cada cien estudiantes, de Ma-
nagua, aseguraba haber sido objeto 
de abusos sexuales por parte de un 
profesor mientras que otros cuatro de 
cada cien afirmaron haber sido abu-
sados por sus mismos compañeros de 
clase. Otros datos relevantes de este 
estudio, llamado Investigación sobre 
Niñez y Juventud en Riesgo, indican 
que el 20% de los estudiantes de se-
cundaria y, casi un 5% de primaria, 
dijo haber consumido drogas mientras 
que casi un 5% de ambos grupos, dijo 
haber traficado con estupefacientes. 
Igual porcentaje asegura pertenecer a 
una pandilla juvenil.10

10  Péres Solís, Roberto. Abuso sexual y drogas acechan en los colegios. LA PRENSA. 14 de Julio, 
2004.
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Es importante agregar que en cuanto a 
la categorización de la violencia juve-
nil a nivel nacional, durante el segun-
do semestre del año 2004 el departa-
mento de Managua se registró como 
el sector con mayor violencia, con 56 
grupos en alto riesgo, que tienen en to-
tal unos 847 miembros, todos varones 
entre los 15 y 27 años. Como grupos 
activos, es decir pandillas juveniles, 
en Managua se registraron 40 con 
un total de 726 miembros, también 
varones entre los 15 y 27 años. Hay 
que aclarar que las pandillas en Nica-
ragua no incluyen mujeres. En orden 
descendiente en cuanto a la existencia 
de pandillas juveniles, seguía a Mana-
gua el Departamento de Carazo con 
4 pandillas, Chontales con 3 y Chi-
nandega con 2.

3. Marco jurídico-institucional

Código de la Niñez y de la Adoles-
cencia

La Asamblea Nacional de Nicara-
gua y el presidente de la República, 
durante el año de 1998 pusieron en 
vigencia el Código de la Niñez y la 
Adolescencia, Ley No 287. Dicho Có-
digo regula la protección integral que 
la familia, la sociedad, el Estado y las 
instituciones privadas deben brindar a 
las niñas, niños y adolescentes.

El código considera como niña y niño 
a los que hubiesen cumplido 13 años 
de edad, y adolescente a los que se 

encuentren entre los 13 y los 18 años 
de edad, no cumplidos. Entre algunos 
de los fundamentos y principios del 
mismo se establece la prohibición a 
cualquier forma de discriminación, 
explotación, traslado ilícito dentro 
o fuera del país, violencia, maltrato 
físico, psíquico y sexual, tratamiento 
inhumano, aterrorizador, humillante, 
opresivo, trato cruel, atentado o ne-
gligencia por acción y omisión a sus 
derechos y libertades.

También se establece el deber de toda 
persona de velar por la dignidad de la 
niña, niño, y adolescentes, poniéndo-
los a salvo de cualquiera de las situa-
ciones anteriormente señaladas.

Es deber de la familia, la comunidad, 
la escuela, el Estado y la sociedad, en 
general, asegurar -con absoluta priori-
dad- el cumplimiento de los derechos y 
garantías de las niñas, niños y adoles-
centes referentes a la vida, la conviven-
cia familiar y comunitaria, la identidad, 
la nacionalidad, la salud, la alimen-
tación, la vivienda, la educación, el 
medio ambiente, el deporte, la recrea-
ción, la profesionalización, la cultura, 
la dignidad, el respeto y la libertad.

Es importante citar también el artículo 
70, que impone la prohibición -a los 
dueños de establecimiento o a cual-
quier persona- de vender armas de 
fuego, explosivos, navajas, cuchillos 
y cualquier objeto corto punzante a 
niñas, niños y adolescentes. Y luego, 
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en el artículo 218 se establece que, 
quien venda los productos y armas 
señalados, será sancionado guberna-
tivamente con multa de diez a veinte 
mil córdobas. 

Ley de Control y Regulación de Ar-
mas, Municiones, Explosivos y Otros 
Materiales Relacionados

Nicaragua es signataria de dos ins-
trumentos jurídicos internacionales en 
materia de armas de fuego: El Trata-
do Marco de Seguridad Democrática 
(TMSD) y la Convención Interamerica-
na contra la fabricación, comercio y 
tráfico ilícito de armas, municiones, 
explosivos y similares. En cuanto al 
TMSD, se trata de un instrumento jurí-
dico regional, creado dentro del seno 
del Sistema de Integración de Centro-
américa (SICA), y del que forman par-
te todos los países de la región, con 
excepción de Costa Rica y Panamá, 
en razón que son los 2 únicos países 
de la región que no tienen ejército. 
Este instrumento demanda, a los es-
tados parte, contribuir a consolidar la 
región como zona de paz, libertad, 
democracia y desarrollo y, específi-
camente, fortalecer la coordinación 
para luchar contra la delincuencia y 
las amenazas a la seguridad demo-
crática, entre ellas el combate al tráfi-
co ilegal de armas, y otros rubros del 
crimen organizado. Para ello se ha 
desarrollado un Programa específico 
cuya aplicación se inicia en el año 
2005 y tiene entre sus metas avanzar 

hacia la definición de un ordenamien-
to legal moderno y armonizado. 

La convención Interamericana contra 
la fabricación y el tráfico ilícito de ar-
mas de fuego, municiones, explosivos 
y otros materiales relacionados fue 
originada en el seno de la Organiza-
ción de Estados Americanos (OEA) en 
noviembre de 1997, y plantea como 
sus propósitos el combate y la erradi-
cación de la producción y transferen-
cia ilícita mediante el intercambio de 
información, y la cooperación entre 
estados. Actualmente Nicaragua se 
encuentra adecuando las obligacio-
nes derivadas de este instrumento in-
ternacional a su legislación interna. 

Hasta hace un par de años no existía 
ninguna legislación actualizada ni es-
pecífica para regular las actividades 
relacionadas con la problemática de 
armas de fuego. Era un reto, para la 
seguridad nacional, imponerse no 
solamente la revisión y la moderniza-
ción de los marcos jurídicos vigentes 
en cuanto a armas se refiere sino, 
también, el fortalecimiento de las ca-
pacidades de las instituciones espe-
cializadas, para poder cumplir con su 
función y aplicar la ley. 

Las normas vigentes relativas al con-
trol de armas, municiones y explosi-
vos son insuficientes para combatir el 
crimen organizado que trafica ilegal-
mente, tanto en Nicaragua como en el 
resto de la región, con armas ligeras 



259NICARAGUA

y pequeñas. Ello también constituye 
una nueva amenaza a la seguridad y 
a la estabilidad de la nación ponien-
do, a la vez, en peligro los intereses 
nacionales. La seguridad de los nica-
ragüenses también es amenazada, 
a diario, debido a la posesión y al 
uso ilegal e irresponsable de armas 
y municiones en manos de civiles. En 
ese sentido es necesario fortalecer a 
la Policía Nacional con la creación, 
entre otras muchas medidas necesa-
rias, del Departamento de Registro 
Nacional de Armas. 

Así, la Asamblea Nacional aprobó la 
Ley 510, la cual fue publicada en el 
diario oficial La Gaceta del 25 de fe-
brero de 2005 como la Ley Especial 
para el Control y Regulación de Armas 
de Fuego, Municiones, Explosivos y 
otros Materiales Relacionados11

Para los fines y efectos de la presente 
Ley y su Reglamento, la adquisición, 
tenencia o portación de armas de 
fuego no le será permitida a las per-
sonas que estén comprendidas en los 
supuestos siguientes, según reza su 
artículo 15:

1. Las personas naturales menores 
de 21 años de edad, salvo los 
casos de los ciudadanos que in-
gresen al Ejército de Nicaragua, 
la Policía Nacional y el Sistema 
Penitenciario y aquellos que pres-
ten servicios como guardas de se-
guridad privada;

2. Las personas naturales que padez-
can de algún impedimento físico o 
mental para el uso y manipulación 
de forma segura de las armas de 
fuego, sea permanente o temporal;

3. Las personas que hayan sido con-
denadas por medio de sentencia 
firme por la comisión de delitos 
graves y que exista una resolución 
de autoridad judicial competente 
que le inhabilite para adquirir, te-
ner o portar armas de fuego de 
cualquier tipo o clase;

4. Las personas que hubiesen sido 
condenadas por medio de senten-
cia ejecutoriada por delitos con-
tra el orden público, la seguridad 
del Estado, actos de terrorismo, 
narcotráfico, delitos de violencia 

11  La Ley 510 tiene como finalidad normar la adquisición, posesión, inscripción, portación, ven-
ta, importación, exportación, intermediación, recarga, fabricación, reparación, modificación 
y almacenaje de armas, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, así como las 
materias primas para la elaboración de estos productos. Asimismo, fortalece al Ministerio de 
Gobernación de Nicaragua y la Policia Nacional para que cuenten con facultades suficientes 
para un adecuado registro y control de la adquisición, tenencia y uso de parte de las personas 
naturales y jurídicas en el territorio nacional.
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intra familiar, trata de personas y 
delitos sexuales; y

5. Los ciudadanos que tengan ante-
cedentes judiciales en materia pe-
nal y policial, durante los últimos 
cinco años, antes de la fecha de 
solicitud de la licencia. Excepto 
los delitos culposos en donde no 
haya mediado armas de fuego o 
cortos punzantes.

En el capítulo V, Artículo 29 estable-
ce, entre los requisitos para obtener 
una licencia de armas de fuego, el 
tener al menos 21 años de edad12. La 
legislación está diseñada para restrin-
gir el acceso de armas a los menores 
de edad. 

3.1. Armas de fuego

El fácil acceso, por parte de la pobla-
ción, a las armas de fuego, aumen-
ta sin duda la posibilidad de que se 
produzcan hechos de violencia que 
disminuyen la calidad de vida de 
nuestra región. 

En Nicaragua, durante la década 
entre los años ochenta y noventa, ar-
mas de todo tipo circulaban entre los 
pobladores como consecuencia del 
enfrentamiento militar de esos años. 

Durante la guerra, la sociedad nica-
ragüense se armó “hasta los dientes” 
sin que hubiera ningún tipo de control 
por parte de las autoridades. 

En la década de los setentas se libró 
una guerra de guerrillas acompañada 
por frecuentes insurrecciones urbanas 
para derrocar a la dictadura de la 
familia Somoza. Durante la década 
de los ochentas se estima que esta-
ban, en circulación, alrededor de 2 
millones de armas militares consisten-
tes, principalmente, en AK-47 y rifles 
M16, pistolas y granadas de mano.

La primera mitad de la década de 
los noventas estuvo marcada por la 
presencia de grupos rearmados con-
formados por ex combatientes del 
Ejército Sandinista y de la Resistencia 
Nicaragüense. Hasta hoy no se co-
nocen cifras precisas sobre la canti-
dad de armas distribuidas en el país. 
Existen armas sin registro ni control, 
tanto de uso civil como de uso militar 
siendo, mucho más grave, el segundo 
caso. Una fuente policial afirmó que, 
para 1989, se calculaba que existían 
250 mil armas de guerra en manos 
de las fuerzas armadas Sandinistas. 

Los problemas ocasionados por las 
armas de fuego se ven agravados 

12  El Capítulo XIV, Delitos y Penas, prohíbe a las personas naturales o jurídicas, la fabricación, 
importación, exportación, comercio, tenencia o portación, almacenamiento y transporte de 
diversos tipos de armas y establece sanciones para la fabricación ilegal.
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por el narcotráfico, los procesos de 
desmilitarización de varios países 
centroamericanos, el aumento de la 
violencia intrafamiliar y de las pandi-
llas juveniles, que fabrican armas de 
fuego caseras. Además, el aumento 
de la criminalidad ha incidido para 
que los pobladores adquieran armas 
de fuego, como medida de protec-
ción contra la delincuencia, sumado 
a la proliferación de agencias de vi-
gilancia privadas con pocos controles 
gubernamentales. 

Diversas fuentes indican que un AK-
47 cuesta entre 215 y 717 dólares 
estadounidenses en el mercado ne-
gro nicaragüense. En abril de 2001, 
un inspector de la policía hondureña 
fue arrestado, en Nicaragua, con 
85 AK-47 supuestamente destinados 
a las Fuerzas Armadas de la Resisten-
cia de Colombia (FARC). En Nicara-
gua hay ciertas evidencias periodís-
ticas sobre bandas delincuenciales y 
otros grupos armados del Departa-
mento de Matagalpa y la Región Au-
tónoma del Atlántico Norte (RAAN) 
que tienen vínculos con las guerrillas 
colombianas.13 

La zona cafetalera de Matagalpa y 
sus alrededores, en el norte de Ni-
caragua, se ha vuelto centro del mo-
vimiento ilícito de armas. En 1999, 
el Centro de Estudios Estratégicos de 
Nicaragua determinó que, muchos 
de los 700 AK-47 distribuidos a pro-
ductores de Matagalpa, para su auto-
protección contra robos y secuestros, 
no se encontraban en manos de sus 
destinatarios originales. Cuando el 
ejército nicaragüense propuso can-
jear los AK-47 que quedaban por es-
copetas, los productores rechazaron 
la idea. Cuando los comerciantes de 
armas ilícitas se dieron cuenta de la 
propuesta ofrecieron fusiles M-16 y 
lanzagranadas M-79 14. 

El presidente de la Asociación de Ca-
ficultores de Matagalpa admitió haber 
comprado una ametralladora 50mm.15 
Los productores se quejaban de que la 
munición para las escopetas -ofrecida 
por el ejército- era más cara y escasa 
que la munición para el AK-47. En ese 
momento, el precio de una AK-47 en 
Matagalpa era de 70 dólares estado-
unidenses mientras que, una escopeta, 
costaba cinco veces ese precio16.

13  Pantoja, A.N (2000). “ Matan a jefe de la FARN”. Managua, La Prensa, 4 de marzo.
14  Carche, D. y Rodríguez, J. (1999). “El temor: impuesto directo a la economía y la produc-

ción”. Managua, La prensa, 31 de agosto.
15  Carche, D. y Rodríguez,J. (1999). “Tráfico de armas amenaza otra vez el Norte”. Managua, 

La prensa, 31 de Agosto.
16  Ibíd.
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En cuanto al acceso de armas se debe 
tomar en cuenta que, entre los elemen-
tos que caracterizan a Nicaragua, está 
el hecho de que este país no produce 
armas. Por lo tanto, las formas en que 
se accede a ellas están relacionadas 
con el tráfico de hormigas, la pérdida 
de armas de instituciones del Estado, 
el robo a las compañías privadas de 
seguridad, la sustracción a particulares 
y la fabricación artesanal en adición 
al tráfico ilícito relacionado con otras 
modalidades del crimen organizado, 
con el tráfico ilegal de inmigrantes y 
con otras actividades delictivas como 
el robo de vehículos, etc. 

Las armas registradas hasta el año 
2003 son: 80.559 con 73.088 
licencias de portación17 desglosa-
das de la siguiente manera: pistola 
(21.562), revólver (25.128), fu-
sil (501), escopeta (13.665), rifle 
(19.558), otros (145).

En cuanto a las empresas importado-
ras y comercializadoras, se encuen-
tran autorizadas para estos fines un 
total de 31. Las cifras de importacio-
nes, en el año 2003, fueron de:

- Armas: 5.260

- Municiones: 13.181.017

Con relación a las empresas de se-
guridad privada hay 58 registradas, 
junto con 8204 guardas y 6713 ar-
mas, para servicio de vigilancia pri-
vada. Existe un polígono de tiro y 13 
talleres de reparación y rellenado. 

La Policía Nacional no ha realizado 
estudios sobre la incidencia de las ar-
mas de fuego en la seguridad ciuda-
dana que profundicen el análisis del 
fenómeno. Sin embargo, hay un estu-
dio realizado por una ONG18, que 
indica lo siguiente:

• “La cantidad de delitos o hechos 
de violencia con armas de fuego 
respecto del total de registros, es 
poco significativo.”

• “El impacto de la violencia con ar-
mas de fuego alcanza porcentajes 
significativos en aquellos delitos de 
mayor peligrosidad, tales como los 
asesinatos, homicidios, lesiones, y 
robos con intimidación”.

• “Las armas de guerra continúan 
siendo un problema grave para 
la seguridad de las personas en 

17  Fuente: Secretaría Ejecutiva de la Policía Nacional. 
18  Cuadra, Elvira y Padilla, Maribel. Estadísticas sobre violencia y armas de fuego, Nicaragua 

2000-2002, Centro de Estudios Internacionales(CEI), febrero, 2003.
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algunas zonas del país, especial-
mente las áreas rurales”

• “La mayoría de las armas de fue-
go involucradas en estos hechos 
se encuentran en situación de ile-
galidad”

• “Tanto las víctimas como los vic-
timarios son mayoritariamente 
varones, lo cual indica que existe 
una relación directa entre uso de 
armas de fuego y comportamiento 
de género.”

Durante el año 2003, la información 
registrada por la Secretaría Ejecutiva 
de la Policía Nacional indica que se 
realizaron las siguientes incautacio-
nes de armas de fuego:

- Vinculadas a hechos de drogas: 
30 armas

- Vinculadas a pandillas: 7 armas 
de guerra, 15 armas cortas, 12 
lanza morteros, 56 armas hechi-
zas (artesanales)

- Vinculadas a robos: 359 armas y 
18 hechizas

- Robo de ganado: 36 armas, in-
cluyendo 1 de guerra

- Igualmente se conoció que, de 
183 suicidios registrados, en 
17 casos se utilizaron armas de 
fuego.

En el último informe policial disponi-
ble, correspondiente al segundo se-
mestre del 2004, de todas las armas 
utilizadas se ubican, en primer lugar, 
las armas corto punzantes, con una 
cifra de 186; luego las armas hechi-
zas, 49; armas contundentes 15 y, 
por último, las armas de fuego, con 
una cifra poco significativa de 4 ar-
mas ocupadas. Sin embargo, orga-
nismos como el Centro de Prevención 
de la Violencia, que intervienen di-
rectamente en las comunidades, han 
constatado en las encuestas realiza-
das en el Distrito V que un promedio 
de uno de cada tres hogares, cuenta 
con un arma de fuego.

Opinión pública19

En cuanto a la percepción ciudada-
na:

o El 22% de los entrevistados 
había sido víctima de asaltos, 
involucrando armas de fuego, 
30 % de los cuales habían te-
nido lugar en la capital, Ma-
nagua.

19  Borge,V. (2001). Resultados de la Encuesta Nacional sobre Tenencia de Armas realizada por 
la firma Borge y Asociados. Managua, Centro de Estudios Estratégicos de Nicaragua
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o 29% sabía manejar armas de 
fuego; cerca del 50% sabía 
manejarlas en los Departa-
mentos de Matagalpa y RA-
AN.

o 43% creía que, poseer un ar-
ma de fuego, mejoraría la se-
guridad: 52% en Matagalpa 
y RAAN mientras que el 82% 
creía, lo contrario, en los de-
partamentos del sur de Nica-
ragua.

- Solamente el 8,4% admitió poseer 
un arma de fuego

o De los que admitieron poseer 
un arma de fuego, solamente 
el 6,3% las había registrado. 
Un 82% consideraba que la 
reducción de la proliferación 
de armas en el país era suma-
mente importante.

3.2. Situación epidemiológica de la 
violencia en la juventud

Según los resultados de una investiga-
ción realizada, durante una semana 
del año 2004, por el Ministerio de 
Salud en cinco hospitales de Nicara-
gua, con jóvenes de 10 a 29 años, 
resultó que 6 de cada 10 lesionados 
por violencia eran jóvenes.

La carga hospitalaria por este tipo de 
lesiones es importante y la tasa de 
mortalidad hospitalaria es alta, sobre 

todo, en el sexo masculino. En la rela-
ción hombre / mujer observamos que 
predomina el hombre en las riñas, 
pandillas, robos, mientras que en las 
mujeres, la violencia intrafamiliar y 
sexual es importante. El consumo de 
alcohol está presente en este grupo, 
existen diferencias entre los agresores 
por sexo: en las mujeres son perso-
nas conocidas mientras que, en el 
varón, son desconocidos. Esto es muy 
importante para definir estrategias de 
prevención de la violencia iniciando 
con la prevención de la violencia in-
trafamiliar. 

Al analizar el lugar de la agresión, por 
sexo, nos encontramos que, por cada 
mujer joven agredida en la calle, una 
es agredida en la casa mientras que, 
con los varones, la relación es de 5 a 
1, pues éstos son más vulnerables a 
las agresiones callejeras.

Las recomendaciones hechas por los 
investigadores para enfrentar esta si-
tuación fueron las siguientes:

1. Incluir en el currículo de la ense-
ñanza formal programas de edu-
cación, incentivos para terminar la 
enseñanza secundaria, formación 
vocacional para jóvenes y adultos 
jóvenes desfavorecidos, así como 
programas de información sobre 
abuso de drogas y alcohol. 

2. Establecer programas de tutorías 
para relacionar a jóvenes en alto 
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riesgo social con un adulto ajeno 
a su familia que se preocupe por 
él o ella y pueda actuar como mo-
delo (incluirlo en el voluntariado 
social de MIFAMILIA). 

3. Consolidar el Programa de Atención 
Integral a la Niñez y Adolescencia 
en alto riesgo social (PAINAR), con 
el apoyo de todas las instituciones 
involucradas, para que se extienda 
a todo el territorio nacional y, de 
esta forma, mejorar el sistema de 
referencia y contra referencia. 

4. El Ministerio de Salud debe apro-
vechar los espacios e iniciativas 
de las diferentes instituciones: Po-
licía Nacional, Ministerio de Edu-
cación, MIFAMILIA y formar una 
red de atención integral a nivel 
comunitario. (Comités de preven-
ción del delito, consejeras escola-
res y de los barrios). 

5. Desarrollar actividades con los 
jóvenes en los clubes de adoles-
centes y diferentes grupos organi-
zados, tales como, deportes, arte, 
teatro y música.

3.3. Respuesta institucional guber-
namental y no gubernamental

Con el fin de corregir los problemas 
de violencia y de drogas en las escue-
las y, preocupados por los resultados 
de la investigación “Niñez y juventud 
en riesgo”, que ponen en evidencia 
el alto nivel de violencia en las escue-
las, el Ministerio de Educación ha im-
pulsado un programa de Educación 
para la Vida. 

Este programa incluye los componen-
tes de consejerías individuales y de 
grupos, coordinación interinstitucio-
nal y prevención escolar a través de 
consejeros escolares, gobiernos es-
tudiantiles y padres de familia. Con 
relación a esta experiencia el ministro 
Silvio de Franco dijo que: “Se forma 
una relación de confianza con las 
consejeras muy efectiva y a través de 
ella hemos logrado detectar abusos 
en el hogar o dentro de la misma es-
cuela. Una vez que tenemos detecta-
do, lo trabajamos con Ministerio de 
la Familia y si se trata de un hecho 
criminal para a ser a ser parte del tra-
bajo que hacemos con el Ministerio 
de Gobernación”. Durante el primer 
semestre del 2004, 22.285 estudian-
tes de Managua participaron en las 
diferentes sesiones de consejerías”, 
según informaron los funcionarios de 
este ministerio.20

20  Pérez Solís, Roberto. ”Abuso sexual y drogas acechan en los colegios”.La Prensa. 14 de julio, 
2004.
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Secretaría de la Juventud 

En el plano gubernamental, la Secre-
taría de la Juventud ha diseñado el 
Plan de Acción de la Política Nacio-
nal para el Desarrollo Integral de la 
Juventud Nicaragüense 2005-2015, 
el cual promueve un mayor debate, 
diálogo, e interés político en el ám-
bito local y nacional de la temática 
juvenil.

Este plan de acción ha sido diseñado 
con un carácter prospectivo de diez 
años, y busca articular y coordinar 
la acción e intervención de las distin-
tas instituciones del gobierno central, 
regional y local en lo referente a la 
ejecución de las acciones mismas. 
Comprende sus competencias, el res-
paldo de la sociedad civil, y de diver-
sos grupos de jóvenes, el deber y la 
corresponsabilidad ciudadana de los 
hombres y mujeres jóvenes, y el apo-
yo de la empresa privada y de las 
distintas agencias de cooperación.

Desde esta perspectiva el plan re-
presenta un desafío a alcanzar en 
función de maximizar los esfuerzos 
y optimizar los recursos existentes, 
sirviendo como guía para mejorar la 
calidad de vida de la juventud, su in-
corporación social, la adquisición de 
su emancipación, el desarrollo de sus 
potencialidades y el aporte al avance 
del país. 

El plan mismo, a su vez, está organi-
zado en cinco partes, bajo un enfo-
que participativo, equitativo e integra-
dor fomentando así la solidaridad, el 
respeto a la dignidad humana y el 
reconocimiento de la juventud como 
actor protagónico del desarrollo.

Los ejes de acción del plan contem-
plan:

A. Inserción productiva: es decir 
potenciar las competencias de 
empleabilidad, los niveles de 
protección e inserción social 
de la juventud nicaragüense.

B. Educación: Formar integral-
mente a la juventud para su 
incorporación eficaz y efecti-
va en todos los distintos ámbi-
tos de la vida, contribuyendo 
al logro de su autonomía y al 
mejoramiento de su calidad 
de vida.

C. Salud: Propiciar las condicio-
nes necesarias de salud que 
potencien las capacidades de 
los jóvenes para asumir res-
ponsabilidades de su actuar 
personal y social, que deriven 
en estilos de vida saludables.

D. Participación: Impulsar la parti-
cipación protagónica de la ju-
ventud nicaragüense mediante 
el desarrollo de habilidades 
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de participación individuales 
y colectivas, sustentadas en 
valores y principios, y el uso 
efectivo de los espacios que 
permitan el desarrollo de sus 
potencialidades, el ejercicio 
pleno de la ciudadanía y la 
construcción de proyectos de 
vida exitosos.

E. Cultura y deporte: Promover 
la creación y el acceso de los 
jóvenes a los espacios cultu-
rales, deportivos y recreativos 
que les permitan un disfrute 
de su tiempo libre en forma 
individual y colectiva para 
estimular sus capacidades, 
valores solidarios y estilos de 
vida saludable.

F. Prevención y atención de la 
violencia: Integrar socialmente 
a la juventud que se encuentra 
en situación de riesgo, impul-
sando un proceso participati-
vo e integral de prevención y 
atención de la violencia, pro-
veyendo oportunidades de de-
sarrollo humano y social que 
garanticen el ejercicio pleno 
de sus derechos.

Instituto Nacional de la Mujer

El Plan Nacional para la Prevención 
de la Violencia Intrafamiliar y Sexual 
marca las pautas y el compromiso que 
habrán de asumir, durante el quinque-
nio 2001-2006, las instituciones del 
Estado y organismos de la sociedad 
civil involucrados en esta misión. El 
plan busca dar continuidad, integrar y 
potenciar las acciones que, tanto el Es-
tado como los organismos no guberna-
mentales, han desarrollado en la pre-
vención y atención de los hechos de 
violencia que, a diario, sufren amplios 
sectores de la sociedad en el ámbito 
de la familia, principalmente las muje-
res, niños, niñas y adolescentes21.

En cuanto a la prevención, se trata 
de ampliar el conocimiento y la inter-
vención frente a las causas sociocultu-
rales y los factores que intervienen y 
perpetúan los ciclos de violencia intra-
familiar. El objetivo es evitar que ocu-
rran los hechos de violencia, o que 
se repitan, como parte de la cadena 
generacional al maltrato. Asimismo, 
se busca transformar los modelos de 
relaciones familiares autoritarios por 
otros que alienten relaciones demo-
cráticas y de respeto a los derechos 

21  El plan está orientado a configurar un sistema de acciones a nivel nacional y local, que de 
manera articulada contribuya a la prevención de la violencia intrafamiliar y sexual. Está dirigi-
do a miembros de la familia y de la comunidad, y en su ejecución involucra a las instituciones 
del Estado y a organismos de la sociedad civil, cuya misión y actividades se relacionan con 
la prevención, detección, atención y sanción a los hechos de violencia intrafamiliar y sexual.
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humanos de las y los miembros de la 
familia y su desarrollo integral como 
personas. Para la prevención, desem-
peñan un papel clave el Ministerio 
de Educación, Cultura y Deportes, 
el Ministerio de la Familia, el Instituto 
Nacional Tecnológico, la Procuradu-
ría Especial de la Niñez y la Adoles-
cencia, la Procuraduría Especial de 
la Mujer, universidades, medios de 
comunicación, las instituciones cultu-
rales y religiosas y organismos de la 
sociedad civil.

Es igualmente importante la identifi-
cación temprana de la ocurrencia de 
los hechos de violencia, el registro de 
casos a través de múltiples vías de in-
greso al sistema (salud, justicia, poli-
cía, etc), la atención inicial o primaria 
y la creación de mejores sistemas de 
referencia y contra referencia. A la vez 
se busca mejorar la atención a las per-
sonas víctimas, por medio de nuevos 
programas, estrategias y servicios para 
que la hagan expedita, eficiente e inte-
gral, de acuerdo con las necesidades. 
Se caracteriza la atención según la es-
pecialidad: legal, psicológica, social y 
de salud, y se define qué implica cada 
una de ellas en términos de servicio.

La sanción a la persona ofensora es 
concebida como una estrategia pre-

ventiva de la violencia hacia la mujer 
y la niñez y como un elemento que 
contribuirá al acceso a la justicia. 
Las acciones dirigidas a la reeduca-
ción de estas personas requieren la 
formulación de leyes que posibiliten 
medidas de atención psicoeducativas 
para la población penal, tanto adul-
tos, como jóvenes.

El plan confiere especial importan-
cia al desarrollo institucional, pre-
misa básica para que las entidades 
involucradas asuman con eficiencia, 
compromiso humano y agilidad, los 
mecanismos establecidos.

Fundación Nicaragua Nuestra

En 1997 nace esta fundación, con 
el objetivo de promover una nueva 
cultura de paz y la utilización de mé-
todos pacíficos para la resolución de 
conflictos. En el mismo año se imple-
menta el Programa de Mediación de 
Jóvenes y Adolescentes que tienen 
conflictos en diferentes barrios. Para 
esto se diseñó una metodología co-
munitaria participativa, interactiva, 
que permitiera tanto a los jóvenes 
como a los líderes, integrarse en un 
proceso que les ayude a la resolu-
ción de los enfrentamientos que se 
dan entre los grupos.
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Entre los objetivos propuestos está la 
promoción de una nueva cultura de 
paz a través de las técnicas de medi-
ción22. Empoderar a la comunidad, a 
través de los líderes organizados en 
asociaciones de vecinos, para identi-
ficar sus problemas y ayudar a resol-
verlos. Todo esto dentro de la misma 
comunidad y con la participación de 
sus actores sociales. En coordinación 
con la Policía Nacional, se propusie-
ron intervenir en los barrios con alto 
índice de violencia juvenil, con el fin 
de incidir en su reducción. 

Se trata de dar una atención integral 
e integrada. Coordina con otras ins-
tituciones del gobierno y de la socie-
dad civil, para brindarle al joven un 
paquete de opciones que le permita 
hacer cambios en su estilo de vida. 
Entre los resultados obtenidos está el 
logro de la reconciliación entre los 
diferentes grupos, el mejoramiento 
de la autoestima de los jóvenes, así 
como su integración social, escolar y 
familiar. Otros se han habilitado en 
carreras técnicas y en el desarrollo 
del deporte como medio de conviven-
cia y competencia saludable.

Actualmente la Fundación atiende 
a unos 63 grupos juveniles. Según 

estadísticas de la Policía Nacional 
en cada distrito, en los diferentes 
barrios en donde se ha aplicado su 
metodología, se redujeron los en-
frentamientos entre pandillas hasta 
en un 85%.

El modelo de prevención de la violen-
cia del CEPREV

El Centro de Prevención de la Vio-
lencia (CEPREV) es un organismo no 
gubernamental que, desde 1998, ha 
trabajado en la construcción y apli-
cación de un modelo de prevención 
de la violencia basado en la transfor-
mación de las relaciones familiares, 
escolares y comunitarias, así como en 
la transformación de relaciones autori-
tarias por democráticas, dando espe-
cial énfasis al cambio en los modelos 
de educación escolar.

El modelo del CEPREV, basado en 
una amplia experiencia de trabajo 
con grupos de población de diversos 
sectores sociales, concibe la violencia 
principalmente como el resultado de 
conductas aprendidas que conducen a 
la manifestación brusca y agresiva de 
emociones y sentimientos largamente 
reprimidos, y que expresan la falla en 
los sistemas y relaciones autoritarias 

22  La metodología de trabajo se basa en la educación no formal, la atención individual, y la atención 
al grupo. Charlas, desarrollo de habilidades técnicas, atención psicológica, promoción del depor-
te, integración en actividades recreativas, culturales y la integración a centros de rehabilitación, si 
el caso lo amerita. También brindan atención y educación a los padres y madres de familia. 
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para posibilitar la resolución pacífica 
de los conflictos. Con la aplicación de 
este modelo se han logrado cambios 
conductuales individuales y grupales 
importantes, que reflejan una disminu-
ción de las diversas manifestaciones 
de la violencia, en especial en el dis-
trito V de Managua, a la vez que se 
han hecho aportes consistentes para 
la transformación de la cultura de la 
violencia imperante en la sociedad23.

Bajo este enfoque, se analizan los 
nexos que existen en un modelo cul-
tural predominantemente autoritario, 
entre las formas de agresión intrafami-
liar, física, psicológica, sexual y patri-
monial; la violencia social o delincuen-
cial, e incluso la violencia política e 
institucional24. El CEPREV combina la 
acción psicosocial y el trabajo comu-
nitario, con el objetivo de transformar 
las relaciones familiares, comunitarias 
y escolares autoritarias y violentas por 
relaciones democráticas y pacíficas, 

mediante la participación activa de 
las poblaciones en la negociación y 
la superación de conflictos juveniles, 
y el fortalecimiento de las capacida-
des de las instituciones públicas gu-
bernamentales y no gubernamentales 
para prevenir la violencia.

Entre los principales resultados del tra-
bajo de esta organización está la dis-
minución de los delitos y de la violen-
cia juvenil y, una mejoría notable, en 
el ambiente de seguridad ciudadana 
en el Distrito V de Managua; la dismi-
nución de la violencia intrafamiliar y 
cambios positivos en las relaciones fa-
miliares reportados por una mayoría 
de casi siete mil personas atendidas; 
la superación de adicciones por par-
te de miles de jóvenes que recibieron 
apoyo sin necesidad de internación 
en centros especiales ni utilización de 
psicofármacos; una menor violencia 
en numerosos centros escolares del 
país y el uso más amplio de conte-

23  Por medio de una metodología de trabajo grupal o de talleres se ha permitido vivenciar el 
vínculo existente entre las situaciones adversas de la crianza, tales como carencias, abusos, 
sobreprotección, abandono, negligencia parental, con los condicionamientos mentales que 
se transmiten a través de la familia. En la actualidad los componentes del programa de pre-
vención abarcan la atención integral a 22 barrios del distrito V y la capacitación a multipli-
cadores en los enfoques y contenidos de la propuesta psicosocial del CEPREV, en particular 
educadores/as, funcionarios/as de instituciones del gobierno y ONG vinculadas al área so-
cial, periodistas y estudiantes de periodismo, policías y funcionarios/as del sistema judicial.

24  A lo largo de un proceso de capacitaciones, que han cubierto directamente a más de seis mil 
hombres y mujeres y adolescentes, se ha logrado un impacto indirecto en millares de personas, y 
se ha contribuido al desarrollo de las capacidades personales para tolerar, manejar, y aliviar las 
consecuencias psicológicas, fisiológicas, conductuales y sociales provenientes de experiencias 
familiares traumáticas, al mismo tiempo que se ha promovido una mayor conciencia crítica de 
la relación existente entre estas experiencias y las mentalidades de la cultura patriarcal.
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nidos educativos que previenen la 
violencia; enfoques más responsa-
bles y educativos sobre el tema de 
la violencia por parte de periodistas 
capacitados de diversos medios de 
comunicación; el fortalecimiento de 
las capacidades de prevención de la 
violencia en instituciones del Estado y 
organizaciones de la sociedad civil.

***

CONCLUSIONES

Nicaragua sigue siendo la nación 
con el menor índice de violencia en 
Centroamérica, pero ésta se viene 
incrementando peligrosamente, en 
especial la violencia intrafamiliar y ju-
venil, como también la tenencia y el 
uso de armas de fuego.

Actualmente, el tema del control del 
uso de armas por parte de la pobla-
ción ha empezado a jerarquizarse, 
tanto en el nivel policial como guber-
namental, lo que se ve reflejado en 
la elaboración de la Ley de Control y 
Regulación de Armas, recientemente 
aprobada por la Asamblea Nacio-
nal, parcialmente vetada por el presi-
dente de la República y actualmente 
en discusión.

Sin embargo, no existe una estrategia 
concertada de políticas públicas para 
hacer frente a los problemas de la vio-
lencia intrafamiliar y de la violencia 
juvenil, y los esfuerzos por prevenir y 

sancionar adecuadamente estos deli-
tos, todavía son insuficientes. 

De las consultas hechas en diversas 
instituciones, se desprende la necesi-
dad y urgencia de promover no sólo 
la implementación y aplicación de 
leyes adecuadas sino de poner un 
énfasis más decidido en la aplica-
ción efectiva de las medidas de pre-
vención, y que éstas no sólo queden 
plasmadas en planes y documentos 
de gobierno.

De las experiencias exitosas de pre-
vención, como es el caso del Cen-
tro de Prevención de la Violencia, 
se desprende que ésta se construye 
propiciando una toma de conciencia 
profunda sobre el impacto de las rela-
ciones de poder en la vida individual, 
familiar, comunitaria, y en general en 
la sociedad, así como también los es-
tragos a nivel individual y comunitario 
que produce el autoritarismo y la re-
presión en nuestros niños, jóvenes del 
futuro y en nosotros mismos, y su rela-
ción con la génesis de la violencia.

El CEPREV insiste en que se debe fo-
mentar una nueva manera de pensar 
y vivir las relaciones familiares, reedu-
cando a la familia y a la sociedad en 
la práctica de un sistema democrático 
y nutricio que aliente el desarrollo inte-
gral de sus miembros.

Cambiar estas mentalidades es esen-
cial también para dotar a las personas 
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de los recursos que les permitan enfren-
tar los desafíos tan diversos que impone 
la globalización, para enfrentar la po-
breza y estimular el desarrollo humano 
sostenible. 

Violencia estudiantil

Con respecto a la violencia estudian-
til el Ministerio de Educación realizó 

una investigación sobre niñez y ju-
ventud en riesgo, aportando tablas 
y estadísticas de la problemática en 
las escuelas. La muestra en Primaria 
fue de 3042 escolares de cuarto a 
sexto grado, y en Secundaria fue de 
2813 escolares de primero a quinto 
año, es decir, un total de 5855 es-
tudiantes. El margen de error fue del 
4,78%. 

Informe sobre Condiciones de Vida y 
Hábitos Básicos de Salud
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Estos datos evidencian el nivel de 
precariedad en las condiciones 
de vida, que se califican y comen-
tan por sí mismos: entre el 7,7% 
y el 36,6% la población escolar 

estudiantil carece de una de las 
condiciones básicas para una vi-
da digna que le permita afrontar, 
de forma razonable, su propia 
educación.

Gráfico Nº 1
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Este cuadro refleja una imagen muy 
agresiva del contexto social en el 
que viven los/as estudiantes. Se 
debe considerar que, como míni-
mo, un 20% y un máximo de casi 

el 70% de los alumnos y alumnas 
tienen contacto con duras experien-
cias de violencia, aunque el o ella 
mismo/a no esté involucrado direc-
tamente.25

Cuadro Nº 1
Hechos de violencia con armas de fuego y delitos a escala nacional

 Del. regist.  Hechos con armas de fuego  

Familia 2000 2001 2000 % 2001 %

Personas 26.546.00 32.011.00 308,00 1,10 334,00 1
Propiedad 40.599.00 46.523.00 218,00 0,50 270,00 0,50
Otros 8.596.00 11.611.00 60,00 0,60 90,00 0,70
Hechos de violencia y delitos graves a escala nacional

 Del. regist.  Hechos con armas de fuego

Familia 2000 2001 2000 % 2001 %

Asesinato 185,00 177,00 108,00 58,3 100,00 56,4
Homicidio 291,00 360,00 52,00 17,8 67,00 18,6
Lesiones 20,05 23,45 60,00 0,20 71,00 0,30

R.C.I 3,44 4,43 191,00 5,50 232,00 5,20
Fuente: Anuarios de la Policía Nacional.

25  Fuente: Ministerio de Educación. “ Investigación sobre niñez y juventud en riesgo: victimiza-
ción y violencia”.

Fuente: Sistema de Vigilancia de Lesiones. Ministerio de Salud.

Sistema de Vigilancia de Lesiones. 
Contexto de las lesiones por Violencia en cinco Hospitales de 

Nicaragua. Marzo 2003-Abril2004.
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El total de lesiones por violencia fue 
de 5,429, por lo que las lesiones en 
el grupo de 10-29 años representan 
el 64% (3,451) de todas las lesiones 
intencionales. 

Los grupos de 20-24 años y de 15-
19 años son los más afectados, con 
el 40% (1.388) y el 31%(1.072), 
respectivamente. El sexo masculino es 
el más afectado con el 86% (2.966), 
para una relación hombre/mujer de 
6:1. La mediana de edad, en ambos 
sexos, fue de 21 años. 

En el grupo de edades de 10-14 años 
se observan diferencias por sexo: las 
lesiones se presentan más frecuente-
mente en mujeres (11%), a diferencia 
de los varones, que presentan un 5% 
(cuadro 1). 

El principal contexto dentro del que 
se producen estas agresiones son las 
riñas con el 39%; pandillas 20% y 
robo 14%. Sin embargo, cuando las 
cifras se analizan por sexo existen di-
ferencias, ya que, en el caso de las 
mujeres, el contexto más frecuente es 
la violencia intrafamiliar con el 33%, 
seguido de riñas (30%) y robo (9.3%). 
Es importante hacer notar que el 5% 
de las mujeres sufrió agresión sexual, 
a diferencia de los hombres (0.1%). 
La relación mujer/hombre para agre-
sión sexual es de 7:1. Es importante el 
número de casos en los cuales no se 
identificó el contexto, en ambos sexos: 
16% (no se sabe y no consignado). 

Los lugares en donde son agredidos 
estos jóvenes son, principalmente: el 
67% en la calle, el 19% en la casa, el 
2 % en las escuelas, hay un 2% de jó-
venes que fueron agredidos mientras 
laboraban y un 5% estaban en bares 
o similares. Al analizar el lugar de la 
agresión, por sexo, encontramos que 
-en las mujeres- la relación agresión 
calle/casa es 1:1, o sea que, por 
cada mujer joven agredida en la ca-
lle, una es agredida en la casa. Ca-
so diferente ocurre con los varones en 
donde la relación es 5 :1. Estos son 
más vulnerables a las agresiones ca-
llejeras. También es importante notar 
que casi el 3% de las mujeres se en-
contraban en bares o expendios de 
licor al momento de la agresión y, en 
el caso de los varones, ese porcenta-
je asciende a 5%.

El principal mecanismo de producción 
de la lesión fue el golpe con fuerza 
contundente (57%), seguido de la pu-
ñalada y cortadura (34%) y el 5% por 
arma de fuego; el resto de mecanis-
mos son menos frecuentes. Al hacer 
el análisis, por sexo, encontramos un 
panorama diferente ya que el orden 
de los mecanismos anteriores varía: 
en las mujeres, después de los dos 
primeros mecanismos, está en tercer 
lugar la agresión sexual con un 6%, a 
diferencia de los varones (0.1%).)

Fuente: Boletín Epidemiológico Ministerio de Salud. 

2004
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Ana Yancy Turner

1. Violencia social y su impacto sobre la juventud

Comúnmente, se define violencia como el uso indebido de la fuerza que se ejer-
ce en contra de una persona y que puede ser de naturaleza física, psicológica, 
moral o económica. Implica, por lo tanto, la lesión de un derecho del individuo. 
Sin embargo, existen autores que reconocen el ejercicio de la violencia legítima 
por parte del Estado, para el ejercicio de su poder, o que conceptúan al Estado 
como instrumento de dominación, conforme a determinados intereses políticos 
y económicos de clases sociales. La forma como se estructura una determinada 
sociedad, resguardando dichos intereses, genera lo que se ha dado en llamar 
violencia estructural. 

Consideramos, entonces, que las grandes desigualdades sociales con sus co-
rrelativos: riquezas concentradas en pocas manos y miseria de las amplias 
mayorías de la población; escasa participación política de sectores populares 
en los mecanismos de poder y altos niveles de corrupción en la esfera esta-
tal; condicionamientos culturales -como transmisión de mensajes de violencia 
y anti-valores- por parte de los medios de comunicación social, androcentris-
mo y adultocentrismo, materialismo extremo, bajos niveles de educación, alto 
consumo de drogas; impunidad y lentitud del sistema de administración de 
justicia, así como conductas de los individuos cargadas de ambición, egoísmo 
y mezquindad humana, constituyen una multiplicidad de factores que explican 
la existencia de la violencia, en sus distintas variables.

1 Programa de Naciones Unidas. Informe Nacional de Desarrollo Humano, Panamá, 2004.
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Helder Cámara nos decía que la raíz 
de la violencia es la miseria y, en Pa-
namá, el 40,5% de la población (la 
cual ya debe superar los tres millones 
de habitantes) vive en condiciones 
de pobreza y, el 26,5%, en extrema 
pobreza (Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo –PNUD-)1. 
Del total de la población, el 50% es 
menor de 25 años, es decir, la niñez 
y la juventud panameñas; mientras 
que alrededor del 27% tiene entre los 
15 y 29 años. En términos generales, 
la población del país es joven, según 
la definición que nos da las Naciones 
Unidas acerca del concepto de juven-
tud: grupo de población comprendi-
da entre 15 y 24 años. En efecto, 
la edad promedio de la población 
panameña, es de 25 años.

Tenemos, además, que la mayoría de 
los pobres de nuestro país son niños 
y jóvenes: el 52,7% de las personas 
que viven bajo la línea de pobreza 
tienen entre 0 a 19 años. Aunado a 
lo anterior, 1 de cada 5 nacimientos 
corresponde a madres adolescentes, 
lo que contribuye a reproducir el cír-
culo de la pobreza dentro del que 
crecen niños y jóvenes.

Los mayores niveles de escolaridad 
de la población se dan entre los ni-
ños de 5 a 14 años (el 87% de éstos 

asiste a la escuela); sin embargo, la 
brecha entre éstos y los adolescentes 
de 15 a 19 años es grande: sólo el 
59,3% de los jóvenes, en este grupo 
etáreo, asiste a la escuela.

En cuanto al nivel de desempleo, los 
jóvenes son los que sufren con mayor 
rigor este flagelo, en comparación 
con otros grupos etáreos: el 37,9% 
entre quienes cuentan con 15 a 24 
años y el 53,1% para quienes tienen 
entre 15 y 29 años. 

En materia de salud, se calcula que 
el 40% del total de casos diagnosti-
cados de VIH/Sida corresponde a 
jóvenes de entre 15 a 29 años. El 
impacto de las drogas en la juventud 
es tal que, en un estudio del Comité 
Nacional de Análisis de Estadística 
Criminal (CONADEC) del Ministerio 
de Gobierno y Justicia y el Ministerio 
de la Juventud, la Mujer, la Niñez y la 
Familia (MINJUMNFA) se reveló que, 
el 50% de los jóvenes que han come-
tido algún delito o infracción, recono-
ció haberlo hecho bajo los efectos de 
la droga2. 

Por otro lado, la disparidad y la des-
igualdad de oportunidades para los 
jóvenes panameños, en función de 
su condición socioeconómica, son 
manifiestas e impiden el desarrollo 

2 Ministerio de Gobierno y Justicia, Avances, No 2, julio 2002, p. 14.
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uniforme de su potencial creador. Es 
así como el PNUD, en su Informe Na-
cional de Desarrollo Humano, afirma 
que sólo un tercio de las personas 
jóvenes reúnen los elementos básicos 
que demanda el mundo moderno (tec-
nología, educación e idioma)3. 

Si a todo lo anterior le sumamos el 
hecho de que las percepciones que 
tiene el mundo adulto sobre la ju-
ventud están cargada de prejuicios, 
como considerar al joven como un 
problema y como alguien en conflic-
to con el orden social establecido, o 
no reconociéndole el papel impor-
tante que debe jugar en el desarro-
llo presente y futuro del país; o bien, 
que sus niveles de participación en 
espacios tradicionales como organi-
zaciones deportivas, estudiantiles y 
religiosas son bajos o cargados de 
“asistencialismo”, nos encontramos 
con situaciones graves de riesgo so-
cial que se prevén como explosivas 
en diez años más, época en la cual 
se calcula que el grupo de edad de 
entre 15 a 24 años será mayoritario 
en el país, lo cual es calificado por 
el PNUD como el reto de la transición 
demográfica4.

Veamos cómo perciben -los propios 
jóvenes- el fenómeno de la violencia:

“Nosotros, adolescentes y 
jóvenes colonenses, reuni-
dos el 1º de julio de 2000 
en cabildo abierto para ana-
lizar el tema de la violencia 
social de jóvenes, como reto 
para la sociedad, conside-
ramos lo siguiente:

Que la violencia en y hacia 
los adolescentes y jóvenes, 
se da desde tempranas eda-
des, debido a problemas fa-
miliares, malas compañías y 
por el abuso en el consumo 
de drogas legales o ilegales.

Que la violencia juvenil es 
una de las amenazas más 
serias a nuestra salud, a 
nuestro desarrollo y a nues-
tra propia seguridad. Ésta 
se da, muchas veces, como 
una respuesta a situaciones 
de amenaza, de rivalidad y 
hasta de dolor.

También está asociada a la 
rebeldía y a la necesidad de 
que se nos tome en cuenta.

La violencia está directamen-
te vinculada con la falta de 
orientación que recibimos y 

3 PNUD, Ibidem, Resumen Ejecutivo, Panamá, 2004, p. 25.
4 PNUD, Ibidem, pp. 15 y 16.
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la pérdida de valores dentro 
de la familia y la sociedad.

Consideramos que dentro 
de las familias, muchos ado-
lescentes y jóvenes hemos 
estado expuestos a conduc-
tas criminales y adictivas y a 
prácticas disciplinarias muy 
duras o demasiado suaves.

Muchos hemos vivido situa-
ciones de conflictos y vio-
lencia dentro de nuestros 
hogares y por factores eco-
nómicos hemos tenido que 
vivir en condiciones de ha-
cinamiento.

Consideramos que la vio-
lencia juvenil también se da 
en las escuelas primarias y 
secundarias, y que está re-
lacionada a conflictos que 
se dan entre los estudiantes, 
así como a la apatía o falta 
de consejos de parte de los 
maestros y profesores.

También reconocimos que la 
violencia juvenil no es sólo 
un problema de la juventud, 
de sus familias o de las es-
cuelas, sino que es producto 
de factores sociales y cultu-
rales que nos influyen y afec-
tan, como son:

• La pobreza y la falta de 
oportunidades

• Los contrastes sociales y 
culturales que observamos

• La escasa recreación pa-
ra las clases populares

• La discriminación

• La influencia de los me-
dios de comunicación

• La falta de capacitación

• Los bajos salarios para 
las familias

• El insuficiente apoyo por 
parte del estado a progra-
mas para adolescentes y 
jóvenes.

En el cabildo se concluyó 
que para contrarrestar la 
violencia juvenil es necesa-
rio no solo querer cambiar 
a los adolescentes y a los 
jóvenes, sino también a los 
adultos, dentro de la familia 
y la comunidad en general.

Concluimos que los adultos 
deben reconocer los ejem-
plos violentos que dan a la 
sociedad, y a la juventud, y 
que las bandas o pandillas 
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muchas veces surgen por-
que el joven no encuentra 
en sus familias ni en la so-
ciedad la comprensión, el 
apoyo, y las oportunidades 
que necesita5.

Por otro lado, los jóvenes son las princi-
pales víctimas de la violencia. En cuan-
to a las víctimas de homicidio por arma 

de fuego en la República de Panamá, 
entre los años 1997 a 2002, de acuer-
do con las edades de las víctimas, el 
mayor porcentaje (20,4%) se produjo 
entre los jóvenes de 20 a 24 años 
mientras que el 52,4% de las víctimas, 
en esos años, tuvieron entre 15 y 29 
años. De otra parte, la edad promedio 
de los individuos que cometen delitos 
va desde los 15 a los 35 años. 

5 Cabildo de Colón, vocera: Vanessa Camacho, Cabildos Juveniles Provinciales y Comarcales, 
24 de junio y 1º de julio de 2000, MINJUMNFA.
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Gráfico Nº 1
Porcentaje de víctimas de homicidio por armas de fuego

registradas en la República de Panamá por grupo de edad.
Años 1997-2002(p)
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Frente a este panorama resultan sinto-
máticos los esfuerzos gubernamenta-
les por afrontar la problemática de la 
violencia juvenil. Es así como el MIN-
JUMNFA, entidad gubernamental rec-
tora en materia de juventud, presenta 
en el año 2004 la Política Pública de 
Juventud, que tiene como objetivo ge-
neral, garantizar a las y los jóvenes 
que viven en la República de Pana-
má las condiciones para su desarrollo 
humano, el reconocimiento pleno de 
sus derechos y su participación en la 
construcción de un Panamá más equi-
tativo, solidario, democrático y justo, 
sin distinción alguna por razones étni-
cas, origen nacional, edad, género, 
localización territorial (urbano, rural/
comarcal), orientación sexual, creen-
cias religiosas, situación socioeconó-
mica, discapacidad o cualquier otra 
condición particular. Conforman esta 
política una serie de componentes, 
objetivos específicos y estrategias que 
deben desembocar en la elaboración 
de un Plan de Acción. 

En materia de seguridad personal y 
de justicia se pretende garantizar a 
las y a los jóvenes el derecho a la 
seguridad, a la igualdad ante la ley 
y a un juicio justo, excluyendo toda 
forma de violencia, a través de las si-
guientes líneas estratégicas:

• Realización de acciones para pre-
venir la violencia y el delito y pro-
mover la seguridad y convivencia 
ciudadana.

• Promoción de acciones de dife-
rentes instancias para prevenir 
y atender la explotación sexual 
comercial, la trata de mujeres y 
hombres jóvenes, violencia intra-
familiar y abuso sexual.

• Adopción de medidas que asegu-
ren que las y los jóvenes, víctimas 
de violencia y abuso, reciban el 
apoyo para su recuperación y 
reintegración social.

• Establecimiento de mecanismos 
intersectoriales que garanticen los 
derechos humanos de las y los jó-
venes privados de libertad.

• Atención integral a las y a los 
jóvenes privados de libertad, así 
como a sus familias.

• Establecimiento de centros para 
la prevención y atención de la 
violencia juvenil y fortalecimiento 
de centros de custodia y cumpli-
miento.

• Atención a las necesidades es-
peciales de mujeres jóvenes em-
barazadas, o con hijos/as, que 
estén privadas de libertad.

Por su lado, el Plan de Gobierno 
2004-2009 del actual Presidente de 
la República propone concertar un 
pacto entre todas las fuerzas produc-
tivas del país para capacitar y crear 
micro y auto-empresas juveniles; crear 
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un programa de voluntariado juvenil; 
promover oportunidades y fuentes de 
ingreso para la juventud rural e indíge-
na; así como la participación juvenil 
en foros nacionales e internacionales. 

En lo relativo a la seguridad pública, 
propone integrar equipos interdiscipli-
narios con una visión integral de la 
conducta delictiva, con capacidad 
de diseñar una estrategia represiva-
persuasiva-preventiva-docente a corto, 
mediano y largo plazo; implantar una 
eficiente administración de recursos 
destinados a la seguridad ciudadana; 
lograr mayor eficiencia, elevar la mo-
ral, disciplina y autoestima de la Fuer-
za Pública; controlar el contrabando 
de armas y la existencia de armas ile-
gales en poder de particulares, así co-
mo el otorgamiento de permisos para 
portar dichas armas y el papel de las 
agencias privadas de seguridad; apo-
yar el programa de Vecinos Vigilantes 
y adoptar medidas para fortalecer la 
lucha contra la delincuencia interna-
cional y los delitos mayores.6

En la actualidad, el MINJUMNFA 
se encuentra ejecutando el Proyec-

to Derecho al Juego y la Cultura en 
Adolescentes (Mano Amiga)7, en con-
junto con otras instancias estatales y 
no gubernamentales, con la finalidad 
de prevenir la violencia a través de la 
formación de una red8.

Todas estas propuestas gubernamen-
tales, en materia de juventud, se es-
bozan como lineamientos de políticas 
públicas de carácter general, debien-
do ser concretadas en un plan de 
acción con metas y actividades bien 
definidas. Sin embargo, manifesta-
mos nuestras dudas acerca de si es-
tas políticas y planes puedan atender 
las causas reales de la problemática 
que padece hoy la juventud, si no van 
acompañadas de soluciones integra-
les, que contemplen la atención a la 
pobreza y al desempleo. Si partimos 
del criterio de que el fenómeno de la 
violencia juvenil es multicausal, las 
respuestas efectivas deben abarcar el 
ámbito económico, político, educati-
vo, cultural, legal, judicial, psicológi-
co, familiar, etc. 

Por otro lado, la Comisión Intersecto-
rial de Alto Nivel para la elaboración 

6 Patria Nueva, Programa de Gobierno 2004-2009, pp. 11-13.
7 Corresponde con un programa quinquenal. 
8 Dicha red estará constituida por líderes deportivos, promotores culturales y voluntarios, que 

fomentan el deporte (fútbol) y cultura (teatro popular) en barrios populares de la ciudad de Pa-
namá (Santa Ana, Chorrillo, San Felipe, Curundú, San Miguelito, Tocumen), que se pretende 
incida en dos mil adolescentes capacitados y sensibilizados en la prevención de la violencia 
y diez mil miembros de las comunidades sensibilizados a través de las diversas actividades.

  (MINJUMNFA. Proyecto Derecho al Juego y la Cultura en Adolescentes –Mano Amiga-, inédi-
to, Panamá, 2004).
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de políticas en materia criminológi-
ca, creada por el Decreto Ejecutivo 
No 128 de 29 de mayo de 2002, 
presentó al Ejecutivo, a principios del 
año 2005, la Primera Propuesta de 
Política Criminológica Presentada a la 
Nación, la cual recomienda la crea-
ción de un ente rector con carácter 
permanente, multi e interdisciplinario, 
independiente, dotado de autonomía 
administrativa y financiera que ga-
rantice su funcionamiento. En materia 
de política criminológica recomienda 
que, la misma, forme parte de la po-
lítica social del Estado y que tenga, 
como pilares básicos, los siguientes 
principios rectores: desarrollo huma-
no sostenible, seguridad ciudadana, 
derechos humanos, prevención, edu-
cación para una cultura de paz y justi-
cia social. Esta propuesta está siendo 
considerada por el Ejecutivo en los 
actuales momentos.

A continuación nos referiremos a di-
versas maneras como se manifiesta 
la violencia juvenil: la delincuencia 
juvenil, la participación en pandillas, 
la violencia estudiantil y la violencia 
intrafamiliar.

2. Manifestaciones de la violencia 
juvenil

2.1. Delincuencia juvenil

La delincuencia, en un sentido restric-
tivo, es definida como “la conducta 
resultante del fracaso del individuo 
en adaptarse a las demandas de la 
sociedad en que vive”, o bien, como 
el fenómeno social constituido por el 
conjunto de las infracciones, contra 
las normas fundamentales de convi-
vencia, producidas en un tiempo y 
lugar determinados”9.

Sin embargo, autores como Zaffaro-
ni10, en un enfoque más omnicom-
prensivo del fenómeno, enfatiza el 
carácter clasista del sistema penal y 
nos recuerda la legitimación de la vio-
lencia que ejerce el Estado: 

“(…) En el panorama general del mun-
do, la máxima cantidad de daño cau-
sado al mayor número de personas, al 
menos en el siglo XX, no proviene de 
quienes son detectados y señalizados 
como ‘criminales’ o ‘delincuentes’, si-
no por agencias de los estados, en 
guerra o fuera de ella.

(…) Llama también la atención que en 
la gran mayoría de los casos, quienes 
son señalados como ‘delincuentes’, 
pertenecen a los sectores sociales 

9 Herrero Herrero, Delincuencia Juvenil, MINJUMNFA, 2004. 
10 Zaffaroni, (Manual de Derecho Penal, Cárdenas Editor y Distribuidor, México, 1988, p. 20
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de menores recursos. En general, es 
bastante obvio que casi todas las cár-
celes del mundo están pobladas de 
pobres. Esto indica que hay un proce-
so de selección de las personas a las 
que se califica como ‘delincuentes’, y 
no, como se pretende, un mero pro-
ceso de selección de las conductas o 
acciones calificadas como tales”.

En este estudio vamos a referirnos al 
tema desde una óptica estrictamente 
legal, entendiendo por delincuencia 
juvenil, lo que prescribe la Ley 40 
de 1999 sobre responsabilidad pe-
nal de los adolescentes, es decir, el 
conjunto de los delitos (denominados 
infracciones penales antes de las re-
formas) cometidos por jóvenes de 14 
ó más años de edad.

Como decíamos, las tendencias 
modernas dentro de la criminolo-
gía coinciden en señalar el carácter 

multicausal del fenómeno de la de-
lincuencia juvenil11. Nos dice Aida 
Selles de Palacios, Directora del Ins-
tituto de Criminología de la Univer-
sidad de Panamá: “La delincuencia 
tiene una biografía propia, general-
mente, el o la adolescente infractor(a) 
sigue un patrón: presenta una serie de 
conflictos infantiles y situaciones que 
han impactado su infancia, carencia 
afectiva y de todo tipo a los cuales 
se suma la influencia de un medio so-
cioeconómico que es completamente 
adverso; se puede entonces decir de 
alguna manera que el delincuente en 
general es un ser humano que ha sido 
moldeado por un entorno socio fami-
liar precario lleno de carencias, hostil 
que le ha impedido la autorrealización 
y autoafirmación plena como individuo 
de esta sociedad; y que ha incidido 
como factor precipitante a aquellas 
condiciones endógenas presentes en 
cada individuo”.12

11 Frente a la problemática de la delincuencia juvenil se ubican tres tipos de concepciones polí-
tico-criminológicas: una, de carácter fascista, que equipara el sistema penal eficiente con un 
sistema penal duro y represivo y que justifica el “ajusticiamiento” de los jóvenes delincuentes 
como ”personas indeseables” por parte de grupos paramilitares; otra, de carácter más tradi-
cional que favorece medidas dentro de los límites constitucionales para afrontar la criminali-
dad como el aumento de efectivos de la policía, aumento y endurecimiento de las penas y 
aumento del número de detenidos; y la de protección integral de la niñez y adolescencia, que 
dimana de la Convención de los Derechos del Niño, las Directrices de las Naciones Unidas 
para la prevención de la delincuencia juvenil, las Reglas de las Naciones Unidas para la 
protección de los Menores privados de libertad y las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 
para la Administración de Justicia de Menores.

12 Selles de Palacios, Aida. Consideraciones Criminológicas en torno a la participación de 
adolescentes en actividades delictivas, ponencia presentada en el Foro Seguridad Ciudadana 
y Penalización, Auditorio Justo Arosemena, Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, 22 de 
julio de 2004).
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De un estudio llevado a cabo con 100 
adolescentes infractores del Centro de 
Observación y Diagnóstico se des-
prenden los siguientes factores de ries-
gos socio-familiares: los entrevistados 
tenían una edad media de 14,2 años; 
el 36% estaba asociado a hechos de 
homicidio; el 40% contaba con una 
escolaridad promedio de segundo 
y tercer año de secundaria; el 84%, 
con ausencia de la figura paterna; el 
84%, con una relación con la madre 
entre hostil y nula; el 56% no practi-
caba la conversación familiar como 
norma de convivencia en el hogar; el 
80% no experimentaba la práctica del 
beso ni el 56% la práctica del abrazo 
dentro del seno familiar; el 72% reveló 
haber experimentado castigo corporal 
y el 76% agresión verbal; el 88% no 
participaba en actividades recreativas 
familiares; el 68% tenía sentimientos 
de inseguridad física; el 100% reco-
noció tener amistades que consumían 
droga y el 64% tener amistades que 
vendían droga; 76% admitió que, al-
gún familiar, consume droga. De este 
76%, el 68% es uno de los padres 
con quien vive.13

Miranda y Tejada14 señalan, como 
características intrínsecas del perfil 
del menor infractor, las siguientes: 

frustración constante y profunda hos-
tilidad; sentimientos de minusvalía e 
inseguridad; inmadurez emocional; 
identificación con modelos criminales 
notorios; impulsos agresivos dirigidos 
hacia los padres, la escuela y la so-
ciedad; satisfacción emocional lo-
grada mediante grupos antisociales; 
impulsos fuertes no dominados por la 
conciencia; inhibición social; dificul-
tad para relacionarse socialmente; 
poca auto-responsabilidad y consu-
mo de sustancias psicoactivas. Y co-
mo atributos propios de la población 
adolescente más vulnerable a come-
ter delitos señalan:

• Menores entre los 14 a 17 años, 
especialmente la población de 
16 a 17 años.

• Varones.

• No asisten con frecuencia a la 
escuela y no pueden satisfacer su 
derecho a la educación.

• Son más irresponsables, impulsi-
vos y rebeldes frente a la autori-
dad que otros de su misma edad.

• Viven en un hogar disfuncional 
(falta uno o ambos padres).

13  Campos, Manuel y Johann Sossa. Factores de riesgo sociofamiliares asociados a la conducta 
infractora en adolescentes en la ciudad de Panamá, Instituto de Criminología, Universidad de 
Panamá, 1999, pp. 117-120).

14  Miranda y Tejada Estudio Epidemiológico del Menor Infractor, MINJUMNFA, Panamá, 2003, 
pp. 25 a 28
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• Provienen de estratos sociales ba-
jos excluidos del goce de los de-
rechos fundamentales.

• Viven en barriadas marginadas 
donde los vicios (abuso de dro-
gas, alcohol, prostitución) y nor-
mas antisociales prevalecen.

• Están involucrados en el uso y la 
venta de drogas.

• Se encuentran formando parte de 
una pandilla.

• La situación económica es muy di-
fícil, por lo cual deben recurrir al 
trabajo en las calles para buscar 
su sustento.

• Es un grupo muy carente de cari-
ño y afecto.

• Existe escasa disciplina en el ho-
gar y una gran cantidad de casti-
go físico.

• Expresan hostilidad hacia sus pa-
dres y fallas en la identificación 
con ellos.

La Comisión Intersectorial de Alto Ni-
vel para la Elaboración de Políticas 
en Materia Criminológica15 presentó, 
como síntomas de la criminalidad de 
los menores, los siguientes:

• Aumento progresivo de la reinci-
dencia, más que de la conducta 
infractora primaria en la pobla-
ción menor de edad.

• Falta de controles para el cumpli-
miento de las medidas aplicadas 
al menor.

• Aumento de la severidad de las 
faltas cometidas por el menor.

• Aumento en el porcentaje de fal-
tas contra la salud, posesión de 
armas.

• Falta de controles efectivos en el 
proceso de filiación.

• Facilidad para la consecución y 
la tenencia de armas de fuego.

• El arma de fuego es el medio más 
utilizado en la comisión de las fal-
tas.

• Permisividad de la sociedad ante 
los menores.

A lo largo de una década (1990-
2000) los casos de adolescentes 
involucrados en actividades delicti-
vas creció de 2.357 a 4.321. No 
obstante, este porcentaje apenas 
representó el 2% del total de adoles-
centes del país. UNICEF-Panamá ha 

15  Primera Propuesta de Política Criminológica presentada a la Nación



ARMAS, VIOLENCIA Y JUVENTUD290

señalado que, de cada diez delitos 
que se cometen en el país, nueve son 
cometidos por adultos y solamente 
uno por adolescentes. En consonan-
cia, en cuanto a delitos graves como 
homicidios, robos, violaciones, se-
cuestros, terrorismo, tráfico ilícito de 
drogas y lesiones, de cada 100 de-
litos de este tipo, 98 son llevados a 
cabo por adultos y solamente 2 por 
adolescentes.16

Según el PNUD, al observar la ten-
dencia entre 1997 y el 2001 de la 
criminalidad general comparada con 
los grupos adolescentes se observa 
que, a pesar del incremento de los 
hechos delictivos, la participación 
de los adolescentes se ha mantenido 
en torno al 14% del total de casos y 
su presencia entre los delitos graves 
es menor, entre 2 y 3%, llegando a 
3,1% en el 2001. 

Gráfico Nº 2
Porcentaje de incidentes delictivos atribuidos a adultos

 y porcentaje de casos de actos infractores de adolescentes
(Años 1999-2003)

Fuente: Centro de Estadísticas Judiciales del Órgano Judicial y Centro de Estadísticas Criminales (CONADEC) 
del Ministerio de Gobierno y Justicia.
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Fuente: Centro de Estadísticas Judiciales del Órgano Judicial y Centro de Estadísticas Criminales
(CONADEC) del Ministerio de Gobierno y Justicia.
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16  El Panamá América, 11 de julio de 2004.
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Según los juzgados de Niñez y Ado-
lescencia en el año 2002 ingresaron 
en ellos, por supuesta actividad delic-
tiva, 4.564 adolescentes de los 14 

hasta los 18 años; 5.326 menores 
de 14 años por casos de protección/
responsabilidad social y 4.103 casos 
de familia.

Cuadro Nº 1
Casos ingresados en los juzgados de niñez y adolescencia en la República 

de Panamá, por tipo de caso, según juzgado: 2002 (P)

 
 
 Juzgado
 
 

Total Porcentaje

Supuesto 
acto

infractor 
(Ley 40)

Familia

Protección I
Situación de

responsabilidad
social

 Total 13.993 100,00 4.564 4.103 5.326

 Bocas del Toro 727 5,2 70 593

 Chiriquí 879 6,3 549 86

 CocIé 585 4,2 167 123

 Colón 936 6,7 504 251

 Darién 200 1,4 25 125

 Herrera 57J 4,1 109 239

 La Chorrera 1.381 9,9 383 346

 Los Santos 322 2,3 74 197

 Primero Panamá 2.568 18,4 980 626

 San Migue1ito 1.662 11,9 681 304

 Segundo Panamá 2.344 16,8 839 641

 Veraguas 1.816 13,0 183 572 1.061

(P) Cifras Preliminares.

Nota: Ley 40 del 26 de agosto de 1999, Cap.1°, Art. 7 y 8. Del Régimen Especial de Responsabilidad 
Penal para la Adolescencia.
Fuente: Juzgados de Niñez y Adolescencia, Órgano Judicial. Centro de Estadísticas Judiciales.
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La población de adolescentes recluida 
en centros y programas, por diversos 
tipos de delitos, en todo el país, es de 
769 personas, de los cuales 727 son 
varones y 42 mujeres. De los mismos, 
el 60% son reincidentes.17

Los Juzgados de Niñez y Adolescen-
cia del Órgano Judicial dan cuenta 
de que, de la totalidad de adolescen-
tes en casos de supuestos delitos (res-
ponsabilidad penal), la mayoría tiene 
entre 16 y 17 años; se encuentran 
involucradas e involucrados en delitos 
contra el patrimonio (60%), el 66% es 
hurto; y sólo el 20% se encuentra in-
volucrado en delitos graves. En cuan-
to a las involucradas e involucrados 
en faltas administrativas, el 52% de 
las y los adolescentes atendidos y 
atendidas lo están por situaciones de 
agresión física y riña y sólo el 21% 
tenían que ver con faltas como portar 
arma y portar arma de fuego.

En relación con las niñas, los niños y 
adolescentes no responsables penal-
mente (por tener menos de 14 años), 
el 43% tiene que ver con situaciones 

de hurto; casi las dos terceras partes 
son hombres e ingresan por primera 
vez al sistema de protección; y casi 
la mitad tiene 13 años. Sin embar-
go, de ellos, sólo el 56% asiste a la 
escuela y casi el 70% proviene de 
hogares incompletos. En cuanto a las 
faltas, más del 50% se ve involucrado 
en agresión física y riña. 

Lo cierto es que en los últimos cinco 
años ha habido un sustancial incre-
mento de las actividades delictivas 
en el país. Las estadísticas criminales 
arrojan que, para el año 1999, hubo 
46.733 incidentes policivos mientras 
que, para el año 2003, se dieron 
72.597. De estos, el 16,7% fueron 
delitos contra la vida; el 26,3%, de-
litos contra la propiedad; el 3,5%, 
delitos de drogas; el 1,6%, delitos 
sexuales; el 1,2%, posesión de armas 
de fuego; el 0,3%, posesión de arma 
blanca y el 50, 4%, otros delitos.

En el año 2003 se registraron 338 ca-
sos de homicidios, de los cuales, 266 
se escenificaron en la provincia de Pa-
namá, 66 en Colón y 20 en Chiriquí.

17  El Siglo, 22 de julio de 2004.
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Cuadro Nº 2
Número y tasa de homicidios
registrados en la República

de Panamá

199O-2003

Homicidios registrados

   Tasa 
Año   No.  (100.000
   habitantes)
1990  278 11,5
1991  294 11,9
1992  311 12,4
1993  308 12,0
1994  323 12,4
1995  377  14,3
1996  248 9,3
1997  315 11,5
1998  281 10,2
1999  285 10,1
2000  299 10,5
2001  306 10,6
2002  380 12,9
2003  338 11,3
Fuente: CONADEC, Ministerio de Gobierno.

La tasa de homicidios para el 2003 
es de 11,3 por cada 100.000 habi-
tantes, bastante similar a la de 1990. 
Mientras que en el distrito de Pana-
má, de la provincia de Panamá, en 
corregimientos como Curundú la tasa 
es de 108,7 homicidios por cada 
100.000 habitantes, en San Felipe 
es de 81,4 y en Calidonia de 42,9. 

Éstos son los corregimientos donde ha 
proliferado, con mayor intensidad, el 
fenómeno de las pandillas juveniles. 

La causa más frecuente de los homi-
cidios para el 2003 fueron las discu-
siones y riñas, las cuales equivalen al 
40% de los casos mientras que el ro-
bo y la tentativa de robo significaron 
el 21%; la violencia doméstica, el 9%; 
el ajuste de cuenta y venganza, el 8% 
y los casos relacionados con droga, 
cruce de disparos y pandillas juve-
niles, el 9%. Según CONADEC, las 
horas y los días de mayor incidencia 
son de las 18:01 a las 02:00 y los 
viernes, sábado y domingo. El medio 
más utilizado para realizar el hecho 
delictivo es el arma de fuego (57,1%), 
seguido del arma blanca con 25,4%. 

En cuanto al robo a mano armada, 
en el 2003 se registraron 3416 ca-
sos mientras que, en el año 2002, se 
registraron 3750 casos. En cuanto al 
hurto, en el 2003 se dieron 11253 
casos, a diferencia del 2002, año en 
que se registraron 10624. En relación 
con los incidentes de heridos con ar-
mas de fuego, en el 2003 se produ-
jeron 1156 incidentes, con un mayor 
nivel de incidencia en la ciudad de 
Panamá (46% del total). En esta ciu-
dad encontramos una tasa promedio 
de 12 por cada 10.000 personas 
mientras que, en corregimientos co-
mo Curundú (48.9), Chorrillo (40.3) 
y Santa Ana (44,1), se producen las 
tasas más altas. 
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2.2. Pandillas

Los especialistas tienden a distinguir en-
tre banda y pandilla, aunque ambas es-
tán conformadas por jóvenes provenien-
tes de hogares muy humildes, así como 
de barrios marginales y suburbanos. 

La banda cuenta con una estructura-
ción interna más formal, con una inser-
ción más estable o de larga duración, 
con una identidad entre sus miembros 
que, por lo general, tienen de entre 12 
a 25 años, con códigos de comunica-
ción interiorizados y compartimentados 
(tatuajes, mecanismos de ingreso, etc.) 
entre ellos, con distribución específica 
de roles, con líderes que imponen cla-
ramente su autoridad, con niveles de 
disciplina en su dinámica criminal. Las 
pandillas, en cambio, no surgen para 
la realización de actividades delicti-
vas, sino para fines distintos y, ocasio-
nalmente, realizan ilícitos.18

Desde este punto de vista podemos 
afirmar que en Panamá no existen ban-
das sino, más bien, pandillas juveniles, 

como un fenómeno fundamentalmente 
post-invasión19, a diferencia de otros 
países como El Salvador, Honduras 
o Colombia, en donde hay bandas 
que se estructuran a partir de los años 
ochentas, alimentadas durante su estan-
cia migratoria en los Estados Unidos, a 
partir de la experiencia de grupos anti-
sociales norteamericanos.

Algunos autores, sin embargo, dan 
cuenta de que los primeros antece-
dentes se remontan a la década de 
los sesentas durante los cuales la po-
licía reportaba asaltos, a conductores 
afectados por las corrientes de aguas 
por inundaciones en el área del Cho-
rrillo, a manos de adolescentes perte-
necientes a una pandilla denominada 
Clan Aguas. En la ciudad de Colón, 
en los ochentas, ya existían dos pan-
dillas juveniles: Vaticano y Bambú La-
ne, con territorios claramente delimita-
dos en el Barrio Norte y en el Barrio 
Sur, respectivamente.20

La descomposición social, en todas sus 
facetas, así como la proliferación de ar-

18  Aida Selles de Palacios, Directora del Instituto de Criminoligía de la Universidad de Panamá, 
en Ileana Gólcher, Violencia de Bandas penetra en las Escuelas, El Panamá América, 17 de 
agosto de 2003, p. A3.

19  La invasión norteamericana de 1989, precedida de un saqueo de los principales centros comer-
ciales de las ciudades de Panamá y Colón, incrementó los niveles de pobreza y desempleo y, por 
ende, la descomposición social, agudizada con la proliferación de armas en el mercado negro 
y el descontrol de las actividades delictivas causado por la desintegración del ejército nacional 
(denominado “Fuerzas de Defensa” o Guardia Nacional) y la organización de un nuevo cuerpo 
policial que resultaba insuficiente para garantizar la seguridad ciudadana, por lo cual proliferaron 
más de 50 empresas de seguridad privadas en el período. Cfr. Vicente Archibold. Armas Livianas 
en Panamá, Fundación Arias para la paz y el Progreso Humano, Panamá, 2000, p. 21.

20  Villalba, H. Pandillerismo Juvenil, Panamá, 2000).
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mas, posteriores a la invasión -entre mu-
chas otras causas mencionadas- ayuda-
ron a crear el caldo de cultivo para la 
proliferación de pandillas juveniles en 
las ciudades de Panamá y de Colón. 

Según H. Villalba, en Colón, concre-
tamente en la Cárcel Pública o “hue-
co”, hubo necesidad de reagrupar 
a las nuevas pandillas que surgieron 
en el casco de la ciudad, y que se 
organizaban por calles (Playita, la 
Unidad, Calle 3, Calle 10, Nuevo 
Colón, Nuevo Méjico, Cativá, etc.), 
en los llamados Chicos del Norte, 
para defenderse de los abusos de 
las pandillas tradicionales, Vaticano 
y Bambú Lane. Hubo fuertes pugnas, 
tanto dentro como fuera de las insta-
laciones carcelarias, entre estas tres 
agrupaciones durante la primera mi-
tad de los años noventas, por el de-
sarrollo de ilícitos, rencillas y dominio 
de áreas de influencia para la venta y 
el consumo de drogas, las cuales co-
braron vidas de jóvenes colonenses.

En una noticia aparecida en mayo de 
1997, el director de la Policía Na-
cional daba cuenta de la existencia 
de unas 45 pandillas juveniles en los 
barrios de El Chorrillo, Calidonia, 
Curundú, San Miguel, San Miguelito, 
Santa Librada, Tocumen, Juan Díaz, 
Pedregal y otros de la ciudad de Pa-

namá. Definieron territorios, utilizaban 
tatuajes -en diversas partes del cuer-
po- para distinguirse, crearon grafitti, 
usaban una jerga propia y tenían, a 
lo interno rangos definidos.21 

Alma Jenkins, sobre la base de una 
encuesta realizada en 1998 a 94 
ex miembros de bandas colonenses, 
organizados en el Movimiento de 
Rescate de la Juventud Colonense, a 
consecuencia de un proceso de pa-
cificación apoyado por el Ministerio 
de la Juventud, la Mujer, la Niñez y 
la Familia, extrae el siguiente perfil 
de los jóvenes miembros de bandas: 
sus edades oscilan entre los 13 y los 
27 años, siendo su edad promedio 
de 21,4 años. Cerca del 30% de los 
encuestados provienen de familias in-
completas en donde los padres/ma-
dres son solteros/solteras. Cerca del 
49% de estos padres/madres viven 
en unión consensual. La unidad fami-
liar de origen del joven es extensa, 
es decir, que cerca del 49% tiene de 
entre 4 a 6 hermanos. El 42% vive 
en condiciones de hacinamiento. El 
52% vive en viviendas clasificadas 
como condenadas. Cerca del 43% 
está desempleado. El 25% de los 
miembros del grupo cursaron hasta 
segundo año de secundaria. Las mor-
bilidades están identificadas como 
ETS, HIV y abuso de drogas.22 

21 El Panamá América, 28 de mayo de 1997.
22  Jenkins, Alma. Perfil de los jóvenes miembros de banda en la Ciudad de Colón, Consultoría 

UNICEF-Ministerio de la Juventud, la Mujer, la Niñez y la Familia.
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Por su parte, Rómulo Emiliani, pana-
meño, Obispo Auxiliar de San Pedro 
Sula, en Honduras, quien realiza una 
labor de rescate de los jóvenes afilia-
dos a pandillas conocidas como “ma-
ras”, señala que “el narcotráfico, la 
falta de respaldo familiar, la pobreza, 
el desempleo y el crimen organizado 
son las causas principales que hacen 
que los jóvenes se vuelvan pandille-
ros. Al sentirse excluidos, los jóvenes 
de los barrios marginados son propen-
sos, más que convertirse en pandille-
ros, a ser terroristas urbanos”. 23

Con la creación del Ministerio de la 
Juventud, la Mujer, la Niñez y la Fa-
milia destaca la tregua que firmaron, 
el 15 de abril de 1998, los líderes 
de las pandillas rivales colonenses 
Rat Bat, Los Diamantes, Los Mucha-
chos del Bamboo, Los Inocentes, La 
Banda del Norte, El Vaticano, La Uni-
dad, entre otras, las cuales sumaban 
un total cercano a las 280 personas 
y quienes reclamaban oportunidades 
de empleo al gobierno nacional.

A estos esfuerzos, realizados en el nivel 
de política ministerial en el año 1998, 
se les dio un seguimiento por parte de 
las nuevas autoridades gubernamen-

tales. El citado Ministerio creó el pro-
grama Jóvenes en Busca de Oportuni-
dades, para atender a jóvenes en ries-
go social que confrontaban múltiples 
problemas a la hora de su reinserción 
social y laboral, muchos de los cuales 
fueron o eran infractores, ex detenidos, 
integrantes de pandillas o “desertores 
escolares”. Según representantes de 
esa dependencia, de enero de 2000 
a abril de 2003 se aminoraron las 
pugnas entre pandillas rivales en virtud 
del acercamiento directo o indirecto a 
unas cien de ellas24. Estos jóvenes fue-
ron reincorporados al mercado labo-
ral. A través del INAFORP se les brindó 
capacitación laboral y, mediante el 
Ministerio de Educación, lograron en-
trar a escuelas nocturnas.25 

En la actualidad se habla de la exis-
tencia de 130 pandillas en el área 
metropolitana y de “clips” o peque-
ñas células conformadas por hasta 6 
personas que, en ocasiones, trabajan 
de forma independiente de la pandi-
lla madre, dedicadas a la comisión 
de robos, asaltos, tráfico de drogas y 
homicidios. Las pandillas que se con-
sideran más peligrosas en estos mo-
mentos son: Los Toca y Muere, Matar 
o Morir (MOM), Los Sagrados, Kris 

23  La Prensa, 22 de noviembre de 2004.
24  Se beneficiaron del programa 2,500 jóvenes, 108 beneficiados con becas de estudio y 400 

bonos educativos otorgados a familias de escasos recursos. 
25  Entrevista a Jaime Quiróz Jaén, coordinador del programa “Jóvenes en busca de oportunida-

des”, en Ileana Gólcher, loc. cit.
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Kros, Los Perros de San Joaquín, Spi-
der Bad, Los Niños de la Tumba Fría, 
Los Kilimanjaros, Sicilian Crew, Los 
Niños Pródigos Protegidos de Dios, 
los Chacales, Pentágono, 1029 (Lo-
co Suelto), Rebeldes, Los Millonarios 
y NBK.26

Sin embargo, miembros de pandillas 
en Curundú27, corregimiento conside-
rado con un alto índice de criminali-
dad, estiman que el sensacionalismo 
de los medios de comunicación les 
atribuye niveles de violencia, involu-
cramiento en actividades delictivas y 
estructuras organizativas que no co-
rresponden a la realidad. Consideran 
que los jóvenes entre los 14 y los 17 
años se reúnen espontáneamente y se 
dan un nombre cualquiera o retoman 
nombres que fueron utilizados por 
otros jóvenes, pues quedan recuerdos 
de “hazañas” de estos grupos. Los ta-
tuajes que utilizan lo hacen por moda 
o por simples decisiones personales. 
Los jóvenes involucrados tienen bajo 
nivel cultural, han terminado los seis 

primeros años de primaria pero no 
han concluido los tres siguientes, pro-
vienen de hogares incompletos y ubi-
cados en la pobreza o en la extrema 
pobreza, resentidos por su condición 
y por no encontrar trabajo, muchas 
veces padres-adolescentes. Se ven 
involucrados en la dinámica de la vio-
lencia, estimulada por el ocio, por ren-
cillas entre grupos o simple rivalidad 
personalista, como una manera de so-
brevivir en un medio hostil. En Curun-
dú, nos cuentan: “Todo el mundo está 
en riesgo. Hay balaceras a cualquier 
hora, pero sobretodo en la noche y 
madrugada. Se tiran balas a lo loco, 
es decir, que las balas no tienen ojos 
y pagan inocentes. Cuando se dice 
que una persona ‘está caliente’ es que 
está sentenciada y va a existir bala-
cera. Los policías no se apersonan 
cuando hay balacera (…). Los niños 
de 9 a 10 años juegan de maleantes 
y policías (…) Existe la ley del silencio, 
nunca nadie denuncia a nadie (…). A 
pesar de las noticias sobre la tregua 
entre bandas, en Curundú jamás ha 

26  El Panamá América, 28 de noviembre de 2004. Richard Herrera, especialista en pandillas 
de la Policía Técnica Judicial, contabiliza cerca de 100 bandas organizadas en los barrios 
de la capital y el interior del país: Dichas bandas reconocidas por sus nombres de guerra, 
guardan características entre las que figuran el uso de un lenguaje no verbal, el tatuaje y 
la señalización de su territorio a través de dibujos o grafitis plasmados en las paredes. Son 
inconsistentes, debido a que aumentan y disminuyen en cantidad a través de los años. En los 
años 1996, 2001 y 2003 se ubicó el mayor número de pandilleros http/ www. Enlaces, 
e- panama, gob.pa . 

27  En la actualidad existen los siguientes grupos en el corregimiento: NBK (que corresponde a 
vecinos de los edificios multifamiliares de color verde); MOM (casas del área de Renovación); 
Kris Kros (del área de las barracas o Tívoli); Los Sicarios (área de la caseta); Locos Adams 
(área de Las Lomas). 
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bajado la violencia (…). En la Opera-
ción Mano Dura hubo mucho maltra-
to y abusos. Entraban a las casas sin 
orden (…). Hay como 500 personas 
involucradas en la actividad de las 
pandillas en Curundú (…) Es que el 
problema está muy avanzado: ha ha-
bido muertos: no hay solución28. 

2.3. Armas de fuego y manifestacio-
nes de violencia de la juventud

La información disponible, relativa a 
las armas de fuego, proviene de las 
siguientes fuentes: armas registradas 
en la Policía Técnica Judicial (PTJ); 
armas vendidas en establecimientos 
comerciales (debería de existir una 
correspondencia entre una y otra in-
formación puesto que, las armas ven-
didas legalmente, se venden con la 
condición de que el establecimiento 
tramite el permiso ante la PTJ directa-
mente) y armas decomisadas por la 
Policía Nacional.

En cuanto a las armas registradas en 
la PTJ, entre 1996 y 2002 se regis-
traron 53,535 armas de fuego, con 
permiso especial para portarlas, de 
las cuales, 2717 fueron registradas 
en el 2002. De estas armas el 18,9% 
corresponde a un primer registro y el 
81,1% a un reingreso. Estas armas 

correspondían a 43,793 permisos 
concedidos por la PTJ, de 1996 al 
2002. De éstos, a su vez, 2088 per-
misos fueron otorgados en el 2002 y, 
de éstos, el 30% correspondió a per-
misos otorgados por primera vez y, el 
70%, a renovación de permisos. 

En 1995 fueron vendidas 3,305 
armas de fuego, de manera legal. 
De éstas, el 36% correspondió a 
revólveres (calibre 38 fundamental-
mente); el 36,9% a pistolas (calibre 
9, más que todo); el 14,4% a es-
copetas (calibre 12 principalmente) 
y el 12,7% a rifles (calibre 22 pre-
ferentemente). Esta cantidad de ar-
mas, vendidas durante el transcurso 
del año 1995, corresponde a una 
tasa de 13 armas vendidas por ca-
da 10.000 habitantes. Sin embar-
go se vendieron, en el mismo año, 
7.393,543 municiones, a razón de 
28 tiros por cada diez personas, lo 
cual revela una fuerte desproporción 
entre armas y municiones vendidas. 
Esta situación hace suponer que, un 
alto porcentaje de municiones, no 
son utilizadas -precisamente- en ar-
mas con permiso legal.

En cuanto a las armas decomisadas en 
el año 2000, fueron 395 revólveres 
calibre 38; 42 calibre 22; 96 pistolas 

28  Entrevista realizada por la autora a jóvenes pandilleros de Curundú, el día 20 de diciembre 
de 2004.
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9 mm; 72 pistolas 380; 84 escopetas 
y 993 armas de guerra, de las cuales 
399 fueron AK 47. En el 2001 se de-
comisaron 1353 armas de fuego de 
diferentes calibres. En el 2001, por 
posesión ilícita, fueron 541 pistolas y 
54 fusiles y sub-ametralladoras, de las 
cuales 38 fueron AK47.

Los jóvenes pandilleros tienen acceso 
a las armas que provienen del merca-
do negro, surtiendo ahí sus mayores 
necesidades de armas de fuego y 
de municiones; también lo hacen por 
intermediación de policías corruptos 
que venden armas y municiones de-
comisadas y, también, hay personas 
que poseen permisos para portar ar-
mas que proveen municiones. Se pue-
den obtener, en este mercado negro, 
armas de todos los calibres: desde 
pistolas 38, a cincuenta balboas (B/ 
50.00); hasta de calibre 22 a cien 
balboas (B/ 100.00) o de 9 milíme-
tros, entre 150 a 300 balboas (B/ 
300.00). En la mayoría de los casos 
no se les borra el número de serie. 

Con referencia a la frecuencia con 
que ocurren los delitos cometidos con 
armas de fuego, las estadísticas de 
2003 revelan que, cada 5 horas, 
ocurre un robo a mano armada; ca-
da 7,6 horas se produce una lesión 

personal con arma de fuego; cada 
52,8 horas se da un homicidio en 
donde se utiliza un arma mortal; ca-
da 162,2 horas se lleva a cabo un 
intento de robo y, cada 122 días, se 
registra un suicidio cometido con ar-
ma de fuego.29 

2.4. Violencia estudiantil

En los últimos años, los medios de co-
municación han dado cuenta de ac-
tos de violencia llevados a cabo en 
los principales colegios secundarios 
del país y que van, desde vandalis-
mo por parte de estudiantes, hasta 
muertes por reyertas estudiantiles. Así, 
por ejemplo, se pueden mencionar 
algunos hechos: Bienvenido Moji-
ca30 dice que -32 armas de fuego, 
80 carrizos de supuesta cocaína, 
35 destornilladores, 5 punzones, 16 
cuchillos, 5 exactos, 5 jeringuillas, 5 
botellas de licor, 4 compases de geo-
metrías, vidrios y cigarrillos- fueron 
decomisados en un operativo en las 
escuelas. El operativo se realizó, con-
juntamente, por la Fiscalía de Familia, 
la Policía de Menores y el Ministerio 
de Educación.

José Luis Hidalgo31 dice que estos 
operativos se han incrementado debi-
do a la ola de violencia que se ha 

29  CONADEC, Ministerio de Gobierno.
30  Decomisan Armas y Drogas, La Prensa, del 30 de junio de 2000,
31  Drogas y Armas en las Escuelas, en La Estrella de Panamá, del 15 de junio de 2000.
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dado en las calles y dentro de las es-
cuelas, y que revelan que este año, en 
menos de un bimestre, ha habido 4 
muertos a escala nacional, 7 heridos 
por armas y 17 con armas punzo-cor-
tantes. Se han detectado 54 estudian-
tes uniformados que a su vez fueron 
sorprendidos vendiendo drogas en los 
alrededores de las escuelas.

Algunos estudiosos consideran que la 
violencia escolar constituye una reali-
dad muy compleja en donde conflu-
yen diversos factores. Maribel Jaén y 
otros, al hacer un estudio de la violen-
cia en la relación maestro-estudiante 
y estudiante-estudiante, consideran 
que la misma es de carácter cotidia-
no y se genera por las relaciones de 
desigualdad y de poder de los mo-
delos educativos que aceptan como 
normal los hechos de violencia. La 
misma, afirman, es consecuencia de 
factores culturales como el autoritaris-
mo, el machismo, el adultocentrismo, 
factores socioeconómicos y ambien-
tales que inciden en la conducta de 
maestros y estudiantes.32 

Otros autores destacan las viejas riva-
lidades entre colegios, o bien, la en-
tronización de las pandillas y bandas 
juveniles en las escuelas. Y es que la 
violencia social también se refleja en 

las aulas escolares. Débora de Belu-
che, en un informe preliminar -de una 
investigación en ejecución- sobre la si-
tuación de la violencia escolar en diez 
escuelas de la ciudad de Panamá, da 
cuenta de la opinión de estudiantes, 
entre 17 a 19 años, del Colegio Artes 
y Oficios (donde se escenifican, por 
excelencia, actos de violencia calleje-
ra), de la siguiente manera: la mayoría 
proviene de hogares desintegrados; el 
63% confesó haber recibido maltrato, 
sobre todo en la calle; el 18,5% confe-
só que el maltrato provino de las pan-
dillas; los maltratos recibidos -con más 
frecuencia- son, en su orden: insultos, 
golpes, empujones y palabras descom-
puestas; el 87% dijeron pertenecer a 
familias no violentas; el 35% recono-
ció que el problema socioeconómico 
es el que más afecta su hogar y el 
24% indicó que lo era la desintegra-
ción familiar; el 59% reconoció haber 
estado involucrado en hechos violen-
tos; cerca del 78% admite la existen-
cia de violencia en el ámbito escolar; 
cerca del 65% cree que la violencia, 
en su escuela, es regular y de mucha 
intensidad; el 74% considera que la 
violencia se da, a consecuencia de 
agresiones de estudiantes del plantel, 
contra estudiantes de otros colegios; el 
67% considera que sus compañeros 
provocan la violencia en su escuela; 

32  Jaén, Maribel y Otros. Violencia intraescolar en Panamá –Estudio descriptivo y exploratorio 
de alumnos de quinto y sexto grado asistentes a las escuelas primarias de Panamá Centro-, 
inédito, Panamá, 1999, pp. 144-145.
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el 57% opina que la violencia consiste 
en golpes, el 46% en insultos, 43% en 
agresión con armas punzo cortantes y 
el 22% de agresión con armas de fue-
go y, finalmente que, entre los indica-
dores de violencia, la venganza tuvo 
un 67% de las menciones, las drogas 
el 61%, el rencor y la agresión el 56% 
y, el enojo, el 57%.33 

3. Marco jurídico-institucional

3.1. Convenciones internacionales

La Convención Internacional sobre 
los Derechos del Niño fue ratificada 
por Panamá mediante la Ley 15 de 
1990 y, por lo tanto, su cumplimiento 
es obligatorio para el país.

3.2. Leyes sobre mayoría de edad y 
edad mínima para portar armas

En virtud que la Convención sobre 
los Derechos del Niño define como 

niño a todo ser humano menor de 
dieciocho años de edad, el Código 
de la Familia y del Menor -aprobado 
mediante la Ley 3 de 1994- en con-
secuencia, entiende por “menor” a to-
do ser humano desde su concepción 
hasta la edad de 18 años.34 

En cuanto a la edad mínima para 
portar armas, el Decreto Ejecutivo 
No 409 de 1994, modificado por 
el Decreto Ejecutivo No 245 de 31 
de diciembre de 1998, establece 
los requisitos para la obtención del 
permiso para portar armas de fue-
go, a cargo de la Policía Técnica 
Judicial. Dentro de dichos requisitos 
se encuentran el de presentar foto-
copia de la cédula de identidad 
personal, en el caso de panameño, 
o del documento de residencia en 
el territorio nacional, en el caso de 
extranjero. También se exige un mí-
nimo de 18 años para portar armas 
de manera legal.35 

33 Beluche, Débora de. Situación de la violencia escolar en diez escuelas del área educativa 
de Panamá Centro, en revista especializada Acción y Reflexión Educativa, No 27, ICASE, 
Universidad de Panamá, 2004, pp. 78-111. 

34  La Constitución Política (artículo 125), desde 1972, había concedido el ejercicio de la ciuda-
danía panameña a todos los panameños mayores de dieciocho años, sin distinción de sexo. 
Nota de la Editora: Dado que la Convención sobre los Derechos del Niño dejó a criterio de 
los países la definición del inicio de la vida humana, en América Latina se firmó con la reserva 
de que dicho artículo debe entenderse como desde la concepción.

35  Este Decreto establece claramente que no podrán poseer permisos para portar armas de fuego 
los menores de edad, los libadores de licor habituales, los dementes e incapaces, los consu-
midores de drogas o sustancias sicotrópicas, aquellos condenados por delito doloso y los con-
denados por delito culposo o falta policiva que a juicio de la autoridad indiquen peligrosidad. 
Cabe destacar que este Decreto flexibilizó los requisitos, al derogar el Decreto No 73 de 15 
de marzo de 1993, que exigía prueba sicológica y prueba de tiro, las cuales ya no se están 
exigiendo, en base a las nuevas disposiciones, situación que consideramos lamentable.
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3.3. Leyes sobre imputabilidad penal

Ya, desde la Constitución Política 
de 1972, se establecía que los de-
tenidos menores de edad estarán 
sometidos a un régimen especial de 
custodia, protección y educación. Al 
mismo tiempo, la Convención de los 
Derechos del Niño establece el dere-
cho de todo niño ,al cual se acuse de 
haber violado leyes penales, de ser 
tratado de manera acorde con su dig-
nidad, teniendo en cuenta su edad y 
la importancia de promover su rein-
tegro a la sociedad, procurando el 
establecimiento de una edad mínima 
antes de la cual se presumirá que los 
niños no tienen capacidad para infrin-
gir las leyes penales, y la adopción 
de medidas para tratarlos sin recurrir 
a procedimientos judiciales, en el en-
tendimiento de que se respetarán ple-
namente los derechos humanos y las 
garantías legales.

Hasta 1999 el menor de edad, en 
nuestro país, es decir, el menor de 18 
años, era totalmente inimputable, de 
acuerdo con la legislación nacional36. 
Sin embargo, a partir de la aproba-

ción de la Ley No. 40 de 1999, 
modificada por la Ley No. 46 de 6 
de junio de 2003, que establece el 
régimen de responsabilidad penal 
para la adolescencia, se disminuye 
a 14 años la edad para afrontar la 
responsabilidad que corresponda por 
hechos delictivos tipificados en la ley 
penal. 

Aquí cabe destacar que jugó un papel 
decisivo, en este cambio legislativo, 
la presión social dirigida a endurecer 
las penas por delitos más graves y a 
sancionar -penalmente- a los menores 
de 18 años, inducida por el sensa-
cionalismo manejado por los medios 
de comunicación en torno a casos de 
homicidios a manos de menores, no 
obstante que las estadísticas crimina-
les no arrojaban cifras relevantes de 
la autoría minoril en las actividades 
delictivas. Hubo reclamaciones ex-
tremas como establecer la pena de 
muerte (a pesar de que la Constitu-
ción la prohíbe taxativamente) o san-
cionar al niño y niña o adolescente 
como “adulta y adulto” (a pesar que 
la Constitución Política no lo permite, 
véanse artículos 28 y 59). 

36  En materia penal, la imputabilidad ha sido definida como la capacidad de entender y de que-
rer, capacidad que requiere satisfacer un límite físico, o sea la mayoría de edad que señala 
la propia ley, y un límite psíquico que consiste en la posibilidad de valorar la propia conducta 
en relación a la norma jurídica (Código Penal italiano); o la capacidad de comprender la 
ilicitud del hecho punible o de determinarse de acuerdo con esa comprensión (Artículo 24 del 
Código Penal de la República de Panamá, a contrario sensu). Si no cuenta con el límite de 
edad consagrado por la ley se considerará inimputable. 
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Es así como se explica que, ante ta-
les presiones, autoridades guberna-
mentales, legisladores, organismos 
internacionales y sectores de la so-
ciedad civil hayan consensuado una 
propuesta de Ley que disminuía la 
edad de inimputabilidad penal pero, 
respetando los derechos y las garan-
tías procesales del adolescente, la 
cual se materializó en esta Ley 40 de 
1999. También se aprobó la anterior 
propuesta de ley, al lado del compro-
miso de promover la aprobación de 
un Código de la Niñez y la Adoles-
cencia, más acorde con las nuevas 
tendencias de la protección integral 
de niños y niñas y adolescentes el 
cual, por cierto, aún no se dicta.

Resulta, entonces, que a los menores 
de edad que hayan cumplido los ca-
torce años, a quienes se les impute 
un delito según la ley penal, se les 
aplicará el procedimiento contenido 
en este régimen especial de responsa-
bilidad penal. Si estos adolescentes 
cometen faltas y contravenciones se-
gún el Código Administrativo y otras 
leyes especiales, el tema será compe-
tencia de los juzgados de niñez y de 
adolescencia que fueron creados por 
el Código de la Familia y el Menor 
en 1994. 

Asimismo, si a los menores de 14 años 
se les atribuye un hecho calificado co-
mo delito o falta por la ley penal, aque-
llos serán puestos a disposición de un 
juez de niñez y adolescencia compe-

tente, para ser sometidos a un régimen 
especial de custodia, protección, edu-
cación y resocialización, según las cir-
cunstancias del caso y las normas del 
Código de Familia y del Menor.

La ley de responsabilidad penal es-
tablece, a favor de los y de las ado-
lescentes, todos los derechos y las 
garantías que consagran la Constitu-
ción, las leyes de la jurisdicción penal 
ordinaria y los instrumentos internacio-
nales, además de los derechos y las 
garantías contenidos en los siguientes 
principios:

• Principio del respeto a la digni-
dad humana.

• Principio de igualdad y el dere-
cho a la no discriminación.

• Principio de legalidad de las in-
fracciones a la ley penal.

• Principio del respeto a la libertad 
corporal.

• Principio de la ley más favorable.
• Principio de la especialidad de la 

jurisdicción.
• Principio de la presunción de ino-

cencia.
• Principio de la prohibición de ser 

juzgado más de una vez por la 
misma causa.

• Principio de protección a la priva-
cidad.

• Principio de la legalidad de la res-
tricción de derechos.

• Principio de la responsabilidad 
penal y de la capacidad de cul-
pabilidad.
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• Principio de lesividad. 
• Principio de legalidad de la san-

ción.
• Principio de finalidad y proporcio-

nalidad de la sanción.
• Principio del carácter excepcional 

de la privación de la libertad.
• Principio de la determinación de 

las sanciones.
• Principio del carácter especializa-

do de los centros de cumplimiento.
• Principio de la pertenencia a la 

familia.
• Principio del carácter integral e 

interdisciplinario de la atención a 
adolescentes.

• Principio de igualdad de oportuni-
dades para los adolescentes con 
necesidades especiales.

Se les reconoce, además, las siguien-
tes garantías procesales especiales:

• Derecho al contradictorio proce-
sal.

• Derecho a ser defendidos por 
abogado.

• Derecho a ser informado.
• Derecho de defensa.
• Derecho de abstenerse de decla-

rar.
• Derecho a la confidencialidad.
• Derecho a la búsqueda de la con-

ciliación.
• Derecho a la presencia de los pa-

dres durante el proceso.
• Prohibición de juicio en ausencia.
• Derecho de impugnación.

Las instituciones del sistema de justicia 
penal para la adolescencia son las 
siguientes:

• El juez penal de adolescentes.
• El Tribunal Superior de Niñez y 

Adolescencia.
• El Fiscal de Adolescentes.
• La División Especializada en Ado-

lescentes de la Policía Técnica Ju-
dicial.

• La Unidad Especial de Adolescen-
tes de la Policía Nacional.

• El Juez de Cumplimiento.
• La Defensoría de Adolescentes.

El juez penal de adolescentes cono-
ce, privativamente, de los procesos 
tendientes a resolver sobre el delito 
cometido y la responsabilidad de los 
adolescentes implicados. En total se 
estatuyen 8 jueces penales de adoles-
centes en todo el país.

El Tribunal Superior de Niñez y Ado-
lescencia conoce, en segunda instan-
cia, de todos los asuntos que se venti-
len en primera instancia en los juzga-
dos penales de adolescentes, en los 
juzgados de niñez y adolescencia y 
en los juzgados de cumplimiento.

El Fiscal de Adolescentes forma parte 
del Ministerio Público y ejerce la ac-
ción penal especial para perseguir e 
investigar el delito en que se vean en-
vueltos aquéllos. Se establece uno por 
cada juez penal de adolescentes.
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La División Especializada en Adoles-
centes de la Policía Técnica Judicial es 
un organismo técnico especializado 
en la investigación del delito y actúa 
como auxiliar del Ministerio Público.

La Unidad Especial de Adolescentes 
de la Policía Nacional auxilia y co-
labora con las autoridades y organis-
mos especializados en la persecución 
del delito.

Los Jueces de Cumplimiento contro-
lan la ejecución de las sanciones 
por parte del adolescente hallado 
culpable. Se establecen dos en todo 
el país.

El Defensor del Adolescente es un de-
fensor de oficio de la Defensoría de 
Oficio, quien asiste al adolescente y 
defiende sus intereses en el proceso. 
Habrá uno por cada juez penal de 
adolescentes, con excepción de la 
provincia de Panamá en donde ha-
brá, por lo menos, dos por cada juz-
gado penal de adolescentes37.

En cuanto a las sanciones se establece, 
claramente, que su finalidad es la reso-
cialización de los infractores siendo el de-
ber, del juez de cumplimiento, garantizar 
que el cumplimiento de la sanción satisfa-
ga dicha finalidad. El juez penal de ado-
lescentes puede imponer -por la comisión 
de un delito por parte de adolescentes- 
tres tipos de sanciones, a saber:

• Sanciones socioeducativas. 
• Órdenes de orientación y supervisión.
• Sanciones privativas de libertad.

Las sanciones socioeducativas se 
pueden imponer cuando la conducta 
delictiva no puso en grave peligro la 
integridad física de las personas ni 
sus bienes. Dentro de éstas están: la 
amonestación, la participación obli-
gatoria en programas de asistencia y 
orientación, la prestación de servicios 
sociales a la comunidad y la repara-
ción de daños.

Las órdenes de orientación y su-
pervisión38 son mandamientos o 

37  Tendríamos que decir que los Jueces, Defensores y Fiscales Penales de Adolescentes no fueron 
nombrados por problemas presupuestarios, sino hasta el año 2003.

38  Con el propósito de proteger a la víctima, al denunciante o al testigo, asegurar las pruebas o 
impedir la evasión de la acción de la justicia se establecieron medidas cautelares:

 Cambio de residencia o instalación en una residencia determinada; obligación del adolescente 
de presentarse periódicamente al tribunal o ante la autoridad que éste designe; la prohibición de 
salir sin autorización del país, de la localidad o ámbito territorial que fije el tribunal; la prohibición 
de visitar bares, discotecas y determinados centros de diversión; la prohibición de visitar y tratar 
a determinadas personas; la obligación de matricularse y asistir a un centro de educación formal; 
la obligación de buscar un empleo; la obligación de abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas, 
sustancias alucinógenas, enervantes, estupefacientes y tóxicos que produzcan adicción o hábito 
y la obligación de atenderse médicamente para el tratamiento de la farmacodependencia.
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prohibiciones impuestas por el juez 
penal de adolescentes para regu-
lar el modo de vida, promover y 
asegurar su formación. Dentro de 
las órdenes podemos detallar las 
siguientes:

• Que se instale en una residencia o 
se cambie.

• Que abandone el trato con deter-
minadas personas.

• Que no visite bares, discotecas o 
centros de diversión.

• Que se matricule y asista a un cen-
tro de educación formal o a otro 
cuyo objetivo sea el aprendizaje 
de una profesión u oficio, o la 
capacitación para algún tipo de 
trabajo

• Que adquiera trabajo
• Que se abstenga de ingerir bebi-

das alcohólicas, sustancias aluci-
nógenas, enervantes, estupefa-
cientes o tóxicos que produzcan 
adicción o hábito.

• Que sea atendido por medio de 
un programa de rehabilitación 
para superar la farmacodepen-
dencia.

En cuanto a las sanciones privativas 
de libertad, tienen un carácter absolu-
tamente excepcional: puede darse a 
través de la detención domiciliaria, el 
régimen de semilibertad y/o la reclu-
sión en un centro de cumplimiento.

La reclusión en un centro de cumpli-
miento sólo podrá ser aplicada en los 
casos que detallamos:

• Cuando se trate de delitos de ho-
micidio doloso, lesiones persona-
les dolosas gravísimas y lesiones 
personales dolosas con resultado 
de muerte, violación, secuestro, 
robo y tráfico ilícito de drogas;

• Cuando se hayan incumplido, 
injustificadamente, las sanciones 
socioeducativas o las órdenes de 
orientación y supervisión, que le 
fueron impuestas.

La prisión será de un máximo de 7 
años, en los delitos de homicidio do-
loso, violación sexual y tráfico ilícito 
de drogas y, de 5 años, para los de-
más delitos.

El Ministerio de la Juventud, la Mujer, 
la Niñez y la Familia es la institución 
responsable del cumplimiento de las 
sanciones y de las medidas cautela-
res impuestas a los adolescentes. Ad-
ministra el Centro de Cumplimiento, el 
Centro de Custodia (para la detención 
provisional) y el Instituto de Estudios 
Interdisciplinarios. Este último elabora 
un plan individual de cumplimiento 
para cada adolescente sancionado 
conduciendo, de esta manera, los 
programas de resocialización.
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3.4. Proyectos de ley de Plan Mano 
Dura

La anterior presidenta de la Repúbli-
ca, antes de concluir su mandato el 
31 de agosto de 2004, promovió un 
plan de seguridad denominado Ma-
no Dura, que tuvo una duración de 
un mes y 24 días. Dicho plan busca-
ba “combatir efectivamente la delin-
cuencia y convertir a Panamá en el 
país más seguro de América Latina”. 
Incluía dos componentes:

• Operativos llevados a cabo por 
la Policía Nacional en todo el te-
rritorio nacional.

• La presentación, a la Asamblea 
Legislativa, de tres proyectos de 
leyes, para lo cual convocó a 
asamblea extraordinaria, del 21 
al 28 de julio de 2004.

Los operativos policiales se realizaron, 
fundamentalmente, en sectores identi-
ficados como áreas rojas, por regis-
trarse allí mayor incidencia delictiva. 
Abarcaron la colocación de retenes 
policiales, allanamientos sorpresivos, 

redadas, toque de queda, etc. En ellos 
participó el Grupo de Operaciones 
Especiales (GOE), experto en “poner 
el orden” en áreas urbanas y rurales; 
agentes del Grupo de Acción Policial 
(GAP) adiestrados para operaciones 
especiales; agentes del Departamento 
de Investigación Policial (DIIP); Unida-
des de Control de Multitudes, coman-
dados por el jefe de la zona que tiene 
pleno conocimiento de la topografía 
de las áreas en donde se desarrollan 
los operativos.

En adición, el Ejecutivo presentó los 
citados proyectos de ley. El primero 
planteaba incrementar las penas -a 
las y los adolescentes involucradas 
e involucrados en los delitos de ho-
micidio doloso, robo, tráfico de dro-
gas, violaciones sexuales, terrorismo 
y secuestro- de 7 a 20 años de re-
clusión39 y el otro planteaba la ley 
antipandillas. Había un compromiso 
de presentar un tercer proyecto para 
el establecimiento de la cadena per-
petua (figura que no existe en nuestra 
legislación penal) pero, no se prohijó, 
en virtud del rechazo que -dentro del 
seno de la Asamblea Legislativa y, en 

39  En el caso del primer proyecto, además, proponía la prescripción de la acción penal en un 
término igual al doble de la pena respectiva señalada en el Código Penal, sin que exceda de 
25 años; y añadía los delitos de terrorismo y tráfico de armas de fuego o de guerra, a la lista 
de los delitos más graves que debían ser penados de 7 a 20 años de reclusión. 

 La Comisión de Asuntos de la Mujer, Derechos de la Niñez, la Juventud y la Familia de la 
Asamblea Legislativa, en el primer debate, lo modificó y redujo a 10 años de cárcel la pena 
máxima contra los menores, propuesta que elevó al pleno parlamentario en segundo debate, 
el cual, luego, rechazó el proyecto.
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la opinión pública- provocó el primer 
proyecto, así como por la terminación 
en ciernes del período presidencial.

En este punto habría que consignar 
que, el mismo gobierno que imple-
mentó la ejecución de la Ley 40 de 
1999, sobre el régimen de responsa-
bilidad penal para la adolescencia 
y que dictó la reforma a dicha ley, 
mediante la Ley No 46 de 2003, 
es el que adujo que “la legislación 
penal en Panamá ha demostrado ser 
altamente ineficaz para resolver los 
problemas del crimen y violencia que 
enfrentamos”. En la Exposición de 
Motivos y, más adelante, señaló: “En 
los últimos años, la legislación penal 
panameña ha seguido una corriente 
equivocada, promovida por penalis-
tas que abogan por hacer valer más 
los derechos y garantías de los de-
lincuentes”. O sea, que la propuesta 
elevaba, al máximo de años de pri-
sión que contiene nuestra legislación 
penal, la condena aplicable a un 
o a una adolescente mayor de 14 
años que cometiera alguno de esos 
delitos. Es decir, que se le juzgaba 
como a un adulto, aspecto este que 
prohíbe la Convención de los Dere-
chos del Niño, tal y como fue denun-
ciado por voceros de UNICEF en ese 
momento.40 

UNICEF señaló, “antes de impulsar ini-
ciativas de ley orientadas a disminuir 
la edad penal y encarcelar a menores, 
se debe enfrentar la pobreza, injusticia 
y exclusión social que limitan las opor-
tunidades educativas y la calidad de 
vida de los jóvenes, pues sancionar a 
quienes no tienen una responsabilidad 
directa ante el fenómeno de la delin-
cuencia no dará ningún resultado”. 
Theresa Kilbane, oficial del programa 
de protección especial de UNICEF, rei-
teró que se oponen a estas iniciativas 
que han demostrado que no tienen una 
clara efectividad sobre los índices de-
lictivos e indicó que disminuir la edad 
penal no puede ser el camino a seguir, 
sino la construcción de espacios de su-
peración y de oportunidades”.41 

Por su lado, representantes de orga-
nismos no gubernamentales acusaron 
al gobierno de implementar violacio-
nes de derechos humanos, como la 
violación domiciliaria, el irrespeto a 
la presunción de inocencia, en fin, de 
estar creando un mini-estado de sitio 
con los operativos Mano Dura.

El nuevo gobierno acuñó otro nombre 
para el operativo Mano Dura iniciado 
por el anterior: Seguridad Integral con 
Fuerza y con Firmeza, el cual tendrá 
carácter permanente y su propósito 

40  Crítica Libre, 22 de julio de 2004. 
41  La Jornada, México, D.F., 9 de julio de 2004.
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será “desarticular, capturar y hostigar 
a los infractores de la Ley evitando 
darles respiro en todo el territorio na-
cional”. En el operativo participan los 
componentes de la Policía Nacional 
y de los servicios Marítimo y Aéreo. 

3.5. Ley antipandillas

En cuanto al proyecto de ley antipan-
dillas, se convirtió en la Ley No.48 
de 30 de agosto de 2004, la cual 
tipifica los delitos de pandillerismo 
y de posesión y comercio de armas 
prohibidas, dicta medidas de protec-
ción a la identidad de los testigos y 
modifica disposiciones de los Códi-
gos Penal y Judicial, así como de la 
Ley 40 de 1999. 

En la Exposición de Motivos se entra 
a definir a las pandillas como “grupos 
de más de tres integrantes que tienen 
una concepción filosófica determinada, 
uno o dos líderes definidos, conceptos 
claros de territorialidad que, general-
mente, consumen y distribuyen drogas 
y que además, portan puñales de gran 
tamaño y armas de fuego adquiridas 
en el mercado negro”. Se expone que 
las mismas “son el primer paso para la 
formación de bandas criminales dedi-
cadas al robo, al hurto de residencias o 

a golpes delictivos de mayor magnitud 
como la venta de estupefacientes, robo 
a bancos y supermercados; convirtien-
do estas conductas delictivas en su 
modo de vida”.

Asimismo, define pandilla como la 
asociación previa de tres o más per-
sonas destinadas a cometer hechos 
punibles y que se distingue por reunir, 
por lo menos, dos de las siguientes 
características: estructura interna, je-
rarquía, control territorial o uso de 
símbolos personales o colectivos de 
identificación de sus miembros. 

El delito de asociación ilícita y pan-
dillerismo se configura cuando tres o 
más personas se asocien o constituyan 
pandillas con el propósito de cometer 
delitos, el cual acarrea a cada una de 
ellas, por ese solo hecho, prisión de 1 
a 3 años42. Para los promotores, je-
fes, cabecillas o dirigentes de la aso-
ciación ilícita o de la pandilla, o para 
quienes les provean ayuda económi-
ca, apoyo logístico o los contraten pa-
ra cometer estos delitos, la pena será 
de 3 a 5 años de prisión. 

Si el autor del ilícito posee armas 
de fuego, sin estar legalmente au-
torizado para ello, la sanción será 

42  Las penas serán reducidas de una tercera parte a la mitad, cuando: El autor voluntariamente 
contribuya a la desarticulación de la asociación ilícita o la pandilla; impida la ejecución o 
continuación del hecho punible; informe a la autoridad competente el conocimiento del delito 
o su planificación en tiempo oportuno para evitar su ejecución.
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aumentada en una tercera parte. 
Cuando la asociación ilícita o la 
pandilla se concierten para cometer 
delitos de homicidio doloso, secues-
tro, robo, tráfico de armas de fuego, 
tráfico de drogas, violación sexual o 
terrorismo, se aumentará la pena a un 
tercio o a la mitad de la pena prevista 
en el Código Penal para el respectivo 
delito de que se trate. Para la impu-
tación del delito de pandillerismo, la 
ley exige el informe policial y pruebas 
concluyentes en cuanto a la conforma-
ción de la pandilla y la pertenencia a 
la misma.

En cuanto a la posesión y comercio 
de armas prohibidas, básicamente 
se aumentan las penas de prisión ya 
establecidas. Es así como se estable-
ce una sanción de 2 a 4 años de 
prisión o de 200 a 350 días-multa, 
a quien posea arma de fuego, sin 
estar legalmente autorizado para ello 
(incluyendo armas de fabricación ca-
sera) cuando, antes, la Ley No.53 
de 1995 sólo establecía una multa o 
arresto de 3 a 6 meses. 

Si al arma de fuego le ha sido borra-
do o alterado el número de registro 
que le corresponde, o exista posesión 
de arma de fuego cuyas característi-
cas técnicas originales de fabricación 
han sido modificadas para aumentar 
su poder letal, se le aplicará al infrac-
tor una sanción de 3 a 5 años de 
prisión, cuando en la ley anterior se le 
señalaba una pena de 2 a 3 años.

Al que posea arma de fuego prohibi-
da, arma de guerra o sus elementos 
cuya tenencia esté prohibida por la 
ley, se le aplicará una sanción de 4 
a 6 años de prisión. Si esta posesión 
es para la venta o traspaso a cual-
quier título o para apoyar organiza-
ciones criminales y pandillas, la san-
ción será de 5 a 7 años de prisión, 
exceptuándose de esta disposición a 
los coleccionistas.

Al que posea, compre, venda, fa-
brique o traspase, a cualquier título, 
artefactos explosivos o sus compo-
nentes, sin estar autorizado para ello, 
se le sancionará con 6 a 8 años de 
prisión, pena que será aumentada en 
una tercera parte, si el sujeto importa, 
transporta o trafica ilegalmente dentro 
del país o trata de sacar del país ex-
plosivos o sus componentes, sin tener 
autorización legal para ello.

Si la persona fabrica, importa, alma-
cena, transporta, trafica o comerciali-
za ilegalmente dentro del país armas 
de fuego, sus componentes o municio-
nes, se le sancionará con prisión de 7 
a 9 años. Esta pena se incrementará 
de 8 a 10 años cuando la importa-
ción, el almacenamiento, transporte o 
tráfico ilegal tenga por objeto armas 
de guerra, sus componentes o muni-
ciones, o cuando la finalidad de esta 
conducta sea sacarla del país o para 
cometer actos terroristas. Igual san-
ción se aplicará a quien encontrán-
dose dentro o fuera del país, utilice 
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documentos falsos o alterados para 
realizar transacciones de compra, 
venta o traspaso de armas de fuego 
o de guerra, o a quien las realice en 
nombre del Estado panameño sin es-
tar legalmente autorizado, o a quien, 
estando autorizado, no cumpliera las 
disposiciones legales vigentes.43 

La posesión de armas de fuego se san-
ciona, por la vía administrativa, con 
multa de B/ 200.00 a B/ 500.00 o 
con arresto de 3 a 6 meses, cuando 
el permiso del arma esté vencido; o 
cuando el propietario no haya denun-
ciado el hurto, robo, extravío, apro-
piación indebida o cualquier otro 
delito del arma, en las primeras 48 
horas desde que tuvo conocimiento; 
cuando el propietario entrega su arma 
a un tercero, a cualquier título, sin ha-
ber realizado los trámites legales de 
traspaso; o cuando se trate de armas 
de cacería, sin la autorización corres-
pondiente. También se establece que 
las armas incautadas por las autorida-
des, que estén legalmente permitidas, 
serán puestas a las órdenes de la Po-
licía Nacional y las prohibidas serán 
destruidas en acto público.

Consideramos que la Ley 48 de 
2004, así como el paquete de refor-
mas de Mano Dura del cual formaba 
parte, se integra a la legislación más 
reciente (Cfr. Ley 50 de 2003, que 
sanciona el delito de terrorismo) que 
se ha dictado en nuestros países lati-
noamericanos como eco de la políti-
ca antiterrorista norteamericana, que 
disminuye el goce de las libertades 
individuales en aras de garantizar la 
“seguridad” del Estado.

***

CONCLUSIONES

La violencia, en general, incluyendo 
la violencia juvenil, tiene condicio-
nantes estructurales. La población 
del país es mayoritariamente joven. 
Sin embargo, este sector etáreo está 
afectado gravemente por la pobre-
za, la falta de acceso a la educa-
ción, el desempleo, el consumo de 
drogas, enfermedades como el VIH/
SIDA, aunado al hecho de que las 
dos terceras partes de los jóvenes, 
según Naciones Unidas, no tienen 
acceso a los elementos básicos que 

43  Por otro lado, se establecen medidas de protección de la identidad de los testigos que in-
tervengan en procesos penales, según el nivel de riesgo o peligro del testigo, su cónyuge, 
ascendientes, descendientes o hermanos. De esta manera, el funcionario de instrucción o juez 
podrán omitir las generales o datos de identificación de testigos, en las diligencias que se 
practiquen; permitir que comparezcan con indumentarias o dispositivos que impidan su identi-
ficación visual; fijar las oficinas del funcionario de instrucción, como domicilio del testigo, para 
efectos de citaciones y notificaciones; y ordenar todas las medidas necesarias para mantener 
reservada la identidad del testigo, su domicilio, profesión, oficio o lugar de trabajo.
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demanda el mundo moderno como 
la tecnología, la educación o el 
idioma, más los prejuicios que tiene 
el mundo adulto con respecto a la 
juventud. Los jóvenes son las princi-
pales víctimas de la violencia, pero 
también los principales victimarios, 
según las estadísticas oficiales.

En los últimos años ha habido preocu-
pación gubernamental por esbozar 
políticas públicas en materia de juven-
tud. Sin embargo, éstas deben ser con-
cretadas en un Plan de Acción con me-
tas y actividades bien definidas y que 
pueda ser ejecutado, aunque plasma-
mos nuestras dudas en cuanto a que se 
puedan atender las verdaderas causas 
de la problemática que vive la juven-
tud, si dicha atención no implica una 
solucion integral que ataque la pobre-
za y el desempleo. Si el fenómeno de 
la violencia juvenil es multicausal, las 
respuestas efectivas deben incluir los 
aspectos económicos, políticos, edu-
cativos, culturales, legales, judiciales, 
psicológicos, familiares, etc.

En cuanto a la delincuencia juvenil, si 
bien la actividad delictiva se ha incre-
mentado significativamente en los últi-
mos años, los casos de adolescentes 
involucrados en delitos, con relación 
a la población total de adolescentes, 
apenas ha significado un 2% mien-
tras que, de cada 10 delitos que se 
cometen, sólo uno es llevado a cabo 
por un adolescente y sólo el 2% de 
los delitos graves son realizados por 

ellos. El perfil del joven involucrado 
en actos delictivos es, por lo general, 
alguien con carencias afectivas, pro-
veniente de hogares disfuncionales, 
con conflictos familiares, pertenecien-
te a estratos sociales bajos, desen-
volvimiento en medios proclives a la 
droga y a la violencia, etc.

En relación con las pandillas juveniles, 
se habla de que el florecimiento de 
las mismas se dio con posterioridad 
a la invasión militar estadounidense 
de 1989, producto de una serie de 
factores que confluyeron: la desinte-
gración de la Guardia Nacional y su 
sustitución por la Policía Nacional, el 
saqueo generalizado de los comer-
cios, la abundancia de armas en el 
mercado negro y otros. En la actua-
lidad existen más de 100 pandillas, 
a pesar de los intentos, de los dos 
últimos gobiernos, de atacar la pro-
blemática. Sus miembros viven en la 
pobreza, tienen un bajo nivel cultural, 
no han terminado los estudios secun-
darios e incursionan en la violencia, 
estimulados por el ocio, las rencillas 
entre grupos y como una forma de so-
brevivir en un medio hostil.

Respecto de las manifestaciones de 
violencia de la juventud, el arma de 
fuego es el medio más utilizado para 
la comisión de faltas y existen muchas 
facilidades en el medio para la con-
secución y tenencia de las mismas. El 
mercado negro es el que surte, funda-
mentalmente, de armas y municiones 
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a los pandilleros. Llama la atención el 
alto volumen de municiones vendidas 
frente al bajo número de armas vendi-
das en los comercios locales.

La violencia que se escenifica en las 
escuelas (reyertas entre colegios, van-
dalismos realizados por estudiantes, 
violencia en la relación docente-estu-
diante y estudiante-estudiante) es re-
flejo, a su vez, de la violencia social 
y tiene que ver con factores culturales 
(esquemas autoritarios, adultocentristas 
imperantes, etc.), socioeconómicos, ri-
validades entre colegios, el pandilleris-
mo que -en algunos casos- también se 
entroniza en los colegios, entre otros.

En materia de violencia doméstica se 
aprecian múltiples problemas como el 
escaso acompañamiento y servicios 
a las víctimas, la falta de un sistema 
único de registro y de coordinación 
interinstitucional, así como limitacio-
nes presupuestarias para atender la 
problemática, aunque hay un Plan 
Nacional 2004 - 2014 que preten-
de reducir este tipo de violencia, en 
un 30%, en este lapso. Veremos, en 
la práctica, si se ejecuta.

En cuanto al marco jurídico institucio-
nal vigente, las disposiciones legales 
fundamentales aplicables a la materia 
en estudio son el Decreto Ejecutivo 
No.409 de 1994, reformado por el 
Decreto Ejecutivo No.245 de 1998, 
que regula los requisitos para portar 
armas de fuego; la Ley 40 de 1999, 

modificada por la Ley 46 de 2003, 
que establece el régimen especial de 
responsabilidad penal para adoles-
centes y la Ley 48 de 2004, que tipi-
fica -como delito- el pandillerismo, la 
posesión y el comercio de armas pro-
hibidas y establece medidas de pro-
tección a la identidad de los testigos.

El primer decreto establece, como 
edad mínima para portar armas de 
fuego, los 18 años, que es también 
la mayoría de edad en nuestro país. 
Sin embargo, con relación a la legis-
lación anterior (1993), se flexibiliza 
su posesión legal, al no exigirse ni 
pruebas psicológicas ni prueba de 
tiro al portador del arma, requisitos 
que pensamos deben ser retomados 
en futuras reformas a este Decreto.

La Ley 40 de 1999 disminuye, de 
18 a 14 años, la edad para que los 
menores de edad puedan asumir la 
responsabilidad penal de ley siendo, 
los menores de 14 años inimputables 
pero, sometidos a un régimen especial 
de protección, a cargo de un juez es-
pecial de niñez y adolescencia. Esta 
ley fue sancionada como respuesta a 
una presión social que exigía endure-
cer significativamente las penas a los 
menores adolescentes, a pesar de que 
no había evidencias, y aún no las hay, 
de que la delincuencia juvenil fuese re-
levante. Todavía queda pendiente la 
promulgación del Código de la Niñez 
y la Adolescencia, el cual práctica-
mente se ha echado al olvido.
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La ley de responsabilidad penal de 
los y las adolescentes establece prin-
cipios y garantías procesales a su fa-
vor, así como medidas cautelares y 
sanciones. Entre éstas últimas están 
las socioeducativas, las órdenes de 
orientación y supervisión y las san-
ciones privativas de libertad. Las san-
ciones privativas de libertad deben 
aplicarse excepcionalmente y pueden 
consistir en detención domiciliaria, 
régimen de semilibertad y reclusión 
en un centro de cumplimiento. Esta 
última se aplica cuando se trata de 
delitos de homicidio doloso, lesiones 
personales dolosas gravísimas y lesio-
nes personales dolosas con resultado 
de muerte, violación, secuestro, robo 
y tráfico ilícito de drogas, los cuales 
son sancionados con penas de pri-
sión entre 5 a 7 años; o cuando el 
o la adolescente haya incumplido las 
sanciones socioeducativas o las órde-

nes de orientación y supervisión que 
le fueron impuestas.

La Ley No.48 de 2004, expedida 
como parte del ya citado Plan de Se-
guridad denominado “Mano Dura”, 
de carácter eminentemente represivo 
e inconsistente con la Ley de Respon-
sabilidad Penal de los Adolescentes 
sólo requiere, para que se configure 
el delito de pandillerismo, la asocia-
ción de tres o más personas que ten-
gan el propósito de cometer delitos y 
siempre que se reúnan algunas carac-
terísticas de estructuración interna. La 
aplicación de sanciones nos parece 
inadecuada, la regulación de esta fi-
gura delictiva, pudiera dar lugar a la 
persecusión “delitos políticos”, ya que 
simplemente se sanciona la “intención 
de cometer delitos”, para lo cual bas-
ta un informe policial que así lo aseve-
re, lo cual puede resultar peligroso.
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